Cómo usar este glosario 

Muchos de los conceptos explicados en este Glosario están relacionados entre sí, de modo que para comprender los diversos aspectos del tema es necesario complementarlos consultando las referencias indicadas al final de cada artículo. Las referencias escritas en letras mayúsculas remiten a otros artículos del mismo glosario, mientras que las otras remiten a leyes u otros textos que no están incluidos en este glosario. Por ejemplo, al final del artículo 

CUENTA ESPECIAL DIÁLOGO 2000: 

Ver: • RECURSOS HIPC-II 

• FONDO SOLIDARIO MUNICIPAL 

• FONDO SOLIDARIO NACIONAL 

• Ley del Diálogo Nacional, artículos 9 al 16 

• Ley 2426 del SUMI 
Las primeras tres referencias recomiendan leer otros artículos incluidos en el Glosario. Las otras dos referencias corresponden a leyes que convendría consultar para ampliar la información sobre el tema. En otros artículos también se recomienda ver anexos que van al final de este libro, entre los que se incluye una lista de sitios Internet de interés. 

Asimismo, para facilitar la consulta, al final del libro se presenta una lista de todos los artículos del glosario ordenados alfabéticamente. 

Una de las cualidades principales de esta obra —lo que explica su aceptación y utilidad— es que expone conceptos, algunos de ellos inevitablemente complejos, en un lenguaje sencillo y sin tecnicismos innecesarios, pero sin sacrificar por ello la precisión y el rigor. De este modo, el texto ordenado alfabéticamente es accesible a un amplio conjunto de interesados/as en participar en los procesos municipales. Cumple, también, la función de acercar las leyes a los ciudadanos/nas que consiguientemente estarán mejor preparados para ejercer sus derechos y obligaciones como tales. 

--------------------------------------------------- Recuadro---------------------------------

A 

ACTORES LOCALES 

Se denomina así a todas las organizaciones e instituciones sociales y políticas que participan como protagonistas activos en los procesos municipales, que son corresponsables de dichos procesos, generan demandas y propuestas, intervienen en la vida local y se hacen cargo de los resultados logrados en la gestión municipal. 

Entre los actores locales se puede mencionar a organizaciones territoriales de base (comunidades campesinas, comunidades indígenas y originarias, pueblos indígenas y juntas vecinales), comités de vigilancia, juntas escolares, asociaciones civiles, organizaciones económicas, organizaciones funcionales, organizaciones no gubernamentales, instituciones privadas de desarrollo e inclusive el gobierno municipal, integrado por el concejo y el alcalde. 

ACTOS ADMINISTRATIVOS

Se considera como actos administrativos los decretos, resoluciones, reglamentos, instrucciones, circulares, ordenanzas y otros, que se emiten desde el Poder Ejecutivo o desde los gobiernos municipales. 

En el marco de la división de los tres poderes del Estado, los actos administrativos que proceden del órgano ejecutivo son diferentes de los actos legislativos o judiciales, puesto que son actos esencialmente ejecutivos. 

Los actos administrativos, para tener validez, deben cumplir requisitos de fondo y de forma, como la competencia, la legalidad o el cumplimiento de ciertas formalidades como su carácter público. En caso de faltar tales requisitos el acto administrativo se considera como ilegal o irregular, siendo en consecuencia nulo o anulable. 

Ver: • Ley 2028 de Municipalidades, artículo 20 

ADJUDICACIÓN 

Es el acto administrativo a través del cual la máxima autoridad de la institución o entidad pública que hace una licitación dispone que al proponente que haya sido calificado en primer lugar se le encomiende la ejecución de una obra, se contraten sus servicios o la provisión de bienes que hubiese ofertado en su propuesta. 

Los elementos que caracterizan una adjudicación son los siguientes: 

a) Es un acto administrativo ejercitado por autoridad pública facultada para ello. 

b) La selección de la propuesta se realiza dentro del proceso de calificación y una Comisión Calificadora debe emitir una recomendación. 

c) La autoridad ejecutiva puede basar su decisión en esa recomendación o apartarse de ella después de conocerla, pero en cualquier caso es la autoridad ejecutiva quien asume responsabilidades en el marco de la Ley de Administración y Control Gubernamental (SAFCO). 

En la evaluación de las propuestas presentadas a una licitación pública, la Comisión Calificadora tiene que basar sus recomendaciones en criterios estrictamente técnicos, legales y económicos, con sujeción a las especificaciones establecidas en los pliegos de condiciones o en los términos de referencia de la licitación. De la recomendación final que formule la Comisión Calificadora dependerá, en gran medida, la decisión de la autoridad ejecutiva, y consiguientemente el grado de beneficio o perjuicio para la entidad licitante y, por ende, para la colectividad. 

La adjudicación es la acción final del proceso de licitación, previa a la suscripción del contrato con el adjudicatario. Si bien no crea derechos al no establecerse todavía un vínculo contractual, compromete la seriedad de la administración y de sus actos. 

Las Normas Básicas del Sistema de Administración de Bienes y Servicios derivadas de la Ley SAFCO, aprobadas mediante Resolución Suprema 216145 de 3 de agosto de 1995, definen la adjudicación como “la resolución de la máxima autoridad ejecutiva mediante la cual se elige la propuesta más conveniente para la entidad, teniendo en cuenta la recomendación de la Comisión Calificadora y los antecedentes del proceso de contratación”. 

ADMINISTRACIÓN 

Es la acción de administrar, manejar, dirigir. En un sentido jurídico, la facultad de administrar es distinta a la facultad de disponer. 

Un propietario de cosas o bienes puede disponer de sus propiedades o enajenarlas. En cambio, a través de la administración, como su propio nombre lo indica, solo se puede manejar los bienes a su cargo o dirigirlos con determinados fines. 

La administración es fundamental en el proceso de organización de la vida social. La sociedad humana ha avanzado hasta su actual etapa de evolución gracias al perfeccionamiento permanente de los sistemas administrativos que buscan que los resultados del trabajo sean óptimos y se consiga un aprovechamiento eficaz de los recursos. 

Si bien hay muchas teorías y puntos de vista diferentes sobre administración, se puede constatar que en todo trabajo humano hay una serie de operaciones específicas y sucesivas, sin las cuales ningún organismo administrativo puede realizar sus fines. Dichos movimientos o fases de la operación administrativa son la planificación, la organización y el control o monitoreo. Esto abarca desde la previsión de un programa de acciones hasta la verificación de que ellas se cumplan en los plazos establecidos y con los resultados buscados. 

ADMINISTRACIÓN DE BIENES Y SERVICIOS, Sistema de

Es uno de los ocho sistemas obligatorios establecidos por la Ley SAFCO para el sector público.

El Sistema de Administración de Bienes y Servicios (SABS) es el conjunto de normas de carácter jurídico, técnico y administrativo, que regulan en forma interrelacionada con los otros sistemas de administración y control de la Ley SAFCO, la contratación, manejo y disposición de bienes y servicios de las entidades públicas. Tiene como objetivos: a) Constituir el marco conceptual del SABS, fundamentado en principios, definiciones y disposiciones básicas, obligatorios para todas las entidades públicas; y b) Establecer los elementos esenciales de organización, funcionamiento y de control interno relativos a la administración de bienes y servicios, desde su solicitud hasta la disposición final de los mismos. 

El SABS está compuesto por tres subsistemas: 

a. Subsistema de Contratación de Bienes y Servicios. 

b. Subsistema de Manejo de Bienes. 

c. Subsistema de Disposición de Bienes. 

Las Normas Básicas para el Sistema de Administración de Bienes y Servicios se establecen mediante Decreto Supremo 25964 del 21 de octubre de 2000.

Varias normas como la Ley 1178 y el Decreto Supremo 23318-A, establecen que el incumplimiento en la aplicación de este sistema, generará responsabilidades para los administradores del sector público. Sin embargo, esta normativa ha sido cuestionada desde el ámbito municipal porque en su aplicación surgieron muchas dificultades. Fue diseñado principalmente para ministerios, corporaciones y empresas públicas descentralizadas, no se tomó en cuenta a los municipios en especial a los medianos y pequeños de las áreas rurales, pues el proceso de municipalización es posterior a la Ley 1178. Si bien este sistema y sus subsistemas están vigentes, se estudian cambios que permitan una mejor aplicación a los espacios municipales, haciéndolos más simples y flexibles y, sobre todo, menos centralizados.

Ver: • Ley 1178 de Administración y Control Gubernamental (Ley SAFCO)

• Normas Básicas para el Sistema de Administración de Bienes y Servicios (de la Ley SAFCO)

• DS 27328 “Compro Boliviano” del 31 de enero de 2004

• RM 110 (del Ministerio de Hacienda) del 15 de Marzo de 2004
ADMINISTRACIÓN DE PERSONAL, Sistema de

Es uno de los ocho sistemas obligatorios establecidos por la Ley SAFCO para el sector público.

El Sistema de Administración de Personal (SAP) es el conjunto de normas, procesos y procedimientos sistemáticamente ordenados, que permiten la aplicación de las disposiciones en materia de administración pública de personal que trabaja en entidades estatales de todos los niveles.

El SAP tiene cuatro subsistemas:

· Subsistema de Dotación de Personal

· Subsistema de Evaluación del Desempeño

· Subsistema de Movilidad de Personal

· Subsistema de Capacitación Productiva

El personal municipal es de tres clases: 

· Los servidores públicos municipales comprendidos en la carrera administrativa. 

· Los funcionarios de libre nombramiento, como los oficiales mayores y asesores, que no gozan de la protección de la Ley General del Trabajo. 

· Las personas contratadas en las empresas municipales, públicas o mixtas.

Cada gobierno municipal debe aprobar su Reglamento de Administración de Personal y los siguientes manuales imprescindibles: 

· Manual para la descripción y clasificación de cargos. 

· Manual para la evaluación de cargos y la estructura de remuneraciones. 

· Manual para la calificación periódica del mérito funcionario. 

Los requerimientos de personal deben ser cuantificados en la Programación Operativa Anual (POA) y existe responsabilidad civil por daño económico al Estado para las autoridades municipales que contraten personal supernumerario. 

Las Normas Básicas para el Sistema de Administración de Personal se establecen mediante Decreto Supremo 26115 del 16 de marzo de 2001.

Varias normas como la Ley 1178 y el Decreto Supremo 23318-A, establecen que el incumplimiento en la aplicación de este sistema, generará responsabilidades para los administradores del sector público. Sin embargo, esta normativa ha sido cuestionada desde el ámbito municipal porque en su aplicación surgieron muchas dificultades. Fue diseñado principalmente para ministerios, corporaciones y empresas públicas descentralizadas, no se tomó en cuenta a los municipios en especial a los medianos y pequeños de las áreas rurales, pues el proceso de municipalización es posterior a la Ley 1178. Si bien este sistema y sus subsistemas están vigentes, se estudian cambios que permitan una mejor aplicación a los espacios municipales, haciéndolos más simples y flexibles y, sobre todo, menos centralizados.

Ver: • CARRERA ADMINISTRATIVA 

• Ley 1178 de Administración y Control Gubernamental (Ley SAFCO)
• Ley 2028 de Municipalidades, artículos 59 a 76 

• Ley 2027 del Estatuto del Funcionario Público 

• Normas Básicas para el Sistema de Administración de Personal (de la Ley SAFCO)

ADMINISTRACIÓN DEPARTAMENTAL 

Estaba constituida por los organismos y unidades administrativas departamentales a cargo de las prefecturas departamentales y por órganos desconcentrados sujetos a un régimen jurídico especial. 

La Ley de Descentralización Administrativa (Ley 1654 del 28 de julio de 1995), al establecer el marco institucional de la descentralización en el país, transfirió y delegó a las prefecturas del departamento atribuciones de carácter técnico administrativo no privativas del Poder Ejecutivo en el ámbito nacional, con el propósito de mejorar y perfeccionar la administración pública en el país, manteniendo el sistema político unitario del Estado. Así, las administraciones departamentales adquirieron mayor importancia y responsabilidad, por cuanto se hallaban encargadas del cumplimiento de políticas del Poder Ejecutivo que implican el manejo de recursos de inversión y mejoras en la administración pública para la prestación de servicios en forma más directa y cercana a los ciudadanos. 

Las Administraciones Departamentales no eran gobiernos departamentales como erróneamente se suponía. Se encontraban a cargo de los prefectos designados por el Presidente de la República y de los Consejos Departamentales que, de acuerdo a ley, son órganos colegiados de consulta, control y fiscalización. Las atribuciones de unos y otros se establecieron en la Ley de Descentralización Administrativa y sus reglamentos. 

Estas disposiciones legales organizaban el Poder Ejecutivo en el ámbito departamental, determinando la estructura de las prefecturas, la conformación de los consejos departamentales, el régimen económico y financiero, el manejo de los recursos, los programas de inversión pública y de financiamiento externo, los servicios departamentales y los procedimientos administrativos. 

La Administración Departamental se ejerce en las provincias y cantones a través de los subprefectos y corregidores, respectivamente. 

Los consejeros departamentales que forman el Consejo Departamental eran designados por los concejos municipales en la forma señalada por la Ley 1654 y sus decretos reglamentarios. 

Todo este proceso de descentralización resultó sin embargo insuficiente. Atendiendo a movilizaciones cívicas que exigían las autonomías departamentales, se ha establecido la elección de los prefectos por votación popular. El Decreto Supremo 27988 aprobado el 28 de enero de 2005 convocó a elecciones para la selección de prefectos para el período constitucional 2002-2007.

Esta norma establece que “los ciudadanos seleccionados (…) mediante voto universal, directo, libre, obligatorio y secreto, serán designados Prefectos por el Presidente de la República, en cumplimiento de lo establecido en la Constitución Política del Estado”.

Si bien en el ordenamiento legal (Constitución Política del Estado, Código Electoral, Ley de Descentralización y otras) no se contemplaba expresamente la elección vía voto universal de los prefectos, el Decreto indica que el artículo 35 de la Constitución Política del Estado señala que las declaraciones, derechos y garantías que proclama la Carta Magna no deben ser entendidos como negación de otros derechos y garantías no enunciados que nacen de la soberanía del pueblo y de la forma republicana de gobierno. Se añade, además, que vivimos un proceso de transición histórica en el cual resulta de primordial importancia profundizar la descentralización administrativa. “En ese propósito es necesario avanzar con medidas concretas que acerquen al ciudadano a la toma de decisiones en el ámbito departamental, sin que ello signifique vulnerar los preceptos constitucionales”.

Ver: • Ley 1654 de Descentralización Administrativa y sus decretos reglamentarios. 

• DS 27988 del 28 de enero de 2005

ADMINISTRACIÓN LOCAL

La administración local es diferente de la administración departamental no solo por tener un ámbito de acción más reducido desde el punto de vista territorial, sino por las funciones que cumple. La jurisdicción y competencia de las administraciones locales corresponden específicamente a las municipalidades que reciben la denominación de gobiernos locales con autonomía de gestión. 

La administración local sujeta su funcionamiento y desarrollo a las normas establecidas al efecto en la Constitución Política del Estado, la Ley de Participación Popular, la Ley de Municipalidades y otras disposiciones legales que emite el Poder Público (Legislativo o Ejecutivo) para regular su desenvolvimiento institucional. 

Ver: • MUNICIPALIDAD 

ADMINISTRACIÓN NACIONAL

La administración nacional (llamada también central) comprende el conjunto de órganos administrativos que integran el Poder Ejecutivo o Gobierno central, ejerciendo jurisdicción y competencia en todo el territorio nacional. Se la designa como administración central porque concentra en sí el conjunto de las funciones administrativas de todo el Estado. 

La administración nacional, como Poder Ejecutivo, basa su funcionamiento en la Constitución Política del Estado, la Ley de Organización del Poder Ejecutivo y su decreto supremo reglamentario. 

Las entidades de la administración nacional con atribuciones especiales, tales como la Contraloría General de la República, la Dirección Nacional de Aduanas, el Banco Central, el Servicio Nacional de Impuestos Internos y otras, desarrollan su función administrativa de acuerdo a leyes específicas para cada una de éstas. Algunas dependen directamente de la Presidencia de la República, como en el caso de la Contraloría, otras dependen de los ministerios y otras tienen una relación especial con el Congreso Nacional, que es el que define o aprueba el nombramiento de sus máximos ejecutivos. 

ADMINISTRACIÓN PÚBLICA 

La administración pública es el conjunto de órganos que ejecutan actividades por medio de las cuales el Estado logra sus fines y objetivos. En otras palabras, la administración pública consiste en todas las operaciones que tienen como propósito el cumplimiento de las políticas públicas. 

La función del órgano o Poder Ejecutivo es distinta de la que cumplen los Poderes Legislativo y Judicial. El concepto de órgano ejecutivo, vinculado al ejercicio de la administración, permite establecer que la actividad administrativa que realiza el Estado es la que se denomina Administración Pública, diferente a la que llevan a cabo las entidades de carácter privado. 

En el ámbito político, se entiende por administración pública una de las tres funciones del Estado, es decir, la que está a cargo del Poder Ejecutivo, referida al manejo de los bienes y recursos del Estado, la recaudación e inversión de los fondos fiscales, la prestación de los servicios públicos y el mantenimiento del orden jurídico. 

En muchos casos se confunde los conceptos de gobierno y administración como sinónimos. Sin embargo, si bien es cierto que el órgano Ejecutivo gobierna y administra, existe una diferencia sustantiva entre ambas funciones. El término gobierno tiene una connotación política, en tanto que el término administración tiene más bien una significación técnica. 

La complejidad de las tareas que actualmente debe desarrollar la administración pública la conducen a una creciente tecnificación, aplicando nuevos conocimientos científico tecnológicos y calificando profesionalmente a los servidores o empleados públicos. 

AGENTES MUNICIPALES 

Son los encargados de la administración en los cantones, bajo supervisión y control del Gobierno Municipal correspondiente, esto es, del respectivo concejo municipal. 

Los agentes municipales son elegidos según el Código Electoral, que a su vez fija los requisitos para dicha elección de acuerdo a la Constitución. 

Los agentes municipales, que anteriormente se los conocía como agentes cantonales, ejercen el gobierno municipal en su cantón y tienen las siguientes atribuciones: 

a) Ejercer las funciones delegadas por el concejo municipal en el ámbito del cantón y coordinar con el subalcalde municipal del o de los distritos municipales correspondientes y con otras autoridades e instituciones que actúen en el cantón. b) Cumplir y hacer cumplir las ordenanzas, resoluciones, convenios y reglamentos municipales. c) Participar en la elaboración del Plan de Desarrollo Municipal y los Programas Operativos Anuales. d) Canalizar y conocer las demandas de las Organizaciones Territoriales de Base. e) Participar en las sesiones del concejo municipal con derecho a voz en los asuntos de interés de su cantón. 

Las prohibiciones prescritas por ley para los concejales municipales rigen también para los agentes municipales. 

Ver: • SUBALCALDES 

• Constitución Política del Estado, artículo 200 

• Ley 2028 de Municipalidades, artículo 42 

AGREGACIÓN DE DEMANDAS

Es el acto de juntar, agrupar y priorizar (calificar) demandas de la población más allá de lo comunal o barrial. Significa pasar de la demanda aislada de una sola organización territorial a una demanda compartida de varias organizaciones territoriales. Los niveles de base vigentes para la agregación de demandas en los municipios son los distritos o cantones, aunque pueden existir niveles intermedios como los subdistritos. En ciertos casos, una demanda agregada puede expresar los intereses de las organizaciones sociales de varios distritos o inclusive de todo un municipio. 

AGRUPACIÓN CIUDADANA

Mediante las reformas a la Constitución Política del Estado (Ley 2650 del 13 de abril de 2004) se ha incorporado la figura de las agrupaciones ciudadanas junto a la de pueblos indígenas a la, hasta entonces, única entidad que intermediaba la representación popular: el partido político. Vale decir, que se ha roto el “monopolio” de los partidos políticos en la participación política.

Las Agrupaciones Ciudadanas son personas jurídicas de derecho público, sin fines de lucro, creadas exclusivamente para participar en la actividad política, a través de los diferentes procesos electorales, para la conformación de los Poderes Públicos (comicios nacionales, departamentales y municipales, así como para la elección de constituyentes).

Para esto deben obtener el correspondiente reconocimiento y registro de su Personalidad Jurídica ante la Corte Electoral, cumpliendo ciertos requisitos como la presentación del acta de fundación; declaración de sus fundadores de no militancia en ningún partido político; nombres, sigla, símbolos y colores; estatuto interno; programa de gobierno; declaración jurada de bienes de sus representantes; y domicilio legal. 

Una vez reconocidas están habilitadas para participar en las elecciones, ya sean estas nacionales, departamentales o municipales con la única condición de recolectar el 2% del total de votos válidos de la anterior elección de la misma índole.

La Corte Electoral cancelará el registro correspondiente por los siguientes motivos:

· Por no haber obtenido ningún cargo de representación (concejal, diputado, o consejero departamental) en la última elección en la que postuló candidatos.

· Por no participar en una elección

· Por participar en actos y hechos de sedición y desestabilización de la democracia.

Las agrupaciones ciudadanas están regidas por la Ley 2771, del 6 de julio de 2004

Ver: • LEY DE AGRUPACIONES CIUDADANAS Y PUEBLOS INDÍGENAS

• PUEBLOS INDÍGENAS (ámbito electoral)

• PARTIDOS POLÍTICOS

• Constitución Política del Estado, artículos 222 al 224

• Ley 2771 de Agrupaciones Ciudadanas y Pueblos Indígenas 

• Ley 2028 de Municipalidades, artículo 11 (reformado)
ALCALDE 

El alcalde es la máxima autoridad ejecutiva en el ámbito municipal y juntamente con el concejo, forma parte del Gobierno Municipal. 

La Constitución Política del Estado y la Ley de Municipalidades señalan claramente que el Gobierno Municipal está a cargo de un concejo y un alcalde y que el ejecutivo municipal está conformado por el alcalde municipal como máxima autoridad ejecutiva del municipio. 

Según la Constitución, los alcaldes se eligen por sufragio universal, mediante votación directa y secreta. Se considera candidato a alcalde a quien esté inscrito en primer lugar en las listas de candidatos a concejales de los partidos políticos, agrupaciones ciudadanas y pueblos indígenas participantes en la contienda electoral. La elección es directa cuando hay mayoría absoluta (la mitad más uno de los votos). Cuando no hay esa mayoría absoluta, la elección es indirecta; los concejales municipales eligen, también por mayoría absoluta, entre los dos candidatos más votados. 

Los requisitos de elegibilidad para los alcaldes y concejales se encuentran en el Código Electoral y en la Ley de Municipalidades, que además señala sus atribuciones, obligaciones, incompatibilidades, causales de suspensión, etc. 

Ver: • ÓRGANOS DEL ESTADO 

• Constitución Política del Estado, artículo 200, parágrafo III 

• Ley 2028 de Municipalidades, artículos 10, 11, 43, 49 y 52 

• Código Electoral 

ALCALDE SUSTITUTO

Si el Alcalde es suspendido temporalmente de su cargo por existir Auto de Procesamiento Judicial, el concejo designará al sustituto entre cualquiera de sus miembros hasta que concluya el juicio. En tal caso, el alcalde también queda suspendido de sus funciones de concejal. 

También en caso de renuncia voluntaria o impedimento definitivo del alcalde, el concejo designa a uno de sus miembros como sustituto. 

ALCALDÍA 

La alcaldía es el lugar en el cual el alcalde, conjuntamente con su personal, desarrolla sus actividades administrativas. 

Se designa con el nombre de Alcaldía el despacho y las oficinas del titular del órgano ejecutivo del gobierno municipal que, como se sabe, se halla conformado en su estructura constitutiva, por un órgano deliberante y otro de naturaleza esencialmente ejecutiva. 

La alcaldía es solo una parte. La municipalidad es todo el Gobierno Municipal integrado por los concejales y el alcalde que, si bien representan niveles diferenciados de administración, forman una unidad indisoluble en el cumplimiento y ejecución de las políticas municipales en estrecha interacción institucional. 

ALERTA TEMPRANA (SISTEMA DE)

Un sistema de alerta temprana es una estructura de personas, instituciones y equipos para alertar oportunamente a la población cuando existe el riesgo de que un fenómeno natural se convierta en un desastre. Este sistema ayuda a salvar vidas humanas, reduce la pérdida de animales y bienes y hace posible que las autoridades municipales y la población tomen las precauciones adecuadas antes que sucedan una riada o un desastre natural. 

El comité de planificación intermunicipal elaborará un mapa que muestre la ubicación de los puntos de control y de los medios de comunicación. 

Ver: • Guía para la atención de emergencias, Proyecto GIR-GTZ y FAM-Bolivia 

ALIVIO DE LA DEUDA PARA PAÍSES POBRES ALTAMENTE ENDEUDADOS, PROGRAMA REFORZADO DE (HIPC-II) 

Gracias a una campaña mundial de la Iglesia católica en el marco de la celebración del Jubileo 2000, se consiguió que los países acreedores aceptaran un programa de alivio al pago de la deuda externa contraída por los países más pobres. Este programa, llamado HIPC-II por sus siglas en inglés, es una condonación parcial de los pagos que debían hacerse a los que prestaron dinero al Estado y beneficia a tres países latinoamericanos, entre ellos el nuestro. 

Del total de los aproximadamente 4.500 millones de dólares de la deuda externa boliviana, en el año 2001 se le condonó a Bolivia 1.573 millones de dólares en quince años. En vez de destinarlos al pago de esa deuda, los recursos se quedan en Bolivia a condición de invertirlos en la lucha contra la pobreza, durante el tiempo mencionado. 

Con la finalidad de establecer políticas públicas para el manejo e inversión de estos recursos se realizó el Diálogo Nacional 2000 y, a partir de ahí, se elaboró la Estrategia Boliviana de Reducción de la Pobreza (EBRP), puesta en ejecución con la Ley del Diálogo Nacional. Cualquier modificación a esta Ley tendría que discutirse previamente en un nuevo Diálogo Nacional. 

Ver: • DIÁLOGO NACIONAL 2000 

• ESTRATEGIA BOLIVIANA DE REDUCCIÓN DE LA POBREZA (EBRP) 

• Ley 2235 del Diálogo Nacional 

• Estrategia Boliviana de Reducción de la Pobreza 

ÁMBITOS DE REPRESENTACIÓN POPULAR

Los ámbitos de representación popular, llamados también ámbitos electorales, son circunscripciones electorales geográficamente delimitadas, definidas por la Constitución y las leyes para la postulación y elección de representantes populares ante los poderes públicos. Según la Ley de Agrupaciones Ciudadanas y Pueblos Indígenas, con base en la nueva Constitución Política del Estado (Ley 2650 del 13 de abril de 2004), existen los siguientes ámbitos de representación popular: 

· Ámbito Constitucional para la elección de Constituyentes.

· Ámbito Nacional, para la postulación de candidatos a Presidente, Vicepresidente, senadores y diputados. 

· Ámbito de Circunscripciones Uninominales, para la elección de diputados uninominales.

· Ámbito Departamental, para la elección de prefectos y consejeros departamentales.

· Ámbito Municipal, para la elección de alcaldes, concejales y agentes municipales.

Ver: • Constitución Política del Estado, artículos 223 y 224

• Ley 2771 de Agrupaciones Ciudadanas y Pueblos Indígenas, de 6 de julio de 2004

AMENAZA

Es la probabilidad de que un fenómeno de origen natural o causado por la acción humana, se produzca en un lugar específico con una intensidad, magnitud y duración determinadas, poniendo en peligro la infraestructura, el ambiente y las personas de una zona. Existen dos tipos de amenaza: 

Las amenazas naturales son fenómenos de la naturaleza y que las personas no pueden evitar, por ejemplo las lluvias intensas, sequías, nevadas, granizadas, huracanes, temblores, terremotos, erosión. 

Las amenazas que son producto de la acción del hombre son reacciones de la naturaleza ante acciones inadecuadas de los seres humanos sobre el medio ambiente; por ejemplo: la tala indiscriminada de árboles que puede producir inundaciones y sequías. 

Ver: • Guía de Trabajo para el facilitador comunal, Proyecto GIR-GTZ, FAM Bolivia y SENAR 

• Guía Metodológica par la planificación estratégica de la gestión intermunicipal de Riesgo, Proyecto GIR-GTZ y FAM Bolivia 

AMPARO CONSTITUCIONAL

Es un recurso de carácter extraordinario legislado por la Constitución Política del Estado y la Ley del Tribunal Constitucional. Se interpone contra los actos ilegales o las omisiones indebidas de los funcionarios o de los particulares que restrinjan, supriman o amenacen suprimir o restringir los derechos y garantías de las personas, reconocidos y consagrados por la Constitución y las leyes. 

El recurso de Amparo Constitucional se interpone por cualquier persona que se considere agraviada en el ejercicio de sus derechos constitucionales por alguna resolución, acto u omisión indebida de autoridad o funcionario, siempre que no haya otro recurso o medio para la protección inmediata de las garantías constitucionales amenazadas o en trance de ser amenazadas por tales actos u omisiones. 

El recurso de amparo constitucional no solo se interpone contra los actos indebidos de la autoridad pública, sino también contra los cometidos por personas particulares o grupos de personas que pretendan restringir las garantías constitucionales. 

Su tramitación se sujeta a un procedimiento especial. En las capitales de departamento se interpone ante las Cortes de Distrito, y en las provincias ante los jueces de partido. Es de carácter sumario y una vez admitido por la autoridad judicial competente, ésta convoca a una audiencia, en la que las partes involucradas (demandante y demandada, recurrente y recurrida) hacen conocer sus planteamientos presentando las pruebas que crean convenientes para apoyar sus demandas y sus puntos de vista. Con la exposición de las partes y el requerimiento fiscal, el tribunal o el juez, según corresponda, pronuncia sentencia, la misma que debe ser ejecutada de manera inmediata, sin perjuicio de la revisión que se eleva de oficio ante el Tribunal Constitucional en el plazo de 24 horas. 

Ver: • Constitución Política del Estado, artículos 18 y 19 

• Ley 1836 del Tribunal Constitucional 

ARBITRAJE 

Es una de las diversas modalidades de solución de controversias que surjan entre personas naturales o colectivas. 

Hay dos clases de arbitrajes: el arbitraje de hecho, llamado también de amigables componedores, en el que se falla de acuerdo al saber y entender de los árbitros, y el arbitraje de derecho en el cual el fallo o resolución de los árbitros se sujeta a las reglas del ordenamiento jurídico, es decir, a disposiciones legales aplicables al caso. 

El arbitraje se practicaba en Bolivia de acuerdo a los Códigos Civil y Comercial y a la Ley del Procedimiento Civil. Sin embargo, la Ley de Arbitraje y Conciliación promulgada en 1997 ha establecido la normatividad jurídica del arbitraje y la conciliación como medio alternativo de solución de controversias y conflictos. 

El Estado y las personas de derecho público, entre las que se encuentran las municipalidades, pueden someter algunas de sus controversias al procedimiento arbitral y de conciliación de conformidad con esta Ley. 

Ver: • Ley 1770 de Arbitraje y Conciliación 

ARCHIVO DE DOCUMENTACIÓN 

La documentación de respaldo de las operaciones financieras y administrativas de la entidad deberá ser archivada siguiendo un orden lógico, de fácil acceso y utilización. Se conservará adecuadamente, preservándola de cualquier contingencia, por el tiempo mínimo que señalen las disposiciones legales. El archivo físico documentario es el único que tiene valor jurídico. El archivo computarizado, en registro magnético, es solamente informativo y complementario. Este es otro de los principios de la organización administrativa. 

Ver: • Normas Básicas del Sistema de Organización Administrativa (de la Ley 1178 SAFCO) 

ÁREA METROPOLITANA 

Es el territorio de un conjunto de dos o más municipios urbanos que se van juntando e integrando física, económica, social y culturalmente por el crecimiento urbano. Según la Ley 2028 de Municipalidades, se considera Área Metropolitana al conjunto de municipios que tiene por lo menos medio millón de personas (500.000 habitantes). 

En Bolivia existen conglomerados urbanos que con su crecimiento vegetativo rebasan la sección municipal, como ocurre en varias capitales de departamento (La Paz-Mecapaca-El Alto-Viacha-Laja; Cochabamba-Sacaba-Colcapirhua-Quillacollo-Vinto; Santa Cruz de la Sierra-La Guardia-Warnes-Cotoca). 

El proceso de urbanización puede darse en el territorio de una o más jurisdicciones municipales simultáneamente, generalmente junto a los caminos troncales que unen a las secciones de provincia. 

La planificación metropolitana tiene por objeto garantizar que el proceso de crecimiento urbano sea ordenado y se acompañe con la provisión de los servicios públicos básicos (agua, luz, alcantarillado); los equipamientos necesarios (mercados, postas sanitarias, escuelas, parques públicos) y no impacte negativamente sobre el medio ambiente. 

Ver: • MANCOMUNIDAD METROPOLITANA 

• Ley 2028 de Municipalidades, artículos 159 al 162 

• DS 26142 de Mancomunidades 

ÁREAS VERDES 

Son los bosques, jardines, plazas y parques cuya función es imprescindible para el adecuado desarrollo de la existencia humana en los núcleos urbanos. 

Los estándares urbanísticos exigen, entre otros condicionamientos, áreas verdes adecuadas y suficientes. Por lo tanto, la planificación del suelo urbano se basa en criterios técnicos que tienden a garantizar la calidad de vida en los espacios urbanizados. 
Las áreas verdes contribuyen de manera eficaz al mejoramiento de las condiciones medioambientales porque atenúan los efectos nocivos derivados del crecimiento industrial, del aumento del transporte automotor y de otras formas de contaminación. Además, son un factor fundamental que garantiza una de las funciones esenciales de la ciudad como es el habitar, permitiendo una vida sana liberada de los elementos tóxicos que degradan el medio ambiente. 

Casi todas las ciudades bolivianas, tanto las grandes como las intermedias y pequeñas, confrontan déficit y carencias en materia de áreas verdes. Esto plantea a los gobiernos municipales la necesidad imperiosa de formular y concretar políticas rigurosas tanto de recuperación como de preservación de las áreas verdes consolidadas, evitando su conversión en espacios urbanizables. Se han sugerido diversas medidas como la creación de bancos de tierras y la elaboración de planes de desarrollo urbano y regional que contemplen el adecuado uso del suelo y su eficiente ordenamiento técnico y legal. 

ASAMBLEA CONSTITUYENTE 

Ante la demanda de los movimientos sociales de una Asamblea Constituyente se promovió un proceso de Reforma Constitucional que culminó con la aprobación de la Ley 2410 de Necesidad de Reforma Constitucional del 1 de agosto del 2002, siguiendo los procedimientos establecidos en ella, para ser aprobadas o rechazadas en la siguiente legislatura.

Finalmente, luego de varios cambios ocurridos en el país, el 20 de febrero de 2004 se promulgó la Ley 2631 de Reformas a la Constitución Política del Estado con la inclusión de la figura de la Asamblea Constituyente, en su Artículo 232 que a la letra dice: “La reforma total de la Constitución Política del Estado es potestad privativa de la Asamblea Constituyente, que será convocada por ley especial de convocatoria, la misma que señalará las formas y modalidades de elección de los constituyentes, será sancionada por dos tercios de votos de los miembros presentes del Honorable Congreso Nacional y no podrá ser vetada por el Presidente de la República”.

Entonces, la Asamblea Constituyente es el mecanismo participativo de reforma total de la Constitución Política del Estado y, por tanto, de sus poderes, instituciones y mecanismos.

Una Ley Especial de Convocatoria fijará los lineamientos para su desarrollo, sus alcances y la cantidad y forma de elección de sus miembros: los constituyentes.

La reforma parcial de la Constitución sigue siendo potestad del Congreso Nacional, siguiendo el proceso establecido en ella, en sus artículos 230 y 231.

Ver: • REFORMA DE LA CONSTITUCIÓN

• UNIDAD DE COORDINACIÓN PARA LA ASAMBLEA CONSTITUYENTE (UCAC)

• Constitución Política del Estado (Ley 2650 del 13 de abril de 2004)

ASIGNACIÓN DE CONCEJALÍAS

Para efectuar las elecciones municipales se divide el territorio de la República en tantas circunscripciones municipales como secciones de provincia existan. El procedimiento de asignación de las concejalías municipales, es decir la asignación de escaños, establece lo siguiente: 

a. Una vez concluido el cómputo municipal, la Corte Nacional Electoral procede a la asignación de concejalías, para lo cual toma el número de votos obtenidos por cada partido político, agrupación ciudadana o pueblo indígena y los divide primero entre 1, luego entre 2 y así sucesivamente, entre la serie de divisores naturales (1, 2, 3, 4, 5,...), en forma correlativa, continua y obligada, según sea necesario, en cada circunscripción municipal. 

b. Los cocientes resultantes de esas operaciones dispuestos en estricto orden descendente, de mayor a menor, sirven para establecer el número proporcional de concejales correspondientes a cada partido político, agrupación ciudadana o pueblo indígena.
La siguiente tabla muestra un ejemplo de lo descrito en los incisos a y b para el caso de un municipio de 7 concejales. 

	
	Partidos Políticos, Agrupaciones Ciudadanas y/o Pueblos Indígenas

	Divisores naturales 
	“A”
2.756 votos
	“B”
2.247 votos
	“C”
1.540 votos
	“D”
1.256 votos
	“E”
916 votos

	1
	2.756 *1° 
	2.247 * 2° 
	1.540 *3° 
	1.256 *5° 
	916 

	2
	1.378 *4° 
	1.125 *6° 
	770 
	628 
	458 

	3
	919 *7° 
	749 
	513 
	419 
	305 

	4
	689 
	562 
	385 
	314 
	229 

	5
	
	
	
	
	

	Total concejales 
	3 
	2 
	1 
	1 
	0 


Nótese que “E” se queda sin ningún concejal por una diferencia de 3 votos frente a “A”, que suma su tercer concejal; y, que ya no es necesario dividir entre 5, porque ya se completaron la cantidad indicada de concejales.

El cuadro siguiente muestra el orden de asignación de concejalías resultante del ejemplo de la tabla anterior:
	Concejalía
	Orden de asignación de Concejalías

	1ra
	Partido Político, Agrupación Ciudadana o Pueblo Indígena “A”

	2da
	Partido Político, Agrupación Ciudadana o Pueblo Indígena “B”

	3ra
	Partido Político, Agrupación Ciudadana o Pueblo Indígena “C”

	4ta
	Partido Político, Agrupación Ciudadana o Pueblo Indígena “A”

	5ta
	Partido Político, Agrupación Ciudadana o Pueblo Indígena “D”

	6ta
	Partido Político, Agrupación Ciudadana o Pueblo Indígena “B”

	7ma
	Partido Político, Agrupación Ciudadana o Pueblo Indígena “A”


c. Del modo anteriormente señalado y observando ese mecanismo se procede a la asignación de concejalías en cada circunscripción municipal que en las capitales de departamento son 11; en municipios de hasta 25.000 habitantes son 5 concejales, y se añaden 2 concejales por cada 25.000 habitantes adicionales, hasta llegar al máximo establecido de 11.

d. Los agentes municipales en los cantones se eligen por simple mayoría de votos y duran en sus funciones el período de cinco años, al igual que los concejales. 

Ver: • Código Electoral 

• Ley 2006 de 7 de septiembre de 1999 (modifica el artículo 94 del Código Electoral, determinando el procedimiento de asignación de las Concejalías Municipales) 

• Ley 2028 de Municipalidades, artículo 13 Transitorio 

ASIGNACIÓN DE FUNCIONES Y RESPONSABILIDADES 

Es el principio de organización administrativa por el cual se establecen, en forma clara y por escrito, las funciones y responsabilidades para cada nivel de autoridad y de las unidades municipales dependientes. Esto significa determinar: 

a) El objetivo de la unidad o del cargo. 

b) Las funciones principales. 

c) De quién depende o ante quién es responsable el titular del nivel o unidad. 

d) Sobre qué cargos tiene autoridad el titular. 

e) Requisitos mínimos para el desempeño del cargo. 

Ver: • Normas Básicas del Sistema de Organización Administrativa (de la Ley SAFCO) 

• Ley 2027 del Estatuto del Funcionario Público 

ASOCIACIÓN DE MUNICIPALIDADES 

Toda persona, natural o jurídica, goza del derecho constitucional de asociarse para fines lícitos. En ejercicio de este derecho se han organizado, en el ámbito nacional, la Asociación de Municipalidades de Bolivia (AMB) y la Federación de Asociaciones Municipales (FAM), ambas con personalidad jurídica y estatutos debidamente aprobados como entidades de derecho privado. Su finalidad esencial es promover el municipalismo y defender los principios autonómicos del régimen municipal. La FAM se ha constituido sobre la base de las nueve asociaciones departamentales de municipalidades y de la Asociación de Concejalas de Bolivia (ACOBOL).

Todas estas asociaciones forman parte del sistema asociativo municipal.

Ver: • SISTEMA ASOCIATIVO MUNICIPAL

• Constitución Política del Estado, artículos 7, inciso c) y 202

• Anexo: Asociaciones de Municipalidades
ASOCIACIONES COMUNITARIAS 

Son organizaciones que reúnen varias comunidades o barrios (ayllus, capitanías, subcentrales, centrales, federaciones, confederaciones y otras) que agrupan a organizaciones de base territoriales, de una determinada jurisdicción, según sus usos y costumbres o sus disposiciones estatutarias. 

La Ley de Participación Popular reconoce la personalidad jurídica de las asociaciones comunitarias existentes en la jurisdicción de un municipio. El procedimiento para el registro y la otorgación de personalidad jurídica de estas asociaciones es el mismo que para las organizaciones territoriales de base (OTB). 

Ver: • Constitución Política del Estado, artículo 171 

• Ley 1551 de Participación Popular, artículo 9 

• DS 23856, de 9 de septiembre de 1994 

AUDIENCIA PÚBLICA 

Es una reunión o encuentro de carácter público por medio de la cual las autoridades municipales reciben a los ciudadanos, en forma individual o colectiva, escuchan sus quejas o reclamos, discuten directa y abiertamente los planteamientos o peticiones y tratan los asuntos relativos al cumplimiento de sus atribuciones, buscando llegar a acuerdos satisfactorios. El reglamento interno del concejo municipal establecerá la periodicidad y modalidades de estas audiencias. 

AUDITORÍA 

Es el procedimiento de evaluación y control que se aplica a una institución del sector público (por ejemplo a una municipalidad) para evaluar el grado de cumplimiento y eficacia de los sistemas de administración y de los instrumentos de control interno que utilizan. Examina también los registros y estados financieros para establecer si son confiables y adecuados y analiza los resultados y eficiencia de las operaciones realizadas. 

La auditoría es posterior a los hechos examinados y puede ser interna o externa. Asimismo, pueden realizarse auditorías más específicas como las auditorías especiales, ambiental, operacional y de proyectos de inversión pública. 

Ver: • Normas de Auditoría Gubernamental, Resolución CGR-1/119/2002
AUDITORÍA EXTERNA 

Así como la auditoría interna es uno de los procedimientos del sistema de control gubernamental interno, la auditoría externa forma, también, parte del control gubernamental externo y está a cargo de la Contraloría General de la República y de las contralorías departamentales. Comprende el análisis de los sistemas operativos, de administración, información y de las técnicas y procedimientos de control interno; evalúa el trabajo de la unidad de auditoría interna, si existe; examina los registros contables y operativos o de estados financieros; evalúa las inversiones y contratos y los resultados económicos y la eficiencia de las operaciones; efectúa el análisis legal de los resultados presentados en los informes de auditoría. 

En vista de que la Contraloría no siempre alcanza a realizar auditorías anuales en todas y cada una de las entidades públicas, las municipalidades pueden hacerlo, voluntariamente y de manera regular, contratando los servicios de empresas especializadas del ramo, debidamente autorizadas y registradas en la Contraloría General de la República. De este modo tienden a asegurar por sí mismos un manejo correcto y transparente de sus recursos. 

Las normas básicas para las auditorías son emitidas anualmente por la Contraloría General de la República en su calidad de órgano rector. 

Ver: • Normas de auditoría gubernamental para el ejercicio del control posterior en Bolivia.

• Norma CE/09: Reglamento para la contratación de profesionales independientes, firmas de auditoría externa o consultoría especializada en apoyo al control gubernamental (de la Contraloría General de la República, Resolución CGR-1/090/2004 

• Ley 1178 de Administración y Control Gubernamental (Ley SAFCO)

AUDITORÍA INTERNA

Se realiza con personal especializado y a través de una unidad administrativa en la estructura orgánica y funcional de la Municipalidad. Los municipios con más de 50.000 habitantes están obligados por Ley a contar en su estructura con una unidad de auditoría interna. Aquellos de población menor a 50.000 habitantes deberán conformar unidades de auditoría interna en forma mancomunada, en caso de no poder hacerlo independientemente. Los informes de auditoría interna deben ser puestos en conocimiento del alcalde, del concejo municipal y de la Contraloría. En caso de que señalen responsabilidades civiles y penales contra determinados servidores públicos, la autoridad ejecutiva (el alcalde en las municipalidades) iniciará las acciones legales correspondientes en la vía judicial, sin excluir las sanciones administrativas 

Ver: • Normas Generales de Control Interno para el sector público boliviano (de la Contraloría General de la República, según la Ley SAFCO) 

• Ley 2028 de Municipalidades, artículo 171 

AUTARQUÍA 

Se designa con el nombre de autárquicas a las entidades descentralizadas de la administración pública que, en su condición de personas jurídicas de derecho público, forman parte integrante de los órganos del Estado y cumplen las funciones que le corresponde desarrollar a éste. 

El concepto de autarquía, como ente descentralizado de la administración pública que se administra de manera independiente del órgano central, ha llevado a clasificar a las autarquías en dos clases: por una parte, teniendo en cuenta su carácter territorial, y por otra, su carácter estrictamente institucional. 

AUTONOMÍA 

La autonomía es la facultad o el atributo del que gozan ciertas entidades públicas u organismos públicos para estructurar y dirigir su administración, gobernarse por sí mismas y determinar su propia línea de conducta. 

Al caracterizar al régimen municipal, la Constitución Política del Estado afirma que el gobierno y la administración de los municipios están a cargo de gobiernos municipales autónomos. Agrega que la autonomía municipal consiste en la potestad normativa, ejecutiva, administrativa y técnica en el ámbito de su jurisdicción y competencia territoriales. 

Similares conceptos contiene la Ley de Municipalidades, que define a la municipalidad como un gobierno local y autónomo, y como una entidad de derecho público con personalidad jurídica reconocida y patrimonio propio, que forma parte del Estado y contribuye a la realización de sus fines. 

Al momento de redactar esta cuarta edición del Glosario de Términos Municipales están en curso cambios trascendentales hacia la vigencia de las autonomías departamentales. Mediante el Decreto Supremo 27988 se ha avanzado en la descentralización administrativa convocando a elección de los prefectos y lo probable es que sobrevengan otras modificaciones importantes en el régimen político administrativo del país, antes y durante la próxima Asamblea Constituyente.

Ver: • Constitución Política del Estado, artículos 200, 108 al 110

• Ley 2028 de Municipalidades, artículo 3 

• DS 27988 del 28 de enero de 2005

AUTONOMÍA MUNICIPAL (PROCESOS) 

La Ley de Municipalidades puntualiza que la autonomía del gobierno municipal se ejerce a través de los siguientes procesos u operaciones de índole institucional: 

a) La libre elección de sus autoridades. 

b) La facultad de generar, recaudar e invertir recursos. 

c) La potestad de dictar ordenanzas y resoluciones, determinando las políticas y estrategias municipales. 

d) La programación y ejecución de toda gestión jurídica, administrativa, técnica, económica, financiera, cultural y social.

e) La potestad coercitiva para exigir el cumplimiento de la Ley de Municipalidades y de sus propias ordenanzas y resoluciones. 

f) El conocimiento y resolución de controversias relacionadas con el ejercicio de sus potestades normativas, ejecutivas, administrativas y técnicas, mediante los recursos previstos por la Ley de Municipalidades y las normas aplicables. 

De igual manera que las municipalidades, las universidades, por mandato de la Constitución, gozan de un régimen de autonomía que les permite autogobernarse, determinar sus estatutos, planes de estudio y presupuestos anuales, la aceptación de legados y donaciones y la celebración de contratos para la realización de sus fines específicos. 

Ver: • Ley 2028 de Municipalidades, artículo 4 

AUTORIDAD

Es el derecho legítimo de mandar, de dirigir, de tomar decisiones dentro del marco de la ley. En el ámbito jurídico político se entiende por autoridad la facultad de mando regulada legalmente. En términos sociológicos, la autoridad implica el concepto de poder, gobierno o mando en un grupo social y político. 

Ese concepto asocia el término autoridad al de poder. Sin embargo, existe una diferencia substancial entre poder y autoridad. Si bien es cierto que el término autoridad implica la noción de mando, no tiene una connotación estrictamente política como el término poder, puesto que el poder es uno de los elementos constitutivos del Estado, junto con el territorio y la población. Podría decirse, por tanto, que el poder es propio y exclusivo del Estado, en tanto que el término autoridad tiene una significación más amplia, de orden moral, que para ser legítima se basa en la ley y el derecho. 

La autoridad está referida a una persona a la cual se le otorga poder de mando o de decisión como consecuencia del desempeño de una determinada función pública, cuyos actos y determinaciones se hallan protegidos jurídicamente, y cuyos excesos o extralimitaciones pasan a ser delitos sancionados con arreglo a la normatividad, llegando a constituir lo que comúnmente se conoce como abuso de autoridad. Tales excesos caen en el terreno del autoritarismo que es la forma en que se manifiesta el poder abusivo e ilimitado ejercido por una persona o un grupo de personas. 

B

BALANCE

Es la parte culminante de un ciclo contable, generalmente anual, mediante el cual quedan establecidos los estados financieros de una institución, mediante la comprobación de las cuentas. La contabilidad es la práctica de registrar, clasificar y resumir de manera significativa, las operaciones y hechos de carácter financiero y de interpretar los resultados a través de balances periódicos. 

BANCO DE TIERRAS 

Es la reserva de terrenos que la municipalidad mantiene como resultado de un adecuado plan de uso del suelo. Se destina generalmente a compensaciones por expropiación forzosa o para la construcción de servicios comunitarios y corresponden al patrimonio de la municipalidad. 

En una adecuada planificación, un Banco de Tierras sirve también a una política pública de control del mercado especulativo de tierras, a la ejecución de programas de vivienda de interés social y a otros de interés de la colectividad. 

BASE DEMOGRÁFICA 

La base demográfica es el mínimo de habitantes requerido para la creación o reposición de unidades político administrativas correspondientes a provincias y secciones de provincia. 

La base demográfica mínima requerida es la siguiente: 

· Provincia, más de 30.000 habitantes 

· Sección de provincia, más de 10.000 habitantes 

· Sección de provincia en frontera internacional o en áreas socioculturales homogéneas, más de 5.000 habitantes. 

· Cantones, más de 1.000 habitantes 

· Cantones en frontera internacional, más de 500 habitantes 

Ver: • Ley de Unidades Político Administrativas, artículo 6 

• DS 26520, artículo 4 

BIENES DE DOMINIO PÚBLICO 

Son bienes que corresponden al gobierno municipal o a otras instancias del Estado, tanto los de uso comunitario como los destinados al servicio público. Los primeros son de uso irrestricto de la comunidad, mientras que los segundos son los adscritos administrativamente a un servicio público y han sido adquiridos, transferidos o construidos para tal efecto (se incluyen los bienes transferidos a los municipios por la Ley de Participación Popular). 

Corresponden a la personalidad jurídica pública de la municipalidad y, en consecuencia, son inalienables, inembargables e imprescriptibles. Pueden transferirse solo en casos excepcionales, previa autorización por Ley de la República. Como el dominio público no prescribe, es decir, no se extingue por ocupación, uso o goce de terceros, los jueces no pueden reconocer ningún derecho particular de propiedad sobre estos bienes. 

También puede haber bienes de uso común que no pertenezcan a la municipalidad. Su propietario puede ser otra entidad del Estado o una persona o personas particulares. Son declarados bienes de aprovechamiento comunitario por una ordenanza, si es propiedad estatal, o por declaración unilateral entre propietarios privados, por testamento, contrato o por cualquier otro documento jurídico. Pueden generar ingresos para su propietario, pero el régimen de uso, goce y las tarifas serán regulados por el gobierno municipal. Son transferibles libremente pero la transferencia no puede alterar el uso comunitario del bien. En casos de interés público pueden ser expropiados por la municipalidad. 

Los bienes de dominio público pueden denominarse también bienes de propiedad pública, bienes municipales, patrimonio municipal o patrimonio del Estado. 

Ver: • Ley 2028 de Municipalidades, artículos 84 al 86 

BIENES DEL PATRIMONIO DE LA NACIÓN. 

Son aquellos que se encuentran bajo la protección del Estado y, en algunos casos, de la municipalidad. Los Bienes del Patrimonio de la Nación (el suelo, el subsuelo, con todas sus riquezas naturales y los elementos o fuerzas físicas susceptibles de aprovechamiento y otros) constituyen propiedad pública, inviolable, siendo deber de todo habitante del territorio nacional respetarla y protegerla. También se trata del patrimonio arqueológico precolombino, colonial o republicano y del que procede del culto religioso. Pueden ser transferidos pero en ningún caso exportados, destruidos o modificados por su propietario, por terceras personas o por el propio Estado. Cuando corresponde gozan de un tratamiento preferencial en la prestación de servicios municipales básicos por parte de la municipalidad. 

Ver: • Constitución Política del Estado, artículos 136 al 139


BIENES MANCOMUNADOS 

Son aquellos que aporta cada municipalidad que haya suscrito un convenio de mancomunidad con otra u otras municipalidades para la realización de un proyecto o la prestación de un servicio comunitario. Estos bienes se administran de acuerdo con los términos del convenio que se suscribe expresamente al efecto. Por ejemplo, maquinaria para el mantenimiento de caminos, instalaciones eléctricas, acueductos y otros. 

Ver: • Ley 2028 de Municipalidades, artículo 93 

BIENES MUNICIPALES DEL PATRIMONIO PRIVADO 

Corresponden a la personalidad jurídica privada de la municipalidad, no están destinados a la prestación de un servicio público y se administran conforme a los principios del derecho privado. No requieren de una Ley de la República para ser enajenados, pero precisan de una autorización expresa del concejo municipal (por ejemplo, vehículos, muebles, equipos y otros). 

C

CANALES DE COMUNICACIÓN INTERNA 

Son los establecidos en la organización administrativa, según la cual las entidades públicas establecerán y mantendrán líneas o mecanismos de comunicación fluida entre los diferentes niveles. Estos canales deben ser recíprocos, bien definidos y accesibles para que permitan la adopción de decisiones oportunas. 

Ver: • Normas Básicas del Sistema de Organización Administrativa (Ley 1178 SAFCO) 

CANTÓN 

Según la Constitución Política del Estado, el cantón es la unidad político administrativa más pequeña del territorio nacional, inferior a la sección de provincia. El corregidor, designado por el prefecto, es la autoridad política del cantón. Generalmente cuentan con un núcleo poblacional más o menos concentrado, que viene a ser la capital cantonal. 

Al año 2004 existían alrededor de 1.390 cantones en Bolivia, muchos de ellos resultantes de un proceso caótico de creación. Hay cantones de más de 15.000 habitantes como Tarabuco y Caracollo, en los municipios del mismo nombre, y otros como Parajaya en el municipio Sabaya y San Felipe de Colavi en el municipio de Tacobamba, que no pasan de dos decenas de habitantes. 

La Ley de Unidades Político Administrativas (Ley de UPA) establece los criterios para la creación, supresión, reposición y delimitación de cantones y otras unidades. El principal requisito para la creación de un cantón es que éste tenga un mínimo de 2.000 habitantes, y de 1.000 habitantes en regiones fronterizas. 

Con fines administrativos y para promover el desarrollo humano en los municipios, los gobiernos municipales han ido creando los distritos municipales, que si bien toman en cuenta la división político administrativa del país, no siempre han logrado hacer coincidir los límites del cantón con los del distrito.

Ver: • Constitución Política del Estado, artículos 108 y 109 

CARPETA DE PROYECTO 

Carpeta completa (también llamada file) en la que se acumula la información documental de un proyecto, desde que es formulado como una demanda, pasando por la idea de proyecto, el perfil, los estudios de factibilidad y prefactibilidad, el diseño final, los pliegos de especificaciones o los términos de referencia, los documentos del proceso de licitación y el historial del avance en la ejecución. 

Como éste es un documento público, cualquier ciudadano —y sobre todo el comité de vigilancia— puede tener acceso al mismo, sin que ninguna autoridad pueda impedirlo. Las comunidades beneficiarias del proyecto deben conocerlo en su integridad. 

CARRERA ADMINISTRATIVA

Consiste en el reclutamiento, promoción y permanencia del personal administrativo en las funciones públicas, atendiendo a la idoneidad, capacidad y rendimiento de los funcionarios, es decir, al principio del mérito, sin tomar en cuenta consideraciones de favor político o familiar. 

Para normar la carrera administrativa se ha dictado la Ley del Estatuto del Funcionario Público prevista por la Constitución Política del Estado, con el declarado propósito de regular la relación del Estado con sus servidores públicos, garantizar el desarrollo de la carrera administrativa y asegurar la dignidad, transparencia, eficacia y vocación de servicio a la colectividad en el ejercicio de la función pública, así como su eficiente desempeño y productividad; y la permanencia de los funcionarios condicionada a su buen desempeño. 

Ver: • PERSONAL (Sistema de administración de) 

• Ley 2027, del Estatuto del Funcionario Público 

• Ley 2028 de Municipalidades, artículo 59 

CATASTRO 

Es el registro de la propiedad de bienes inmuebles urbanos y rurales, en su dimensión física, jurídica, fiscal y económica para establecer el avalúo catastral con fines impositivos. Consiste en la medición técnica y oficial del territorio mediante la cual se genera, sistematiza, registra y presta información sobre las propiedades inmuebles. 

Por su naturaleza técnica e informativa debe ser la base de todas las actividades que se relacionan con el territorio, trátese de concesiones forestales, mineras, agrícolas, hídricas, energéticas, turísticas, de políticas de protección del medio ambiente o preservación del derecho propietario. En suma, es un instrumento básico para el ordenamiento territorial del país. 

Asimismo, el catastro cumple funciones técnicas, jurídicas, económicas y fiscales. 

· Técnicas: Para precisar la identificación física del inmueble, a través de mediciones que establezcan su correcta ubicación, sus dimensiones, límites y otras características. 

· Jurídicas: Para garantizar el derecho propietario, determinando la situación legal del inmueble, sus modificaciones y su conocimiento público a través de los correspondientes registros de propiedad. 

· Económicas: Para contar con la información de apoyo a la planificación y la inversión pública y privada. 

· Fiscales: Para determinar el valor de los bienes inmuebles urbanos y rurales con fines impositivos, así como para orientar y estabilizar el mercado inmobiliario. 

Mientras se apruebe la Ley General del Catastro, está vigente el Decreto Supremo 25100 de 15 de julio de 1998, que establece el marco institucional para el funcionamiento coordinado de los organismos que tienen la responsabilidad de operar y mantener el sistema catastral, tanto urbano como rural, y crea el Instituto Nacional de Catastro que emite las normas técnicas y vela por la integración y uniformidad de los sistemas catastrales. 

De acuerdo de la Ley de Municipalidades es competencia de las Municipalidades la administración de los Sistemas de Catastro Urbano y Rural, sea en forma directa o mediante concesionarios. 

Es obligación del Instituto Nacional de Catastro y del Instituto Nacional de Reforma Agraria apoyar a los Gobiernos Municipales en ese cometido. 

Ver: • Ley 2028 de Municipalidades, artículo 8, numeral 6 del párrafo III 

CENSO 

Es el conjunto de operaciones y procedimientos técnicos, realizados periódicamente, para recabar datos que sirven para la elaboración estadística sobre determinados aspectos de la vida de un país o de una comunidad. 

El censo es fundamental para conocer la realidad económica, social, cultural y demográfica. Proporciona información valiosa para la preparación de estudios y análisis de esa realidad, y consiguientemente para la formulación de políticas públicas. 

CENSURA 

Ver: • VOTO CONSTRUCTIVO DE CENSURA 

CISE 

Ver: • CONSEJO INTERINSTITUCIONAL DE SEGUIMIENTO Y EVALUACIÓN DE LA EBRP 

CIUDAD 

Es el espacio geográfico cuya población está relativamente concentrada y se consagra a actividades diferentes a las agrícolas. La palabra ciudad denota el sentido de lo urbano, en oposición a lo rural. 

De acuerdo a la normatividad boliviana y a las prácticas institucionales relativas a estadística y demografía, se considera como área urbana aquella que reúne ciertas condiciones, como la de concentrar a una población igual o mayor a 2.000 habitantes y contar con servicios elementales de energía eléctrica, saneamiento básico, educación y salud. Entre los censos de población y vivienda de 1992 y 2001, la población urbana de Bolivia creció moderadamente. En ese período la población urbana aumentó del 57,5% al 62,4% del total de la población boliviana. 

La expansión urbana y el crecimiento demográfico convierten a las ciudades contemporáneas en conglomerados de enorme complejidad, dificultando la provisión de servicios públicos al quedar frecuentemente rebasada la capacidad económica y financiera de las municipalidades. 

El urbanismo estudia la evolución, organización administrativa, social, económica y técnica de la construcción de las ciudades. 

CIUDADANÍA 

La ciudadanía es una condición que permite a la persona ejercitar sus derechos políticos y cumplir con los deberes y responsabilidades que establecen las leyes. La ciudadanía, por tanto, es un vínculo de carácter político con el Estado, a diferencia de la nacionalidad, que es un vínculo jurídico. 

La Constitución Política del Estado establece que la ciudadanía consiste en el derecho a concurrir como elector o elegible a la formación o al ejercicio de los poderes públicos y en el derecho a ejercer funciones públicas, es decir, cargos públicos sin otro requisito que la capacidad. 

Son ciudadanos los bolivianos varones y mujeres mayores de 18 años, cualesquiera que sea su nivel de instrucción, ocupación o renta. 

Los derechos de ciudadanía se pierden en los casos que señala expresamente la Constitución: a) por tomar armas o prestar servicios en ejército enemigo en tiempo de guerra; b) por defraudación de caudales públicos o quiebra fraudulenta declarada, previa sentencia ejecutoriada y condenatoria a pena corporal, y c) por aceptar funciones de gobierno extranjero, sin permiso del Senado, excepto los cargos y misiones de organismos internacionales, religiosos, universitarios y culturales en general. 

Ver: • Constitución Política del Estado, artículos 40, 41 y 42 

CÓDIGO ELECTORAL 

Regula todos los aspectos concernientes al procedimiento, desarrollo, vigilancia y control de los procesos electorales que se llevan a cabo en el país para la formación de los Poderes Legislativo y Ejecutivo, los gobiernos municipales, y en general los cargos electivos señalados por ley. 

El Código Electoral establece que la elección es la base del sistema democrático, participativo y representativo y se funda en los principios de soberanía popular, igualdad, transparencia, participación, publicidad, preclusión (carácter inapelable de lo juzgado), autonomía, independencia e imparcialidad. 

Asimismo, determina la naturaleza del sufragio y los principios en los que reposa, señala los derechos y obligaciones de los ciudadanos, la jurisdicción y competencia de los organismos y de las autoridades electorales, la estructura del órgano electoral, las atribuciones de las cortes electorales departamentales y nacional, además de la naturaleza y las funciones del padrón electoral, el ejercicio de la representación popular, las formas de elección de los cargos electivos, la constitución de las autoridades electorales, la inscripción de ciudadanos, la propaganda electoral, la inscripción de candidatos y las causales de inhabilitación, la verificación de elecciones y el cómputo de las mismas, las faltas y delitos electorales, los procedimientos electorales y otras cuestiones relacionadas con el proceso electoral desde sus inicios hasta su culminación con la entrega de credenciales a los candidatos electos. 

Ver: • Código Electoral 

COFINANCIAMIENTO 

Modalidad de financiamiento en la que dos o más entidades públicas comparten la responsabilidad ejecutiva por la asignación de recursos para ejecutar proyectos de interés común que pueden ser locales o regionales, entre entidades de nivel nacional, departamental y/o municipal. Por lo general, cada entidad compromete un aporte, denominado contraparte, sea para captar recursos externos o para costear gastos administrativos u operativos imputables a los proyectos, en el marco de las políticas nacionales de cofinanciamiento de las entidades públicas y específicamente de los municipios, fijadas por el Poder Ejecutivo. 

Una entidad de cofinanciamiento en el marco de la Política Nacional de Compensación (PNC) es el Fondo Nacional de Inversión Productiva y Social (FPS). 

Ver: • POLÍTICA NACIONAL DE COMPENSACIÓN 

• FONDOS (de Inversión Productiva y Social y de Desarrollo Regional) 

• Normas Básicas del Sistema Nacional de Inversión Pública (de la Ley SAFCO) 

COMISIÓN DE ÉTICA

De acuerdo con la Ley de Municipalidades, el concejo municipal debe designar anualmente una comisión de ética conformada por dos concejales en ejercicio, uno por mayoría y otro por minoría, mediante resolución aprobada por dos tercios de votos del total de los miembros del concejo. 

Dicha comisión tiene por objeto sustanciar los procesos administrativos internos contra los concejales, el alcalde municipal y los agentes municipales. 

Ver: • Ley 2028 de Municipalidades, artículo 35 

COMITÉS DEPARTAMENTALES DE APROBACIÓN DE PROYECTOS 

Son aquellos conformados en cada departamento del país por el Fondo Nacional de Inversión Productiva y Social (FPS), estos comités están integrados por: 

a) El Gerente Departamental del Fondo Nacional de Inversión Productiva y Social (FPS) que presidirá. 

b) Un representante de la prefectura departamental, designado por el prefecto. 

c) Tres representantes de los gobiernos municipales del departamento. 

d) En calidad de síndicos sociales, dos representantes de los comités de vigilancia de los municipios. 

e) En calidad de Síndico Social, un representante de la sociedad civil. 

Ver: • Ley 2235 del Diálogo Nacional, artículo 22 

• DS 26370, de 24 de octubre de 2001

• DS 26451, del 30 de noviembre de 2001

COMITÉ DE VIGILANCIA 

Es la instancia que representa a la sociedad civil organizada ante el gobierno municipal. Es responsable de facilitar la participación, la supervisión y el control de los ciudadanos y ciudadanas en la gestión municipal. Articula las demandas de la población mediante la planificación participativa, ejerce y promueve el control social sobre la administración municipal, coordinando acciones con sus mandantes que son las organizaciones de base. 

Hay un comité de vigilancia en cada municipio, y está integrado por representantes de las organizaciones territoriales de base de cada cantón o distrito. 

Sus principales funciones son: 

· Vigilar que los recursos municipales de la participación popular sean invertidos de manera equitativa en las áreas urbanas y rurales. 

· Controlar que no se destinen a gastos corrientes de la municipalidad más del 15% de los recursos de la participación popular. 

· Pronunciarse sobre la formulación y cumplimiento del plan de desarrollo municipal, formulación o reformulación de la programación de operaciones anual, ejecución física-presupuestaria de la programación de operaciones anual, el presupuesto de los recursos de participación popular y sobre la rendición de cuentas y gastos presentada por el gobierno municipal. 

· Denunciar ante el Poder Ejecutivo la administración irregular o ilegal de los mencionados recursos. 

· Compatibilizar, juntamente con el gobierno municipal, los programas, proyectos e inversiones que deben ser incorporados a la Programación Operativa Anual (POA). 

Los comités de vigilancia ejercen sus funciones de acuerdo con lo establecido por la Ley de Participación Popular, la Ley de Municipalidades y sus decretos reglamentarios y cuentan con recursos económicos del llamado Fondo de Control Social para desarrollar sus actividades. 

Ver: • FONDO DE CONTROL SOCIAL 

• Ley 1551 de Participación Popular, artículo 10 

• Ley 2028 de Municipalidades, artículo 150 

COMITÉ LOCAL DE SELECCIÓN 

Es una instancia constituida en los municipios por la Ley del Diálogo para la selección del personal de los servicios de educación escolar y salud pública, cubriendo ítemes con el Fondo Solidario Municipal creado para el efecto con recursos HIPC II. Según el caso, la nómina del personal seleccionado se remite a la Dirección Distrital de Educación o al Servicio Departamental de Salud para su incorporación en la planilla de sueldos. 

Para el sector de educación escolar pública, estos comités están constituidos por: 

· un delegado del gobierno municipal 

· un delegado de la junta escolar 

· el director de la unidad educativa 

· un delegado de la dirección distrital de educación. 

Para el sector de salud pública, están constituidos por: 

· un delegado del gobierno municipal o mancomunidad municipal 

· un delegado del concejo municipal o distrital de salud 

· el director del hospital o distrito de salud 

· un delegado del Servicio Departamental de Salud. 

El proceso de selección se realiza de conformidad a la reglamentación establecida. 

Ver: • FONDO SOLIDARIO MUNICIPAL PARA LA EDUCACIÓN ESCOLAR Y SALUD PÚBLICAS 

• DS 26371: Reglamentación Parcial de Uso de los Recursos del Fondo Solidario Municipal para la Salud Pública 

• Ley 2235 del Diálogo Nacional, artículo 7

COMPRO BOLIVIANO

Mediante el Decreto Supremo 27328, de 31 de enero de 2004, se ha establecido mecanismos para transparentar las compras estatales, pero sobre todo para recuperar el mercado interno y dinamizar la economía nacional. Ahora la micro, pequeña y mediana empresa nacional puede participar en el proceso de compras y adquisiciones de bienes, obras y servicios requeridos por las entidades estatales, incluidas las municipalidades, en forma preferente. El decreto señala que el Estado tiene la obligación de jugar un papel protagónico en la economía del país, e instruye a las máximas autoridades ejecutivas (en las municipalidades el Alcalde es la máxima autoridad ejecutiva) prevean que los requerimientos de la entidad se adecuen a la capacidad y características de la producción nacional.

Pueden beneficiarse las personas individuales, colectivas, públicas y privadas, micro y pequeñas empresas, asociaciones de pequeños productores urbanos y rurales, las organizaciones económicas campesinas, artesanos, cooperativas y asociaciones civiles sin fines de lucro, con la única condición de obtener su registro y la tarjeta empresarial correspondiente, si tienen su personalidad jurídica, bastará con ella.

Este decreto establece las siguientes modalidades de compras estatales:

· Compras menores por simple comparación de precios, de hasta Bs160.000.- (ciento sesenta mil Bolivianos)

· Licitación pública, clasificada en:

· Convocatoria pública para compras nacionales, de hasta Bs8.000.000.- (ocho millones de Bolivianos)

· Convocatoria pública nacional

· Convocatoria pública internacional

· Licitación por lotes, ítemes y tramos. Esto con la finalidad de que pequeños productores u organizaciones sociales se adjudiquen. Asimismo, se pueden presentar asociaciones eventuales o accidentales de micros y pequeñas empresas, por ejemplo para la oferta de uniformes de la policía y las fuerzas armadas.

Este decreto es importante porque otorga ventajas a la producción nacional y esto puede llevar a producir con mayor calidad, puntualidad y eficiencia, pues se concede un cierto margen de preferencia en todas las compras y adquisiciones que presentan un mayor porcentaje de insumos y mano de obra de origen boliviano. Asimismo, se fija una tabla de derecho preferente para exigencias legales como garantía de seriedad de la propuesta de solo 1%, garantía de cumplimiento de contrato de 3.5% mientras que para otros es de 7% y experiencia requerida de solo 50%, mientras que para el resto es del 100%; todo esto para compras hasta un millón de Bolivianos (Bs1.000.000.-)

[En recuadro:]

LOS MUNICIPOS, PRINCIPALES PROTAGONISTAS DEL COMPRO BOLIVIANO 

Las alcaldías pueden ser promotoras de las economías locales. Para facilitar y viabilizar estos procesos y permitir la participación de micro, pequeñas y medianas empresas, se prevé la división de su requerimiento, de esta manera: 

1ra. división por lotes; cuando las condiciones de la licitación se adecuan a la capacidad productiva de la oferta nacional. Es decir, cuando el total de la cantidad del requerimiento se divide en lotes, según la capacidad productiva de los ofertantes. (Lote = cada una de las partes de un todo no fraccionado. Ej.: Si para el desayuno escolar se necesita 800 litros de leche, se puede dividir el requerimiento en 40 lotes de 20 litros y un proponente se puede presentar a uno o varios lotes).

2da. división por ítemes; cuando las condiciones de la licitación se adecuan a las características de la producción nacional. Es decir, el requerimiento de la licitación se realiza según la especialidad de la industria local. (Ítem = cada una de las partes de una obra, bien o servicio. Siguiendo el mismo ejemplo, el desayuno escolar se puede dividir en plátanos, panes, cereales, papa, etc. y un proponente se puede presentar a uno o varios ítemes).

3ra. división por tramos; cuando las licitaciones son dirigidas a la construcción de infraestructura. Por ejemplo, para la construcción de carreteras, empedrados, aceras, la obra se divide en varios tramos o trechos, un proponente se puede presentar a uno o varios tramos.

Los municipios de las categorías poblacionales A y B, es decir, que tengan hasta 15.000 habitantes e inclusive algunos de la categoría C, se ajustarán al Reglamento de Contrataciones Municipales que determina condiciones específicas para estas municipalidades:
Contratación Directa desde Bs1.- hasta monto máximo de Bs3.000.- 

· Contratación Directa en el Municipio, efectuando un análisis y evaluación, comparando precios, calidad y oportunidad y dando cumplimiento a las normas tributarias. Se pagará a través de caja chica, fondo rotativo o la modalidad de pago determinada por la autoridad municipal.

· Contratación Directa fuera del Municipio, con la obtención de por lo menos dos cotizaciones y la elaboración de un cuadro comparativo para identificar la mejor propuesta, se pagará con los fondos en avance designados al funcionario responsable de la compra.

Contratación por Comparación de Precios hasta Bs160.000.- 

· Contratación mediante la obtención de por lo menos dos cotizaciones La Unidad Administrativa preparará el cuadro comparativo, efectuando un análisis cuantitativo y cualitativo de las cotizaciones y recomendación de adjudicación. El Alcalde adjudicará e instruirá la emisión de la Orden de Compra y notificación del proponente. 

· Contratación mediante requerimiento de propuestas, a través de la invitación directa a por lo menos dos proponentes potenciales, además de publicar en paneles (bandos) y pizarrones ubicados en centros públicos, y por medios locales de comunicación escrita, radial, televisiva y medios electrónicos. El Alcalde designará a la Comisión Calificadora que evaluará la propuesta técnica y económica, y elaborará el informe de recomendación de adjudicación. El Alcalde adjudicará e instruirá notificación del proponente.

Ver: • TARJETA EMPRESARIAL

• Normas Básicas de Administración de Bienes y Servicios (de la Ley SAFCO)

• DS 27328 y sus reglamentos

RM 010 del Ministerio de hacienda del 15 de marzo de 2004

COMODATO 


De acuerdo al Código Civil, el comodato es un contrato de préstamo de bienes muebles como inmuebles no fungibles, es decir que no se consumen con el uso. 

La persona que da en comodato un bien se llama comodante y la que lo recibe tiene el nombre de comodatario. 

Las municipalidades, cuando actúan como personas de derecho privado, pueden celebrar contratos de comodato en las condiciones establecidas por ley. 

El comodatario está obligado a custodiar el bien que recibe y conservarlo en buenas condiciones, dándole el uso que ha sido pactado entre partes. Está prohibido transferir el bien a un tercero sin consentimiento expreso del propietario o comodante, quien por su parte solo puede reclamar la restitución del bien al vencimiento del término estipulado, salvo si sobreviniera una necesidad de urgencia imprevista, o el beneficiario estuviera dando al bien un uso distinto al convenido. 

Si dos o más personas son beneficiarias de un comodato, son responsables solidariamente ante el propietario. 

COMPETENCIA

En el plano del derecho público, la competencia consiste en las atribuciones jurídicamente delimitadas que la ley reconoce en favor de los titulares de los órganos públicos para que realicen los actos que legalmente les corresponde, en ejercicio de las funciones que se les asigna o para las cuales han sido electos por vía del sufragio. 

Ninguna autoridad puede salirse de los marcos de su competencia o invadir las atribuciones de otros. Si lo hace, incurre en vicio de nulidad prevista por el artículo 31 de la Constitución Política del Estado. 

De producirse una trasgresión, procede el Recurso Directo de Nulidad que puede interponer, ante el Tribunal Constitucional, cualquier persona agraviada o afectada de manera directa por el acto administrativo cuya anulación se demanda. 

Ver: • Ley 1836 del Tribunal Constitucional 

COMUNIDAD CAMPESINA (Organización Territorial de Base) 

Es la unidad básica de organización social del ámbito rural. Está constituida por agrupaciones campesinas que comparten un territorio común en el que desarrollan sus actividades productivas, económicas, sociales y culturales, de acuerdo a sus usos y costumbres. La comunidad campesina puede asumir diferentes formas de organización, como por ejemplo sindicato agrario o ayllu. Éstas, a su vez, se agrupan en subcentrales, centrales y federaciones (asociaciones comunitarias). 

Las comunidades campesinas forman parte de los respectivos municipios y como sujetos de la participación popular son reconocidas con personalidad jurídica, de acuerdo a la Ley de Participación Popular y la Constitución Política del Estado. 

Ver: • ORGANIZACIÓN TERRITORIAL DE BASE

• Constitución Política del Estado, artículo 171 

• Ley 1551 de Participación Popular 

• DS 23858 (Reglamento de los sujetos de la Participación Popular) 

CONCEJAL

Es el miembro del concejo municipal elegido por votación popular, de conformidad con la Ley de Municipalidades y el Código Electoral. 

Para postular a esta función electiva se requiere ser ciudadano boliviano (de origen o por naturalización), ser mayor de 21 años, haber cumplido los deberes militares (si corresponde) y estar domiciliado en la jurisdicción municipal respectiva, al menos desde un año antes. Los partidos políticos, agrupaciones ciudadanas y pueblos indígenas habilitados por la Corte Electoral pueden postular candidatos a alcaldes y concejales en las elecciones municipales, observando la incorporación de mujeres.
La ley establece estos requisitos, así como las atribuciones que corresponden al concejal en su condición de integrante y miembro del concejo municipal. Señala también las incompatibilidades, causas que provocan la cesación temporal o definitiva de sus funciones, los conflictos de intereses y prohibiciones y las formas de su procesamiento.

El número de concejales varía de acuerdo al tamaño poblacional del municipio:

· Municipios con población hasta 25.000 habitantes tienen 5 concejales. Hasta la gestión 2005 existen 271 municipios, o sea el 83% de los 327 existentes.

· Municipios con población de 25.001 hasta 50.000 habitantes, 7 concejales. Hay 38 municipios en este rango, menos del 12%.

· Municipios con población de 50.001 hasta 75.000 habitantes, 9 concejales. Son sólo 3 municipios, representando menos del 1%; y 

· Municipios con población mayor a 75.000 habitantes y las capitales de los 9 departamentos (aunque no tengan 75.000 habitantes), 11 concejales. Hay en total 15 municipios en este rango (casi el 5%).

Los concejales suplentes, en tanto no asuman el cargo de forma permanente, están exentos de obligaciones y responsabilidades en el concejo. 

Ver: • CONCEJO MUNICIPAL 

• Ley 2028 de Municipalidades, artículos 24 al 37 

• Código Electoral, artículos 106 y 107 

CONCEJO MUNICIPAL 

Es la máxima autoridad del gobierno municipal. Es el órgano representativo, normativo, fiscalizador y deliberante de la gestión municipal. El concepto encierra todas las características que tipifican al cuerpo colegiado dentro de la estructura del gobierno municipal. 

Las principales atribuciones del concejo municipal son la elección del alcalde municipal, cuando corresponda; la aprobación de los planes de desarrollo municipal y de ordenamiento urbano y territorial; la aprobación de planos de zonificación y valuación zonal y distrital; la aprobación del registro de la personalidad jurídica de las organizaciones de base territoriales; elegir a los consejeros departamentales de su jurisdicción y coordinar acciones con ellos; la fiscalización del catastro urbano y rural de acuerdo con las normas catastrales y técnico tributarias emitidas por el Poder Ejecutivo; la aprobación de la programación de operaciones anual y el presupuesto municipal presentados por el alcalde municipal sobre la base del plan de desarrollo municipal; la aprobación de las ordenanzas municipales sobre tasas y patentes y otros aspectos; la enajenación de bienes municipales, etc. 

Ver: • Ley 2028 de Municipalidades, artículos 12 al 23 

CONCERTACIÓN 

Acción por la cual varios actores con diferentes identidades e intereses logran encontrar objetivos comunes y llegan a ponerse de acuerdo a través de tratos o convenios. La concertación generalmente es posible luego de varias reuniones de análisis y discusión. El resultado de la concertación son las actividades coordinadas para lograr un mejor aprovechamiento de esfuerzos y recursos. 

Lo opuesto a la concertación es la confrontación, que a veces se agudiza y deriva en conflictos permanentes que dispersan las energías, ocasionan fracasos, matan las iniciativas, hacen estériles los esfuerzos, causando casi siempre grandes perjuicios. 

CONCIENCIA ECOLÓGICA

Todos los diagnósticos y estudios señalan la gravedad del acelerado deterioro medioambiental y sus consecuencias negativas para el futuro desarrollo de la humanidad. 

Los seres humanos continúan devastando bosques, contaminando ríos y mares, depredando la naturaleza, despilfarrando los recursos naturales y aumentando la contaminación, especialmente en las ciudades. 

La toma de conciencia ecológica se traduce en la defensa del medio ambiente, el hábitat de las especies animales y vegetales y la preservación de los ecosistemas en beneficio de la humanidad y de las futuras generaciones. 

La Ley del Medio Ambiente y sus reglamentos establecen que los municipios deben jugar un papel importante en la gestión ambiental, preservación y control ambiental de la contaminación atmosférica e hídrica, manejo de residuos sólidos y control de actividades con sustancias peligrosas. 

CONCILIACIÓN 

La conciliación es una forma alternativa de solución de controversias que se producen entre personas naturales o colectivas. Consiste en la designación de un mediador que actúa como coordinador y propone a las partes una fórmula de solución o de arreglo del conflicto generado entre ellas. 

Los procedimientos de conciliación se basan en principios definidos por la Ley de Arbitraje y Conciliación.

Las instituciones públicas, como personas jurídicas de derecho privado, pueden resolver las diferencias que tuvieran con los particulares o con otras entidades de su misma naturaleza a través de procedimientos conciliatorios, con arreglo a las disposiciones legales pertinentes. 

Las normas que regulan los procedimientos de conciliación establecen que las personas jurídicas podrán desarrollar, constituir y administrar centros de conciliación institucional. 

Ver: • Ley 1770, de Arbitraje y Conciliación 

• ARBITRAJE 

CONCILIACIÓN DE LÍMITES MUNICIPALES 

Es una figura legal para solucionar controversias generadas por la demarcación geográfica para la creación, fusión, supresión o delimitación de unidades político administrativas.

Es una audiencia previa en la que la autoridad trata de avenir a la partes para evitar un proceso. 

En la delimitación de unidades político administrativas, la autoridad competente en primera instancia puede convocar a cuantas reuniones conciliatorias sean necesarias para lograr una delimitación concertada. 

Ver: • Ley 2150 de Unidades Político Administrativas, artículo 20 

CONFLICTO DE COMPETENCIA 

Es el que surge entre una o más municipalidades o entre éstas y otros órganos del Estado. Cuando esto ocurre, la institución encargada de manejar el proceso y resolverlo es el Tribunal Constitucional de la República. Por ejemplo, cuando la prefectura del departamento realiza una obra que tendría que haber hecho la municipalidad. 

CONFLICTOS TRIBUTARIOS 

Cuando cualquier Municipalidad, órgano del Estado o persona considere que un tributo, impuesto, tasa, patente, derecho o contribución especial ha sido creado, modificado o suprimido arbitraria e ilegalmente, sin respetar los preceptos de la Constitución Política del Estado, podrá presentar un recurso ante el Tribunal Constitucional. 

CONSEJO DE DESARROLLO PRODUCTIVO ECONÓMICO Y SOCIAL (CODEPES) 

El CODEPES es una instancia del sistema del control social que articula a las organizaciones e instituciones de la sociedad civil de la respectiva jurisdicción municipal para hacerlos partícipes en la planificación participativa. La Ley del Diálogo Nacional dispuso su creación en reemplazo del Consejo Consultivo establecido por la Ley de Municipalidades. Es un organismo integrado por delegados de los sectores productivos y de servicios de mayor incidencia en el municipio y por delegados de organizaciones medioambientales y profesionales. 

El CODEPES respaldará al comité de vigilancia en el cumplimiento de sus atribuciones de apoyo a la planificación participativa municipal, que incluye la formulación y reformulación del Plan de Desarrollo Municipal (PDM) y la Programación de Operaciones Anual (POA), así como manifestarse respecto a esta última. 

El CODEPES no se superpone al comité de vigilancia y debe más bien apoyarlo en el logro de los objetivos de la Participación Popular y en la promoción del desarrollo social y económico del municipio. 

A efectos de la conformación del CODEPES, el concejo municipal convocará a los delegados, cuyo número no será mayor de la mitad de los miembros del comité de vigilancia respectivo. 

Ver: • Ley 2235 del Diálogo Nacional 

• DS 26564: Participación y Control Social, artículo 12 

CONSEJO INTERINSTITUCIONAL DE SEGUIMIENTO Y EVALUACIÓN DE LA EBRP (CISE) 

Respondiendo a la necesidad de realizar seguimiento y evaluación de la EBRP, el Decreto Supremo 26424 del 1 de diciembre de 2001 crea el CISE, que es un órgano técnico especializado conformado por tres instituciones: Unidad de Análisis de Políticas Económicas y Sociales (UDAPE) dependiente del Ministerio de Hacienda, el Ministerio sin cartera responsable de Participación Popular y el Instituto Nacional de Estadística (INE). 

La UDAPE —cuyo director ejecutivo preside este consejo— es responsable del seguimiento y evaluación de la EBRP, el ministerio lo hace en el nivel municipal y el INE proporciona información oportuna y confiable. 

El Programa de Seguimiento y Evaluación (PSE) del CISE tiene cuatro componentes: seguimiento en el ámbito nacional, seguimiento en el ámbito municipal, articulación de los sistemas de información nacional y municipal y, difusión de los resultados del seguimiento y evaluación. 

Ver: • DS 26424 

• Ley 2235 del Diálogo Nacional, artículo 3, parágrafo II 

CONSEJO DEPARTAMENTAL 

Órgano colegiado de consulta, control y fiscalización en el ámbito departamental. Fue creado por la Ley de Descentralización Administrativa (Ley 1654), y formaba parte de la estructura del Poder Ejecutivo en el ámbito departamental, conjuntamente con el prefecto del departamento. 

Se componía de un ciudadano por provincia y un número de representantes de acuerdo a la población de cada departamento equivalente a la mitad de las provincias, según el procedimiento que establece la misma ley. El consejo departamental estaba presidido por el prefecto. 

Los concejos municipales intervenían en la designación de los consejeros departamentales por dos tercios de votos de sus miembros presentes, debiendo recaer tal designación en ciudadanos que reúnan las condiciones de idoneidad requeridas para el desempeño de esas funciones y que tengan domicilio en la provincia, por lo menos desde un año antes de su elección. Eran designados para ejercer por dos años, aunque si no existía una nueva designación se podía prolongar su mandato tácitamente hasta que se acredite formalmente al nuevo consejero departamental.
Las atribuciones de los consejos departamentales se encuentran determinadas por la Ley de Descentralización Administrativa y sus decretos reglamentarios. Fiscalizaban los actos del Prefecto, con excepción de los relacionados al ejercicio de las atribuciones privativas del nivel central del Poder Ejecutivo. 

Ver: • ADMINISTRACIÓN DEPARTAMENTAL 

• DESCENTRALIZACIÓN ADMINISTRATIVA 

• Ley 1654, de Descentralización Administrativa

• DS 2743, Reglamento de los Consejos Departamentales

CONSENSO 

Las decisiones por consenso son aquellas en las que todos los participantes o interlocutores dan su consentimiento para adoptarlas, a diferencia de las decisiones tomadas por votación, donde la mayoría se impone a la minoría. Consenso significa que unos aceptan las propuestas de los otros, generalmente luego de amplias discusiones y debates. 

El consenso no siempre supone acuerdo pleno, pero requiere por lo menos el consentimiento unánime, es decir, que todos estén de acuerdo en permitir que se haga una cosa. Dicho consentimiento, para ser válido, debe ser libre y voluntario. Las decisiones consensuadas, por tanto, son las que tienen la aprobación, aquiescencia o aceptación de todos. En la cultura organizativa de los pueblos originarios de nuestro país es muy común esta forma de tomar decisiones. 

CONTABILIDAD INTEGRADA, Sistema de 

Es uno de los ocho sistemas obligatorios establecidos por la Ley SAFCO para el sector público.

El Sistema de Contabilidad Gubernamental Integrada (SCGI) constituye un conjunto de principios, normas y procedimientos técnicos, que permiten el registro sistemático de las transacciones presupuestarias, financieras y patrimoniales de las entidades del Sector Público en un sistema común, oportuno y confiable, con el objeto de satisfacer la necesidad de información destinada al control y apoyo del proceso de toma de decisiones de los administradores, cumplir normas legales y brindar información a terceros interesados en la gestión pública. 

Los subsistemas de Registro Presupuestario, Registro Patrimonial y Registro de Tesorería (los que hacen un solo sistema integrado y que se identifican separadamente solo para efectos de una mejor comprensión) y sus instrumentos son de aplicación y cumplimiento obligatorio para los encargados de manejar las finanzas de la municipalidad o cualquier otra entidad pública. 

Las Normas Básicas para el Sistema de Contabilidad Integrada se establecen mediante resolución suprema. 

Varias normas como la Ley 1178 y el Decreto Supremo 23318-A, establecen que el incumplimiento en la aplicación de este sistema, generará responsabilidades para los administradores del sector público. Sin embargo, esta normativa ha sido cuestionada desde el ámbito municipal porque en su aplicación surgieron muchas dificultades. Fue diseñado principalmente para ministerios, corporaciones y empresas públicas descentralizadas, no se tomó en cuenta a los municipios en especial a los medianos y pequeños de las áreas rurales, pues el proceso de municipalización es posterior a la Ley 1178. Si bien este sistema y sus subsistemas están vigentes, se estudian cambios que permitan una mejor aplicación a los espacios municipales, haciéndolos más simples y flexibles y, sobre todo, menos centralizados.

Ver: • Ley 1178 de Administración y Control Gubernamental (Ley SAFCO)

• Normas Básicas de Contabilidad Gubernamental Integrada (de la Ley SAFCO)
CONTINUIDAD TERRITORIAL 

Todas las unidades político administrativas tienen continuidad territorial. La creación de una unidad territorial político administrativa afectará la viabilidad, sostenibilidad y desarrollo de las unidades cuyo territorio se disgregará parcialmente. 

El Poder Ejecutivo, a través de la instancia correspondiente, observará que cualquier solicitud de creación, reposición, supresión o delimitación de departamentos, provincias, secciones de provincia o cantones, no afecte la continuidad territorial de la unidad político administrativa objeto de desmembramiento parcial o modificación en su delimitación. 

Ver: • Ley 2150, de Unidades Político Administrativas 

• DS 26520, Reglamento a la Ley 2150 

CONTRALORÍA GENERAL DE LA REPÚBLICA 

Es el órgano rector del control gubernamental encargado de emitir normas básicas de control interno y externo. Evalúa la eficacia de los sistemas de control interno. Realiza el control externo posterior y vigila la normatividad de los sistemas contables del sector público a cargo de la Contaduría General del Estado. 

La Constitución establece que la Contraloría General de la República ejerce el control fiscal sobre las operaciones de entidades autónomas, autárquicas y sociedades de economía mixta. 

La Ley SAFCO, por su parte, ratifica que la Contraloría General de la República es el órgano rector del Sistema de Control Gubernamental que se implanta bajo su dirección y supervisión y señala que el control gubernamental se realiza por los sistemas de control interno y control externo posterior incorporados en el plan de organización y en los reglamentos y manuales de procedimiento de cada entidad, así como por medio de la auditoría interna. El Sistema de Control Externo Posterior se aplica a través de la auditoría externa de las operaciones ya ejecutadas. 

Ver: • Constitución Política del Estado, artículos 154 y 155 

CONTRATOS EN GENERAL (según la Ley de Municipalidades) 

El alcalde municipal es el encargado de suscribir los contratos que estén aprobados en la Programación de Operaciones Anual (POA). Podrán ser de empréstitos, emisión de valores, prestación de obras y servicios públicos, explotación de bienes municipales y otros. 

Estos contratos se rigen por las Normas Básicas del Sistema de Administración de Bienes y Servicios, que establece las funciones, actividades y procedimientos que se deben seguir desde la convocatoria hasta la suscripción y ejecución de un contrato. 

Son contratos de carácter administrativo, puesto que se suscriben entre una institución de la administración pública —en este caso el Gobierno Municipal— y otra persona pública o privada, natural o jurídica, con objeto de hacer una prestación de utilidad pública. 

Tienen las siguientes características: 

· La administración pública siempre interviene como sujeto del contrato, y además establece las condiciones que deben cumplir quienes desean contratar con ella. 

· El objeto del contrato es de interés público y no privado. 

· Exigen procedimientos y formalidades de cumplimiento obligatorio e ineludible. 

· Se sujetan a una legislación específica, establecida en el marco de la Ley SAFCO, en disposiciones como la Norma Básica del Sistema de Administración de Bienes y Servicios, la Ley de Municipalidades y otras normas complementarias. 

· Los contratos administrativos se interpretan, ejecutan y controlan dentro de la jurisdicción administrativa. Solo cuando ésta se agota se acude a la vía contenciosa. 

· Los contratos administrativos, a diferencia de los contratos privados, pueden afectar con sus convenciones a terceras personas, como por ejemplo los usuarios de un servicio público. 

CONTRATO DE CONCESIÓN

Es un acuerdo de voluntades para crear una relación jurídica cuyo objeto consiste en otorgar el privilegio y exclusividad para la explotación y administración de bienes o servicios públicos. Un contrato de concesión deberá consignar forzosamente las siguientes cláusulas: 

· El plazo, que dependerá del monto de la inversión y del tiempo necesario para recuperarla. 

· El precio que debe pagar el concesionario a la municipalidad. 

· El capital que se invertirá en el servicio público. 

· Las tarifas o tasas que se cobrará a los usuarios. 

· La supervisión y control que ejercerá el gobierno municipal. 

· Las garantías para el cumplimiento del contrato. 

· El traspaso gratuito de los bienes, mejoras, derechos y acciones al término de la concesión, en favor de la municipalidad. 

· Los motivos de invalidación del contrato. 

· Además, añadir la obligación de contratar un seguro contra riesgos y daños a terceras personas, por cuenta del concesionario, puesto que están respaldadas por diferentes leyes, decretos y resoluciones normativas. 

Estos contratos, además, deben cumplir los siguientes requisitos formales: 

· La autorización previa del concejo municipal para la licitación pública, la invitación directa o el contrato de excepción que mencionan las Normas Básicas del Sistema de Administración de Bienes y Servicios. 

· Documentos y procedimientos administrativos que debe seguir el Gobierno Municipal hasta el término de la licitación. (Normas Básicas del Sistema de Administración de Bienes y Servicios, Ley de Municipalidades y Ley General de Concesiones de Obra Pública de Transporte). 

· La aprobación expresa del concejo municipal para que el alcalde firme el contrato, una vez que se han revisado los documentos del proceso, es también otro requisito indispensable, bajo pena de responsabilidad para el alcalde. 

Finalmente, el contrato debe ser protocolizado, es decir, elevado a la calidad de escritura pública, ante la Notaría de Gobierno. 

CONTRATO DE CONCESIÓN DE OBRA PÚBLICA 

Delega o adjudica a una entidad privada la construcción de determinada obra pública. El concesionario no se limita a ejecutar la obra, sino que asume las responsabilidades que la administración municipal le concede en cuanto a relaciones jurídicas y económicas con los usuarios, hasta la terminación de la obra o del pago total de su costo. Generalmente, la construcción va seguida de la explotación o administración de la obra hasta que el concesionario, mediante el cobro directo de tasas o tarifas, haya recuperado su inversión. 

CONTRATO DE CONCESIÓN DE SERVICIO PÚBLICO 

La municipalidad concede a los entes privados, individuales o colectivos, la explotación o administración de un servicio público, delegándoles la facultad de cobrar directamente las tasas o tarifas, debidamente autorizadas, durante un tiempo determinado. 

CONTRATO DE EMPRÉSTITO 

Es un medio para obtener recursos extraordinarios, además de los tributos que constituyen las fuentes ordinarias de la renta pública municipal. En el caso de los gobiernos municipales, solo podrán emitir deudas cumpliendo con la Ley del Mercado de Valores, sus reglamentos y otras normas en vigencia. Cuando el empréstito compromete la garantía o el aval del Tesoro General de la Nación se requiere la autorización del Poder Legislativo mediante ley expresa. 

Ver: • Ley 2028 de Municipalidades, artículo 91 

CONTRATO DE OBRA PÚBLICA 

Se refiere únicamente a la ejecución o construcción de una obra pública. No debe confundirse con el contrato de concesión de obra pública, que tiene otras características en cuanto a la relación entre los contratantes y las obligaciones de los usuarios. El contrato simple de obra pública consiste, para el adjudicatario, en la obligación de ejecutar la obra y, para la municipalidad, en la obligación de pagar su precio, sin que surjan compromisos o deberes directos del contratista para con los usuarios. 

CONTRATOS DE PRESTACIÓN DE SERVICIOS Y SUMINISTROS 

Son los contratos para cualquier clase de servicios (de consultoría, mecánicos, de transporte, etc.) que suscribe una municipalidad o cualquier otra entidad pública. El de suministros se llama también de abastecimiento. Se refiere a la provisión de bienes muebles para cubrir las necesidades de la administración municipal o a bienes inmuebles, como un terreno o edificio, que estén fuera de la jurisdicción municipal. 

CONTRIBUCIÓN ESPECIAL (o por mejoras) 

Recursos originados por aportes voluntarios de la comunidad para la ejecución de obras de mejoramiento público, y que no pueden destinarse más que al financiamiento de obras específicas. 

Se aplican para cubrir los costos de la obra pública que aumenta el valor inmobiliario. En total, no puede ser mayor al gasto realizado por la municipalidad y su límite individual es el incremento del valor del inmueble beneficiado. 

CONTROL GUBERNAMENTAL, Sistema de 

Es uno de los ocho sistemas obligatorios establecidos por la Ley SAFCO para el sector público.

El Sistema de Control Gubernamental tiene por objetivo mejorar la eficiencia en la captación y uso de los recursos públicos y en las operaciones del Estado; la confiabilidad de la información que se genere sobre los mismos; los procedimientos para que toda autoridad y ejecutivo rinda cuenta oportuna de los resultados de su gestión; y la capacidad administrativa para impedir o identificar y comprobar el manejo inadecuado de los recursos del Estado.

El Control Gubernamental se aplica sobre el funcionamiento de los sistemas de administración de los recursos públicos y está integrado por:

. El Sistema de Control Interno, que comprende los instrumentos de control previo y posterior incorporados en el plan de organización y en los reglamentos y manuales de procedimientos de cada entidad, y la auditoría interna.

Los procedimientos de control interno previo se aplican por todas las unidades de la entidad antes de la ejecución de sus operaciones y actividades o de que sus actos causen efecto (verificación del cumplimiento de las normas que los regulan y los hechos que los respaldan, así como de su conveniencia y oportunidad en función de los fines y programas de la entidad).

El control interno posterior es practicado por los responsables superiores, respecto de los resultados alcanzados por las operaciones y actividades bajo su directa competencia; y por la unidad de auditoría interna

a. El Sistema de Control Externo Posterior, que se aplicará por medio de la auditoría externa de las operaciones ya ejecutadas.

Las Normas Básicas para el Sistema de Control Gubernamental son emitidas por la Contraloría General de la República, su órgano rector.

Varias normas como la Ley 1178 y el Decreto Supremo 23318-A, establecen que el incumplimiento en la aplicación de este sistema, generará responsabilidades para los administradores del sector público. Sin embargo, esta normativa ha sido cuestionada desde el ámbito municipal porque en su aplicación surgieron muchas dificultades. Fue diseñado principalmente para ministerios, corporaciones y empresas públicas descentralizadas, no se tomó en cuenta a los municipios en especial a los medianos y pequeños de las áreas rurales, pues el proceso de municipalización es posterior a la Ley 1178. Si bien este sistema y sus subsistemas están vigentes, se estudian cambios que permitan una mejor aplicación a los espacios municipales, haciéndolos más simples y flexibles y, sobre todo, menos centralizados.

Ver: • Ley 1178 de Administración y Control Gubernamental (Ley SAFCO)

• Normas Básicas de Control Interno (de la Ley SAFCO) emitidas por Resolución CGR 1/090/96
CONTROL SOCIAL 

Es el derecho que tienen las organizaciones e instituciones de la sociedad civil para conocer, supervisar y evaluar los resultados e impacto de las políticas públicas y los procesos participativos de toma de decisiones, así como el acceso a la información y análisis de los instrumentos de control social y, dado el caso, contribuir a rectificar errores o evitar actos de corrupción. Para ello, utilizarán los siguientes instrumentos: 

a) En el ámbito de la comunidad, la Programación de Operaciones Anual (POA) de la municipalidad y la ejecución presupuestaria. 

b) En el ámbito municipal, el plan de desarrollo municipal y la Programación de Operaciones Anual (POA) de la municipalidad y el plan de desarrollo mancomunitario de las mancomunidades municipales. 

c) En el ámbito departamental, el plan departamental de desarrollo y la programación de operaciones anual de la prefectura del departamento. 

d) En el ámbito nacional, la EBRP, las programaciones de operaciones anuales de las entidades públicas y el Programa Nacional de Inversión Pública, la ejecución presupuestaria y la información del movimiento de la Cuenta Especial Diálogo 2000. 

La fiscalización que ejercen el concejo municipal, la Contraloría y otros órganos públicos y el control social, son procesos complementarios. El control social implica corresponsabilidad, participación en la toma de decisiones en forma concertada con el gobierno municipal a través de la planificación participativa. 

Ver: • MECANISMOS DE CONTROL SOCIAL 

• COMITÉ DE VIGILANCIA 

• Ley 2235 del Diálogo Nacional 

• DS 26564 de Participación y Control Social 

CONTROL SOCIAL EN EL ÁMBITO MUNICIPAL 

Los comités de vigilancia son los encargados de ejercer el control social en los municipios y en las mancomunidades municipales. Además de las facultades reconocidas por la Ley de Participación Popular, los comités de vigilancia tendrán la facultad de vigilar y controlar la totalidad de los recursos administrados por los gobiernos municipales, incluyendo los recursos de la Cuenta Especial Diálogo 2000. Y, dentro del Plan de Desarrollo Mancomunitario, los presidentes de cada comité de vigilancia de la mancomunidad municipal conformarán la instancia de control social. 

Ver: • Ley 2235, del Diálogo Nacional 

• Ley 1551, de Participación Popular y sus reglamentos 

CONTROL SOCIAL EN LOS ÁMBITOS DEPARTAMENTAL Y NACIONAL 

Las organizaciones e instituciones representativas de la sociedad civil convocadas y organizadas por la Iglesia católica en mecanismos departamentales y nacionales de control social, con personalidad jurídica debidamente reconocida, están facultadas para ejercer el control social en los niveles departamental y nacional. 

Ver: • Ley 2235 del Diálogo Nacional, artículos 30 y 31 

CONURBACIÓN 

Crecimiento paralelo de dos o más ciudades o centros de población que forman o tienden a formar una unidad geográfica, económica y social hasta fundirse en una sola aglomeración urbana. 

Ver: • Ley 2150 de Unidades Político Administrativas 

CONVOCATORIA A DIÁLOGO NACIONAL 

Es la facultad que tiene el Poder Ejecutivo, en el ámbito de su competencia y conforme a sus atribuciones, a convocar al menos una vez cada tres años a las organizaciones naturales de la Sociedad Civil al Diálogo Nacional, a los efectos de promover la concertación de políticas públicas destinadas al desarrollo económico, social e institucional del país e informar sobre el diseño y ejecución de políticas públicas de largo plazo. 

La convocatoria a diálogo nacional deberá considerar la participación de las instituciones y órganos públicos involucrados en las políticas, incorporando a los principales beneficiarios de la Estrategia Boliviana de Reducción de la Pobreza (EBRP), a ser analizadas y concertadas, así como a las organizaciones sectoriales y territoriales de la Sociedad Civil y organizaciones políticas. Su alcance podrá ser de carácter nacional, departamental municipal, y mancomunitario, debiendo realizarse en el nivel municipal por lo menos una vez cada cinco años, debiendo preceder la elaboración de los planes de desarrollo municipal o mancomunitarios. 

Ver: • Ley 2235 del Diálogo Nacional 

COORDENADAS 

Conjunto de valores que determinan la posición geográfica de un punto en la superficie terrestre. Son importantes para delimitación de terrenos, concesiones, parcelas y definición de límites interprovinciales, interdepartamentales así como fronteras internacionales. 

Ver: • DS 26520, artículo 2 

COPARTICIPACIÓN TRIBUTARIA 

Es una transferencia de recursos nacionales destinados a las municipalidades y a las universidades públicas. De la recaudación efectiva de los ingresos nacionales (Renta y Aduana), el 20% se destina a las municipalidades y el 5% a las universidades. 

La coparticipación tributaria del 20% (llamada también Recursos de la Participación Popular) se distribuye en función del número de habitantes de cada municipio (sección de provincia) y el uso de estos recursos está normado por las leyes. Los gobiernos municipales están obligados a hacer una rendición anual de cuentas de la ejecución presupuestaria de dichos recursos, y de no hacerlo se arriesgan a la suspensión de los desembolsos. 

Ver: • Ley 1551 de Participación Popular, artículos 19 y 20

• Anexo: “Coparticipación Tributaria histórica” 

CORREGIDOR 

Es la autoridad que tiene a su cargo la administración del cantón, de forma subordinada y concurrente al subprefecto. Los corregidores son designados por el prefecto del departamento. 

Sus atribuciones son facilitar el cumplimiento de las funciones del subprefecto y cumplir las acciones que les sean encomendadas de manera expresa, de conformidad con la Ley de Descentralización Administrativa y sus decretos reglamentarios. 

CREACIÓN DE UNIDADES POLÍTICO ADMINISTRATIVAS 

Es el establecimiento, debidamente justificado, de una nueva Unidad Político Administrativa, a partir de desmembramientos parciales, fusión o incorporación de unidades existentes. 

Para la creación de departamentos se requiere los siguientes requisitos: 

a) Existencia de una base demográfica de 500.000 habitantes. 

b) Existencia y operación de sistemas integrales de servicios de salud, educación, servicios básicos, infraestructura de comunicaciones y transporte dentro de la jurisdicción territorial objeto de creación. 

c) Propuesta de Plan Departamental de Organización y Ordenamiento Territorial acorde con los Planes Nacionales de Organización y Ordenamiento Territorial. 

Para la creación de secciones de provincia y cantones se requiere la certificación del Instituto Nacional de Estadística (INE), conforme a los resultados oficiales del último Censo Nacional de Población y Vivienda. La Unidad Técnica de Límites Político Administrativos verificará si se cuenta con la población exigida por la ley, bajo el siguiente detalle: 

	Provincias
	más de 30.000 hab. 

	Secciones de provincia 
	más de 10.000 hab. 

	Secciones de provincia en frontera internacional
	más de 5.000 hab.

	Secciones de provincia en áreas socioculturales homogéneas
	más de 5.000 hab.

	Cantones 
	más de 1.000 hab. 

	Cantones ubicados en frontera internacional
	más de 500 hab.


Otros requisitos para la creación de estas Unidades Político Administrativas se refieren a sus ingresos propios, presencia del sistema financiero, Índice de Desarrollo Humano (IDH) calculado con datos oficiales del último Censo Nacional de Población y Vivienda, capacidad de gestión y continuidad territorial. 

Ver: • Ley 2150 de Unidades Político Administrativas 

• DS 26520: Reglamentación Ley 2150 

CREDENCIALES DE CONCEJALES Y AGENTES MUNICIPALES 

Son los títulos de acreditación extendidos por las cortes departamentales electorales, conforme a resolución expresa emitida por la Corte Nacional Electoral, luego de la finalización del cómputo electoral y del análisis de la documentación presentada, acreditando el cumplimiento de los requisitos exigidos por ley. 

La Corte Nacional Electoral otorga credenciales como Alcaldes solo a los que hubieran resultado electos por mayoría absoluta. 

Ver: • ASIGNACIÓN DE CONCEJALÍAS 

CRÉDITO PÚBLICO, Sistema de 

Es uno de los ocho sistemas obligatorios establecidos por la Ley SAFCO para el sector público.

El Sistema de Crédito Público (SCP) es un conjunto de principios, normas, procesos y funciones para la eficiente y eficaz gestión de la deuda pública en el marco de la administración financiera gubernamental, con el objetivo de definir un conjunto de procesos que aseguren la eficaz y eficiente administración de las operaciones de crédito público; proporcionar criterios técnico administrativos para la captación de recursos internos y externos por la vía del endeudamiento público, a nivel nacional, departamental y municipal; establecer competencias y responsabilidades de los niveles de organización del Sistema de Crédito Público; y determinar el alcance de la interrelación entre el Sistema de Crédito Público y los demás sistemas de administración y control gubernamentales regulados por la Ley SAFCO y con el Sistema Nacional de Inversión Pública (SNIP). 

Los componentes del Sistema de Crédito Público son: la deuda pública interna y la deuda pública externa, sean éstas de corto o largo plazo. Este Sistema está compuesto por dos subsistemas: Subsistema de Planificación de la Deuda Pública y el Subsistema de Administración de la Deuda Pública. 

Las Normas Básicas para el Sistema de Crédito Público se establecen mediante resolución suprema. El Ministerio de Hacienda es el órgano rector de este sistema.

Varias normas como la Ley 1178 y el Decreto Supremo 23318-A, establecen que el incumplimiento en la aplicación de este sistema, generará responsabilidades para los administradores del sector público. Sin embargo, esta normativa ha sido cuestionada desde el ámbito municipal porque en su aplicación surgieron muchas dificultades. Fue diseñado principalmente para ministerios, corporaciones y empresas públicas descentralizadas, no se tomó en cuenta a los municipios en especial a los medianos y pequeños de las áreas rurales, pues el proceso de municipalización es posterior a la Ley 1178. Si bien este sistema y sus subsistemas están vigentes, se estudian cambios que permitan una mejor aplicación a los espacios municipales, haciéndolos más simples y flexibles y, sobre todo, menos centralizados.

Ver: • Normas Básicas de Crédito Público (de la Ley SAFCO)
CUENTA ESPECIAL DIÁLOGO 2000 

Es una cuenta abierta por el Tesoro General de la Nación en el Banco Central de Bolivia para depositar en forma mensual los recursos HIPC que manejarán los municipios. Como lo dispone la Ley del Diálogo, el Ministerio de Hacienda publicará semestralmente la relación de los movimientos efectuados. 

Antes de su distribución a los municipios, el 10% de estos recursos se destinará a conformar el Fondo Solidario Nacional para el financiamiento del Seguro Universal Materno Infantil (SUMI). Del 90% restante, el equivalente a 27 millones de dólares se destinará al Fondo Solidario Municipal para la Educación Escolar y la Salud Públicas. Y del saldo, por instrucción del Ministerio de Hacienda, el Banco Central de Bolivia depositará fondos automáticamente el último día hábil de cada mes en tres cuentas fiscales especialmente dispuestas para cada municipalidad como sigue: 

a) En una primera cuenta, el 20% que le corresponde a cada municipio (de acuerdo a la población escolarizada oficialmente registrada por el Ministerio de Educación) para mejoramiento de la calidad de servicios de educación escolar pública, cultura y deporte. 

b) En una segunda cuenta, el 10% para mejoramiento de la calidad de los servicios de salud pública, según datos de población del último Censo Nacional de Población y Vivienda. 

c) En una tercera cuenta, el 70% para programas municipales de obras en infraestructura productiva y social, distribuido de acuerdo a la fórmula establecida en el artículo 12° de la Ley del Diálogo. 

En el marco de la EBRP, la Ley del Diálogo establece las áreas de inversión de estos recursos. No se puede, por ningún motivo, transferirlos a otras áreas de inversión, ya que para ello están los otros recursos municipales. 

Ver: • RECURSOS HIPC-II 

• FONDO SOLIDARIO MUNICIPAL 

• FONDO SOLIDARIO NACIONAL 

• Ley 2235 del Diálogo Nacional, artículos 9 al 16 

• Ley 2426 del SUMI

CUENTA DE PARTICIPACIÓN POPULAR 

Es una cuenta bancaria municipal para la transferencia automática de los recursos de la coparticipación tributaria a la municipalidad. Puede abrirse en cualquier entidad financiera autorizada por la Superintendencia de Bancos e Entidades Financieras (SBEF) que operan en el municipio o en otro más próximo. 

Los municipios de menos de 5.000 habitantes deben conformar mancomunidades y abrir una cuenta bancaria mancomunada. El convenio de mancomunidad debe ser aprobado por los respectivos concejos municipales y es obligatoria la presentación de la Programación de Operaciones Anual y del Presupuesto Mancomunado. 

D

DECLARACIÓN JURADA DE BIENES Y RENTAS 

Todos los servidores públicos sin distinción de su jerarquía, condición, calidad o categoría, están obligados a prestar declaración jurada de los bienes y rentas que tuvieran al momento de su posesión ante la Contraloría General de la República. 

Las declaraciones juradas de bienes y rentas que prestan los servidores públicos pueden ser objeto de verificación por los organismos fiscalizadores facultados para el efecto, ya sea durante el tiempo en que el servidor público ejerza sus funciones, el momento de la cesación de sus funciones, o hasta un año después de haber cesado en el ejercicio de dichas funciones. 

En el caso de los funcionarios públicos electos (como el Presidente y el Vicepresidente de la República, los diputados, senadores o concejales, etc.), las declaraciones juradas de sus bienes y rentas están sometidas al principio de publicidad, es decir, que pueden ser hechas públicas para conocimiento de la ciudadanía y de la población en general. 

La declaración se realizará nuevamente cuando el servidor público cese en sus funciones. 

La Contraloría General de la República tiene la atribución de dirigir y controlar el sistema de declaración de bienes y rentas de todo el sector público, así como de proponer al Poder Ejecutivo las reglamentaciones necesarias para este propósito. 

Ver: • Constitución Política del Estado, artículo 45 

• Ley 2028 de Municipalidades, artículo 29, párrafo 7 

• Ley 2027 del Estatuto del Funcionario Público 

DEFENSA DEL CONSUMIDOR 

La Ley de Municipalidades establece que una de las competencias del gobierno municipal es la defensa del consumidor, velando por los derechos de los usuarios, el control de calidad y las condiciones de sustentabilidad ecológica para los productos fabricados, comercializados o transportados en la jurisdicción municipal respectiva. 

Estas disposiciones abarcan los intereses de toda la población, sin distinciones de ninguna índole. Se aplican tanto a los derechos de los compradores por la adquisición de bienes y productos, como a los derechos de los usuarios por la utilización de los servicios. 

El gobierno municipal tiene la responsabilidad de representar y defender ante las superintendencias sectoriales el interés y los derechos de los usuarios de su jurisdicción que pudieran resultar afectados por las empresas concesionarias de los servicios. El Sistema de Regulación Sectorial (SIRESE) involucra a las superintendencias de Transportes, Telecomunicaciones, Electricidad, Hidrocarburos y Saneamiento Básico. En el caso concreto de los servicios de agua potable y alcantarillado sanitario, los gobiernos municipales, en consulta con las instancias de Participación Popular, emitirán ante la Superintendencia de Saneamiento Básico una opinión técnicamente fundamentada para la aprobación de los pliegos de licitación, firma de contratos de excepción y aprobación de precios y tarifas de los servicios. 

Ver: • Ley 2028 de Municipalidades, artículo 8, párrafo IV 

• Ley 1660 del Sistema de Regulación Sectorial (SIRESE), y sus decretos reglamentarios 

• Ley modificatoria de la Ley 2029 

DEFENSOR DEL PUEBLO 

El Defensor del Pueblo, como Alto Comisionado del Congreso, tiene por misión la defensa y protección de las garantías y derechos individuales y colectivos que establecen la Constitución y las leyes de nuestro país. 

La institución del Defensor del Pueblo fue creada en 1997 en el marco de la reforma constitucional de 1995 y está encargada de velar por que los empleados públicos y las autoridades de la administración del Estado respeten los derechos y garantías de las personas y también por la defensa, promoción y divulgación de los Derechos Humanos. 

El Defensor del Pueblo tiene competencia en todo el territorio de la República, comprendiendo la administración pública central y descentralizada, las entidades autónomas, los gobiernos municipales y todos los organismos del Estado. Se encuentran igualmente en el ámbito de su competencia las cooperativas e instituciones privadas que prestan servicios públicos. 

El Defensor del Pueblo puede interponer los recursos legales que señala la Constitución, investigar y denunciar de oficio quejas o reclamaciones que impliquen violaciones a los Derechos Humanos, puede solicitar a las autoridades y servidores públicos información concerniente al objeto de sus investigaciones, sin que pueda oponérsele reserva alguna, puede tener libre acceso a los centros de detención, velar por el respeto de la naturaleza multiétnica y pluricultural del Estado boliviano y los Derechos Humanos de los pueblos indígenas y originarios. 

Sus atribuciones abarcan diversos asuntos concernientes a los derechos y garantías de las personas. 

Ver: • Ley 1818 del Defensor del Pueblo 

DELEGACIÓN DE AUTORIDAD 

Es uno de los principios de la organización administrativa. Significa que los jefes de los niveles superiores delegan la autoridad necesaria a los niveles inferiores para que puedan tomar decisiones para desempeñar sus funciones o responsabilidades. 

Como cualquier funcionario jerárquico, el alcalde que delega su autoridad sigue siendo, sin embargo, responsable de la administración de la alcaldía municipal. 

Ver: • Normas Básicas del Sistema de Organización Administrativa (de la Ley SAFCO) 

DELIMITACIÓN TERRITORIAL 

Fijación de los límites precisos de una unidad político administrativa mediante datos georeferenciados y a través de una Ley de la República. La función técnica está a cargo del Instituto Geográfico Militar. La Ley de Unidades Político Administrativas y sus decretos reglamentarios se encargan de regular el proceso de creación, reposición, supresión y delimitación de estas unidades. 

Ver: • DEMARCACIÓN

• Ley 2150 de Unidades Político Administrativas

• DS 26520 

DEMANDA

En el ámbito municipal, es la solicitud o petición sustentada por una o más organizaciones territoriales de base ante el gobierno municipal. Antes de presentarlas, conviene que las demandas de los barrios o comunidades sean agrupadas para evitar la dispersión y es mejor seleccionar las más importantes, así se evita el localismo de cada barrio o comunidad que quiere su propia “obrita” sin tener una visión de conjunto del municipio. Este proceso de agregación y priorización se efectúa en talleres, asambleas, ampliados y otras reuniones participativas convocadas tanto por las organizaciones de base territoriales, como por el gobierno municipal. La concertación entre diferentes actores locales y entre éstos y el gobierno municipal permite que las demandas agregadas y priorizadas sean incorporadas como actividad, proyecto u obra en el Programa de Operaciones Anual (POA) o en el Plan de Desarrollo Municipal (PDM). 

DEMARCACIÓN 

Es el establecimiento, mediante un conjunto de operaciones técnicas, del trazado cartográfico de los límites de la unidad territorial, así como su alinderamiento y colocación de hitos y mojones georeferenciados. 

En el procedimiento para la creación, reposición, supresión y delimitación de departamentos, provincias, secciones de provincia y cantones y, hasta que se promulgue una ley de creación, reposición y/o delimitación de una unidad político administrativa, debe efectuarse el proceso de demarcación y levantamiento cartográfico correspondiente, conforme a la descripción de coordenadas UTM y geográficas, y cumpliendo lo establecido por las normas técnicas específicas que emitirá el Ministerio de Desarrollo Sostenible. 

Ver: • DS 26520, artículo 57 

DERECHO 

Facultad de hacer y exigir todo aquello que la ley o la autoridad establece a favor de la sociedad y de las personas. También se denomina así al conjunto de principios, preceptos y normas legales a las que están sometidas las personas y para cuyo cumplimiento el Estado puede recurrir a la fuerza pública. 

DERECHOS HUMANOS 

Son los derechos garantizados por la Constitución y las leyes nacionales, que aseguran el respeto a la persona humana. Los Derechos Humanos representan demandas individuales o colectivas para compartir equitativamente el poder, el bienestar, la cultura y otros valores, sobre todo el respeto y la tolerancia en la búsqueda de todos los demás valores. El punto de partida es limitar el poder del Estado. Los Derechos Humanos son universales y valen por igual para todos los seres humanos de cualquier sexo, educación, cultura, sin ninguna discriminación. 

Un primer grupo de derechos humanos se refiere fundamentalmente a las libertades e incluye los derechos civiles y políticos: derecho a la vida, a la seguridad, a circular libremente por todo el país, a la justicia, a decir lo que pensamos, a votar y a ser elegidos, a la propiedad privada; nadie puede ser discriminado, obligado a trabajar contra su voluntad, ni ser maltratado ni detenido sin motivo. 

Los Derechos Humanos del segundo grupo están orientados a hacer efectiva la equidad social entre todas las personas y son los derechos económicos, sociales y culturales, que se refieren a la obligación del Estado de protegernos de los abusos y de la explotación de los grandes intereses económicos. Incluyen el derecho a la seguridad social, el derecho al trabajo y a la protección contra el desempleo, el derecho al tiempo libre, a la educación, a la salud, al bienestar material y a una vida digna. 

El tercer grupo se refiere a los derechos solidarios, es decir, el derecho a una redistribución del poder mundial y a un nuevo orden internacional que permita a los pueblos sometidos alcanzar su desarrollo económico y social y posibilite que los derechos anteriores se hagan plenamente efectivos. Incluye el derecho de todos los pueblos al desarrollo económico y social, a participar plenamente en la vida económica, política social y cultural del país y del mundo y a que se respeten sus costumbres y su cultura. De la misma manera, se habla del derecho a vivir en paz, a un medio ambiente sano y a la ayuda en caso de desastres naturales. 

El respeto de los Derechos Humanos va más allá de las fronteras nacionales desde la Declaración Universal de los Derechos Humanos, aprobada por las Naciones Unidas en 1948. Bolivia ha ratificado todas las convenciones internacionales sobre Derechos Humanos. 

DESARROLLO ECONÓMICO Y DESARROLLO HUMANO 

Aplicado a las comunidades humanas, el término desarrollo expresa la idea de progreso, crecimiento económico, social, cultural y político de la sociedad. 

En sentido económico, supone el aumento y mejoramiento de la capacidad económica y productiva de toda la sociedad, que debería traducirse en la elevación de los niveles de vida y, consecuentemente, del ingreso y del consumo. 

El desarrollo económico incluye diversos aspectos que tienen que ver con el aumento sostenido de los estándares de vida como el consumo material, la educación, la salud y la preservación del medio ambiente. 

El concepto de desarrollo humano introducido por el Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD) es un concepto más amplio y complejo que el de desarrollo económico y responde mejor a cómo están y cómo viven los habitantes de una comunidad o de una nación, definiéndolo como la “generación de capacidades y oportunidades para que las personas puedan lograr el tipo de vida que ellas más valoran y ansían”.
Por tanto, el desarrollo humano implica elementos que deben ser considerados en forma conjunta e interrelacionada, y no de manera aislada. Esos elementos —o variables, como se los denomina en lenguaje técnico— incluyen la vida prolongada y sana, los conocimientos, la seguridad social, los progresos sociales, las libertades políticas, los derechos garantizados y los vínculos sociales como pilares constitutivos del bienestar de las personas y, por lo mismo, como factores determinantes del desarrollo. A esos elementos se debe añadir, como factores integrantes del desarrollo humano de una comunidad local o nacional, la participación, el mejoramiento de la capacidad de los habitantes, la cooperación e interacción de las personas en el seno de la colectividad, la promoción de la equidad y la sostenibilidad del desarrollo. 

Ver: • ÍNDICE DE DESARROLLO HUMANO 

DESASTRE 

Los desastres son los daños y pérdidas que producen los fenómenos de la naturaleza o de origen humano. Si el fenómeno es una lluvia torrencial, el desastre es la inundación y el destrozo de casas, caminos, cultivos y la pérdida de animales. 

Los desastres son también sucesos que ocurren frecuentemente en las comunidades y cuyos daños no llaman la atención de las autoridades nacionales porque son pequeños. Sin embargo, estos desastres pequeños se están convirtiendo en un desastre de gran magnitud. 

Las amenazas se relacionan con los desastres y los factores de vulnerabilidad de la siguiente forma: el desborde del río (amenaza) provoca el desastre: inundación de sembradío y casas ubicadas en la orilla, pérdidas de los cultivos, destrozo del puente. El factor de vulnerabilidad para que suceda el desastre fue la inexistencia de obras defensivas contra el río, los sembradíos y las casas ubicadas en la orilla, el puente es de troncas, las orillas del río están deforestadas. 

Ver: • Guía de Trabajo para el Trabajador Comunal, Proyecto GIR-GTZ, FAM Bolivia y SENAR 

DESCENTRALIZACIÓN 

Se trata de la distribución de las funciones y la capacidad de decisión que anteriormente estaban centralizadas en el gobierno nacional. Puede ser descentralización política, que afecta a la estructura del Estado, dando lugar a la formación del Estado federal. Si es administrativa, no altera la esencia política del Estado que mantiene su carácter unitario. 

Bolivia ha ingresado al proceso de descentralización previsto por la Constitución Política del Estado, a partir de la promulgación de las leyes de Participación Popular y de Descentralización Administrativa. La primera estableció el ámbito urbano rural de las secciones de provincia como base territorial de los municipios, a los cuales se les proporcionó recursos además de nuevas atribuciones y competencias. La segunda transfirió y delegó al nivel departamental atribuciones de carácter técnico administrativo. 

La elección de prefectos profundizará el proceso de descentralización administrativa con rumbo a un sistema de autonomías.

Ver: • LEY DE DESCENTRALIZACIÓN ADMINISTRATIVA 

• Ley 1551 de Participación Popular

• DS 27988 convocatoria a elección de prefectos

DESCONCENTRACIÓN 

Es un proceso de carácter administrativo mediante el cual se distribuye la prestación de servicios, que están reunidos en un órgano, en las ramificaciones inferiores que éste tiene. 

A diferencia de la descentralización administrativa, que dispersa los centros de decisión administrativa a los entes territoriales o institucionales, la desconcentración implica solo una transferencia de servicios dentro de la misma institución, con objeto de lograr una mejor prestación de los servicios públicos.

Ejemplos típicos de desconcentración de servicios municipales constituyen los desplazamientos funcionales de servicios concentrados en un área central o la capital hacia las zonas periféricas o distritos alejados, mejorando la atención de las necesidades colectivas y evitando que dichos servicios públicos se agrupen en el centro de los poblados urbanos. 

La política de desconcentración de servicios adquiere importancia fundamental como consecuencia de la creciente expansión urbana que dilata constantemente el ámbito territorial en las ciudades y en el área rural a una mejor y más próxima atención a las comunidades alejadas y dispersas. 

DESREGULACIÓN 

Es el proceso mediante el cual el Estado, o las entidades públicas que lo representan, dejan de fijar los precios de los bienes y de los servicios, que quedan sujetos al libre juego de la oferta y demanda del mercado. En consecuencia, implica la supresión de las normas legales o administrativas que el Estado impone a las actividades económicas, como el control y la fijación de precios. 

En el marco de ese proceso, en Bolivia se ha creado un Sistema de Regulación Sectorial (SIRESE) que opera a través de las superintendencias, cuya misión es asegurar que las actividades bajo su jurisdicción sean eficientes y contribuyan al desarrollo de la economía nacional y que los intereses de los usuarios, de las empresas y del Estado gocen de una protección efectiva. 

Ver: • Ley 1660 del SIRESE y sus decretos reglamentarios 

DEUDA PÚBLICA (endeudamiento)

La deuda pública es el dinero que una entidad pública (por ejemplo la municipalidad) debe pagar por los préstamos contraídos para financiar proyectos. Dichas obligaciones pueden ser generadas por las siguientes operaciones de crédito público: 

· Emisión de títulos valores y otros documentos emergentes de empréstitos internos o externos, de corto y largo plazo, negociables o no en el mercado. 

· Contratación de préstamos de acreedores externos o internos. 

· Contratación de obras, servicios o adquisiciones, cuyo pago total o parcial se estipule realizar en el transcurso de más de un ejercicio financiero posterior al vigente. 

· Consolidación, conversión, renegociación, refinanciamiento, subrogación y reconocimiento de otras deudas. 

La Ley de Municipalidades establece que el endeudamiento municipal se regirá por las normas de endeudamiento del Estado y la Ley del Mercado de Valores, cuando se trate de la emisión de títulos valores. Si la municipalidad emite títulos valores, no contemplados en la Ley del Mercado de Valores, deberá registrarlos obligatoriamente en el Ministerio de Hacienda y publicarlos en un medio de comunicación nacional. 

El Ministerio de Hacienda controla el financiamiento o crédito público y lleva un registro de las obligaciones que contrae el sector público. 

Teniendo en cuenta la autonomía municipal, los gobiernos municipales están facultados para endeudarse sin otras limitaciones que su capacidad de pago, en razón directa del monto y oportunidad de sus ingresos y de los plazos de amortización de la deuda. Deberán respetar lo establecido en la Constitución, en la Ley SAFCO y demás disposiciones legales vigentes. 

Ver: • EMPRÉSTITO 

• Constitución Política del Estado, artículo 59, numeral 5° 

• Ley 1178 de Administración y Control Gubernamental (Ley SAFCO)

• Ley 2028 de Municipalidades, artículo 91 

DEUDA PÚBLICA (clasificación) 

· Deuda pública interna, es el conjunto de operaciones de crédito público que se contraen con personas naturales o jurídicas, de derecho público o privado, residentes o domiciliadas en Bolivia y cuyo pago es exigible dentro del territorio nacional. 

· Deuda pública externa, es el conjunto de operaciones de crédito público que se contraen con otro Estado u organismo internacional o con una persona natural o jurídica sin residencia ni domicilio en Bolivia, con el compromiso de reembolsar el capital, con o sin intereses, o de pagar intereses, con o sin reembolso de capital u otros gastos y comisiones que pudiesen generarse. Las municipalidades pueden contraer este tipo de deuda, previa autorización expresa del Poder Legislativo. 

· Deuda pública a corto plazo, es el conjunto de operaciones de crédito público con acreedores internos o externos, con plazo inferior a un año. 

· Deuda pública a largo plazo, es el conjunto de operaciones de crédito público con acreedores internos o externos, con plazo mayor o igual a un año. 

Ver: • Constitución Política del Estado, artículo 150 

• Normas Básicas del Sistema de Crédito Público (de la Ley SAFCO) 

DIÁLOGO NACIONAL 2000 

El año 1997 se llevó a cabo el Diálogo I. Convocó a los grupos organizados más representativos de la sociedad civil (federaciones de trabajadores, Iglesia católica, organizaciones campesinas y partidos políticos). Esta consulta permitió alcanzar algunos acuerdos respecto a los objetivos generales del país. Como resultado de esta consulta, el gobierno definió el llamado “Plan Operativo de Acción” basado en cuatro pilares: Equidad (que incluye a los sectores de educación, salud, saneamiento básico y vivienda), Oportunidad (programas para el crecimiento económico), Dignidad (políticas para reducir la coca excedentaria y promover el desarrollo alternativo) e Institucionalidad (modernización de la administración pública y reforma judicial). 

Una de las principales recomendaciones del Diálogo I fue considerar una próxima consulta para tratar sobre la lucha contra la pobreza, lo que, unido a la presión de la cooperación internacional para definir el uso de los recursos del alivio de la deuda, dio lugar al segundo Diálogo Nacional, llevado a cabo entre mayo y agosto de 2000. En el proceso se organizaron mesas municipales, departamentales y una nacional sobre la base de una Agenda Social en la cual se debía definir participativamente mecanismos de asignación y control social de los recursos HIPC. Debido a los cambios ocurridos en las expectativas de la sociedad, se amplió hacia una Agenda Económica y una Agenda Política. 

Agenda Social: Se organizaron mesas municipales de carácter local y territorial y mesas departamentales de carácter regional y funcional. En torno a esta agenda se logró determinar las acciones prioritarias para la reducción de la pobreza. Asimismo, se pudo identificar los problemas que impiden reducirla, los mecanismos y criterios de asignación de los recursos, aspectos relacionados con el desarrollo regional, la participación ciudadana y el marco político institucional necesario para la lucha contra la pobreza. Estas características diferencian nítidamente el Diálogo 2000 del Diálogo I. 

Agenda de Desarrollo Económico: Una consulta organizada en talleres sectoriales y cadenas productivas, donde se plantearon problemas y posibilidades de acción para alcanzar un mayor crecimiento económico. 

Agenda Política: Un conjunto de talleres departamentales y nacionales en los que se debatió sobre el sistema político institucional del Estado y la necesidad de reformas a la Constitución Política del Estado. 

Con la finalidad de deliberar sobre el destino de los recursos HIPC, se llevaron a cabo otros procesos participativos cuyas propuestas sirvieron posteriormente como insumos para las discusiones y la concertación de los resultados. Entre los eventos más importantes mencionamos el Foro Jubileo 2000, el Comité de Enlace de Productores, el Diálogo del Consejo de Pueblos Originarios del Oriente, encuentros de las instituciones privadas de desarrollo social, Confederación Nacional de Juntas Vecinales, Consulta a Mujeres Campesinas de La Paz y al Consejo Nacional de Ayllus y Marcas del Qullasuyu (CONAMAQ). Los resultados de estos procesos permitieron elaborar la Estrategia Boliviana de Reducción de la Pobreza (EBRP). 

La Ley 2235 establece la institucionalización del Diálogo Nacional. Al menos una vez cada tres años, el Poder Ejecutivo convocará a las organizaciones naturales de la sociedad civil para promover la concertación de políticas públicas destinadas al desarrollo económico, social e institucional del país e informar sobre el diseño y ejecución de políticas públicas de largo plazo. Su alcance será de carácter nacional, departamental, municipal y mancomunitario, debiendo realizarse en el nivel municipal por lo menos una vez cada cinco años para la elaboración de los planes de desarrollo municipal o mancomunitario en coordinación con los gobiernos municipales y los comités de vigilancia. 

Los resultados y conclusiones de las reuniones del Diálogo Nacional deberán ser analizados y considerados por los poderes Legislativo y Ejecutivo como base para proceder a la modificación del marco normativo vigente. La modificación de las áreas de acción y los criterios de distribución de los recursos destinados a la reducción de la pobreza se discuten previamente en un nuevo Diálogo Nacional. 

Ver: • HIPC-II 

• ESTRATEGIA BOLIVIANA DE REDUCCIÓN DE LA POBREZA 

• Documento de la EBRP 

• Ley 2235 del Diálogo Nacional

DIÁLOGO NACIONAL “BOLIVIA PRODUCTIVA” (2004)

Para evaluar los dos primeros años de la aplicación de la Estrategia Boliviana de Reducción de la Pobreza (EBRP) y cumpliendo lo dispuesto por la Ley del Diálogo, el Poder Ejecutivo convocó al tercer Diálogo Nacional bajo el nombre de DIÁLOGO NACIONAL “BOLIVIA PRODUCTIVA” haciendo énfasis en el impulso y valoración de las actividades de todos los sectores productivos. Organismos estatales y de la sociedad civil diagnosticaron que la escasa participación efectiva de los sectores productivos y el demasiado amplio abanico de acciones previstas en la EBRP, dispersaban la efectiva lucha contra la pobreza.

Se determinó que el eje de discusión de esta versión del Diálogo sea la construcción, concertación y definición de Estrategias Productivas Integrales (EPI), como un conjunto de acciones y decisiones tomadas de manera participativa para fortalecer sus procesos productivos en busca de mejores resultados, con la finalidad de impulsar el crecimiento económico de base ancha buscando como efecto la reducción de la pobreza: “La única manera de reducir la pobreza, es generando riqueza”, fue uno de los lemas de este proceso.

A diferencia de los anteriores Diálogos, esta vez no existían nuevos recursos de condonación como los programas HIPC l o HIPC ll. La meta de este Diálogo fue redireccionar el uso de los fondos existentes y los comprometidos por la cooperación internacional y su objetivo “Concertar y promover la institucionalización de estrategias productivas, económicas y sociales con enfoque integral que orienten la política económica y la reducción de la pobreza en el ámbito municipal, departamental y nacional en el marco de la interculturalidad, equidad e inclusión social”.

Este Diálogo Nacional se desarrolló desde febrero hasta diciembre de 2004. Participaron en sus cuatro fases hombres y mujeres de las organizaciones productivas indígenas, campesinas, originarias, colonizadores, cooperativas mineras, artesanos, pequeños productores, micro y pequeña empresa, empresarios, otras de la sociedad civil y el Gobierno.

· Prediálogo: Con apoyo económico y técnico del Estado, las organizaciones participantes realizaron encuentros para construir estrategias productivas integrales (EPI), de manera independiente con base en sus usos y costumbres.

· Diálogo Municipal: Se realizó en todos los municipios para concertar las EPI – municipales, con participación de todos los actores locales.

· Diálogo Departamental: Se realizaron una vez concluidos los diálogos municipales, para concertar las EPI departamentales, con participación de organizaciones departamentales estatales, privadas y sectoriales.

· Diálogo Nacional: Se realizó a mediados del mes de diciembre con la finalidad de concertar una EPI nacional con participación de entidades nacionales del Estado, la sociedad civil y otras organizaciones como el empresariado.

Entre sus conclusiones se tiene la priorización de sectores como el fomento al turismo, la ganadería bovina y camélida, el cultivo de la papa, artesanía, producción de leche y la minería, entre otros.

Con los resultados de este tercer Diálogo Nacional “Bolivia Productiva”, está  siendo modificada la EBRP y, por consiguiente, la Ley 2235 del Diálogo Nacional y otras normas, como también ajustes institucionales en todos los niveles de la administración estatal, como los fondos de inversión y desarrollo.

Ver: • Ley 2235 del Diálogo Nacional

• “Conclusiones del Diálogo Nacional ‘Bolivia Productiva”

DIRECTORIO LOCAL DE SALUD (DILOS)

La Ley del Seguro Universal Materno Infantil (SUMI) crea el Directorio Local de Salud (DILOS) como la máxima autoridad en la gestión local en cada municipio. A fin de efectivizar la gestión compartida entre el gobierno municipal, la red de servicios y la comunidad, el DILOS será responsable de la implementación del SUMI, de la administración de la Cuenta Municipal de Salud y del cumplimiento de la Política Nacional de Salud, aunque deberá hacerlo a través del gerente de red. 

El DILOS está conformado por el alcalde municipal o su representante (que será el encargado de presidir esta instancia), por un representante del comité de vigilancia y por un representante del Servicio Departamental de Salud de la prefectura correspondiente. 

Ver: • SEGURO UNIVERSAL MATERNO INFANTIL 

• Ley 2426 del SUMI 

• DS 26875 del 21 de diciembre de 2002 

DIRECTORIO ÚNICO DE FONDOS (DUF) 

El Directorio Único de Fondos (DUF) es la instancia que define políticas institucionales, coordina, norma y fiscaliza al Fondo Nacional de Desarrollo Regional (FNDR) y al Fondo Nacional de Inversión Productiva y Social (FPS). 

El DUF está integrado por: 

· Un presidente (designado por el Presidente de la República a partir de una terna propuesta por dos tercios de los miembros presentes de la Cámara de Diputados); convocará y presidirá las sesiones de directorio y ejercerá sus funciones por un período de cinco años. 

· Un representante del Ministerio de la Presidencia. 

· Un representante del Ministerio de Desarrollo Sostenible y Planificación. 

· Un representante del Ministerio de Hacienda. 

· Tres representantes de los gobiernos municipales (no pueden ser alcaldes ni concejales), elegidos por los alcaldes de acuerdo a la población de los municipios (uno por los municipios con más de 200.000 habitantes y capitales de departamento, uno por municipios con entre 20.000 y 200.000 habitantes y otro por municipios con poblaciones menores a 20.000 habitantes). 

· En calidad de síndicos sociales, con voz y sin voto, dos representantes de los comités de vigilancia (por lo menos una mujer), elegidos por los presidentes de los comités de vigilancia del país. 

· Un síndico social, con voz y sin voto, en representación de las organizaciones e instituciones de la sociedad civil, designado por el Mecanismo Nacional de Control Social. 

Ver: • FONDO NACIONAL DE INVERSIÓN PRODUCTIVA Y SOCIAL 

• FONDO NACIONAL DE DESARROLLO REGIONAL 

• Ley 2235 del Diálogo Nacional 

DISEÑO FINAL 

Última etapa de la fase de preinversión en el ciclo de un proyecto de inversión pública. Reúne y valida los resultados de los estudios de preinversión y permite tomar la decisión sobre su ejecución o abandono.

Ver: • Cuadro Ciclo de un proyecto de inversión pública

DISPOSICIÓN DE BIENES (Normas Básicas) 

Comprende un conjunto de funciones, actividades y procedimientos para decidir sobre el destino de los bienes con fines de arrendamiento, enajenación o baja en el inventario. Se rige por el Sistema de Administración de Bienes y Servicios de la Ley SAFCO y las normas básicas establecidas para su reglamentación. Están excluidos de estas disposiciones los bienes de dominio público y todos aquellos para cuya disposición se requiere una ley de la República. 

Ver: • Normas Básicas de Administración de Bienes y Servicios (de la Ley SAFCO)


DISTRIBUCIÓN DE LOS RECURSOS DE LA CUENTA ESPECIAL DIÁLOGO 2000 A LAS MUNICIPALIDADES 

Anualmente se desglosa en tres grandes rubros el total de los recursos HIPC:

1. El 10% se destina al Fondo Solidario Nacional (SUMI).

2. El equivalente a 27 millones de dólares para el Fondo Solidario Municipal para la Educación Escolar y la Salud Públicas (para ítemes de salud y educación).

3. Cuenta Especial Diálogo 2000, para distribución a las municipalidades.
Una vez que se aprueban los Recursos para el Fondo Solidario Nacional y el Fondo Solidario Municipal para la Educación Escolar y Salud Públicas, que son administrados por los ministerios respectivos, se procede a la asignación de recursos de la Cuenta Especial Diálogo 2000 como sigue: 

a) 20% para mejoramiento de la calidad de servicios de educación escolar pública, distribuido a las municipalidades de acuerdo a la población escolarizada por municipio, oficialmente registrada por el Ministerio de Educación, Cultura y Deportes, es decir, como la coparticipación, pero por número de alumnos.

b) 10% para el mejoramiento de la calidad de los servicios de salud pública, distribuido a las municipalidades según datos de población del último Censo Nacional de Población y Vivienda, oficialmente utilizados por el Ministerio de Hacienda, es decir, como la coparticipación.

c) 70% para programas municipales de obras en infraestructura productiva y social, que será distribuido a las municipalidades de acuerdo a la formula establecida por el artículo 12 de la Ley 2235.

Cada municipalidad dispone de tres cuentas separadas para la administración de estos recursos.

Ver: • Ley 2235 del Diálogo Nacional, artículos 9 – 12

• CUENTA ESPECIAL DIÁLOGO 2000

• FONDO SOLIDARIO NACIONAL

• FONDO SOLIDARIO MUNICIPAL

• FÓRMULA DE LA LEY DEL DIÁLOGO
DISTRITO INDÍGENA 

Cuando un distrito se crea fundamentalmente con el criterio de facilitar la participación y el respeto a la unidad sociocultural de las organizaciones territoriales de base, puede considerarse como distrito indígena. Dada su autonomía, los mismos municipios califican a sus distritos como “indígenas”, como “turísticos”, “productivos”, etc., según el caso. 

Tratándose de los distritos creados con base en las unidades socioculturales y a las comunidades indígenas de pueblos originarios, son sus organizaciones representativas las que nominan candidatos para subalcalde o la autoridad tradicional de esa unidad sociocultural es nombrada directamente en el cargo. 

Por la existencia de una diversidad de pueblos indígenas y originarios en el país, se ha tomado en cuenta a las organizaciones supracomunales (ayllus, subcentrales, capitanías mayores, etc.) para definir las Unidades de Gestión Territorial Indígena (UGTI). Éstas pueden ser reconocidas como distritos por el municipio, con la finalidad de aproximar las unidades administrativas a las unidades socioculturales, potenciando sus capacidades de gestión del desarrollo en vez de fragmentarlas o desestructurarlas. 

En aquellos casos en que las unidades socioculturales se encuentren en el territorio de dos o más municipios, se puede lograr la preservación de su integridad a través de la figura de mancomunidad de distritos municipales. Además, pueden llegar a conformarse mancomunidades de municipios, si la importancia del factor sociocultural es significativa. 

Ver: • DS 26142 de Mancomunidades (artículos 22 al 25) 

DISTRITO MUNICIPAL 

Es la unidad territorial creada mediante ordenanza municipal conforme a un plan de ordenamiento y desconcentración administrativa de la municipalidad y del territorio del municipio. El proceso de creación de estas unidades territoriales homogéneas, llamada distritación municipal, tiene el propósito de desconcentrar la gestión administrativa, crear un espacio de agregación de demandas para formular planes distritales de desarrollo municipal, facilitar la participación de las organizaciones de base territoriales y utilizar adecuada y equitativamente los recursos financieros, técnicos y humanos del municipio. También facilita el concurso y la gestión de otras instituciones públicas y privadas de desarrollo. 

Para la creación de un distrito municipal se tiene en cuenta criterios de población homogénea, con características socioculturales similares, la existencia de actividades productivas integradas, existencia de servicios públicos e infraestructura y condiciones físico-ambientales comunes a los asentamientos humanos. 

El alcalde designará un subalcalde para cada distrito. En las áreas rurales extensas, con grupos étnicos determinados o pueblos originarios, el subalcalde será nombrado de entre las autoridades tradicionales del área distritada. 

La Ley de Municipalidades establece los requisitos, criterios y procedimientos para la creación de distritos municipales y el nombramiento de subalcaldes. 

Ver: • SUBALCALDES 

• Ley 2028 de Municipalidades, artículos 163 a 168 

DIVISIÓN Y PARTICIÓN DE BIENES 

Se refiere al reparto o división de los bienes dejados por una persona fallecida y al derecho de los herederos o legatarios de recibir cada uno la parte que le corresponde de acuerdo al Código Civil. En el caso de los bienes inmuebles, no se dará curso a procesos judiciales ni serán válidos los contratos de división y partición si no se acompaña el plano aprobado por la municipalidad. Este requisito debe ser tomado muy en cuenta por los jueces y los abogados. 

El plano aprobado o la autorización municipal es también requisito que deben exigir las Oficinas de Derechos Reales para inscribir títulos, actas o resoluciones judiciales de división y partición de bienes inmuebles. 

DOCUMENTOS DE RESPALDO 

Es la documentación necesaria y suficiente para realizar cualquier operación financiera, administrativa u operativa de las entidades públicas. Es otro de los principios de la organización administrativa, como sistema obligatorio para las instituciones del sector público. 

Ninguno de los funcionarios municipales, desde el alcalde hasta el último empleado, puede disponer personalmente de la documentación de la municipalidad, como por ejemplo planes de desarrollo municipal, programaciones operativas anuales, carpetas de proyectos, contratos, actas u otros. No se puede trasladar estos documentos fuera de las oficinas si no es por causa justificada. Todos los funcionarios tienen la obligación de conservar y proteger esta documentación y deben entregarla bajo inventario a la persona que les suceda en el cargo. Comete delito sancionado por el Código Penal aquel funcionario que sustraiga, oculte o destruya la documentación respaldatoria de cualquier institución pública. 

Ver: • Código Penal, artículos 202 y 326 

• Normas básicas de Control Interno Relativas al Sistema Administrativo (de la Contraloría General de la República) 

DUF 

Ver: • DIRECTORIO ÚNICO DE FONDOS 

E 

EBRP 

Ver: • ESTRATEGIA BOLIVIANA DE REDUCCIÓN DE LA POBREZA 

ECOLOGÍA 

Ciencia que estudia las relaciones entre los seres vivos y el medio ambiente en el que viven y la relación de los seres vivos con la naturaleza en general, desde el punto de vista de su vinculación con los seres humanos. También tiene que ver con la defensa y protección de la naturaleza y del medio ambiente. 

El ecosistema es el sistema de relaciones entre los seres vivos y los elementos de la naturaleza, allí donde se produce una interdependencia mutua, en la que todos interactúan con otros, llegando a formarse una especie de cadena que los entrelaza de tal manera que unos no podrían vivir sin los otros. 

En el proceso evolutivo se han formado espacios físicos en los que hay un equilibrio ecológico sumamente complejo y extremadamente frágil a la vez, a tal punto que la alteración de ese equilibrio por la acción depredadora de los seres humanos está ocasionando desastres medioambientales y amenazas muy serias para la vida en el planeta. 

En el marco de la Ley del Medio Ambiente y sus reglamentos, los municipios están llamados a jugar un papel protagónico en la conservación de los sistemas ecológicos en coordinación con las instancias especializadas 

Ver: • Ley 1333 del Medio Ambiente

EDIL (Ediles) 

Así se llama a los miembros del concejo municipal, es decir, a los concejales y, por extensión, a las actividades propias del municipio como unidad territorial y política institucionalmente representada por la municipalidad. Por ello se dice corrientemente autoridades edilicias, labores edilicias, funciones edilicias, refiriéndose a todas aquellas competencias del órgano municipal. 

EFICACIA Y EFICIENCIA

Eficacia es el logro de los objetivos planificados. Responde a la pregunta de en qué medida los resultados y efectos de las actividades realizadas contribuyen a las metas proyectadas. Eficiencia es la comparación entre los medios utilizados y los resultados alcanzados por las actividades; es el logro de los objetivos con la inversión de la menor cantidad posible de recursos. Por ello, la medición de la eficiencia se realiza a través del análisis costo / beneficio. 

El buen desempeño individual y organizacional, es decir, eficaz y eficiente, implica mayor productividad. 

Ver: • Ley 1178 de Administración y Control Gubernamental (Ley SAFCO)

EJECUCIÓN

Esta segunda fase en el ciclo de un Proyecto de Inversión Pública comienza desde la decisión de ejecutar el proyecto y se extiende hasta que termina de aplicarse y está en condiciones de iniciar sus operaciones. En esta fase se deben elaborar los términos de referencia para concretar la ejecución, realizar la programación física y financiera de la ejecución, ejecutar físicamente el proyecto y realizar posteriormente su inventariación. 

La ejecución se denomina también inversión, a diferencia de la primera fase que es de preinversión. 

Ver: • Cuadro: Ciclo de un proyecto de inversión pública

EJECUCIÓN PRESUPUESTARIA 

Es una rendición de cuentas documentada que el alcalde debe presentar anualmente de manera clara y transparente para explicar las obras realizadas, los ingresos y gastos y todo el manejo financiero de los recursos del municipio. 

Muestra la ejecución física y financiera, es decir, los recursos que realmente se ha percibido y lo que se ha hecho con esos recursos. 

El informe de ejecución presupuestaria debe ser presentado al Ministerio de Hacienda hasta el 31 de marzo de la siguiente gestión. Los gobiernos municipales que incumplan esta obligación serán pasibles a congelamiento de fondos. 

Ver: • Directrices de Formulación Presupuestaria anuales emitidas por el Ministerio de Hacienda 

• Resoluciones Supremas 216784 y 217095 

• Ley 1178 de Administración y Control Gubernamental (Ley SAFCO)

EMPODERAMIENTO

No existe todavía en las ciencias sociales una definición uniforme sobre este nuevo concepto. Sin embargo, está asociado a la idea de que las organizaciones sociales tengan la habilidad y la capacidad suficientes para incidir en la toma de decisiones que les conciernen y les afectan. Tiene que ver, por tanto, con la constitución de los actores sociales como sujetos autónomos y con su participación activa en los procesos sociales y políticos, tanto a nivel local como en el país en su conjunto. Pero esto no excluye la necesidad de sólidas y concertadas políticas de Estado sobre los aspectos estratégicos y sectoriales más importantes. 

Desde el punto de vista de la construcción del poder local en los espacios municipales, el empoderamiento de las organizaciones sociales implica organización democrática y eficiente desde las bases, incluyendo a hombres y mujeres; capacidad propositiva y de concertación de alianzas entre diferentes actores, ejercicio corresponsable del control social y visión estratégica que trascienda el reducido marco local de los municipios. 

Ver: • Empoderamiento de las comunidades campesinas e indígenas: una propuesta para la democratización de los municipios rurales, PADEM, La Paz, marzo de 2002, 3ª edición. 

EMPRESA MUNICIPAL

Organismo descentralizado para la prestación de servicios públicos o para la ejecución de determinadas obras, creado de acuerdo con las normas legales vigentes. Podrá ser empresa pública o sociedad anónima mixta, según los planes y programas municipales vigentes. 

Ver: • Ley 2028 de Municipalidades, artículos 111 a 114 

EMPRÉSTITO 

Modo de obtener recursos extraordinarios con fines específicamente determinados y con base en previsiones de pago establecidas. La Ley de Municipalidades señala que los recursos provenientes de los empréstitos deben utilizarse exclusivamente en los programas y proyectos de inversión municipal enmarcados en la Programación de Operaciones Anual. Los contratos respectivos requieren la autorización previa del concejo municipal que, a su vez, se sujetará a las normas del endeudamiento público y a las de adquisición y administración de bienes y servicios. 

Ver: • CONTRATO DE EMPRÉSTITO 

• DEUDA PÚBLICA (endeudamiento) 

ENTIDAD EJECUTORA 

Empresa o consultor, colectivo o individual, que se adjudica la responsabilidad de la ejecución de una determinada actividad u obra. Su relación con el Gobierno Municipal dura mientras dure la realización del objeto para el que fue contratada. 

La misma municipalidad puede constituirse en entidad ejecutora llamándose a este proceso “ejecución directa”, cumpliendo determinaciones de las Normas Básicas de Administración de Bienes y Servicios y Decretos Supremos emanados sobre la materia.

EPI

Ver: ESTRATEGIAS PRODUCTIVAS INTEGRALES

ESTADO

El Estado es una comunidad de personas establecida en un territorio propio y que, en el transcurso del desarrollo histórico, se ha dotado de cierta organización con una potestad superior de acción, de mando y de coacción sobre sus miembros y sobre las relaciones entre ellos. El Estado, entonces, es una asociación organizada jurídicamente cuyo objeto y razón de ser está en la realización de los fines colectivos, jurídicos y sociales, sometida a un poder público regulador de la vida interna. 

ESTADO DE DERECHO 

En un Estado de derecho los tres Poderes del Estado nacen de la soberanía popular, de un modo directo o indirecto y se sujetan en su desenvolvimiento al ordenamiento jurídico y legal. Vale decir que encuadran sus actos al marco de la ley como reguladora de la vida social de un país. 

El artículo 2° de la Constitución Política del Estado dice que la soberanía reside en el pueblo, que es inalienable e imprescriptible, que su ejercicio está delegado a los poderes Legislativo, Ejecutivo y Judicial, siendo la independencia y coordinación de estos poderes la base del gobierno. Cuando esos tres poderes emergen de la voluntad popular, respetando las reglas de la democracia, y se desarrollan bajo el imperio de las normas constitucionales, se puede decir que existe un Estado de derecho. 

ESTRATEGIA BOLIVIANA DE REDUCCIÓN DE LA POBREZA (EBRP) 

La Estrategia Boliviana de Reducción de la Pobreza (EBRP) fue elaborada con insumos del Diálogo Nacional 2000 como una política pública para la lucha contra la pobreza, definida como “la falta de oportunidades, las malas condiciones de salud y servicios, elevada vulnerabilidad y escasa participación en las decisiones públicas”. 

Intenta beneficiar principalmente a la población pobre del país, con énfasis en las mujeres, y de manera particular a los pueblos y comunidades indígenas y campesinas y los barrios urbanos marginales. Además, las organizaciones y asociaciones de pequeños productores urbanos y rurales se constituyen en agentes económicos de la EBRP. 

La EBRP plantea cuatro componentes estratégicos para reducir la pobreza: 

· Ampliar oportunidades de empleo e ingresos. 

· Desarrollar las capacidades de las personas. 

· Elevar los niveles de seguridad y protección de los pobres. 

· Favorecer la integración social y la participación ciudadana. 

Asimismo, define tres temas transversales: 

· Promoción y protección de la mujer.

· Oportunidades para los grupos étnicos. 

· Recursos naturales y medio ambiente. 

Las metas que plantea la EBRP son: 

· Mejores niveles de vida 

· Una economía próspera 

· Instituciones modernas y sólidas 

· Una democracia participativa 

· Una adecuada gestión ambiental. 

El Poder Ejecutivo la actualizará periódicamente, al menos cada tres años, en consulta con las organizaciones e instituciones de la sociedad civil, hará el seguimiento, monitoreo y evaluación mediante el Consejo Interinstitucional de Seguimiento y Evaluación (CISE) y difundirá semestralmente sus resultados a la opinión pública. Con las decisiones tomadas en el Diálogo Nacional “Bolivia Productiva” (2004), la EBRP está siendo reorientada hacia la promoción del sector productivo.
Ver: • DIÁLOGO NACIONAL 2000

• DIÁLOGO NACIONAL “BOLIVIA PRODUCTIVA”
• CISE 

• Ley 2235 del Diálogo Nacional

• Documento de la Estrategia Boliviana de Reducción de la Pobreza 

ESTRATEGIAS PRODUCTIVAS INTEGRALES

Las Estrategias Productivas Integrales (EPI) fueron diseñadas de forma participativa desde las organizaciones de productores, campesinas, indígenas, cooperativas, organizaciones económicas campesinas, artesanos, micro y pequeña empresa, y otros actores de la vida económica, para definir acciones y mecanismos que mejorasen la producción.

El Diálogo Nacional Bolivia Productiva (DNBP) puso en vigencia las estrategias productivas integrales como una forma efectiva de aportar al ajuste de la Estrategia Boliviana de Reducción de la Pobreza (EBRP), incorporar a los productores y otras organizaciones funcionales a la vida municipal y, por ende, a todas las instituciones del Estado. Las EPI se construyeron en cuatro ámbitos, en esta versión del diálogo:

· EPI comunitario: construida desde las propias organizaciones de forma autónoma.

· EPI municipal: concertación de las EPI a nivel de sección de provincia, en las mesas municipales.

· EPI departamental: EPI concertada en las mesas departamentales.

· EPI nacional: concertada en la mesa nacional del Diálogo.

Desde los municipios se ha construido un mapa económico con las potencialidades y oportunidades productivas, que pueden llegar incluso a procesos de reorganización territorial del país. En la EPI nacional figura el apoyo a la agroindustria (ganadería agricultura y fruticultura); turismo – artesanía; manufacturas e industrias de transformación y reconversión (confecciones, textiles, cueros, madera, metalmecánica, joyería); gas para industrializar y otras industrias hidrocarburíferas; desarrollo de una nueva minería; aprovechamiento de la biodiversidad; desarrollo forestal (maderables y no maderables); silvicultura; y, el desarrollo de servicios y comercio en zonas francas y fronterizas (puerto seco, corredor bioceánico). 

A partir de la definición de estas estrategias, se prevé la reforma de la normativa, de las instituciones y otros ajustes para viabilizar el apoyo del sector público, privado y de la cooperación internacional para fortalecer a los productores. Estas estrategias serán las que vayan a mejorar las condiciones de vida de los pobres.

Ver: • DIÁLOGO NACIONAL BOLIVIA PRODUCTIVA

• ESTATEGIA BOLIVIANA DE REDUCCIÓN DE LA POBREZA

ESTRUCTURA ORGANIZACIONAL

La estructura organizacional es el conjunto de áreas y unidades organizacionales interrelacionadas entre sí, a través de canales de comunicación, instancias de coordinación interna y procesos establecidos por una entidad para cumplir con sus objetivos.

La estructura organizacional se refleja en el Manual de Organización y Funciones, el Organigrama y el Manual de Procesos.

Ver: • Normas Básica del Sistema de Organización Administrativa (de la Ley SAFCO)

ESTUDIO DE FACTIBILIDAD 

Paso previo al diseño final, en el ciclo de preinversión de un proyecto de inversión pública. Dependiendo de la magnitud del proyecto, el Estudio de Factibilidad puede comprender también estudios específicos de factibilidad técnica, económico-financiera, de impacto ambiental u otros. En esta etapa se perfecciona la alternativa recomendada sobre la base de la información recolectada para este fin. 

Ver: • Cuadro Ciclo de Proyectos de Inversión Pública 

ÉTICA 

Parte de la filosofía que trata de la moral, de las obligaciones y del comportamiento que debe tener el ser humano para alcanzar el bien, la justicia y la virtud en todos sus actos y en el curso de su vida. También es el conjunto de normas morales que rigen la conducta humana. 

Los principios éticos son enunciados normativos generales, mientras que los principios morales se refieren a la conducta de los individuos, a su conciencia personal que les obliga a un comportamiento correcto. A diferencia de las normas jurídicas, no tienen un carácter coercitivo. Cuando los principios éticos son transgredidos, la misma sociedad se encarga de imponer sanciones morales en forma de rechazo o repulsa, que a veces suelen ser más graves que las sanciones civiles o penales. 

La administración pública requiere que las autoridades y funcionarios a su cargo, actúen de manera que su labor inspire la confianza general. Si bien hay leyes y normas que buscan garantizar un manejo responsable de la cosa pública, solo un comportamiento personal transparente que, además, no permita el menor rastro de duda, puede lograr esa confianza. 

Una conducta de este tipo no solo es deseable y exigible en una autoridad o en un funcionario público, sino que es la única base de un manejo eficiente de la administración pública en sus diferentes niveles. 

Ver: • Ley 2027 del Estatuto del Funcionario Público, artículos 12 y 13 

ETNIA

Grupo social que comparte la misma historia y las mismas tradiciones culturales. Antes se usaba la palabra etnia igual que raza. Sin embargo, esa concepción ha sido superada por criterios sociológicos y antropológicos, y ahora se entiende por etnia una comunidad humana reconocible por afinidades culturales e históricas, donde lo cultural es un producto social referido a un conjunto de valores, creencias y comportamientos compartidos por una determinada sociedad. 

El primer artículo de la Constitución Política del Estado establece que Bolivia es una república unitaria, libre, independiente, soberana, multiétnica y pluricultural, que adopta para su gobierno la forma democrática representativa, fundada en la unión y la solidaridad de todos los bolivianos. 

Por su parte, la Ley de Municipalidades establece que en el municipio se expresa la diversidad étnica y cultural de Bolivia, que las comunidades campesinas originarias y los pueblos indígenas pueden ser reconocidos con personalidad jurídica y pueden conformar mancomunidades tanto de distritos como de municipios, para recuperar su unidad étnica, cultural y territorial. 

Ver: • Constitución Política del Estado, artículos 1 y 171

• Ley 2028 de Municipalidades, artículos 3, 146, 149, 158, 165, 166 y 168 

EVALUACIÓN

Comparación de los resultados obtenidos con los planificados. Evaluar significa comparar lo previsto o planificado en un proyecto o programa, con la ejecución y sus resultados. Sobre la base de la evaluación se deciden los ajustes o cambios que sean necesarios. La evaluación puede realizarse a medio término o al final de una gestión o acción, como también de forma periódica regular, mensual o trimestral. Hay dos tipos de evaluación: la evaluación interna o autoevaluación es una modalidad donde los mismos actores involucrados son los que la realizan, las mismas personas que ejecutan la acción son las que evalúan los avances o resultados obtenidos. En cambio, la evaluación externa es una mirada o informe pericial realizado por expertos ajenos al programa o proyecto. 

EXPLOTACIÓN ECONÓMICA 

Aprovechamiento de un bien municipal previamente concedido a terceras personas, con la posibilidad de que éstas perciban los frutos y ganancias y paguen sus correspondientes tasas y patentes. 

Hay muchas actividades económicas no reguladas y cuya explotación podría ser normada por el gobierno municipal mediante resoluciones y ordenanzas municipales, por ser de su competencia de acuerdo a la Ley de Municipalidades. 

Ver: • Ley 2028 de Municipalidades, artículo 8°, parágrafo V, punto 1 

EXPROPIACIÓN 

Cuando el beneficio público lo justifique, el Estado, incluidos los gobiernos municipales, puede traspasar el derecho de propiedad privada, de manera forzosa, al dominio público, previo pago de una indemnización por el valor del bien expropiado al propietario afectado. Por ejemplo, la expropiación de terrenos y casas para la apertura de una vía pública, que requiere ineludiblemente la declaratoria de Necesidad y Utilidad Públicas. En el caso de los municipios, mediante ordenanza municipal aprobada por los votos de dos tercios de los concejales, en la que se especifique la finalidad o destino público del bien expropiado. Además, la expropiación debe figurar en la Programación Operativa Anual (POA) y el Plan de Desarrollo Municipal (PDM), aprobados con anterioridad por el concejo municipal. 

La Ley de Municipalidades vigente establece que el monto de la indemnización será el valor acordado entre partes o, en su caso, el valor que fije la autoridad competente previo avalúo pericial (el juez dentro del radio urbano o la Superintendencia Agraria si fuera en zonas rurales). 

Si la obra no es ejecutada en el plazo de dos años o no se ha pagado el valor de la indemnización, el propietario puede recuperar el bien expropiado. El concejo municipal expedirá una ordenanza que justifique la anulación del proyecto. 

Ver: • Ley 2028 de Municipalidades, artículos 122 al 125 

F

FINANCIAMIENTO PARA LA INVERSIÓN PÚBLICA, Fuentes de

Se puede identificar las siguientes fuentes de financiamiento para los proyectos de inversión pública: 

· Recursos del Tesoro General de la Nación: son los recursos administrados por el gobierno central que se transfieren a las entidades de la administración central y al Fondo Compensatorio de Regalías, para financiar el presupuesto de inversión pública. 

· Recursos específicos de las entidades públicas: son recursos que, de acuerdo a las leyes, perciben y administran directamente las entidades públicas y se utilizan para financiar sus presupuestos de inversión pública. Por ejemplo, los recursos de coparticipación tributaria (el 20% de las recaudaciones de la Renta y Aduana) que se transfieren a los municipios, según el número de habitantes. Dentro de esta categoría también están los recursos propios generados por los mismos municipios. 

· Recursos HIPC-II: son los recursos que el Estado dejará de pagar por la deuda externa, en el marco de la iniciativa internacional de Alivio de la Deuda para Países Pobres Altamente Endeudados Reforzada, y que pasan a ser recursos especiales para la reducción de la pobreza, que solo podrán utilizarse de acuerdo a las disposiciones establecidas en la Ley del Diálogo. Su administración está a cargo de los municipios y los Ministerios de Salud y Educación (Fondo Solidario Municipal y Fondo Solidario Nacional). 

Una vez realizada la apropiación al Fondo Solidario Municipal para la Educación Escolar y Salud Públicas (artículo 7° de la Ley del Diálogo), son depositados por el Tesoro General de la Nación en el Banco Central de Bolivia, en una Cuenta Especial denominada Diálogo 2000, en los mismos montos de los pagos por amortización de capital e intereses que correspondían al pago de la deuda. 

· Recursos externos: son recursos que el Gobierno capta o contrata de organismos financieros multilaterales, agencias de cooperación y gobiernos de otros países, mediante convenios de crédito o donación, y que se transfieren a las entidades del sector público para financiar el Programa de Inversión Pública, sujeto a normas y a los respectivos convenios de financiamiento. El Viceministerio de Inversión Pública y Financiamiento Externo (VIPFE) centraliza la información sobre estos recursos y monitorea su aplicación. Corresponden a esta categoría los recursos que manejan los Fondos de Inversión y Desarrollo (FPS y FNDR). 

Ver: • HIPC-II 

• EBRP 

• Ley 2235 del Diálogo Nacional (Título II, artículos 7 al 16) 

FISCALIZACIÓN 

Es un procedimiento mediante el cual se efectúa el control, la vigilancia y la supervisión de las actividades de las entidades públicas por parte de uno o varios órganos que tienen competencia para tal fin, con objeto de establecer si el desenvolvimiento institucional de las mismas se sujeta a las normas legales y administrativas y cumple con sus objetivos. 

La Constitución autoriza al Poder Legislativo a fiscalizar los actos del Poder Ejecutivo; puede fiscalizar cualquier entidad del Estado, incluidos los municipios. Sin embargo, según las leyes bolivianas, la fiscalización de las entidades públicas en general le corresponde a la Contraloría General de la República. 

En el ámbito local, la facultad de fiscalización directa de la gestión municipal corresponde al concejo municipal como máxima autoridad edilicia y en su calidad de órgano fiscalizador. 

De acuerdo a la Ley de Municipalidades, el Congreso Nacional, a través de sus comisiones, puede fiscalizar las labores de los alcaldes y, por intermedio de su presidente, las de los concejos municipales mediante los correspondientes instrumentos legislativos. 

Además de esas formas de control fiscal de la gestión municipal, existe también el control social establecido por la Ley de Participación Popular y las disposiciones legales relacionadas, que posibilitan el seguimiento de las tareas municipales y verifican su cumplimiento por medio de los comités de vigilancia. 

Ver: • Constitución Política del Estado, artículo 59, numeral 22 

• Ley 2028 de Municipalidades, artículos 169 al 178 

• Ley 1551 de Participación Popular, artículo 11 

FONDO COMPENSATORIO DEPARTAMENTAL

La Ley de Participación Popular establece una compensación presupuestaria anual en favor de los departamentos que reciban regalías inferiores al promedio nacional de regalías departamentales por habitante, para que así puedan alcanzar dicho promedio. La compensación está a cargo del Tesoro General de la Nación y se calcula de la siguiente manera: 

Se suman todas las regalías de un departamento presupuestadas para un año y se las divide entre el número de habitantes del departamento para obtener el llamado indicador departamental. Se establece el indicador nacional, dividiendo el total de regalías de los nueve departamentos entre el total de habitantes del país. Si el indicador departamental es inferior al nacional, la diferencia se multiplica por el número de habitantes del departamento. El resultado es la compensación que otorgará el Tesoro General de la Nación. 

Ver: • Ley 1551 de Participación Popular, artículo 29 

• Ley 1654 de Descentralización Administrativa, artículo 20 

FONDO NACIONAL DE INVERSIÓN PRODUCTIVA Y SOCIAL (FPS)

El Fondo Nacional de Inversión Productiva y Social (FPS) fue constituido al fusionarse el Fondo de Desarrollo Campesino (FDC) y el Fondo de Inversión Social (FIS), por la Ley del Diálogo Nacional. Es una entidad descentralizada de fomento y sin fines de lucro, dependiente de la Presidencia de la República. Tiene personalidad jurídica propia, autonomía de gestión administrativa, técnica y financiera, patrimonio propio y duración indefinida. 

Cuenta con gerencias departamentales para sus operaciones desconcentradas. Su funcionamiento se rige por la Ley del Diálogo Nacional, la Ley de Administración y Control Gubernamentales, los decretos reglamentarios de la Política Nacional de Compensación (PNC) y otras normas específicas. 

Su máxima autoridad es el director ejecutivo, que depende del Directorio Único de Fondos (DUF) ante el cual es responsable y debe presentar informes. 

El FPS tiene la misión de contribuir a la aplicación de las acciones destinadas a la reducción de la pobreza y estimular el desarrollo institucional municipal a través de operaciones exclusivas de transferencias no reembolsables (a fondo perdido), mediante financiamiento a inversiones y estudios, en el marco de la Política Nacional de Compensación (PNC). 

El FPS asigna recursos plurianuales (para tres años) a todas la municipalidades, tomando como referencia la fórmula de la Ley 2235 (grados de pobreza según NBI o Necesidades Básicas Insatisfechas). 

El FPS debe conformar Comités Departamentales de Aprobación de Proyectos, integrados por el gerente departamental del FPS, un representante de la prefectura departamental (designado por el prefecto), tres representantes de los gobiernos municipales del departamento (no podrán ser alcaldes ni concejales municipales, pero sí deberán ser elegidos por los alcaldes municipales). Como síndicos sociales, solo con derecho a voz, habrá dos representantes de los comités de vigilancia (al menos una de los cuales deberá ser mujer) elegidos por los presidentes de los comités de vigilancia del departamento, y un representante de la sociedad civil, designado por el Mecanismo Departamental de Control Social. 

El FPS y el FNDR dependen del Directorio Único de Fondos (DUF). 

Ver: • DUF (DIRECTORIO ÚNICO DE FONDOS) 

• POLÍTICA NACIONAL DE COMPENSACIÓN 

• COMITÉS DEPARTAMENTALES DE APROBACIÓN DE PROYECTOS (CDAP) 

• MENÚ DE PROYECTOS 

• Ley 2235 del Diálogo Nacional, artículos 20 al 23 

• DS 26370 Política Nacional de Compensación 

FONDO NACIONAL DE DESARROLLO REGIONAL (FNDR)

El Fondo Nacional de Desarrollo Regional (FNDR) fue creado por la Ley 926 de 25 de marzo de 1987, para favorecer especialmente a los departamentos que no recibían regalías mineras ni petroleras, pero a condición de cofinanciar obras en municipios catalogados como ciudades intermedias. Con la Ley del Diálogo Nacional se transforma en una entidad financiera no bancaria y descentralizada de desarrollo, dependiente de la Presidencia de la República, con personalidad jurídica propia, autonomía de gestión administrativa, técnica y financiera, patrimonio propio y duración indefinida. Su funcionamiento se rige por la Ley 2235, la Ley de Bancos y Entidades Financieras, la Ley de Administración y Control Gubernamentales y los reglamentos respectivos. 

Su autoridad ejecutiva máxima, el director ejecutivo, depende del Directorio Único de Fondos (DUF) y debe rendir informes ante esta instancia. 

El FNDR tiene como objetivo contribuir al desarrollo local y regional del país mediante operaciones exclusivas de crédito a las municipalidades (cualesquiera que sean su tamaño, características y ubicación geográfica), mancomunidades municipales y prefecturas, fomentando el desarrollo del mercado privado de financiamiento con dichas entidades y promoviendo un endeudamiento prudente, a través de programas de desarrollo institucional. 

El FPS y el FNDR dependen del Directorio Único de Fondos (DUF). 

Ver: • DUF (DIRECTORIO ÚNICO DE FONDOS) 

• POLÍTICA NACIONAL DE COMPENSACIÓN 

• COMITÉS DEPARTAMENTALES DE APROBACIÓN DE PROYECTOS (CDAP) 

• MENÚ DE PROYECTOS 

• Ley 2235 del Diálogo Nacional, artículo 20 al 23 

• DS 26370 Política Nacional de Compensación 

FONDO SOLIDARIO MUNICIPAL PARA LA EDUCACIÓN ESCOLAR Y SALUD PÚBLICAS 

La Ley del Diálogo Nacional crea el Fondo Solidario Municipal para la Educación Escolar y Salud Públicas con una parte de los recursos HIPC II, a fin de cubrir el déficit de ítemes acumulado hasta el año 2001 en lo que se refiere al personal docente del servicio de educación escolar pública y del personal médico y paramédico del servicio de salud pública. Sus recursos ascienden a 27 millones de dólares anuales en los 15 años del Programa de Alivio a la Deuda. 

El proceso de contratación del personal de educación y salud con este fondo está a cargo de los comités locales de selección, constituidos por autoridades municipales, delegados de organizaciones sociales, directores de salud o educación, según el caso, y representantes de servicios prefecturales. 

Concluida la vigencia del Fondo Solidario Municipal para la Educación Escolar y Salud Públicas, el Tesoro General de la Nación cubrirá la totalidad del costo de los ítemes. 

Ver: • COMITÉS LOCALES DE SELECCIÓN 

• Ley 2235 del Diálogo Nacional, artículo 7 

• DS 26371 del 24 de octubre de 2001 reglamentario de la Ley del Diálogo Nacional 

FONDO SOLIDARIO NACIONAL (Seguro Universal Materno Infantil) 

La Ley del Seguro Universal Materno Infantil (SUMI) constituye el Fondo Solidario Nacional con el 10% de la Cuenta Especial Diálogo 2000 (recursos HIPC II), con el propósito de cubrir el financiamiento del Seguro en caso de ser insuficientes los recursos de Coparticipación Tributaria para cada municipio. Este 10% será asignado a este Fondo antes de la distribución municipal establecida en el artículo 9 de la Ley del Diálogo Nacional.

Ver: • SEGURO UNIVERSAL MATERNO INFANTIL (SUMI) 

• Ley 2426 del 21 de noviembre de 2002 

FÓRMULA DE LA LEY DEL DIÁLOGO 

Para la asignación del 70% de la Cuenta Especial Diálogo 2000, la Ley 2235 establece una fórmula consistente en recalcular la población municipal por el indicador de pobreza de las Necesidades Básicas Insatisfechas a los efectos de establecer el porcentaje de los recursos que le corresponde a cada municipalidad: 

	Población recalculada =
	(población A) x (-1) + (Población B) x (0) + (Población C) x (1) + (Población D) x (2) + (Población E) x (3)

	Donde: 

Población recalculada = 
	Población de cada municipio recalculada en función de sus índices de pobreza.

	Población A = 
	Número de habitantes del municipio que corresponden a la categoría de población con necesidades básicas satisfechas 

	Población B =
	Número de habitantes del municipio que corresponden a la categoría de población en el umbral de la pobreza

	Población C =
	Número de habitantes del municipio que corresponden a la categoría de población de pobres moderados 

	Población D =
	Número de habitantes del municipio que corresponden a la categoría de población de pobres indigentes 

	Población E =
	Número de habitantes del municipio que corresponden a la categoría de población de pobres marginales 


Para aplicar esta fórmula se utilizarán los mismos datos oficiales del último Censo Nacional de Población y Vivienda que utiliza el Ministerio de Hacienda, multiplicados por los porcentajes de población categorizada por grupo de pobreza, de acuerdo a la metodología de Necesidades Básicas Insatisfechas publicada por el Instituto Nacional de Estadística. 

El 70% de los recursos de la Cuenta Especial Diálogo 2000 para programas municipales, señalados en el artículo 9°, inciso c) de la Ley del Diálogo, será distribuido entre todas las municipalidades del país de acuerdo con la proporción que corresponda a la población recalculada de cada municipio dividida entre la sumatoria total de todas las poblaciones recalculadas, mientras que el 30% será dividido en nueve partes iguales para cada departamento del país, y cada una de estas partes será distribuida entre todas las municipalidades de cada departamento, en la proporción que corresponda a la población recalculada de cada municipio dividida entre la sumatoria total de las poblaciones recalculadas de todos los municipios del departamento.

Esta misma fórmula es la que utiliza el FPS para las asignaciones indicativas plurianuales a los municipios dentro de la Política Nacional de Compensación (PNC). Asimismo, las prefecturas y otras instituciones que transfieren recursos a las municipalidades deben observar esta fórmula, para evitar arbitrariedades, discrecionalidades y favoritismos. 

Ver: • POLÍTICA NACIONAL DE COMPENSACIÓN 

• Ley 2235 del Diálogo Nacional, artículo 12 

• DS 26730 

FORMULARIOS PRENUMERADOS, Control y uso de 

Es otro de los principios de la organización administrativa. Se aplica a todas las operaciones administrativas de la entidad, con el número necesario de copias, el destino de cada una y las firmas de autorización, así como los procedimientos de control. Los formularios pendientes de uso deben ser también controlados. Los encargados de su custodia son responsables por cualquier extravío. La finalidad de todo esto es que el sistema de administración de las entidades se maneje de manera adecuada, evitando el riesgo de que nadie inserte, elimine o duplique los formularios y otros comprobantes. 

Ver: • Normas Básicas del Sistema de Organización Administrativa (de la Ley SAFCO) 

FORTALECIMIENTO INSTITUCIONAL 

Acciones dirigidas a mejorar la capacidad de gestión de las organizaciones e instituciones públicas o privadas y para hacerlas más eficientes y eficaces en el cumplimiento de sus funciones. La Ley de Municipalidades establece que los gobiernos municipales formularán un Programa de Desarrollo Institucional Municipal en el Plan de Desarrollo Municipal (PDM). 

En ese marco, se han propuesto diversas estrategias para el fortalecimiento institucional de los gobiernos municipales y las organizaciones sociales. Se propone elevar las capacidades de los gobiernos municipales para que ejerzan plenamente su autonomía y las de las organizaciones sociales vinculadas a la municipalidad para el cumplimiento de sus funciones. La finalidad es lograr la participación de todos los actores, articular sus acciones con los demás niveles y con las políticas gubernamentales, generando condiciones para impulsar la producción y mejorar la calidad de vida de los habitantes. 

La operación de estas estrategias se apoya en las prefecturas a través de los Servicios Departamentales de Fortalecimiento Municipal y Comunitario (SED-FMC), con participación de las municipalidades y las instituciones u organizaciones que apoyan el proceso municipal. 

FRACCIONAMIENTO URBANÍSTICO 

Todo plan de subdivisión de terrenos con fines de urbanización, es decir, para la venta de lotes y construcción de viviendas, debe ser necesariamente aprobado por la municipalidad de acuerdo con los reglamentos correspondientes y los planes de uso del suelo. Dicho loteamiento solo es permitido en las zonas declaradas urbanizables, respetando, además, los recursos naturales, los valores paisajísticos y el patrimonio histórico, cultural y arquitectónico. Hay responsabilidades penales para quienes vulneren las normas mencionadas, trátese de propietarios, urbanizadores o de funcionarios municipales. 

Ver: • Ley 2028 de Municipalidades, artículos 127 a 130 

FUNCIONARIO PÚBLICO

Aunque se define al funcionario público como el que ejerce la autoridad o una parte de ella y el empleado público se limitaría al ejercicio rutinario de la administración, las leyes no hacen diferencias entre unos y otros. La Constitución Política del Estado establece que los funcionarios y empleados públicos son servidores exclusivos de los intereses de la colectividad y no de partido político alguno. La Ley SAFCO y la Ley del Estatuto del Funcionario Público designan a las personas que cumplen tareas administrativas en el aparato del Estado como servidores públicos, sin hacer distinción alguna de rango, categoría o condición. 

Ver: • CARRERA ADMINISTRATIVA 

• SERVIDOR PÚBLICO 

• Ley 1178 de Administración y Control Gubernamental (Ley SAFCO)

• Ley 2027 del Estatuto del Funcionario Público 

FUSIÓN DE UNIDADES POLÍTICO ADMINISTRATIVAS 

Es la unión de dos o más unidades político administrativas del mismo nivel político administrativo, inmersas en el ámbito jurisdiccional de una unidad político administrativa de nivel mayor, dando lugar a la creación de una nueva unidad político administrativa. 

La fusión de unidades político administrativas puede adoptar las siguientes modalidades: 

a) La fusión entre dos o más secciones de provincia que implique la anexión o incorporación territorial, deberá efectuarse entre una de mayor base demográfica, capacidad económica e institucional con otra o varias secciones de provincia de menor población y capacidad, con la subordinación jurisdiccional de ésta o éstas últimas a la de mayor capacidad, modificando su extensión territorial y, por tanto, su nueva delimitación y jurisdicción. 

b) La fusión entre dos o más secciones de provincia de similar población, capacidad económica e institucional deberá dar lugar a la creación de una nueva sección de provincia, y las unidades político administrativas involucradas definirán concertadamente sus nuevas condiciones económicas, administrativas, instituciones y su situación político administrativa. 

Ver: • DS 26520 Reglamento a la Ley 2150 

G

GASTOS MUNICIPALES

La Ley de Gastos Municipales habla de dos tipos de gastos municipales: 

a) Gastos de funcionamiento (o corrientes).- Son gastos destinados a financiar las actividades corrientes para la prestación de servicios administrativos, tales como el pago de sueldos, obligaciones sociales, impuestos, transferencias corrientes, compra de materiales, servicios, enseres e insumos necesarios para el funcionamiento exclusivo de la administración del gobierno municipal. Incluyen también los pasivos generados o el costo financiero por contratación de créditos en gastos de funcionamiento. Los gastos de funcionamiento no pueden ser superiores al 25% del total de los recursos municipales de coparticipación tributaria, ingresos municipales propios y recursos de la Cuenta Especial Diálogo 2000, pero estos últimos solo se usan para calcular el total y no se pueden utilizar para pagar gastos corrientes. Corresponden a las partidas 10.000, 20.000 y 30.000 del Clasificador Presupuestario. 

b) Gastos de Inversión.- Son todos los gastos destinados a la formación bruta del capital físico de dominio público, es decir: 

· Gastos necesarios para cubrir los servicios de competencia municipal, incluyendo los que han sido transferidos por la Ley de Participación Popular, con excepción de los servicios personales. 

· Pago de intereses y amortizaciones de la deuda pública interna y externa y otros pasivos financieros, generados por los proyectos de inversión. 

· Inversión destinada a generar condiciones para la concesión de obras, servicios y explotaciones de interés público y uso colectivo. 

· Incremento de aportes de capital a las empresas municipales que prestan servicios directos. 

· Compra de bienes de capital físico. 

· Mantenimiento de bienes y servicios de competencia municipal. 

· Gastos para actividades de preinversión y proyectos de inversión. 

El Ministerio de Hacienda es el encargado de regular y controlar los instrumentos de clasificación presupuestaria. 

Ver: • Ley 2296 de Gastos Municipales, artículos 2 y 3 

GÉNERO 

Es un concepto que se refiere a los hombres y las mujeres, a la relación entre ambos y también al modo en que esta relación se construye socialmente. Las diferencias entre los dos sexos tienen un sentido biológico pero también cultural, pues el género no se deriva mecánicamente de las diferencias biológicas, sino que las interpreta y define dentro de un marco social, económico y cultural más amplio. 

Sin negar las diferencias entre hombres y mujeres, es necesario partir de la idea de que unos y otros tienen los mismos derechos. El concepto de equidad de género se utiliza con frecuencia en la perspectiva de cambiar la situación de discriminación en que viven las mujeres, pero no solo debería importar a las mujeres, sino a todos. 

GERENCIA 

Es la función que se ejerce, en el caso de la administración pública, con el propósito de definir los objetivos y metas en el largo y mediano plazos. 

El ordenamiento nacional define gerencia por resultados como la facultad de un funcionario para establecer objetivos y metas, definir las políticas institucionales, aprobar planes a mediano o largo plazo y ejecutarlos mediante la programación de operaciones, dirigir y motivar al personal y controlar las actividades. 

También determina que el máximo ejecutivo en los distintos niveles deberá ejercitar la gerencia por excepción para decidir sobre asuntos extraordinarios que no se puedan resolver en los niveles inferiores, orientando su atención a la formulación de proyectos y a la solución de asuntos de alta trascendencia. 

En el ámbito municipal, como en cualquier otra institución pública, la gerencia puede ejercerse por delegación de funciones. En todo caso, el alcalde sigue siendo la autoridad responsable de la administración de la alcaldía municipal. 

Ver: • Normas Básicas del Sistema de Organización Administrativa (de la Ley SAFCO) 

GESTIÓN DE RIESGO 

Es la planificación y ejecución de acciones para evitar o disminuir los efectos de un desastre. A través de la gestión del riesgo, las comunidades pueden proteger sus propiedades y medios de subsistencia contra amenazas naturales y amenazas causadas por la acción del hombre. 

La gestión del riesgo es un proceso obligatorio y de interés colectivo que se realiza en el marco de la descentralización administrativa y participación popular, que facilita a todos los actores involucrados, institucionales y sociales, la toma de decisiones para desarrollar propuestas de intervención concertadas, tendentes a prevenir, mitigar y reducir los riesgos y, en esta medida, encaminar el desarrollo sostenible. 

Las prefecturas, mancomunidades de municipio, gobiernos municipales y entidades sectoriales tienen la responsabilidad de formular y ejecutar políticas, planes, programas y proyectos bajo los principios de coordinación, concurrencia y subsidiaridad. 

Ver: • Guía de trabajo para el facilitador comunal, Proyecto GIR-GTZ, FAM Bolivia y SENAR 

• Guía metodológica para la planificación estratégica de la gestión intermunicipal de riesgo, Proyecto GIR-GTZ y FAM Bolivia. 

GOBERNABILIDAD 

La gobernabilidad, en el sentido de las bases destinadas a asegurar una buena gestión de gobierno y una administración gubernamental estable a través del consenso y la concertación, ha cobrado significativa importancia desde que empezó a consolidarse el proceso de democratización, particularmente en América Latina donde el sistema democrático confronta dificultades derivadas de la crisis económica y social. 

La gobernabilidad se entiende como una razonable capacidad de conducción política y de disciplina democrática que puede alcanzar una sociedad. Se asume que éstas se logran por acuerdos políticos entre fuerzas afines pero separadas, o entre fuerzas abiertamente antagónicas, que tratan de asegurar la estabilidad institucional para la gestión de gobierno. 

GOBIERNO MUNICIPAL 

Es la autoridad encargada de gobernar y administrar el municipio con el fin principal de planificar y promover el desarrollo humano sostenible, equitativo y participativo del municipio. El gobierno municipal está conformado por el concejo municipal y el alcalde elegidos en las elecciones municipales. 

Para cumplir sus objetivos, el gobierno municipal tiene las siguientes atribuciones fundamentales en el ámbito del municipio: 

· Desarrollo humano sostenible: planificar, aprobar, regular, fiscalizar y coordinar la ejecución de los planes municipales de ordenamiento territorial; promover el crecimiento económico y la participación de entidades privadas y de todo tipo de organizaciones de la sociedad civil en la prestación de servicios, ejecución de obras municipales; cooperar con las autoridades departamentales y nacionales en su jurisdicción; cumplir y hacer cumplir las normas para proteger el medio ambiente y los recursos naturales del municipio; evitar y castigar los daños a la salud pública y al medio ambiente ocasionados por las actividades industriales; ejecutar planes de protección contra desastres naturales o provocados por el hombre; supervisar el desempeño de los responsables de los servicios de educación y salud; proteger el patrimonio arqueológico, histórico y cultural del municipio y nacional, etc. 

· Infraestructura: construir, equipar y mantener la infraestructura de educación, salud, cultura, deportes, microrriego, saneamiento básico, vías urbanas y caminos vecinales; reglamentar, construir y mantener parques, mercados, mataderos, cementerios y otras instalaciones públicas; administrar el equipamiento, mantenimiento y mejoramiento de los bienes muebles e inmuebles del municipio.

· Administración y finanzas: recaudar y administrar los ingresos municipales; generar ingresos para el municipio otorgando concesiones de uso de propiedad municipal; administrar el sistema de catastro urbano y rural, directamente o a través de terceros, etc. 

· Defensa del consumidor: defender los derechos e intereses de los usuarios de las empresas concesionarias de servicios; establecer un sistema de control de calidad y supervisar el cumplimiento de las normas y condiciones higiénicas de sanidad en la elaboración, transporte y venta de productos alimenticios para el consumo humano y animal, etc. 

· Servicios: otorgar en concesión, regular, controlar o gestionar directamente la construcción de obras y la prestación de servicios públicos de agua potable, alcantarillado, tratamiento de residuos, etc. 

Por su parte, el concejo municipal es la máxima autoridad del gobierno municipal. El concejo municipal tiene la obligación de fiscalizar y formar la gestión municipal. Sus atribuciones son las de elegir al alcalde cuando corresponda, dictar y aprobar ordenanzas y resoluciones, aprobar el Plan de Desarrollo Municipal (PDM) y el plan de ordenamiento urbano y territorial presentados por el alcalde, aprobar el presupuesto y el plan anual operativo municipal, autorizar los préstamos contratados por el gobierno municipal y, en general, deberá realizar toda actividad de control y fiscalización de la gestión municipal. 

Ver: • Ley 2028 de Municipalidades 

GUÍA MUNICIPAL DE BOLIVIA

La Guía Municipal de Bolivia, editada por el periodista Edgar Ramos Andrade, es una base de datos que contiene información general de todos los actores municipales, clasificados en tres partes: 

· Autoridades y actores sociales del ámbito nacional: Gobierno nacional, ministros y viceministros; entes descentralizados (INE, INRA, Fondos, etc.), Congreso Nacional: senadores y diputados; organismos electorales, Superintendencia Agraria, organizaciones no gubernamentales y de cooperación internacional, organizaciones sociales y/o sindicales. 

· Asociaciones y mancomunidades municipales por departamento. 

· Prefecturas, gobiernos municipales y control social: alcaldes, concejales, presidentes de comités de vigilancia, defensorías municipales de la niñez y de la salud. 

Por ello esta guía es una herramienta de trabajo útil. La Guía Municipal de Bolivia tiene tres formatos de presentación: texto impreso (libro), en soporte magnético en formato Microsoft Word y soporte magnético en formato MS Excel. 

Asimismo, del mismo autor se ha publicado la guía de medios de comunicación de Bolivia por municipios, la guía de medios indígenas del país, la guía de organizaciones económicas campesinas y otros trabajos de investigación.

H

HÁBEAS CORPUS 

Es el derecho del ciudadano detenido o preso a comparecer inmediata y públicamente ante un juez o tribunal para que, oyéndolo, resuelva si su arresto fue o no legal, y si debe alzarse o mantenerse. El artículo 18 de la Constitución Política del Estado señala que toda persona que considere que está indebida o ilegalmente perseguida, procesada o presa, podrá recurrir por sí o por cualquiera a su nombre, ante la Corte Superior de Distrito o ante cualquier juez de partido que elija en las capitales de departamento, para demandar que se respeten las formalidades legales. En las provincias se acude ante el juez de partido o ante el juez instructor. 

Esa acción legal conocida como recurso de hábeas corpus resguarda la libertad física y el libre tránsito de las personas, mientras que el recurso de amparo constitucional garantiza los derechos constitucionales. 

Tanto la Constitución como la Ley del Tribunal Constitucional establecen el mecanismo procedimental para interponer y tramitar el recurso de hábeas corpus que tiene un carácter sumario y rápido, y se reduce al verificativo de audiencia que la autoridad judicial debe señalar en el plazo de 24 horas. En dicha audiencia debe estar presente el detenido, la parte demandante fundamenta su petición y la parte demandada presta un informe ante el tribunal o juez. Luego, la autoridad judicial dicta sentencia ordenando la libertad, disponiendo que se reparen los defectos legales o poniendo al detenido a disposición del juez competente, y el fallo debe ejecutarse inmediatamente. La sentencia judicial se eleva en revisión ante el Tribunal Constitucional en el término de 24 horas. 

La Constitución establece que los funcionarios públicos o las personas particulares que no cumplan las decisiones judiciales serán remitidas por orden de la autoridad que conoció del hábeas corpus ante el Juez en lo penal para su juzgamiento, como reos de atentado contra las garantías constitucionales. 

Ver: • Constitución Política del Estado, artículos 18 y 19
• Ley 1836 del Tribunal Constitucional 

HÁBEAS DATA

El empleo de las nuevas tecnologías de información, como ser bases de datos, correo electrónico y video conferencias, comunicación global de datos, con mayor rapidez e interconexión entre los registros, etc., hace necesaria la revisión de las normas para el manejo de documentos. Ello plantea el problema de la intimidad y la seguridad de la información. En el caso de los datos en papel como en los que obran electrónicamente, solo es posible evitar lecturas de la información si el canal de comunicación se encuentra protegido y si el mensaje no se puede abrir o decodificar. 

El encontrarnos en una época de cambios drásticos y sumamente rápidos, hace necesario el nacimiento y consolidación de nuevos derechos, como los derechos humanos de la libertad informática, derecho de tercera generación protegido por garantías de tercera generación: el hábeas data.

En ese sentido, el Hábeas Data protege contra la vulneración de los secretos informáticos y los atentados contra la intimidad personal con relación al almacenamiento, difusión o publicación de sus datos en archivos o bancos de datos públicos o privados. En ejercicio de esta garantía, cualquier ciudadano que esté impedido de conocer, objetar u obtener la eliminación o rectificación de sus datos registrados por cualquier medio físico, electrónico, magnético, informático que afecten su derecho fundamental a la intimidad y privacidad personal y familiar, a su imagen, honra y reputación reconocidos por la Constitución Política del Estado, podrá interponer el recurso de Hábeas Data ante la Corte Superior del Distrito o ante cualquier Juez de Partido.

Si se declara procedente el recurso, la autoridad judicial ordenará la revelación, eliminación o rectificación de los datos personales. Este fallo se elevará en revisión de oficio ante el Tribunal Constitucional, en el plazo de veinticuatro horas.

El recurso de Habeas Data se tramitará conforme al procedimiento establecido para el recurso de amparo constitucional, en el artículo 19° de la Constitución Política del Estado.

Esa acción legal resguarda el respeto al derecho a la intimidad y privacidad de las personas, mientras que el recurso de hábeas corpus resguarda la libertad física, el libre tránsito, y el recurso de amparo constitucional garantiza los derechos constitucionales. 

Ver: • Constitución Política del Estado, artículos 23, 19 y 120, atribución 7ma.

HÁBITAT

Lugar con las condiciones apropiadas para que viva un organismo, especie o comunidad animal o vegetal. Se refiere fundamentalmente a la relación entre el espacio y la sociedad. Esta relación se define en el contexto de la utilización que hombres y mujeres hacen del espacio. El hábitat puede ser: 

a) El espacio natural (territorio), compuesto por elementos físicos de la naturaleza, independientes del ser humano (animales, plantas, suelo, aire, agua, clima, energía y otros). 

b) Lo social, que se refiere a los individuos y colectividades y a sus acciones (características de los pobladores, tipos de organizaciones, expresiones culturales, problemas sociales y otros). 

c) Lo construido, que son formas y estructuras espaciales que fueron construidas por la sociedad en el territorio (viviendas, servicios, obras de equipamiento e infraestructura). Este espacio socialmente estructurado permite desarrollar las actividades humanas de habitar, trabajar, circular, y recrear. 

Hábitat es, por tanto, el proceso de organización y transformación del espacio, efectuado por los seres humanos al realizar las actividades económicas, tecnológicas, sociales y culturales. 

HlPC - II 

Ver: • ALIVIO DE LA DEUDA PARA PAÍSES POBRES ALTAMENTE ENDEUDADOS, PROGRAMA REFORZADO DE 

• ESTRATEGIA BOLIVIANA DE REDUCCIÓN DE LA POBREZA

• Ley 2235 del Diálogo Nacional

HIPOTECA 

Derecho real que se constituye sobre bienes inmuebles para garantizar con ellos un crédito en dinero. Finca que sirve como garantía del pago de un crédito. Derecho real que grava bienes inmuebles, sujetándolos a responder del cumplimiento de una obligación o del pago de una deuda. 

En el ámbito de la administración municipal se puede constituir hipotecas solo sobre los bienes municipales sujetos al régimen jurídico privado, siempre que no estén destinados a la prestación de un servicio público, previa autorización del concejo por dos tercios de votos del total de sus miembros. 

HONORABLE

Tratamiento respetuoso a instituciones y personas (cámaras legislativas, concejos municipales, diputados y senadores, concejales y alcaldes). No es legalmente obligatorio, se utiliza solamente por costumbre. Tiene el sentido de considerar al interlocutor como digno de ser honrado. Al parecer proviene del tiempo en que los munícipes trabajaban ad honorem (sin percibir sueldo ni compensación), por lo que la sociedad les honraba con este grado honorífico. 

I

IDEA DE PROYECTO. 

Una de las primeras etapas de la fase de preinversión de un proyecto de inversión pública. Generalmente se origina en una demanda de una comunidad o un grupo de comunidades si es en el campo, o de las juntas vecinales en las ciudades. Debe incorporar por lo menos los siguientes elementos: el nombre de la demanda, su ubicación, el número de posibles familias beneficiadas, el problema que se intenta resolver, los costos estimados, quiénes participarán en la ejecución y quiénes se responsabilizarán de su posterior funcionamiento. Cuando se inscribe una demanda en el Plan de Desarrollo Municipal (PDM), se lo hace como idea de proyecto, luego vendrán las otras etapas, como la elaboración del perfil y los estudios de factibilidad. 

Ver: • PROYECTOS (gráfico de ciclo de un proyecto de inversión pública) 

IMPUESTOS 

Los impuestos son tributos o gravámenes que el Estado impone de manera coercitiva a la colectividad, es decir, a los contribuyentes, para el sostenimiento de los servicios públicos y los gastos del Estado. 

La Constitución Política del Estado señala que todo impuesto es obligatorio si ha sido establecido de acuerdo a ley y a la misma Constitución; además, añade que “los impuestos y demás cargas públicas obligan igualmente a todos”. Establece también que solo el Poder Legislativo puede crear o suprimir impuestos, ya sean nacionales, departamentales o municipales. 

Los impuestos tienen tres características esenciales: la legalidad, la igualdad y la universalidad. La legalidad es un requisito substancial, puesto que la ley debe determinar la forma de creación y pago de los impuestos. El principio de igualdad señala que todos están obligados al pago de los impuestos por ser iguales ante la ley. El de universalidad excluye cualquier privilegio. 

Pueden ser nacionales, departamentales o municipales. Con relación a éstos últimos, la Constitución dice que “los impuestos municipales son obligatorios cuando en su creación han sido observados los requisitos constitucionales”. 

Las ordenanzas municipales de creación, modificación o actualización de tasas y patentes, deben ser previamente aprobadas por el Senado Nacional para poder aplicarse legalmente. 

En caso de que alguna entidad pública o autoridad administrativa pretenda cobrar impuestos no establecidos por la ley, las personas afectadas pueden interponer recurso ante el Tribunal Constitucional contra los impuestos ilegales. 

Ver: • Constitución Política del Estado, artículos 201 y 96, atribución 9ª

• Anexos Impuestos Nacionales e Ingresos Municipales 

INCONSTITUCIONALIDAD 

Ya que la Constitución Política del Estado es la norma suprema del ordenamiento jurídico nacional del Estado de Derecho, ninguna ley, decreto o resolución que expidan los órganos del Estado o las autoridades públicas puede contradecir la Constitución o apartarse de su contenido. Cualquier norma que vaya contra la Constitución será considerada inconstitucional y, por eso mismo, podrá ser anulada por violar los principios constitucionales que rigen la vida institucional del país. 

Las demandas de inconstitucionalidad de las leyes, decretos y cualquier género de resoluciones se realizan ante el Tribunal Constitucional. 

La declaratoria de inconstitucionalidad invalida la norma legal que ha sido objeto del recurso de inconstitucionalidad. El recurso de inconstitucionalidad puede ser directo o abstracto, en cuyo caso debe ser interpuesto por intermedio de las autoridades legítimas, que son el Presidente de la República, cualquier Senador o Diputado, el Fiscal General de la República y el Defensor del Pueblo, o bien indirecto o incidental que puede ser planteado por cualquier ciudadano en los procesos judiciales o administrativos, cuya decisión dependa de la constitucionalidad o inconstitucionalidad de una ley, decreto o cualquier género de resoluciones. 

Ver: • Constitución Política del Estado 

• Ley 1836 del Tribunal Constitucional 

INDEXACIÓN 

Son los ajustes que se realizan en las deudas monetarias con plazos de pago vinculados al índice general de precios; es decir, a aquellas obligaciones que, a tiempo de ser cubiertas, deben ser reajustadas por haberse producido variaciones monetarias en el nivel de los precios. 

La indexación es un procedimiento que garantiza jurídicamente a los acreedores y los protege de la inflación, puesto que las variaciones que se producen en los precios los exponen a pérdidas en el valor adquisitivo del dinero que reciben con relación al que debían percibir, como en los casos de contratistas de obras públicas, proveedores de bienes y servicios, y otros que deben cobrar sus acreencias a plazos. 

El índice de precios mantiene actualizados los precios de los bienes de uso y de consumo; es el referente fundamental para aplicar la indexación de los mismos en períodos de inestabilidad económica. 

ÍNDICE DE DESARROLLO HUMANO 

El Índice de Desarrollo Humano (IDH) mide las capacidades esenciales para el bienestar de las personas en tres aspectos básicos del desarrollo humano: una vida larga y saludable, conocimientos y un nivel de vida decoroso, por tanto, es un indicador que establece los niveles en que se encuentran, en un determinado país, variables como la esperanza de vida, el nivel educacional, la infraestructura de servicios básicos, la calidad de la vivienda y los ingresos familiares.

En caso de solicitud de creación o reposición de unidades político administrativas, el IDH o de Necesidades Básicas Insatisfechas elaborado para esta área geográfica con datos oficiales del último Censo Nacional de Población y Vivienda no podrá ser superior a la media nacional. 

La UDAPE, y el INE junto al PNUD y la cooperación internacional han elaborado el Informe Nacional de Desarrollo Humano 2004, llamado “Índice de Desarrollo Humano en los Municipios de Bolivia”.

Ver: • DESARROLLO ECONÓMICO Y DESARROLLO HUMANO 

• Anexo “Ranking Nacional del Índice de Desarrollo Humano, 2004”

INFORMACIÓN SOBRE INVERSIONES, Sistema de

El Sistema de Información Sobre Inversiones (SISIN) es un instrumento del Sistema Nacional de Inversión Pública (SNIP) que reconoce al Proyecto de Inversión Pública como unidad del sistema y permite recopilar, almacenar, procesar y difundir la información de carácter financiero y no financiero, relativa al ciclo de vida de cada proyecto y su financiamiento. Su funcionamiento se ajusta a las siguientes normas básicas:

a) El SISIN es un sistema de uso obligatorio para el procesamiento de la información relacionada a los Proyectos de Inversión de todo el sector público, incluidas las municipalidades. 

b) El SISIN se debe vincular y compatibilizar con el Sistema Integrado de Información Financiera del Sector Público y con otros sistemas de información relacionados al proceso de inversión de las entidades públicas. 

c) El SISIN está estructurado a partir de una base de datos central de información en el nivel del Ministerio de Hacienda (órgano rector del SNIP), y bases de datos descentralizadas en los demás ministerios, las secretarías nacionales y las prefecturas departamentales, sin perjuicio de otras bases de datos que existan a nivel interno de las entidades públicas nacionales, sectoriales, departamentales y municipales. 

Todos los proyectos de inversión pública se registrarán en el SISIN desde su identificación como idea de proyecto en las bases de datos descentralizadas y deberán ser remitidos a la base de datos central del sistema. El registro de los proyectos en el SISIN constituye requisito para su incorporación en el Programa de Inversión Pública, por lo cual todas las entidades públicas están obligadas a proveer al Órgano Rector del SNIP de la información relativa a sus procesos de inversión en los plazos y formas establecidos mediante reglamentación específica. Asimismo, el Órgano Rector del SNIP tiene la obligación de mantener informadas a todas las entidades públicas de los registros de información contenidos en la base de datos central del SISIN. 

Las municipalidades, al igual que otras entidades, deben designar en forma permanente un funcionario que actuará como responsable de mantener el vínculo con el Órgano Rector del SNIP. Este funcionario debe asegurar que la información de los Proyectos de Inversión Pública se encuentre permanentemente actualizada en el SISIN, y asegurar que la información que figure en el SISIN sobre los proyectos cumpla con los requisitos y cualidades definidas por el Órgano Rector el SNIP. 

Varias normas como la Ley 1178 y el Decreto Supremo 23318-A, establecen que el incumplimiento en la aplicación de este sistema, generará responsabilidades para los administradores del sector público. Sin embargo, esta normativa ha sido cuestionada desde el ámbito municipal porque en su aplicación surgieron muchas dificultades. Fue diseñado principalmente para ministerios, corporaciones y empresas públicas descentralizadas, no se tomó en cuenta a los municipios en especial a los medianos y pequeños de las áreas rurales, pues el proceso de municipalización es posterior a la Ley 1178. Si bien este sistema y sus subsistemas están vigentes, se estudian cambios que permitan una mejor aplicación a los espacios municipales, haciéndolos más simples y flexibles y, sobre todo, menos centralizados.

Ver: • Ley 1178 de Administración y Control Gubernamental (Ley SAFCO)

• Normas Básicas del Sistema de Inversión Pública (de la Ley SAFCO)

INFRAESTRUCTURA PRODUCTIVA

Conjunto de construcciones, vías de acceso y otros servicios, útiles para fomentar, facilitar o apoyar los procesos productivos en el municipio. Pueden ser éstos, cultivos agrícolas, ganadería, industrias, turismo, comercialización, mercadeo, transporte, etc. 

La apertura programática para la Programación Operativa Anual (POA) de las municipalidades, elaborada por el Ministerio de Hacienda para la gestión 2005, en función a las competencias municipales establece los siguientes programas en materia de infraestructura productiva:

	CÓDIGO
	DENOMINACIÓN DE PROGRAMA

	10
	Promoción y Fomento a la Producción Agropecuaria

	12
	Construcción y Mantenimiento de Microrriegos

	13
	Desarrollo y Preservación del Medio Ambiente

	15
	Electrificación Rural

	17
	Infraestructura Urbana y Rural

	18
	Construcción y Mantenimiento de Caminos Vecinales

	19
	Servicio de Catastro Urbano y Rural

	22
	Desarrollo de la Cultura y el Turismo

	25
	Servicios de Transporte

	26
	Control y Regulación de Mercados

	27
	Servicio de Faenado de Ganado

	29
	Prevención de Riesgos y Desastres Naturales

	30
	Recursos Hídricos


INGRESOS ESPECÍFICOS (Municipales, antes Ingresos Propios) 

Los gobiernos municipales obtienen sus recursos a través de ingresos tributarios (impuestos, tasas y otorgación de licencias de funcionamiento) e ingresos no tributarios (concesiones, venta o alquiler de bienes, transferencias, donaciones y legados, indemnizaciones por daños, multas y sanciones). Las principales recaudaciones provienen de: 

· Impuestos municipales: impuesto a la propiedad de bienes inmuebles –IPBI (que incluye los impuestos a la propiedad rural mediana y grande)- y automotores –IPBA-, impuesto municipal a las transacciones, por inmuebles o vehículos. 

· Tasas por prestación de servicios como la aprobación de planos, el registro en catastro urbano, sentajes, etc. 

· Patentes por licencias de funcionamiento de locales públicos, publicidad, espectáculos públicos, juegos, etc. 

· Multas y otros ingresos menores. 

Ver: • Ley 2028 de Municipalidades, artículos 100 a 105 

• Anexo Clasificación y Definición de Recursos Municipales 

Principales ingresos municipales
	Clasificador
	Código y descripción

	13300
	Impuestos municipales

	
	13310
Impuesto a la propiedad de bienes inmuebles (IPBI)
	13330
Impuesto a la propiedad de vehículos automotores (IPVA)
	13350
Patentes

	13390
	Otros Impuestos municipales

	
	Impuesto a la chicha con grado alcohólico
otros

	15000
	Ingresos no tributarios

	
	15100
Tasas
	15400 
Contribuciones por mejoras

	19000
	Transferencias corrientes y de capital

	
	19212
Coparticipación tributaria 
	23310 
Cofinanciamiento
FNDR, FIS, FDC 

	22000
	Donaciones

	
	18000
Donaciones corrientes
	22000
Donaciones de capital

	36000
	Prestamos

	
	36000
Crédito interno 
	37000
Crédito externo 


INHABILITACIÓN (de candidatos y elegidos) 

El Código Electoral, en concordancia con la Constitución Política del Estado y la Ley de Municipalidades, establece los requisitos para postular a los cargos electivos del gobierno municipal y también determina la inhabilitación de los candidatos y elegidos, señalando que no podrán ser candidatos a alcalde, concejal municipal o agente municipal: a) aquellos que no reúnan los requisitos de elección; b) los alcaldes, funcionarios y empleados civiles que ejerzan jurisdicción y competencia o tengan posiciones de jerarquía y mando y que no renuncien a sus cargos o cesen en sus funciones por lo menos sesenta (60) días antes de le elección, con excepción de los rectores y catedráticos de universidad; c) las autoridades eclesiásticas con jurisdicción, los militares y policías en servicio activo que no renuncien y cesen en sus funciones por lo menos sesenta (60) días antes del verificativo de los comicios y, d) los contratistas de obras y servicios públicos, mientras no finiquiten sus contratos. 

Los elegidos podrán ser inhabilitados por causas que sobreviniesen después de las elecciones. El procedimiento de inhabilitación se sujeta a un trámite especial que se realiza ante las cortes electorales. 

INICIATIVA LEGISLATIVA CIUDADANA

La Iniciativa Legislativa Ciudadana es un mecanismo incorporado en la última Reforma a la Constitución Política del Estado (vigente mediante Ley 2650 del 13 de abril de 2004). Permite a cualquier ciudadano presentar proyectos de ley directamente ante el Congreso de la República, para que sean discutidos y, si se da el caso, ser aprobados. 

Hasta antes de esta reforma, los únicos que podían proponer leyes eran los parlamentarios y el Poder Ejecutivo. Ahora todos somos legisladores en potencia y nuestro compromiso con el país es mayor. 

El Parlamento está obligado a tratar los proyectos de ley que sean presentados por los ciudadanos, siguiendo las normas para su tratamiento.

Ver: • Constitución Política del Estado, artículos 4 y 71, parágrafo III

INSTITUTO GEOGRÁFICO MILITAR (IGM) 

El IGM es una institución descentralizada dependiente del Ministerio de Defensa Nacional. Es la institución autorizada para realizar, técnicamente, la demarcación y el trazado cartográfico de los límites de las unidades político administrativas del país, así como su alinderamiento y colocación de hitos y mojones, de acuerdo a la delimitación establecida por Ley. 

La Ley de Unidades Político Administrativas establece que el Instituto Geográfico Militar (IGM) es el único organismo técnico encargado de realizar la demarcación de las unidades político administrativas en el territorio nacional. El IGM dispondrá de todas las leyes de creación, reposición, supresión y delimitación de las unidades político administrativas para efectos de demarcación y levantamiento cartográfico nacional. 

Ver: • Ley 2150 de Unidades Político Administrativas 

INSTITUTO NACIONAL DE CATASTRO (INC)

El Instituto Nacional de Catastro (INC) es el órgano público descentralizado, con personalidad jurídica, patrimonio propio e independencia administrativa que, junto con el Instituto Nacional de Reforma Agraria (INRA), las municipalidades y los registros públicos, conforma el Sistema Nacional de Catastro. 

Su competencia básica es planificar, ejecutar, normar, formar, mantener y actualizar el sistema de catastro. 

Ver: • CATASTRO 

• SISTEMA NACIONAL DE CATASTRO 

INSTITUTO NACIONAL DE REFORMA AGRARIA (INRA)

El Instituto Nacional de Reforma Agraria (INRA) es el órgano jurídico técnico ejecutivo encargado de dirigir, coordinar y ejecutar las políticas establecidas por el Servicio Nacional de Reforma Agraria. Es una entidad pública descentralizada, con jurisdicción nacional, personalidad jurídica y patrimonio propio que juntamente con el Presidente de la República, el Ministerio de Desarrollo Sostenible y Planificación y la Comisión Agraria Nacional (CAN), conforman el Servicio Nacional de Reforma Agraria. 

Con relación a las municipalidades, emite las normas técnicas para el catastro rural legal de la propiedad agraria y coordina su ejecución con los gobiernos municipales y otras entidades públicas y privadas. 

Tiene, entre otras, la facultad de expropiar propiedades agrarias por incumplimiento de función económica y social, o por causa de utilidad pública calificada por Ley. Las causas de utilidad pública son: 1. El reagrupamiento y redistribución de la tierra, 2. La conservación y protección de la biodiversidad, y 3. La realización de obras de interés público. 

Ver: • Ley 1715 del Servicio Nacional de Reforma Agraria (Ley INRA) 

INTENDENCIA MUNICIPAL 

Una de las reparticiones municipales que en la actualidad se denomina Policía Urbana o Municipal. Las funciones y atribuciones de esta dependencia municipal están delimitadas por ley en el ámbito de competencia del gobierno municipal y tienen que ver con la vigilancia y el orden en centros públicos más concurridos como son los mercados y ferias, el cuidado de áreas verdes y otros predios. 

INVERSIÓN 

Ver: • EJECUCIÓN 

INVERSIÓN PÚBLICA 

Se entiende por inversión pública todo empleo de recursos de origen público destinado a incrementar, mejorar o reponer las existencias de capital físico de dominio público y/o de capital humano, con el objeto de ampliar la capacidad del país para la prestación de servicios o producción de bienes. 

El concepto de inversión pública incluye todas las actividades de preinversión e inversión que realizan las entidades del sector público. 

Ver: • Normas Básicas del Sistema de Inversión Pública y Financiamiento Externo (de la Ley SAFCO) 

INVERSIÓN PÚBLICA, Sistema de

El Sistema Nacional de Inversión Pública (SNIP) es el conjunto de normas, instrumentos y procedimientos comunes para todas las entidades del sector público, incluidas las municipalidades, mediante los cuales se relacionan y coordinan entre sí para formular, evaluar, priorizar, financiar y ejecutar los proyectos de inversión pública que, en el marco de los planes de desarrollo nacional, departamentales y municipales, constituyan las opciones más convenientes desde el punto de vista económico y social. 

Son objetivos del SNIP, lograr una eficiente asignación y administración de los recursos públicos destinados a la inversión, maximizando sus beneficios socioeconómicos; establecer las metodologías, parámetros y criterios para la formulación, ejecución y evaluación de proyectos que deberán aplicar las entidades del sector público para el desarrollo de sus proyectos de inversión; establecer los procedimientos por los cuales los proyectos de inversión pública accederán a las fuentes de financiamiento interno y externo y se incorporarán al Presupuesto General de la Nación; establecer los procedimientos para el cofinanciamiento de proyectos de inversión entre las entidades públicas y el Gobierno Central; asegurar la disponibilidad de información actualizada, oportuna y confiable sobre la inversión pública; y, asegurar una permanente coordinación y complementación entre el Sistema Nacional de Inversión Pública, el Sistema Nacional de Planificación (SISPLAN) y los otros sistemas establecidos en la Ley SAFCO. 

Las Normas Básicas del Sistema Nacional de Inversión Pública (SNIP) son emitidas por su órgano rector, el Ministerio de Hacienda.

Varias normas como la Ley 1178 y el Decreto Supremo 23318-A, establecen que el incumplimiento en la aplicación de este sistema, generará responsabilidades para los administradores del sector público. Sin embargo, esta normativa ha sido cuestionada desde el ámbito municipal porque en su aplicación surgieron muchas dificultades. Fue diseñado principalmente para ministerios, corporaciones y empresas públicas descentralizadas, no se tomó en cuenta a los municipios en especial a los medianos y pequeños de las áreas rurales, pues el proceso de municipalización es posterior a la Ley 1178. Si bien este sistema y sus subsistemas están vigentes, se estudian cambios que permitan una mejor aplicación a los espacios municipales, haciéndolos más simples y flexibles y, sobre todo, menos centralizados.

Ver: • Ley 1178 de Administración y Control Gubernamental (conocida como Ley SAFCO)

• Normas Básicas del Sistema de Inversión Pública (de la Ley SAFCO)

J

JUNTA VECINAL (Organización Territorial de Base) 

Es la asociación de personas domiciliadas en un determinado barrio o unidad vecinal, en las ciudades y pueblos, con el propósito de conservar, demandar u obtener la prestación de los servicios públicos y desarrollar actividades productivas, económicas, sociales y culturales en el marco de su territorio. 

Los barrios y unidades vecinales son definidos por el gobierno municipal en consulta con la población, y un conjunto de éstos conforma el distrito municipal establecido por el Plan de Ordenamiento Territorial. 

Las juntas vecinales, al igual que las comunidades campesinas, comunidades indígenas y originarias y pueblos indígenas, son los sujetos de la Participación Popular y, además, se las reconoce otorgándoles personalidad jurídica. 

Ver: • ORGANIZACIÓN TERRITORIAL DE BASE

• Ley 1551 de Participación Popular del 20 de abril de 1994

• DS 23858 (Reglamento de los sujetos de la Participación Popular) 

JURADO DE IMPRENTA 

La norma legal vigente para el juzgamiento de los llamados delitos de imprenta sigue siendo la Ley de Imprenta de 19 de enero de 1925. 

De acuerdo con dicha ley, el cuerpo de jurados se compone de cuarenta (40) personas en las capitales de departamento y de veinte (20) en las provincias, que serán elegidos por los concejos municipales “prefiriéndose a los abogados más notables, miembros de universidad y propietarios con residencia fija en el lugar”. 

Además de la condición de vecino, para ser jurado se requiere estar en el ejercicio pleno de los derechos civiles y políticos. En caso de ausencia definitiva, muerte o inhabilitación de un jurado, los concejos municipales nombrarán inmediatamente otro, de manera que la lista de jurados esté siempre completa. 

Las funciones de jurado son incompatibles con las de Presidente y Vicepresidente de la República, ministro de Estado, prefecto, vocal de corte, fiscales, jueces y funcionarios de policía. 

JURISDICCIÓN 

La jurisdicción es el ámbito de competencia dentro de cuyos límites los órganos del Estado ejercen su poder. En ese sentido, la jurisdicción tiene también una connotación territorial, por eso se habla corrientemente de la jurisdicción del Estado, de la jurisdicción departamental o de la jurisdicción municipal, para designar los espacios territoriales hasta donde se extiende la competencia de autoridad de un determinado órgano. 

La jurisdicción municipal abarca los límites territoriales del respectivo municipio o sección de provincia, para los cuales se emiten normativas legales o administrativas destinadas a regular su desarrollo y funcionamiento. 

En otro sentido, la jurisdicción consiste en la potestad que tiene el Estado de administrar justicia por medio de los jueces y tribunales. La jurisdicción, en su carácter de administración del derecho, es la función específica de las autoridades judiciales para juzgar y hacer ejecutar lo juzgado. 

L

LEGALIDAD 

Legal es lo que se ajusta y se ciñe a la ley, es decir, al ordenamiento legal vigente en un país. Cuando ese concepto se aplica al régimen político de un país y a la naturaleza de su gobierno, se hace referencia al que surge y actúa conforme al ordenamiento constitucional y se sujeta a los preceptos de la Constitución Política del Estado y las leyes de la República. En contraste, las actuaciones que están al margen del Estado de Derecho ejecutadas por los gobiernos de facto son ilegales por su mismo origen. 

LEGALIDAD URBANÍSTICA 

Los bienes de dominio público (calles, parques) y los de uso público (escuelas, hospitales, mercados, mataderos) son inalienables, inembargables e imprescriptibles. Por tanto, son nulos todos los actos de disposición arbitraria de esos bienes, cuya transferencia solo puede realizarse mediante ley de la República. 

Los terrenos que pasen al dominio municipal como consecuencia de la aprobación de urbanizaciones para áreas verdes y equipamiento urbano se destinarán al uso exclusivo señalado en el plano de acuerdo a las normas de uso del suelo determinadas en el ordenamiento territorial. Cualquier alteración o cambio de uso serán nulos, con sanciones penales para los responsables, sean éstos funcionarios públicos o personas particulares. 

LEGITIMIDAD 

La legitimidad implica la calidad de legítimo, o sea, aquello que es genuino, verdadero y, además, lícito. 

Cuando se hace referencia a la legitimidad de una autoridad, se alude a que su condición y su calidad de autoridad nacen de la ley y no son producto de la arbitrariedad, la usurpación o la imposición. 

La legitimidad, entendida como un valor de ética social, es la que respalda los actos y las decisiones de los gobernantes para mandar, la que les confiere sello de autenticidad, al punto que un consagrado autor de ciencia política dice que la democracia es un sistema legitimador del ejercicio del poder. 

LEY 

Ley es la norma jurídica que regula los actos y las relaciones humanas. Constituye la principal fuente del derecho, considerado como el sistema normativo para la convivencia social, es decir, el conjunto de disposiciones que, sin apartarse de lo recto y de lo justo, determinan el ordenamiento de la sociedad y de la conducta de las personas. 

La ley como tal tiene características que la diferencian de otras normas que condicionan el comportamiento de los seres humanos, como las normas morales, por ejemplo. La ley, como norma jurídica, se caracteriza por ser general, obligatoria y coercitiva y por no ser retroactiva. Es general, porque dispone para todos, es obligatoria y coercitiva porque todos están obligados a cumplirla y, por el principio de irretroactividad, la ley no se puede aplicar a casos ocurridos antes de su promulgación, con las dos únicas excepciones previstas por el régimen constitucional en los aspectos social y penal. 

La Constitución Política del Estado indica que el Poder Legislativo es el único órgano competente para dictar leyes, abrogarlas, derogarlas, modificarlas e interpretarlas. 

La ley tiene primacía sobre los decretos, las resoluciones, las ordenanzas y otras disposiciones administrativas. Por otra parte, los preceptos contenidos en una ley especial son de aplicación preferente sobre los de la ley general. 

Ver: • Cuadro “Relación de Leyes vinculadas al Régimen Municipal” 

Relación de Leyes vinculadas al régimen municipal


[image: image1]
Normas Sectoriales

Ley de Administración y Control Gubernamental
Ley 1178 del 20 de julio de 1990

Ley del Tribunal Constitucional
Ley 1836 del de abril de 1996

Ley del Defensor del Pueblo
Ley 1818 del 22 de diciembre de 1997

Código Electoral
Ley 1964 del 25 de junio de 1999

Ley de Partidos Políticos
Ley 1983 del 25 de junio de 1999

Ley de Agrupaciones Ciudadanas y Pueblos Indígenas
Ley 2771 de 6 de julio de 2004

Ley Marco del Referéndum
Ley 4545454 del 6 de julio de 2004

Ley del Estatuto del Funcionario Público
Ley 2027 del 27 de octubre de 1999

Ley del Régimen de Privilegios para personas de la Tercera Edad
Ley 1886 del 14 agosto de 1996

Ley del Seguro Universal Materno Infantil
Ley 2624 del 22 de noviembre de 2002

Ley de Servicios de Agua Potable y Alcantarillado Sanitario
Ley 1565 del 7 de julio de 1994

Ley Forestal
Ley 1700 del 12 de julio de 1996

Código de Minería
Ley 1777 del 17 de marzo de 1997

Ley del Servicio Nacional de Reforma Agraria
Ley 1715 del 18 octubre de 1996

Ley de Reforma Educativa
Ley 1565 del 7 de julio de 1994

Ley del Medio Ambiente
Ley 1333 del 27 de abril de 1992

Ley General Concesiones de Obras Públicas de Transporte
Ley 1700 del 12 de julio de 1996

Ley de Edificios y propiedad Horizontal
Ley del 30 de diciembre de 1949

Ley Impuesto Municipal a la Transferencia de Inmuebles
Ley 1696 del 22 diciembre de 1994

Ley de Uso de Suelo y Radio Urbano
Ley 1669 del 31 de octubre 1995

Ley de Expropiación por Causado Utilidad Pública
Ley del 30 de diciembre de 1884

Ley de Cargas
Ley 1769 del 10 de marzo del 1997

Ley de Reforma Urbana
Ley del 29 de octubre de 1956

Ley de Arbitraje y Conciliación
Ley 1770 del 10 de marzo de 1997

Código de Transito
DL. 10135 del 10 de febrero de 1973

Ley de Inversiones 
Ley 1182 del 17 de septiembre de 1980

Ley de Imprenta
Ley del 19 de marzo de 1925

Ley Orgánica de la Policía Nacional
Ley 734 del 8 de abril de 1985

Ley de Privatización
Ley 1330 del 24 de abril de 1997

Ley General de Bancos y Entidades Financieras
Ley 1488 del 14 de abril de 1993

Código de Comercio
Decreto Ley 14379

Código Civil

Código de Salud

Normas Regulatorias

Ley del Sistema de Regulación Sectorial
Ley 1660 del 28 de octubre de 1994

Ley de Propiedad y Crédito Popular
Ley 1864 del 15 de junio do 1996

Nota: Esta relación del ordenamiento jurídico nacional relacionado con las alcaldías no incluye la mención de otras leyes que pueden ser de interés particular de los actores municipales. 
LEY DE AGRUPACIONES CIUDADANAS Y PUEBLOS INDÍGENAS 

Ley que norma la participación de las agrupaciones ciudadanas y pueblos indígenas en la vida política del país, mediante la postulación de candidatos a procesos electorales, de acuerdo a la Constitución Política del Estado, reformada por Ley 2650 del 13 de abril de 2004. Regula la organización, reconocimiento, registro, funcionamiento y extinción de la personalidad jurídica de agrupaciones ciudadanas y pueblos indígenas, las alianzas entre ellas y de éstas con los partidos políticos.

Establece los derechos y obligaciones, así como un régimen de infracciones y sanciones, para las agrupaciones ciudadanas y pueblos indígenas reconocidos electoralmente.

Ver: • AGRUPACIONES CIUDADANAS

• PUEBLOS INDÍGENAS (ámbito electoral)

• PARTIDO POLÍTICO

• Constitución Política del Estado

• Ley 2771 de Agrupaciones Ciudadanas y Pueblos Indígenas 
LEY DE CAPITALIZACIÓN 

Dispone la capitalización de las empresas del Estado, determina el procedimiento al cual debe sujetarse el proceso, autoriza al Poder Ejecutivo, en primer término, a aportar los activos o derechos de las empresas públicas a la integración de capital para la constitución de sociedades de economía mixta. 

La capitalización se realiza mediante el incremento del capital de las empresas con nuevos aportes provenientes de inversiones privadas nacionales o extranjeras. Los inversionistas privados deben ser seleccionados mediante licitación internacional. 

Los pasivos de las sociedades sujetas al proceso de capitalización pueden ser transferidos, parcial o totalmente, mediante Decreto Supremo, al Tesoro General de la Nación a tiempo de producirse la capitalización de las mismas. El servicio de las deudas provenientes de esa transferencia se consigna en la respectiva Ley de Presupuesto. 

El Poder Ejecutivo transferirá, a título gratuito, las acciones de propiedad del Estado en las sociedades que hubiesen sido capitalizadas, en favor de los ciudadanos bolivianos residentes en el país que, al 31 de diciembre de 1995, hubiesen alcanzado la mayoría de edad. Dicha transferencia se halla exenta del pago de todo impuesto. 

Mediante Decreto Supremo, según esta ley, deben crearse mecanismos idóneos, transparentes y apropiados para que los ciudadanos bolivianos anteriormente mencionados se beneficien con la transferencia de dichas acciones a fondos de pensiones de capitalización individual. 

La Ley de Capitalización puntualiza que los servicios públicos de comunicaciones, energía eléctrica, hidrocarburos y transporte corresponden a la jurisdicción nacional, subrayando que la prestación de estos servicios públicos en jurisdicciones municipales será compatibilizada y coordinada con las normas de desarrollo urbano que emitan los respectivos gobiernos municipales.

Ver: • Ley 1544 de Capitalización, del 21 de marzo de 1994 

LEY DE DESCENTRALIZACIÓN ADMINISTRATIVA 

Esta ley regula el régimen de descentralización administrativa del Poder Ejecutivo en el ámbito departamental, en el marco de la Constitución Política del Estado y dentro del sistema político unitario de la República. 

Sus disposiciones transfieren y delegan a las prefecturas departamentales atribuciones de carácter administrativo que no son privativas del Poder Ejecutivo en el ámbito nacional. 

Esta ley pretende alcanzar los siguientes objetivos, preservando la unidad nacional: 

a) Establecer la estructura organizativa del Poder Ejecutivo en cada departamento dentro del régimen de descentralización administrativa. 

b) Establecer el régimen de recursos económicos y financieros de carácter departamental. 

c) Mejorar y fortalecer la eficiencia y la eficacia en la administración pública. 

Para lograr estos propósitos, en cada departamento el Poder Ejecutivo está a cargo de un prefecto que, a su vez, es representado en las provincias y los cantones por los subprefectos y los corregidores, respectivamente. 

El prefecto es designado por el Presidente de la República. Los consejos departamentales forman parte de la estructura de las administraciones departamentales y son órganos colegiados de consulta, control y fiscalización de los actos administrativos de los prefectos. 

Buscando profundizar este proceso el Poder Ejecutivo ha convocado a elecciones para la selección de los nueve prefectos departamentales para el período constitucional 2002 – 2007, es decir, los prefectos elegidos el 12 de junio de 2005 estarán en sus funciones hasta el 6 de agosto de 2007. 

Ver: • Ley 1654 de Descentralización Administrativa, de 28 de julio de 1995

• DS 27988 de 28 de enero 2005

LEY DEL DIÁLOGO NACIONAL (LEY 2235) 
La Ley del Diálogo promulgada el 31 de julio de 2001 tiene los siguientes objetivos: 

a) Establecer los lineamientos básicos para la gestión de la Estrategia Boliviana de Reducción de la Pobreza (EBRP) que guiarán las acciones del Estado para promover un crecimiento equitativo y la reducción de la pobreza. 

b) Disponer las modificaciones en las estructuras y competencias institucionales de los órganos públicos responsables de la ejecución de los programas destinados a la reducción de la pobreza, como el DUF o los municipios. 

c) Definir los criterios de distribución de los recursos provenientes del Programa de Alivio de la Deuda Externa Multilateral (Recursos HIPC), destinados a los programas de reducción de la pobreza. 

d) Determinar los procedimientos de aplicación de la Política Nacional de Compensación (PNC). 

e) Establecer el alcance y los mecanismos para el ejercicio del control social sobre los programas y estrategias destinados a la reducción de la pobreza. 

f) Instituir el Diálogo Nacional como mecanismo permanente de participación social en el diseño, seguimiento y ajuste de las políticas destinadas a la reducción de la pobreza. 

La Ley del Diálogo Nacional es de cumplimiento obligatorio para todos los órganos públicos de la administración central y departamental, instituciones públicas descentralizadas y gobiernos municipales, los comités de vigilancia y consejos de desarrollo productivo, económico y social en el nivel local, así como las organizaciones de la sociedad civil observarán las disposiciones y atribuciones que se les reconoce. 

Ver: • DIÁLOGO NACIONAL 2000 

• EBRP 

• MECANISMOS DE CONTROL SOCIAL 

• POLÍTICA NACIONAL DE COMPENSACIÓN 

• CUENTA ESPECIAL DIÁLOGO 2000 

• Ley 2235 del Diálogo Nacional 

LEY DEL ESTATUTO DEL FUNCIONARIO PÚBLICO 

Es el instrumento legal mediante el cual se regula el ejercicio de la función pública en Bolivia, con sujeción a los principios básicos que establece la propia norma que son los de servicio exclusivo a los intereses de la colectividad y no de parcialidad o partido político alguno, sometimiento a la Constitución, reconocimiento del derecho de los ciudadanos a desempeñar cargos públicos, reconocimiento al mérito, igualdad de oportunidades, reconocimiento de la eficacia, competencia y eficiencia, la honestidad y ética en su desempeño y la responsabilidad en su ejercicio. 

Las disposiciones del mencionado estatuto se aplican a todos los servidores públicos que prestan servicios en cualquier entidad estatal, incluyendo las entidades públicas autónomas, autárquicas y descentralizadas, en el marco de la misma ley. 

Esta ley señala que las carreras administrativas en los gobiernos municipales se regulan de acuerdo con su legislación especial, en el marco establecido por el estatuto. 

La aplicación de esta ley se halla bajo la supervisión de la Superintendencia del Servicio Civil, que se encuentra bajo la tuición del Ministerio de Hacienda; su titular es elegido por el Presidente de la República de una terna propuesta por el Senado Nacional por dos tercios de votos del total de sus miembros. 

Ver: • CARRERA ADMINISTRATIVA 

• SERVIDOR PÚBLICO 

• Ley 2027 del Estatuto del Funcionario Público, del 27 de octubre de 1999

LEY DE GASTOS MUNICIPALES

La Ley de Gastos Municipales, promulgada el 20 de noviembre de 2000, establece nuevos parámetros de distribución de recursos con relación a los gastos municipales, modificando lo establecido al respecto en la Ley de Participación Popular y en la Ley de Municipalidades, como consecuencia del incremento de recursos municipales para mejorar la calidad de los servicios municipales y disminuir la pobreza, estipulado por la Ley del Diálogo Nacional. 

Los nuevos parámetros de distribución de recursos, con relación a gastos municipales, establecen: 

· El 25%, como máximo para gastos de funcionamiento, que para fines de cálculo se aplica sobre el total de ingresos de las siguientes fuentes: recursos de la coparticipación tributaria, ingresos municipales propios y recursos de la Cuenta Especial Diálogo 2000. Para financiar los gastos de funcionamiento solo se pueden utilizar los ingresos municipales propios y los recursos de la Coparticipación Tributaria. 

· Los recursos de alivio de deuda (HIPC II) y los del Fondo Nacional de Inversión Productiva Social (FPS), se regulan por lo determinado en la ley del Diálogo Nacional, por lo tanto, no pueden destinarse a gastos de funcionamiento del Gobierno Municipal. 

Ver: • Ley 2296 de Gastos Municipales 

LEY GENERAL DE CONCESIONES DE OBRA PÚBLICA DE TRANSPORTE 

Se aplica a todas las concesiones otorgadas por la administración nacional, las prefecturas o las municipalidades para la construcción, mejoramiento, rehabilitación, reparación, mantenimiento, financiamiento, operación o explotación de obras públicas de transporte y de los servicios que prestan. 

Esta ley define la concesión de obra pública de transporte como “aquella que se otorga y contrata sobre cualquier bien inmueble que se construya, repare, mantenga u opere con destino a cualquier actividad de transporte vial, ferroviario, aéreo, fluvial o lacustre, incluidos los puertos y los aeropuertos, las terminales de pasajeros y de carga, a cambio de la concesión temporal del servicio que presta al público, incluidos los bienes de dominio público, fiscales o municipales, destinados a desarrollar las obras principales y sus áreas de servicio” (artículo 3°). 

Las municipalidades o las mancomunidades de municipios están facultadas para licitar, otorgar y contratar en concesión toda obra pública de transporte que sea de su exclusiva competencia funcional y territorial, siempre que no corresponda, en todo o en parte, a la competencia de la administración nacional o prefectural. 

Aunque su ámbito de aplicación se limita a las obras públicas de transportes a falta de normas expresas en el país, debiera regular también, por analogía, todos los demás contratos de concesión que firme la administración pública y por tanto la municipalidad. 

Ver: • Ley 1874 General de Concesiones de Obra Pública de Transporte, de 22 de junio de 1998 

LEY INRA

La Ley del Servicio Nacional de Reforma Agraria establece la estructura orgánica y atribuciones del Servicio Nacional de Reforma Agraria y el régimen de distribución de tierras, garantizando el derecho propietario sobre la tierra. Crea la Superintendencia Agraria, la Judicatura Agraria y su procedimiento, así como regula el saneamiento de la propiedad agraria. 

De acuerdo a esta Ley, la función económico social en materia agraria es el empleo sostenible de la tierra en el desarrollo de actividades agropecuarias, forestales y otras de carácter productivo, así como en la conservación y protección de la biodiversidad, la investigación y el ecoturismo en beneficio de la sociedad. 

Además de las garantías constitucionales, la Ley INRA precautela la existencia del solar campesino, la pequeña propiedad, las propiedades comunarias, cooperativas y otras formas de propiedad, así como los derechos de los pueblos y comunidades indígenas y originarias sobre sus tierras comunitarias, tomando en cuenta sus implicaciones económicas, sociales y culturales y el uso y aprovechamiento sostenible de los recursos naturales renovables. 

La ley clasifica las formas y extensiones de la propiedad agraria y el procedimiento técnico jurídico de saneamiento de la propiedad agraria. 

Por último, la Ley INRA establece los procedimientos agrarios, los principios de la justicia agraria y las reglas a las cuales se sujetan los procesos agrarios. 

Ver: • Ley 1715 del Servicio Nacional de Reforma Agraria (conocida como Ley INRA)

LEY DEL MEDIO AMBIENTE 


Determina la protección y conservación del medio ambiente y los recursos naturales, regulando las acciones de los seres humanos con relación a la naturaleza y promoviendo el desarrollo sostenible con la finalidad de mejorar la calidad de vida de la población. 

Define el desarrollo sostenible como “el procedimiento mediante el cual se satisfacen las necesidades de la actual generación, sin poner en riesgo las necesidades de las futuras generaciones”. Establece que el medio ambiente y los recursos naturales constituyen patrimonio de la nación, su protección y aprovechamiento deberán respetar las leyes vigentes y son de orden público. 

Esta ley norma los aspectos de la política ambiental, determina el marco institucional de su aplicación, establece los instrumentos de la planificación ambiental, organiza el sistema nacional de información ambiental, garantiza la calidad ambiental, precisa los factores potenciales de la degradación del medio ambiente, determina la evaluación de los impactos ambientales, indica la forma de explotación y aprovechamiento de los recursos naturales renovables y no renovables, el uso del suelo, el manejo de los bosques naturales y las tierras forestales, la protección y conservación de la flora y la fauna silvestres. 

Asimismo, establece las bases de la política nacional de población y la ejecución de las políticas de migración en el territorio nacional, de conformidad con los principios del ordenamiento territorial y de acuerdo con los objetivos de protección y conservación del medio ambiente, la salud y la educación ambiental. 

Finalmente, se refiere a las medidas de seguridad ambiental, a las sanciones por incumplimiento o por infracciones administrativas, a la acción civil que corresponde seguir por daños y perjuicios y señala la naturaleza de los delitos ambientales y las sanciones aplicables. 

Los gobiernos municipales juegan un papel importante en la protección del medio ambiente y están obligados a adecuar sus estructuras de organización a los objetivos de planificación y ejecución de las políticas destinadas a la preservación del medio ambiente y los recursos naturales. 

Los seis reglamentos de esta ley aprobados en diciembre de 1995 especifican más las obligaciones y competencias municipales sobre la problemática ambiental: 

1. Reglamento General de Gestión Ambiental 

2. Reglamento de Prevención y Control Ambiental 

3. Reglamento en materia de Contaminación Ambiental 

4. Reglamento en materia de Contaminación Hídrica 

5. Reglamento para Actividades con Sustancias Peligrosas 

6. Reglamento de Residuos Sólidos 

Ver: • Ley 1333 del Medio Ambiente, de 27 de abril de 1992

LEY DE MUNICIPALIDADES 

En sustitución de la Ley Orgánica de Municipalidades de 1985, la nueva Ley de Municipalidades complementa y refuerza en gran medida el sistema municipalista instaurado por la Ley de Participación Popular desde 1994. La Ley de Municipalidades es la norma básica que regula el Régimen Municipal establecido en la Constitución Política del Estado (Título VI, Parte Tercera, artículos 200 al 206). 

Ver: • Ley 2028 de Municipalidades, del 28 de octubre de 1999 

LEY DE PARTICIPACIÓN POPULAR 

Ver: • PARTICIPACIÓN POPULAR 

LEY DE PRIVATIZACIÓN 

Autoriza a las instituciones, entidades y empresas del sector público, a enajenar los activos, bienes, valores, acciones y derechos de su propiedad, y transferirlos a personas naturales o colectivas nacionales o extranjeras, o aportar los mismos a la constitución de nuevas sociedades anónimas mixtas.

Las transferencias se realizarán mediante licitaciones públicas, subasta o puja abierta, o a través de la bolsa de valore, proporcionando a tal efecto la información adecuada que permita la amplia participación de los interesados. Su avalúo debe efectuarse mediante evaluadores independientes. 

Esta ley establece que los recursos obtenidos por la transferencia de empresas de propiedad departamental deben destinarse a proyectos de inversión e infraestructura económica y social del respectivo departamento. Los recursos provenientes de la venta de empresas públicas pertenecientes al gobierno central deben ser programados en el presupuesto de inversión pública. En ambos casos, las inversiones dirigidas al área social tienen prioridad, y se prohíbe expresamente destinar los recursos obtenidos al financiamiento del gasto corriente. 

Ver: • Ley 1330 de Privatización, del 24 de abril de 1992 

LEY DEL REFERÉNDUM (Ley marco)

La Ley Marco del Referéndum establece los procedimientos y reglas generales para la realización de la consulta popular, en los ámbitos nacional, departamental y municipal.

a) El referéndum nacional, sobre materias de interés nacional.

b) Referéndum departamental, sobre materias de interés departamental.

c) Referéndum Municipal, sobre materias de interés municipal.

Reconoce tres tipos de iniciativas para realizar referéndums nacionales:

· Del Poder Ejecutivo

· Del Congreso Nacional, iniciativa legislativa, con aprobación de dos tercios de sus miembros

· De los ciudadanos, iniciativa popular, apoyada en firmas de por lo menos el seis por ciento (6%) del padrón electoral, solicitarán al Congreso Nacional la convocatoria.

Para temas que hacen exclusivamente al ámbito y competencias de un departamento, por iniciativa popular se requiere el apoyo del ocho por ciento (8%) de inscritos del padrón electoral y el diez por ciento (10%) para los municipios.

Cuando surge por iniciativa popular, el Referéndum Departamental será convocado por el Congreso Nacional por mayoría de votos de los presentes, mientras que el Referéndum Municipal será convocado por dos tercios del Concejo Municipal.

La Corte Nacional Electoral es la entidad encargada de organizar y ejecutar el Referéndum, y escrutar y declarar sus resultados, aplicando lo dispuesto en el Código Electoral. La resolución del referéndum será adoptada por mayoría simple de los votos válidos y tendrá validez si participa al menos el cincuenta por ciento (50%) del electorado.

El Tribunal Constitucional es el órgano de control sobre la constitucionalidad del contenido de las preguntas materia de la consulta. Este tribunal dispone de ocho días para pronunciarse una vez que haya recibido la convocatoria.

No se puede realizar consultas populares sobre temas fiscales, la seguridad interna y externa del Estado y la división política de la República.

Ver: • Constitución Política del Estado, artículo 4

Ley 2769, Ley marco del Referéndum 
LEY SAFCO


Ley de Administración y Control Gubernamentales, más conocida como Ley 1178 SAFCO. Norma el Sistema de Administración y Control Gubernamentales. Este sistema se propone modernizar la administración pública y establecer mecanismos de control de los recursos del Estado. Contiene normas para programar, organizar, ejecutar y controlar las actividades administrativas y, sobre todo, la captación y el uso racional de los recursos públicos. Permite, por tanto, el ajuste oportuno de las políticas municipales, los programas, la prestación de los servicios básicos y el cumplimiento de los proyectos de desarrollo. Todo el sector público y toda persona natural o jurídica que reciba recursos del Estado están sujetos a esta ley. 

El sistema establece responsabilidades no solo por el destino de los recursos públicos, sino por la forma y el resultado de su aplicación. No basta haber seguido fielmente los procedimientos, sino que el Estado -la Municipalidad- no sufra daño económico alguno por las acciones u omisiones de los servidores públicos. 

Son ocho los sistemas establecidos por esta ley: tres para programar y organizar las actividades, cuatro para ejecutarlas y uno para el control gubernamental propiamente dicho. 

· Programación de Operaciones (SPO) 

· Organización Administrativa (SOA) 

· Presupuesto (SP) 

· Administración de Personal (SAP) 

· Administración de Bienes y Servicios (SABS) 

· Tesorería y Crédito Público (STE y SCP) 

· Contabilidad Gubernamental Integrada (SCGI) 

· Control Interno y Control Externo Posterior (SCI)

Ver: • Ley de Administración y Control Gubernamentales (Ley SAFCO)

Sistemas de administración y control gubernamental

Ley 1178 (SAFCO): Regula los sistemas de administración y control de los recursos del estado y su relación con los sistemas de planificación e inversiones
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LEY DE UNIDADES POLÍTICO ADMINISTRATIVAS

La Ley de Unidades Político Administrativas divide el territorio de la República en departamentos, provincias, secciones de provincia y cantones, estableciendo que la creación, reposición, supresión y delimitación de estas unidades político administrativas se regirá por la misma, y a través de una Ley de la República dictada expresamente para cada caso en particular. 

Toda creación, reposición, supresión y delimitación de unidades político administrativas se realizará previo proceso administrativo que demuestre claramente su necesidad y utilidad pública conforme a valoración de parámetros e indicadores establecidos por esta ley y su decreto reglamentario. Contempla los requisitos y el procedimiento para la creación, reposición o supresión de unidades político administrativas, así como la delimitación de las mismas, recursos de apelación y revisión de oficio de los expedientes. 

Ver: • Ley 2150 de Unidades Político Administrativas

LIMITACIONES ADMINISTRATIVAS A LA PROPIEDAD PRIVADA

Para cumplir sus fines, la municipalidad está facultada por ley para imponer limitaciones a la propiedad privada, estableciendo condiciones para el uso de un inmueble o servidumbre, sin alterar mayormente el de​recho propietario, o bien transfiriendo ese derecho a la administración municipal, previo pago del valor correspondiente. Esas limitaciones se lla​man restricciones administrativas, servidumbres públicas y expropiaciones por causa de necesidad y utilidad públicas.

Ver: • Ley 2028 de Municipalidades, artículos 119 al 121

LÍMITE POLÍTICO ADMINISTRATIVO

Se refiere a la línea que divide las jurisdicciones de los departamen​tos, provincias, secciones de provincias y cantones, definido mediante ley, y sujeto a demarcación física.

Ver: • DS 26520 Reglamentario de la Ley 2150

• DEMARCACIÓN

M 

MACROECONÓMICO 

La macroeconomía, o lo macroeconómico, comprende los aspectos globales de la economía de un país o, como dicen los economistas, es “el enfoque de los grandes conjuntos estadísticos o de cuentas de la economía de un país”. 

En el análisis macroeconómico se examinan y evalúan los grandes factores que intervienen en el proceso económico de una comunidad nacional, como la renta, el producto interno bruto, el ahorro interno, el ingreso per cápita, los índices de crecimiento, etc., en sus aspectos globales, a fin de conocer la realidad económica de un país y determinar el comportamiento de esos elementos en su desarrollo. 

MANCOMUNIDAD DE MUNICIPIOS

La figura jurídica de la mancomunidad es el instrumento de desarrollo de dos o más municipios que hayan acordado voluntariamente, a través de sus respectivos gobiernos municipales, enfrentar juntos la realización de planes, programas y proyectos comunes. 

Para constituirse en sujeto de derecho privado, la mancomunidad municipal podrá tramitar su personalidad jurídica ante la prefectura del departamento, con objeto de realizar acciones de inversión y financiamiento concurrente con el sector público, privado, social y productivo. Cuando la mancomunidad comprenda municipios de distintos departamentos, el trámite de la personalidad jurídica se hará ante la prefectura más próxima. 

Los sistemas nacionales de planificación y de inversión pública darán preferencia a la promoción y apoyo financiero a los planes, programas y proyectos de desarrollo de los municipios mancomunados. 

Los convenios de mancomunidad deben ser necesariamente aprobados por los concejos municipales, que fiscalizarán, además, su estricto cumplimiento. 

Ver: • Constitución Política del Estado, artículo 202 

• Ley 2028 de Municipalidades, artículos 155 al 158 

• DS 26142 

MANCOMUNIDAD METROPOLITANA

En el caso de las áreas urbanas metropolitanas, los gobiernos municipales podrán constituir una mancomunidad de manera concertada y coordinada como instrumento sociopolítico y técnico de la planificación del desarrollo humano y económico sostenible. Su alcance excede el ámbito planificador del ordenamiento territorial, de los servicios básicos, de los equipamientos y de la defensa de los terrenos agrícolas y del patrimonio vegetal e histórico cultural. Comprende, además, la ejecución de planes, programas y proyectos de desarrollo en actividades concurrentes con los sectores público y privado. 

La personalidad jurídica se tramita ante la prefectura del departamento y en un área metropolitana no puede haber más de una mancomunidad metropolitana. 

Ver: • ÁREA METROPOLITANA 

• MANCOMUNIDAD DE MUNICIPIOS 

• Ley 2028 de Municipalidades, artículos 159 al 162 

• DS 26142, sobre Mancomunidades, artículos 29 al 31 

MAPA COMUNAL DE RIESGO 

Es una representación topográfica de áreas de una comunidad en las que se ubican todas las amenazas que existen y la infraestructura que podría dañarse en caso de lluvias torrenciales o cualquier otra catástrofe natural. 

En este mapa se deben ubicar sus límites colocando la zona norte de las comunidades en la parte superior de la hoja y la zona sur en la parte inferior. Este mapa mostrará los ríos permanentes y temporales, los lagos, lagunas represas y diques que puedan desbordarse, montes que podrían incendiarse, cerros inestables, es decir, todo aquello que pueda significar peligro en caso de un fenómeno natural. 

El mapa comunal de riesgo deberá abarcar toda la infraestructura de las comunidades, para que se pueda ver con claridad las zonas amenazadas y la infraestructura que se encuentra en esta zona y que pueda estar en peligro (viviendas, escuelas, postas sanitarias, iglesias, campos deportivos, áreas de cultivo, camino principal, camino secundario, puente, sistema de agua potable, red de energía eléctrica, canales de riego y todo aquello que pertenece a las comunidades y sus habitantes). 

Ver: • Guía de trabajo para el trabajador comunal, Proyecto GIR-GTZ, FAM Bolivia y SENAR 

MAYORÍA 

En su acepción estrictamente jurídica y política, es el mayor número de voluntades que se expresan en la toma de decisiones, ya sea en una elección o en las resoluciones de una asamblea o de un cuerpo deliberante. 

En la toma de decisiones a través del voto, la mayoría puede ser absoluta, relativa o especial. Es absoluta cuando representa la mitad más uno de los votantes, es relativa o mayoría simple cuando alcanza el mayor número de votos respecto de otros sin llegar a la mitad más uno, y es especial en determinados casos cuando se requiere las dos terceras partes (dos tercios) o tres quintos de los votos o de los votantes en una asamblea o en un cuerpo colegiado. 

También se usa el término para referirse al mayor número de personas que conforman una comunidad nacional. 

Ver: • MINORÍA

MECANISMOS DE CONTROL SOCIAL

En el marco del Foro Jubileo 2000 y el Diálogo Nacional 2000, la Iglesia Católica coordinó a organizaciones e instituciones representativas de la sociedad civil en mecanismos de control social a nivel nacional y departamental. Éstos fueron reconocidos por la Ley del Diálogo Nacional, otorgándoles personalidad jurídica y quedan facultados para ejercer las atribuciones previstas en los artículos 30° y 31° de dicha ley. 

Mecanismo Nacional de Control Social 

Sus atribuciones principales son: Ejercer el control social en el ámbito nacional; acordar con el Poder Ejecutivo los indicadores de gestión que se utilizarán para evaluar los resultados, efectos e impactos de la EBRP a escala nacional, departamental y municipal; realizar seguimiento a la gestión y ejecución de programas y proyectos para la reducción de la pobreza y evaluación de sus avances e impactos; conocer el movimiento detallado de las operaciones realizadas sobre la Cuenta Especial Diálogo 2000; canalizar denuncias ante el Congreso Nacional, la Contraloría General de la República y otras instancias competentes del Estado sobre posibles irregularidades en el manejo y administración de los recursos en las entidades de la administración pública; designar y, en su caso, revocar la designación de Síndicos Sociales previstos en la presente Ley y que participarán del Directorio Único de Fondos (DUF), conforme a sus estatutos y procedimientos internos; promover el fortalecimiento de las instancias departamentales y municipales para el funcionamiento adecuado del control social. 

Mecanismo Departamental de Control Social 

Los mecanismos departamentales de control social tienen las siguientes atribuciones básicas: Ejercer el control social en el nivel departamental; designar hasta tres Síndicos Sociales para que participen en las sesiones del consejo departamental en calidad de observadores con derecho a voz sin voto, de los cuales uno por lo menos deberá ser mujer; designar un síndico social para los comités departamentales de aprobación de proyectos del Fondo Nacional de Inversión Productiva y Social (FPS); conocer los informes de fiscalización presentados por el consejo departamental; y promover el fortalecimiento de las instancias municipales y comunitarias para el funcionamiento adecuado del control social. 

Ver: • Ley 2235 del Diálogo Nacional

• DS 26564 de Participación y Control Social 

MEDIO AMBIENTE 

El medio ambiente es el entorno físico que rodea a los seres humanos y que ejerce una determinada influencia sobre ellos. 

Este espacio físico está sufriendo en la actualidad un proceso de deterioro muy acelerado a causa de la propia acción depredadora del hombre que rompe el equilibrio natural destruyendo bosques y ríos, contaminando la tierra, el agua y el aire, agotando fuentes de recursos, exterminando especies animales y vegetales y realizando acciones que ponen en grave riesgo la subsistencia del medio ambiente. Frente a ello es urgente asumir la defensa del medio ambiente y la preservación de los recursos naturales en beneficio de las generaciones actuales y las futuras. 

Tomando en cuenta esta situación, la Ley de Municipalidades determina que corresponde al gobierno municipal “preservar, conservar y contribuir a la protección del medio ambiente y los recursos naturales, fauna silvestre y animales domésticos, ejercer y mantener el equilibrio ecológico y el control de la contaminación en concordancia con las leyes que rigen la materia”. 

Ver: • Ley 1333 del Medio Ambiente y sus Reglamentos 

MENÚ DE PROYECTOS (del FPS y FNDR)

De acuerdo a la Política Nacional de Compensación (PNC), el Fondo Nacional de Inversión Productiva y Social (FPS) como el de Desarrollo Regional (FNDR) ofertan a las entidades municipales una gama de posibilidades de cofinanciamiento, denominado “Menú de Proyectos”. Allí se contempla un listado de proyectos y porcentajes de cofinanciamiento, discriminados por categoría de municipio según los indicadores de la Política Nacional de Compensación (PNC), las Necesidades Básicas Insatisfechas (NBI) y los tipos de proyectos.

Ver: • Anexo “Menú de Proyectos del FPS y del FNDR”

• POLÍTICA NACIONAL DE COMPENSACIÓN

• Ley 2235 del Diálogo Nacional

• DS 26370 del 24 de octubre de 2001 

MICROECONÓMICO 

Lo microeconómico se refiere al estudio o al análisis de las unidades de producción, la economía individual y familiar, particularmente en lo que concierne a los negocios y al funcionamiento de las empresas, a fin de poder conocer sus problemas de costos, de precios, de productividad, de rendimiento, de mercados y otros aspectos relacionados con su desenvolvimiento. 

MIGRACIÓN 

Es el desplazamiento de personas o de grupos sociales que se trasladan de un lugar a otro, por causas de carácter económico, cultural, de trabajo o de cualquier otra índole. También se dan esos desplazamientos por razones políticas o religiosas. 

El movimiento migratorio es de dos clases, de adentro hacia afuera, en cuyo caso recibe el nombre de emigración, o a la inversa, de afuera hacia adentro que se llama inmigración. A quienes se trasladan en uno u otro sentido genéricamente se los denomina migrantes. 

MINORÍA

Contrariamente a la mayoría, la minoría representa el menor número de voluntades o el menor número de votos en cualquier toma de decisiones. 

La democracia como sistema político no tendría razón de ser si solo se limitara a la decisión de las mayorías. De ahí surge la importancia que tienen las minorías en el ejercicio democrático, puesto que aquélla no podría alcanzar su plenitud sin la presencia y la participación activa de las minorías que coexisten con las mayorías, dando vigencia al sistema y robusteciéndolo. En el régimen municipal, la minoría es debidamente tomada en cuenta y ejerce necesariamente la vicepresidencia del concejo. 

En un sentido demográfico y político las minorías constituyen los grupos más reducidos de una población o las fuerzas políticas que alcanzan niveles menores de representación popular.

Ver: • MAYORÍA

MODALIDADES DE CONTRATACIÓN DE BIENES Y SERVICIOS (Normas básicas) 

Dependiendo de la magnitud y el valor económico y del procedimiento administrativo utilizado, son las compras menores y la licitación pública. Cuando no corresponda a dichas modalidades, la contratación podrá realizarse por excepción. Una vez autorizada por el concejo municipal, el alcalde es el principal responsable del proceso y de sus resultados. 

Mediante el Decreto Supremo 27328 del 31 de enero de 2004, conocido como Compro Boliviano, y la Resolución Ministerial 110 de 15 de Marzo de 2004 se dispone las siguientes modalidades de contratación de bienes, obras y servicios:

Licitación Pública
	TIPOS
	BIENES
	OBRAS
	MODALIDAD

	· Convocatoria pública para compras nacionales
	· entre Bs160.001.- y Bs8.000.000.-
	-.-
	· Licitación por lotes, ítemes o tramos: Contratación en una sola convocatoria, comprende lotes, ítemes o tramos a ser evaluados y adjudicados separadamente

	· Convocatoria pública nacional
	· entre UFV8.000.000.- y UFV15.000.000.-
	· Entre UFV8.000.000.- y UFV40.000.000.-
	· 

	· Convocatoria pública internacional
	· por encima de UFV15.000.000.-
	· Por encima de UFV40.000.000.-
	· 


Contratación menor por Comparación de Precios.
· Para Bienes, Obras y Servicios Generales (excepto seguros) de Bs20.000.- hasta Bs160.000.-; Programa mensual de contrataciones
Contratación por Excepción
· Para Bienes, Obras y Servicios Generales: contratación de armamento y sistemas de comando, adquisición de obras de arte, suscripción de periódicos y publicaciones especializadas, compra de alimentos perecederos y compra de semovientes por selección.

Además de estas normas, modifican los procesos de contratación de bienes, obras y servicios, estableciendo: 

· Preferencia por la producción nacional para las adquisiciones estatales.

· Incorporación de márgenes de preferencia y factores de ajuste.

· Calidad de los bienes nacionales, para su participación en el mercado.

· Modificación de las modalidades de contratación.

· Incorpora modalidades y métodos de selección para servicios de Consultoría.

· Aprueba modelos de pliego: Medicamentos, arrendamiento, servicios generales.

· Mejora los criterios para la calificación y evaluación de propuestas.

· Establece mecanismos para transparentar la información.

· Norma las contrataciones por medios electrónicos. 


· Aprueba los imperativos para la conducta ética de los servidores públicos.

· Aprueba modelos de pliego: Medicamentos, arrendamiento, servicios generales.

· Establece el registro Público de Proveedores.

Los márgenes de preferencia para la industria nacional, son: 

· Del 5% en la calificación de las propuestas nacionales, con origen nacional del 20%. 
· Del 15% en la calificación de aquellas propuestas cuando el porcentaje de componentes nacionales sea superior al 30%. 
· Del 20% en la calificación de aquellas propuestas, cuando el porcentaje de componentes nacionales sea superior 51%. 

Los márgenes de preferencia para la micro y pequeña empresa, asociaciones de pequeños productores urbanos y rurales, organizaciones económicas campesinas, cooperativas, asociaciones civiles sin fines de lucro, establecen medidas de flexibilización respecto a garantías y requisitos de experiencia para su participación en las compras estatales, hasta un monto de Bs1.000.000.-

Ver: • Normas Básicas del Sistema de Administración de Bienes y Servicios (de la Ley SAFCO) 

• Resolución Municipal 110 del Ministerio de Hacienda del 15 de Marzo de 2004 
• DS 27328 del 31 de enero de 2004 Compro Boliviano

• COMPRO BOLIVIANO

MODERNIZACIÓN (del Estado) 

En los últimos años se ha hablado mucho de “modernización del Estado” para referirse al proceso de adecuación del Estado a los cambios sociales, políticos y tecnológicos que se producen en el mundo, dentro del llamado proceso histórico de la modernidad. 

Desde el punto de vista político, la modernización del Estado es la transformación de las estructuras estatales, tanto con relación al funcionamiento de la administración, como a las funciones de sus órganos. Actualmente, hay una tendencia a reducir las actividades del Estado, que ha dejado de cumplir las tareas que asumió en el ámbito de la producción, dando paso a una participación decisiva del sector privado. 

La modernización del Estado tiende a perfeccionar sus sistemas administrativos, a tecnificar las funciones de legislar y administrar justicia, a promover el adelanto científico y tecnológico y a calificar recursos humanos. Conlleva también el desarrollo administrativo, la profundización de la democracia, el mejoramiento de la distribución del ingreso, la integración de los sectores atrasados a la dinámica de los centros avanzados, el impulso a la industrialización, la creación de infraestructura de transportes y comunicaciones y otros avances, especialmente en el campo de los conocimientos de la población. 

MUNICIPALIZACIÓN 

Proceso de descentralización bajo el modelo municipalista, en la que el municipio es la unidad básica de la administración pública. Se profundizó en Bolivia con la Ley de Participación Popular de 1994, por la cual los municipios autónomos ampliaron sus competencias y todos comenzaron a recibir los recursos de la coparticipación tributaria. A partir de entonces, las autoridades municipales, junto con los actores sociales, tienden a convertirse en los principales protagonistas del desarrollo local. 

MUNICIPIO 

Es la unidad territorial y poblacional, política y administrativamente organizada dentro de los límites de una sección de provincia. Según la Ley de Municipalidades, el municipio es la base del ordenamiento territorial del Estado unitario y democrático de Bolivia. No debe confundirse con la municipalidad, ni con el gobierno municipal, que es la autoridad máxima con jurisdicción y competencia representada por el concejo municipal y el alcalde. Los tres términos están relacionados entre sí, pero no significan exactamente lo mismo. 

MUNICIPALIDAD 

Es la organización jurídica, económica y administrativa del municipio. La municipalidad es una entidad autónoma de derecho público, con personalidad jurídica y patrimonio propio. La municipalidad forma parte del Estado y contribuye a la realización de sus fines. 

N 

NECESIDADES BÁSICAS INSATISFECHAS

Las Necesidades Básicas Insatisfechas (NBI) son un indicador que permite evaluar las condiciones de infraestructura de vivienda, insumos energéticos, niveles educativos y atención de salud de la población. Estos aspectos pretenden medir la pobreza estructural de manera más completa que cuando solamente se toma en cuenta los ingresos de la población, que únicamente miden lo que se denomina pobreza coyuntural. 

El enfoque de necesidades básicas insatisfechas define a la población pobre como aquella que no cumple con mínimos niveles de bienestar asociados a las características de la vivienda, disponibilidad de servicios de agua y saneamiento, insumos energéticos (energía eléctrica y combustible para cocinar), nivel educativo y acceso a servicios de salud. En cada uno de los siguientes componentes se establecen umbrales mínimos de satisfacción de las necesidades básicas: 

· Materiales de la vivienda 

Existe inadecuación cuando la población reside en viviendas con pisos de tierra, paredes de adobe no revocado, tapial, piedra, caña, palma y/o techos de paja, caña, palma u otros materiales de desecho. 

· Espacios en la vivienda 

Se considera por debajo del límite cuando viven más de cinco personas por cada dos dormitorios, no cuentan con al menos una habitación adicional para comedor o sala y/o no tienen un cuarto especial para cocina. 

· Servicios de agua y saneamiento 

Se presenta inadecuación cuando las personas residen en viviendas sin agua por cañería, no tienen conexión de agua dentro de la vivienda, reciben agua de pozo, lago, río o vertiente; no tienen sanitario y/o no disponen de sistema de eliminación de excretas a alcantarillado, ni cámara séptica. Estos umbrales son menos exigentes para el área rural. 

· Insumos energéticos 

La inadecuación en insumos energéticos se presenta cuando las personas no disponen de energía eléctrica en la vivienda y/o utilizan leña, bosta, taquia, carbón o kerosén como combustibles para cocinar, elementos considerados menos apropiados para mantener el medio ambiente. 

· Educación 

Se considera insuficiente nivel educativo cuando algunos miembros del hogar no saben leer ni escribir, presentan bajos niveles educativos, existen niños y jóvenes que no asisten a la escuela y/o presentan rezago escolar. 

· Salud 

Las personas presentan inadecuación en salud, cuando viven en comunidades o zonas que presentan una baja proporción de mujeres que son atendidas por médicos, enfermeras o auxiliares de enfermería (atención por personal capacitado que puede ser institucional o fuera de los establecimientos de salud). En el Mapa de la pobreza de 1993, la inadecuación en salud estaba referida a las personas que no tenían atención de salud o acudían a lugares distintos a establecimientos de la Caja de Salud, ministerios y servicios privados. 

Con las normas mencionadas, se definieron cinco grupos de población de acuerdo al grado de satisfacción o insatisfacción de las necesidades básicas: 

· Primer grupo: población con necesidades básicas satisfechas (NBS), es la que reside en viviendas construidas con materiales de mejor calidad a las normas establecidas, dispone de la mayor parte de los servicios básicos, utiliza energía eléctrica o gas licuado como combustible, tiene niveles de educación adecuados y/o vive en lugares en los que existe cobertura de atención en salud. 

· Segundo grupo: población en el umbral de pobreza, es la que presenta condiciones de vida aceptables y se encuentra alrededor o levemente por encima de las normas. Este grupo, al igual que el anterior, no está en situación de pobreza. 

· Tercer grupo: población en pobreza moderada, es la que presenta condiciones de vida ligeramente por debajo de los límites de pobreza. Este grupo y los siguientes se hallan en situación de pobreza. 

· Cuarto grupo: población en situación de indigencia, es la que presenta inadecuación muy por debajo de los mínimos establecidos. 

· Quinto grupo: población en condiciones de marginalidad, es la que carece de servicios de agua y saneamiento, reside en viviendas precarias, tiene muy bajos niveles educativos y severo déficit en la atención de salud. 

La medición de pobreza por NBI, al considerar las características de la vivienda y servicios, no es aplicable a viviendas colectivas (cárceles, hospitales, cuarteles, retenes policiales y otros), personas que residen habitualmente en el exterior, personas que el día del censo fueron empadronadas en la calle (transeúntes) y aquellas que no proporcionaron información sobre alguna de las preguntas utilizadas en la metodología de cálculo. 

Para la distribución de recursos conforme a la Ley del Diálogo establece utilización de los grupos según condición de pobreza y los porcentajes correspondientes. Dicha ley aplica estos porcentajes al total de la población empadronada en cada sección de provincia (municipio), incluyendo la población en hogares colectivos y el resto de la población no incorporada en el método de cálculo. 

El INE y la Unidad de Análisis de Políticas Sociales y Económicas (UDAPE) elaboraron el Mapa de Pobreza, con base en los indicadores de Necesidades Básicas Insatisfechas (NBI) con información del Censo Nacional de Población y Vivienda 2001 (Censo 2001). 

Ver: • ESTRATEGIA BOLIVIANA DE REDUCCIÓN DE LA POBREZA 

• Ley 2235 del Diálogo Nacional, artículo 12 

• Mapa de la pobreza, INE, 2001 

NECESIDAD DE UTILIDAD PÚBLICA 

La Necesidad de Utilidad Pública es la figura jurídico-legal que declara el beneficio colectivo para adoptar una determinada medida.

En varias disposiciones legales se debe cumplir con la declaratoria de Necesidad de Utilidad Pública para acceder a ciertos beneficios, por ejemplo, para la Ley de Unidades Político Administrativas es la conveniencia colectiva de creación o fusión de una unidad político administrativa, demostrada fehacientemente mediante información oficial sobre población, infraestructura social y caminera, así como sobre su sostenibilidad económica y medioambiental. 

Ver: • Ley 2150 de Unidades Político Administrativas 

NULIDAD DE CONTRATOS 

Son nulos los contratos que no cumplan la Ley de Municipalidades, las normas básicas expedidas por los órganos rectores, el derecho administrativo vigente y otras disposiciones legales pertinentes. 

Es nulo todo contrato celebrado entre el gobierno municipal y los servidores públicos municipales, sean éstos de planta o de libre contratación y hasta 12 meses después del cese de sus actividades en la municipalidad; con las personas dependientes de las empresas municipales; con miembros del comité de vigilancia; con los cónyuges, padres, descendientes o parientes colaterales de aquellos hasta el cuarto grado de consanguinidad y segundo de afinidad, aunque los contratos se suscriban directamente o por persona interpuesta. 

La ley establece sanciones drásticas en caso de incumplimiento de estas prohibiciones. 

Ver: • Ley 2028 de Municipalidades, artículo 119 

O

OCUPACIÓN DEL TERRITORIO 

Es uno de los componentes del proceso de ordenamiento territorial y consiste en el fenómeno originado por el asentamiento humano en un espacio geográfico. La propuesta de ocupación del territorio nacional contiene directrices y patrones de ocupación, identificando los ejes de desarrollo y localizando las áreas destinadas a las actividades económicas, donde se construirán las principales estructuras viales, el equipamiento y la infraestructura básica. Se establece también la jerarquía de los asentamientos humanos con miras a la regionalización. 

ORDEN PÚBLICO 

Es el conjunto de condiciones fundamentales de la vida social en una comunidad jurídicamente organizada. En el marco de un Estado de derecho, el orden público se sustenta en la aplicación de las leyes. Esas condiciones no pueden ser alteradas por la voluntad de los individuos o grupos, ni por la aplicación de normas externas. 

ORDENAMIENTO TERRITORIAL

Es el proceso de organizar racionalmente el uso, ocupación y aprovechamiento de las diferentes unidades territoriales de un país en función de sus características, biofísicas socioeconómicas, culturales, políticas e institucionales para lograr las condiciones territoriales más convenientes para el desarrollo sostenible. 

El ordenamiento territorial es un componente de la planificación del desarrollo sostenible y abarca necesariamente los espacios urbanos y rurales. Sus instrumentos son el Plan Nacional de Ordenamiento Territorial, los Planes Departamentales y los Planes Municipales de corto, mediano y largo plazo, los mismos que deben estar articulados entre sí. 

Los gobiernos municipales tienen la obligación de formular y aplicar un Plan de Ordenamiento Urbano Territorial que abarque el área urbana y rural del municipio, respetando las normas básicas, técnicas y administrativas del Sistema Nacional de Planificación, estableciendo el mejor uso de los suelos, las características de los asentamientos humanos, las formas de crecimiento urbano y el acceso a los servicios básicos de energía eléctrica, saneamiento, educación y salud. 

Ver: • Ley 2028 de Municipalidades, artículo 79 

ORDENANZA 

Es la norma de mayor jerarquía que expide el concejo municipal. Establece derechos y obligaciones de aplicación general o de aplicación para determinados sectores de la comunidad municipal. Excepcionalmente rige para personas individuales, como en el caso del otorgamiento de honores y condecoraciones o la declaratoria de necesidad y utilidad públicas para las expropiaciones y la imposición de servidumbres administrativas. Las resoluciones municipales, en cambio, son expedidas por el concejo municipal para resolver asuntos relativos a la gestión administrativa interna. 

Una ordenanza no puede contrariar las disposiciones de una ley de la República y menos a la Constitución. 

Las ordenanzas deben ser aprobadas en sesión del concejo por mayoría absoluta de sus miembros presentes, es decir, por la mitad más uno de los concejales necesarios para formar quórum. La ordenanza para su ejecución debe ser promulgada por el alcalde, quien tiene el plazo de 10 días para hacerlo o para observarla, en cuyo caso la ordenanza observada volverá al concejo para ser modificada o ratificada por dos tercios de los votos. Si en 10 días el alcalde no emite opinión, las ordenanzas pueden darse por aprobadas de oficio por el propio concejo. 

Las ordenanzas y resoluciones municipales deben ser publicadas obligatoriamente en un medio de difusión o expuestas en lugares públicos perfectamente visibles. 

ORGANIZACIÓN ADMINISTRATIVA, Sistema de

Es uno de los ocho sistemas obligatorios derivados de la Ley SAFCO para todas las instituciones del sector público, incluidas las municipalidades. 

El Sistema de Organización Administrativa en el conjunto ordenado de normas, criterios y metodologías, que a partir del marco jurídico administrativo del sector público, del Plan Estratégico Institucional y del Programa de Operaciones Anual (POA), regulan el proceso de estructuración organizacional de las entidades públicas, contribuyendo al logro de los objetivos institucionales.

El objetivo general del Sistema de Organización Administrativa, es optimizar la estructura organizacional del aparato estatal, reorientándolo para prestar un mejor servicio a los usuarios, de forma que acompañe eficazmente los cambios que se producen en el plano económico, político, social y tecnológico.

La organización administrativa debe adoptar los enfoques de gerencia por excepción, gerencia por resultados, unidad de mando, delimitación de responsabilidades, separación de funciones, supervisión directa, canales de comunicación, procedimientos de autorización y registro y demás elementos de administración moderna. 

La organización administrativa debe reflejarse, además, en un reglamento específico en el que se detalle las funciones y dependencia jerárquica de cada una de las unidades municipales. Así, del reglamento resulta automáticamente un organigrama. 

Varias normas como la Ley 1178 y el Decreto Supremo 23318-A, establecen que el incumplimiento en la aplicación de este sistema, generará responsabilidades para los administradores del sector público. Sin embargo, esta normativa ha sido cuestionada desde el ámbito municipal porque en su aplicación surgieron muchas dificultades. Fue diseñado principalmente para ministerios, corporaciones y empresas públicas descentralizadas, no se tomó en cuenta a los municipios en especial a los medianos y pequeños de las áreas rurales, pues el proceso de municipalización es posterior a la Ley 1178. Si bien este sistema y sus subsistemas están vigentes, se estudian cambios que permitan una mejor aplicación a los espacios municipales, haciéndolos más simples y flexibles y, sobre todo, menos centralizados.

Ver: • Ley 1178 de Administración y Control Gubernamental (conocida como Ley SAFCO)

• Normas Básicas del Sistema de Organización Administrativa (de la Ley SAFCO)

ORGANIZACIÓN POLÍTICO ADMINISTRATIVA 

Es la división del territorio nacional en lo territorial y funcional: en los departamentos con los prefectos como autoridades; en las provincias, con los subprefectos; en las secciones de provincia (municipios), con gobiernos municipales autónomos y en los cantones con los corregidores. Excepto los municipios, los demás niveles tienen representación delegada del Poder Ejecutivo nacional. Sus autoridades (prefectos, subprefectos y corregidores) son nombrados jerárquicamente por la instancia inmediata superior. 

También se refiere al proceso político administrativo que permite definir la creación, reposición, supresión y delimitación de departamentos, provincias, secciones de provincia y cantones. 

Ver: • DS 26520 Reglamentario de la Ley 2150 

ORGANIZACIÓN TERRITORIAL

Es el proceso de organización o reorganización político administrativa del territorio nacional en función de sus características biofísicas, ambientales, socioeconómicas, culturales e institucionales, con la finalidad de promover el desarrollo sostenible del país. 

El Poder Ejecutivo, a través del Ministerio de Desarrollo Sostenible y Planificación, establecerá una política de incentivos para la integración y fusión territorial de municipios de escasa población y la adecuación de territorios social y culturalmente homogéneos al régimen municipal del Estado boliviano. 

Ver: • Ley 2150 de Unidades Político Administrativas

• Ley 2235 del Diálogo Nacional, artículo 5
ORGANIZACIÓN TERRITORIAL DE BASE (OTB) 

La Organización Territorial de Base (OTB) es la unidad básica comunitaria o vecinal, que ocupa un espacio territorial determinado y guarda una relación principal con los órganos públicos del Estado a través del gobierno municipal respectivo. Es la organización social integrada por los habitantes de ese territorio, sin distinción de edad, sexo, religión, ocupación o grado de escolaridad. 

Las organizaciones territoriales de base son las juntas vecinales, comunidades campesinas, comunidades y pueblos indígenas. 

Ver: • COMUNIDAD CAMPESINA (Organización Territorial de Base)

• JUNTA VECINAL (Organización Territorial de Base)

• PUEBLO INDÍGENA (Organización Territorial de Base)

• Ley de Participación Popular y sus decretos reglamentarios

• Ley 2028 de Municipalidades, artículo 146 

ORGANIZACIÓN NO GUBERNAMENTAL (ONG)

Es cualquier organización que no dependa del Estado boliviano ni de ningún gobierno extranjero. En general, identifica a una gran variedad de instituciones que dependen fundamentalmente de los flujos financieros de la cooperación internacional al desarrollo. 

Están conformadas básicamente por profesionales y técnicos y pueden definirse como organizaciones dedicadas a realizar y promover proyectos de desarrollo. 

Las principales características de la ONG son: no dependen de gobiernos; según sus estatutos y objetivos institucionales, su finalidad última no es el lucro; los beneficiarios de sus programas no son sus propios miembros, sino otras personas o grupos, en particular, los sectores sociales empobrecidos o marginados; sus actividades pretenden no solo satisfacer determinadas necesidades (salud, educación, producción agropecuaria, trabajo, etc.), sino también promover valores entre los destinatarios y entre otros actores (Estados, organismos internacionales, medios de difusión, etc.) tendientes a un cambio social basado en criterios de justicia social, equidad, democracia, participación y solidaridad. 

Las ONG se diferencian entre sí por su origen institucional (según provengan de Iglesias, empresas privadas, universidades, partidos políticos, etc.); por su orientación filosófica predominante (humanista, teológica, cientificista, etc.); por las tareas que realizan o las temáticas que abordan (acción, capacitación, investigación, asesorías, vivienda, educación, trabajo, salud, medio ambiente, etc.). También se diferencian por el volumen de recursos que manejan (grandes, medianas, pequeñas); por la escala de sus proyectos (barrial, municipal, provincial, nacional, regional, o internacional). 

Jurídicamente, las ONG son organismos de derecho privado. 

ÓRGANOS DEL ESTADO

Los órganos del Estado son las instituciones, entidades o cargos públicos mediante los cuales el Estado expresa su voluntad y desarrolla sus actividades. Los órganos del Estado se forman con los recursos humanos y con los recursos económicos y bienes materiales. 

El órgano del Estado es la institución, la entidad, en tanto que el titular es la persona física que ejerce el cargo. Por ejemplo, en el ámbito municipal, la municipalidad es el órgano y el alcalde es el titular de ese órgano. De igual manera, el concejo municipal es el órgano y los concejales son los titulares de ese órgano. 

P

PARQUE INDUSTRIAL 

Dentro del plan de ordenamiento territorial de un municipio, el parque industrial es el área destinada a brindar facilidades, equipamientos y servicios para los establecimientos industriales, para evitar que se instalen en espacios destinados a la construcción de viviendas, a la recreación y al descanso de los pobladores. 

La formación de parques industriales puede llegar a tener importancia económica no solo porque concentra en un solo distrito las industrias, las artesanías y toda clase de actividades productivas, sino, además, porque genera redes de servicios y sirve para establecer polos de desarrollo en determinadas regiones. 

PARTICIPACIÓN POPULAR (Régimen jurídico y administrativo) 

Es la incorporación de la sociedad civil al proceso de toma de decisiones de instancias del Estado, sobre todo lo que afecte el bienestar y los intereses colectivos. El sustento jurídico y organizativo de la Participación Popular está contenido en las siguientes normas legales: 

· La Ley 1551 de Participación Popular, de 20 de abril de 1994, que consolida el proceso de participación popular, articulando a las comunidades campesinas, indígenas y urbanas en la vida jurídica, política y económica del país; reconoce la personalidad jurídica de las organizaciones territoriales de base urbanas y rurales; establece la sección de provincia como jurisdicción territorial del municipio y amplía las competencias municipales a los servicios de educación, salud, deportes, caminos vecinales y microrriego; y distribuye los recursos de la coparticipación tributaria de acuerdo con el número de habitantes. 

· El Decreto Supremo 23813, de 30 de junio de 1994, que establece los sistemas y procedimientos para la administración de los recursos de coparticipación tributaria y para la transferencia de los servicios encomendados a la competencia municipal. 

· El Decreto Supremo 23858, de 9 de septiembre de 1994, que reglamenta la constitución y registro de las organizaciones territoriales de base, las funciones de los comités de vigilancia y de los consejos provinciales de participación popular y señala las condiciones para la creación de distritos municipales. 

· La Ley 1702, de 17 de julio de 1996, que modifica varios artículos de la Ley 1551. 

· El Decreto Supremo 24447, 20 de diciembre de 1996, reglamentaciones complementarias a la Participación Popular. 

· La Ley 2028 de Municipalidades, de 28 de octubre de 1999 y sus decretos reglamentarios.

· Finalmente, la Ley 2235 del Diálogo Nacional y sus decretos reglamentarios.

PARTICIPAR (Participación) 

Ser parte activa de algo. Intervenir y contribuir en la toma de decisiones sobre lo que interesa a la comunidad. 

En los procesos municipales que se están desarrollando en el marco de la Participación Popular, participar implica intervenir corresponsablemente en la planificación, priorizar en forma colectiva las inversiones públicas, vigilar la asignación equitativa de los recursos entre las zonas urbanas y las rurales, supervisar entre todos la ejecución de las obras. 

El mayor desafío de la participación es lograr efectos políticos, sociales y económicos significativos y duraderos, por ejemplo, hacer que la democracia sea más participativa y alcanzar mayores niveles de equidad y justicia social. 

PARTIDO POLÍTICO

La representación popular se ejerce por medio de los partidos políticos y las alianzas formadas por éstos, además por las Agrupaciones Ciudadanas y Pueblos Originarios. Los partidos políticos son personas jurídicas de derecho público y sin fines de lucro. Se constituyen para participar en la actividad política y conformar los poderes públicos expresando la voluntad popular, por medios lícitos y democráticos. 

Para la existencia de un partido político son fundamentales tres condiciones: la ideología, el programa de gobierno y la organización que presupone la formación de los cuadros partidarios. 

La Corte Nacional Electoral es la entidad competente para otorgar la personalidad jurídica a los partidos políticos que cumplan los requisitos establecidos por ley. 

Ver: • LEY DE AGRUPACIONES CIUDADANAS Y PUEBLOS INDÍGENAS

• AGRUPACIONES CIUDADANAS

• PUEBLOS INDÍGENAS (ámbito electoral)

• Constitución Política del Estado, artículos 222 al 224 

• Ley 1983, de Partidos Políticos, artículos 3 y 4

• Ley 2771, de Agrupaciones Ciudadanas y Pueblos Originarios

PATENTE 

Es el permiso que concede la autoridad gubernamental o administrativa para ejercer actividades comerciales, industriales, profesionales o de servicios, previo pago de una cuota o de una contribución económica. 

En términos tributarios e impositivos, la patente es todo gravamen que pagan los contribuyentes obligados a ello en razón de sus actividades. 

En el ámbito municipal, las municipalidades elaboran las ordenanzas para reglamentar las tasas y patentes que deben ser cobradas en su respectiva jurisdicción municipal, pero para tener validez legal deben ser aprobadas por la Cámara de Senadores, tal como lo establece la Constitución Política del Estado. 

También se entiende por patente la certificación y registro de propiedad de un invento o de un proceso industrial para su consiguiente protección legal. 

Ver: • Constitución Política del Estado, artículo 66, numeral 4

• Ley 2028 de Municipalidades, artículos 99 y 105 

PATRIMONIO MUNICIPAL 

Está constituido por todos los bienes de propiedad municipal, sean éstos de dominio público, de dominio privado, de régimen mancomunado, o provengan de los contratos de concesión de obra pública o de servicio público. Las normas legales relativas al patrimonio municipal figuran en el Título V de la Ley de Municipalidades. Las normas básicas para la adquisición y administración de bienes y servicios están contenidas en resoluciones supremas de aplicación obligatoria para todo el sector público, incluidas las municipalidades. 

PERFIL DE PROYECTO 

Es una etapa de la fase de preinversión del ciclo de un proyecto de inversión pública, inmediatamente posterior a la idea de proyecto. En el perfil, generalmente elaborado por instancias técnicas o profesionales, se analizan posibles alternativas de solución al problema planteado o las formas de aprovechar un determinado potencial mediante el proyecto. Si bien se estiman montos aproximados, aún no se llega a fijar los montos definitivos para la inversión, los mismos que estarán consignados recién en el diseño final. 

Ver: • Gráfico “Ciclo de proyectos de inversión pública” 

• CICLO DE UN PROYECTO DE INVERSIÓN PÚBLICA 

PERSONALIDAD O PERSONERÍA JURÍDICA

Es la aptitud o capacidad de toda persona u organización de ser sujeto de derechos y obligaciones, en nombre propio o en representación de otros, o sea, como persona natural o como persona jurídica (llamada también colectiva). En el derecho procesal no existe ninguna diferencia entre personalidad jurídica y personería jurídica, pero personería puede significar también calidad de personero o de representante legal de alguien. 

La municipalidad, definida por la Ley de Municipalidades como una entidad autónoma de derecho público que representa institucionalmente al municipio, tiene personalidad jurídica para el cumplimiento y realización de sus fines específicos. 

También las organizaciones territoriales de base (OTB) tienen el derecho a ser reconocidas legalmente, con sus nombres propios, mediante la obtención de su personalidad o personería jurídica. El trámite es gratuito y sencillo, basta apersonarse ante el concejo municipal y presentar la respectiva documentación (actas, estatutos o reglamentos). La resolución afirmativa del concejo se remitirá a la prefectura o subprefectura que, a su vez, emitirá una resolución y dispondrá el registro de la personalidad jurídica. La autoridad administrativa será responsable por cualquier acción u omisión que incumpla esta norma legal. 

Ver: • Constitución Política del Estado, artículo 171 

• Ley 1551 de Participación Popular, artículos 3, 4 y 5, y sus decretos reglamentarios 

• Ley 2028 de Municipalidades, artículo 149 

PLANIFICACIÓN

Es hacer un plan, un extracto o escrito de lo que se quiere lograr en un período determinado de tiempo. La planificación es utilizada por toda persona o institución en su vida diaria. 

En el ciclo de la realización de un proyecto, la planificación es la etapa en la que se definen los aspectos de qué, cómo, dónde, con quién o quiénes, con cuánto se va a efectuar una actividad, proyecto u obra. 

Desde que se amplió la jurisdicción de los municipios hacia el territorio urbano y rural de las secciones de provincia y se ampliaron las competencias municipales a los servicios públicos de salud, educación, deportes, caminos vecinales, sistemas de microrriego y especialmente a la promoción del desarrollo rural, se hizo cada vez más necesaria la planificación integral, y no limitada al ordenamiento espacial y a la planificación urbanística. 

En esta labor tienen que participar la municipalidad y los actores sociales del municipio y, cuando se trata de municipios que acuerdan planes conjuntos, a la mancomunidad de éstos. Así, se puede mencionar los siguientes aspectos: 

Planificación metropolitana 

Todas las municipalidades integrantes de un área metropolitana deberán constituir mancomunidades de manera concertada y coordinada. Cada gobierno municipal participará proporcionalmente en la elaboración del plan de desarrollo metropolitano. La administración del plan corresponde a cada municipalidad, en su propio territorio. Las municipalidades deben formar la mancomunidad, tanto para la elaboración como para la aplicación del plan metropolitano. Este debe abarcar, además, el desarrollo agropecuario en las zonas rurales y otras actividades productivas. La planificación metropolitana no afecta a la autonomía de los gobiernos municipales, los concejos municipales de los municipios integrantes aprobarán el convenio de mancomunidad mediante ordenanza municipal. 

Planificación municipal participativa 

Es el mecanismo que efectiviza la participación social en el desarrollo, mediante una planificación “de abajo hacia arriba” que involucra a las organizaciones sociales en el diseño de su propio destino. Por tanto, se convierte en el principal instrumento metodológico y operativo para articular al Estado y la sociedad civil en el proceso de desarrollo. Abre la participación de los actores locales para tomar decisiones sobre aspectos como la orientación y las prioridades del desarrollo de los municipios y, por ende, las acciones que permitan su concreción. 

La planificación participativa consiste en que los habitantes, en sus organizaciones territoriales de base y con el comité de vigilancia, definen, desde sus comunidades o barrios en cada distrito, la prioridad de las obras y servicios. Los compatibilizan con los planes de desarrollo municipal y con los recursos disponibles, provenientes tanto de la coparticipación tributaria como de los ingresos municipales propios y, finalmente, gestionan su incorporación en la Programación Operativa Anual (POA) y controlan su cumplimiento. Esto demanda el concurso y el compromiso de todos los actores sociales, económicos y políticos del ámbito local en la elaboración del Plan de Desarrollo Municipal (PDM). 

Además de ser un instrumento, es también un proceso social e institucional de gestión, de movilización, reflexivo, racional, de concertación del desarrollo sostenible. 

La planificación participativa municipal debe estar articulada a la planificación regional y departamental (Plan de Desarrollo Departamental) y a la planificación nacional (Plan General de Desarrollo Económico Social).

El proceso cíclico de Planificación Participativa Municipal debe seguir siempre estas seis etapas: 

1. Preparación y organización: orientada a generar las condiciones para que se haga efectiva, define la participación de los actores y planifica las etapas. 

2. Diagnóstico: busca explicar la situación del municipio a partir de autodiagnósticos comunales o barriales que identifiquen los problemas, potencialidades y limitaciones. 

3. Formulación de la estrategia: dirigida a definir la visión estratégica y las prioridades del desarrollo municipal a mediano plazo (5 años) sobre la base del diagnóstico y las demandas comunales o barriales. 

4. Programación de Operaciones Anual (POA): mediante una elaboración participativa se concretan las prioridades y proyectos definidos en la etapa anterior. 

5. Ejecución y administración del PDM: comprende la ejecución anual de los POA materializando y gestionando actividades y proyectos. 

6. Seguimiento, Evaluación y Ajuste: acompaña y verifica los rendimientos o logros del PDM, la POA y los proyectos, con la participación y control de los actores locales, para realizar los ajustes necesarios del PDM y la toma de decisiones sobre las correcciones pertinentes. 

PLANIFICACIÓN, Sistema Nacional de

El Sistema Nacional de Planificación (SISPLAN) es un conjunto de procesos que se expresa en normas y procedimientos de cumplimiento general, de orden político, técnico y administrativo, que establece la forma y los mecanismos de participación de los niveles nacional, departamental y municipal en la racionalización de la toma de decisiones para la asignación de recursos públicos y en la definición de políticas de desarrollo.

Los objetivos del SISPLAN son: institucionalizar el proceso de planificación mediante normas y procedimientos; garantizar la elaboración y formulación de planes y programas de mediano y largo plazo como instrumento de política de gestión pública, para organizar el uso adecuado de los recursos públicos y orientarlos hacia el logro del desarrollo sostenible; asegurar la compatibilidad de los planes y programas de mediano y largo plazo a nivel nacional, departamental y municipal entre sí y con los lineamientos establecidos por el Plan General de Desarrollo Económico y Social; establecer un marco de referencia para la inversión privada y generar condiciones adecuadas para la misma; y canalizar y sistematizar la oferta estatal, en procura de lograr la máxima satisfacción de las prioridades de la demanda social establecida por las instancias competentes.

En el nivel municipal el SISPLAN está constituido por las siguientes instancias:

a) El gobierno municipal, integrado por el concejo municipal y el alcalde municipal.

b) El comité de vigilancia.

c) Las comunidades campesinas, las comunidades y pueblos indígenas y las juntas vecinales.

d) Las instancias públicas del nivel nacional con presencia en los municipios.

Los Gobiernos Municipales, en el marco de la autonomía municipal, ejercen sus funciones en el proceso de planificación, en sujeción a las atribuciones que les asigna la Constitución Política del Estado, la Ley de Municipalidades, la Ley de Participación Popular y las normas básicas del sistema nacional de planificación, para lo cual:

· El Concejo Municipal es la instancia política a nivel municipal. Sus competencias: aprobar el PDM, velando su concordancia con los lineamientos del Plan General de Desarrollo Económico y Social, del Plan de Desarrollo Departamental (PDD) y con las normas del SISPLAN; velar para que la elaboración del PDM tenga un carácter participativo; aprobar el programa de mediano y largo plazo en concordancia con los objetivos y políticas del desarrollo municipal; controlar la ejecución de los planes y programas diseñados en el PDM; aprobar el Programa Operativo Anual del Municipio (POA) y velar su concordancia con el Plan de Desarrollo Municipal (PDM); evaluar el cumplimiento de los objetivos del PDM; promover la coordinación del Gobierno Municipal con la prefectura departamental; convenir con otros municipios la conformación de mancomunidades y asociaciones para la planificación intermunicipal.

· La Alcaldía Municipal, los Comités de Vigilancia y las Comunidades Campesinas, Comunidades y Pueblos Indígenas, las Juntas Vecinales y las entidades nacionales con presencia en los municipios, son instancias ejecutivas del SISPLAN a nivel municipal.

· Compete al Alcalde Municipal, a través de su Unidad Técnica de Planificación: elaborar, formular y ejecutar el PDM bajo los lineamientos de la planificación participativa municipal en el marco del PDD; elaborar la programación municipal de mediano y largo plazo bajo metodologías participativas; dirigir la ejecución de los programas y proyectos del PDM; asegurar la compatibilidad del PDM con aquellos elaborados por los municipios contiguos y con el PDD; establecer el marco institucional, conjuntamente el Concejo Municipal, para la elaboración, ejecución, seguimiento y evaluación del PDM.

· Compete al Comité de Vigilancia: Velar que las prioridades identificadas y definidas por las comunidades campesinas, comunidades y pueblos indígenas y juntas vecinales, sean tomadas en cuenta en la elaboración y aprobación del plan y la programación de mediano y largo plazo del Gobierno Municipal; evaluar, controlar y efectuar el seguimiento al proceso de planificación y velar por la participación efectiva de la comunidad; proponer al Alcalde los correctivos y ajustes al PDM, a los programas y proyectos en ejecución, así como las medidas necesarias para mejorar la eficiencia institucional.

· Compete a las Comunidades Campesinas, a las Comunidades y Pueblos Indígenas y a las Juntas Vecinales: jerarquizar y dar prioridad a las necesidades y aspiraciones de la comunidad, así como a las potencialidades que constituyen la base para la elaboración del PDM; controlar la ejecución de los programas y proyectos que se realicen en sus comunidades; constituirse en ejecutores de programas, proyectos o actividades emergentes del PDM, con sujeción a las regulaciones establecidas en la Ley 1178 y los reglamentos de ejecución de obras públicas; proponer y sugerir, por intermedio de su representación, ajustes al PDM, sus programas o proyectos, para optimizar el uso de los recursos.

· Compete a las instancias públicas del nivel nacional con presencia en los municipios: orientar a las instancias involucradas en el proceso de planificación municipal sobre los lineamientos emanados de los planes nacionales; sistematizar la oferta estatal para orientar las prioridades de la demanda social; asegurar la compatibilidad de los planes y programas municipales con los planes nacionales; participar en la evaluación de los planes de desarrollo municipal.

Varias normas como la Ley 1178 y el Decreto Supremo 23318-A, establecen que el incumplimiento en la aplicación de este sistema, generará responsabilidades para los administradores del sector público. Sin embargo, esta normativa ha sido cuestionada desde el ámbito municipal porque en su aplicación surgieron muchas dificultades. Fue diseñado principalmente para ministerios, corporaciones y empresas públicas descentralizadas, no se tomó en cuenta a los municipios en especial a los medianos y pequeños de las áreas rurales, pues el proceso de municipalización es posterior a la Ley 1178. Si bien este sistema y sus subsistemas están vigentes, se estudian cambios que permitan una mejor aplicación a los espacios municipales, haciéndolos más simples y flexibles y, sobre todo, menos centralizados.

Ver: • Ley 1178 de Administración y Control Gubernamental (conocida como Ley SAFCO)

• Normas Básicas del Sistema Nacional de Planificación (de la Ley SAFCO)

PLANIFICACIÓN ESTRATÉGICA 

Modalidad de planificación que parte de lo que se quiere lograr en el futuro (visión) para solo después, definir lo que se puede y se debe hacer. 

No se basa, como la planificación tradicional, en el árbol de problemas. Al contrario, empieza por definir visiones, misiones y acciones para el logro de los objetivos planteados. 

PLURALISMO 

Define las condiciones de libertad y las posibilidades de convivencia democrática, en la que se expresan diversas posiciones ideológicas de la sociedad civil en el debate y la consideración de los temas de interés público, así como en la participación activa de varios partidos, agrupaciones ciudadanas y pueblos indígenas en los procesos políticos. 

El pluralismo implica la formación de los poderes públicos, pero también el funcionamiento de las organizaciones sociales en un marco de respeto a la diversidad de opiniones y posiciones. Contribuye, de ese modo, a encontrar mejores soluciones compartidas por la mayoría de los sectores sociales, garantizando un proceso más sólido y estable de construcción democrática. 

El pluralismo responde esencialmente a los principios democráticos que permiten la concurrencia de todas las corrientes político ideológicas, contrariamente a lo que sucede con los regímenes autoritarios en los que se impone la voluntad de un gobernante o la de un solo partido político o tendencia ideológica. 

POBLACIÓN 

Es el conjunto de personas que habitan un determinado espacio geográfico y uno de los elementos constitutivos del Estado, que se estructura a partir de la concurrencia de tres factores: territorio, población y poder. 

La demografía estudia la población desde el punto de vista de las características específicas de edad, sexo, ocupación, condiciones de vida, ingresos, grados de instrucción, y otras variables más generales como migración, fecundidad y mortalidad. La información acerca de la composición demográfica del país, un departamento, una provincia o un municipio permiten apreciar la realidad económica y social, posibilitan el análisis de los efectos producidos por las corrientes migratorias, estableciendo las causas de esos fenómenos y otros similares. 

Población y pueblo no significan exactamente lo mismo. Población es un concepto de orden económico y esencialmente estadístico, en tanto que pueblo es un concepto fundamentalmente político, se refiere a una unidad social con cierto grado de cohesión. 

Ver: • Anexo Población por municipios

POBLACIÓN RECALCULADA 

Ver: • FÓRMULA DE LA LEY DEL DIÁLOGO NACIONAL

POLICÍA 

La Constitución Política del Estado afirma que la Policía Nacional tiene “la misión específica de defensa de la sociedad, la conservación del orden público (interno) y el cumplimiento de las leyes en todo el territorio nacional”. La función policial se ejerce de manera integral y bajo un mando único, de acuerdo a las disposiciones legales correspondientes. 

El Estado (incluidos los municipios), es el único que tiene el poder de coacción y que puede hacer uso de la fuerza para mantener el orden público y garantizar el cumplimiento de la ley (cumplimiento de ordenanzas, por ejemplo). 

La Policía Nacional, que cumple una función preventiva y de preservación del orden público, tiene una estructura vertical de mando y sus miembros están sujetos a una estructura jerárquica. Desarrolla sus actividades en los ámbitos de la Seguridad Pública, el Tránsito, la Policía Técnica Judicial, la Policía Caminera, la Policía Aduanera y otras, articuladas con la conservación y mantenimiento del orden público. 

POLÍTICA NACIONAL DE COMPENSACIÓN (PNC) 

La Política Nacional de Compensación (PNC) es una política de Estado que apoya la Estrategia Boliviana de Reducción de la Pobreza (EBRP) y el proceso de descentralización, con el propósito de ordenar las transferencias que el Gobierno nacional otorga bajo distintas condiciones (mediante los Fondos de Inversión y Desarrollo) a las municipalidades, promoviendo la transparencia y equidad de dichas transferencias. El Decreto Supremo 26370 reglamenta la PNC. La regla de esta política es “más recursos para los más pobres y menos recursos para los menos pobres” 

Desde la publicación de la Ley del Diálogo, todas las instituciones públicas de la administración central, descentralizada y de la administración departamental, así como instituciones privadas de desarrollo y otros organismos de cooperación internacional que administren recursos públicos o de ayuda oficial al Estado boliviano, deberán cumplir las previsiones de la PNC para apoyar a las municipalidades en actividades de inversión pública de competencia municipal. 

A fin de que esto se cumpla, el Ministerio de Hacienda registra todas las transferencias recibidas por las municipalidades, distintas a las canalizadas por el FPS y las exceptuadas en el artículo 19 de la Ley del Diálogo, para que el Directorio Único de Fondos (DUF) descuente dichas transferencias de las asignaciones indicativas presupuestadas por el Fondo de Inversión Productiva y Social en favor de cada municipalidad. 

Se excluyen de los descuentos señalados los siguientes recursos: la coparticipación tributaria y los asignados por ley, los recursos propios, los recursos provenientes de la Cuenta Especial Diálogo 2000, los recursos de programas de desarrollo alternativo o para la prevención, atención y reconstrucción de situaciones de emergencia o desastre, los recursos gestionados directamente ante instituciones privadas o de países no otorgados como cooperación oficial al Gobierno de Bolivia y los recursos prefecturales asignados de acuerdo a la fórmula de la Ley del Diálogo. 

Ver: • Ley 2235 del Diálogo Nacional, artículos 17-20 

• DS 26370 del 24 de octubre de 2001 

PREBENDA 

Oficio, cargo o ministerio que da muy poco trabajo pero sí una buena retribución económica. La palabra también se usa para referirse a los favores que otorgan algunos partidos políticos para conseguir apoyo, para ganar militantes o lograr la lealtad de sus militantes. 

PREFECTURA 

Se puede decir que la prefectura es la representación del Poder Ejecutivo en cada departamento y es la institución responsable de la administración departamental. Su estructura está definida por el Decreto Supremo 25060, de 2 de junio de 1998. Las principales atribuciones de la prefectura son: mantener el orden interno en el departamento; administrar los recursos económicos y financieros y los bienes de dominio y uso departamental; designar a los subprefectos en las provincias; formular y ejecutar proyectos de inversión pública; administrar y controlar los servicios de asistencia social, cultura, deportes, agropecuarios, de caminos; promover la participación popular y canalizar los requerimientos de las organizaciones indígenas, etc. 

El consejo departamental, en el que participan representantes provinciales, es el órgano de fiscalización encargado de aprobar el presupuesto, los proyectos y planes departamentales de desarrollo, así como controlar todas las actividades prefecturales que no sean privativas del prefecto o del gobierno central. 

Ver: • ADMINISTRACIÓN DEPARTAMENTAL 

• Ley 1654 de Descentralización Administrativa 

• Cuadro Estructura orgánica de las prefecturas
Estructura orgánica de las prefecturas

	En anexo


PREINVERSIÓN 

Es la primera fase dentro del ciclo de los proyectos de inversión pública. Abarca todos los estudios que se deben realizar desde el momento en que se identifica la idea de proyecto en los planes de desarrollo municipal hasta que se toma la decisión de ejecutarlo, postergarlo o abandonarlo. 

Dichos estudios deberán incluir: 

1. La descripción de la necesidad que se quiere satisfacer o la potencialidad que se quiere desarrollar con el proyecto. 

2. Las alternativas técnicas de solución. 

3. La identificación, cuantificación y valoración de los beneficios del proyecto. 

4. Los costos de inversión y de operación que demandará. 

5. Las alternativas de financiamiento para la inversión y operación. 

6. Los indicadores de evaluación económica social, financiera y ambiental que sean recomendados. 

7. El diseño final del proyecto, cuando corresponda, que permita validar los resultados de los estudios de preinversión, antes de tomar la decisión de su ejecución. 

El Ministerio de Hacienda, a través del Viceministerio de Inversión Pública y Financiamiento Externo, establece los alcances y niveles de profundidad que deben observarse para la elaboración de estos estudios, de acuerdo al tipo de proyecto y al monto de inversión, así como los criterios y parámetros de evaluación a los que deben someterse los proyectos de inversión de todas las entidades públicas. 

Ver: • Normas Básicas del Sistema Nacional de Inversión Pública (de la Ley SAFCO) 

PRESUPUESTO

Es un instrumento de planificación económico financiera de corto plazo en el que se expresan objetivos y metas traducidos en programas operativos anuales, destinados a prestar bienes y servicios públicos mediante la combinación adecuada y eficiente de los recursos. El presupuesto debe cumplir los siguientes principios: 

a. Equilibrio: debe mantener el equilibrio entre recursos y gastos. 

b. Universalidad: debe comprender todos los elementos económico financieros necesarios para la producción de bienes y prestación de servicios. 

c. Unidad: debe sujetarse a la política presupuestaria única, definida y adoptada por el Ministerio de Hacienda, en todas las etapas del proceso presupuestario, y cumplir un régimen único expresado en las Normas Básicas del Sistema de Presupuesto. 

d. Exclusividad: debe delimitar su ámbito de aplicación excluyendo todo lo que no constituya materia inherente del mismo. 

e. Claridad y transparencia: debe elaborarse y expresarse de manera ordenada, permitiendo su fácil comprensión y aplicación, así como presentar información nítida y accesible. 

f. Periodicidad: debe estar enmarcado en el ejercicio presupuestario anual. 

g. Continuidad: debe apoyarse en resultados de ejercicios anteriores y tomar en cuenta las expectativas de ejercicios futuros. 

h. Flexibilidad: debe ser lo suficientemente flexible para posibilitar modificaciones dentro de los límites financieros aprobados y que, según la situación, puedan presentarse en el ejercicio presupuestario (reformulación). 

Solo forman parte del presupuesto los proyectos del Programa de Inversión Pública que cuenten con financiamiento asegurado. 

El presupuesto municipal es aprobado cada año por el concejo, juntamente con la Programación Operativa Anual (POA). Si el concejo no lo hace en el plazo de treinta días, el proyecto presentado por el alcalde se dará por aprobado. 

Ver: • Normas Básicas del Sistema de Inversión Pública (de la Ley SAFCO) 

PRESUPUESTO, Sistema de

Es uno de los ocho sistemas obligatorios establecidos por la Ley SAFCO para el sector público. Las Normas Básicas del Sistema de Presupuesto se establecen mediante resolución suprema. 

El Sistema de Presupuesto es un conjunto ordenado y coherente de principios, políticas, normas, metodologías y procedimientos, utilizados en cada uno de los Subsistemas que lo componen, para el logro de los objetivos y metas del sector público. El Sistema de Presupuesto está compuesto por los Subsistemas de Formulación, de Coordinación de la Ejecución y de Seguimiento y Evaluación.

Las Normas Básicas para el Sistema de Presupuesto se resumen en los siguientes puntos: 

· El presupuesto debe incluir los posibles ingresos, compromisos y gastos relacionados con las actividades específicas que figuran en la programación anual de operaciones. 

· Debe proyectarse sobre bases de cálculo objetivas. El presupuesto de gastos detallará minuciosamente los programas y se clasificará por objeto del gasto. 

· Deberá existir una unidad administrativa responsable del registro y control de la ejecución presupuestaria. Ningún gasto puede realizarse sin la certificación de esta unidad en sentido de que existe la partida correspondiente y con saldo suficiente en el momento de la operación. 

· Debe evaluarse en forma periódica la ejecución presupuestaria, durante el ejercicio fiscal y al cierre del mismo. 

· Las cuentas del Presupuesto de Recursos y Gastos se cerrarán el 31 de diciembre de cada año. 

· Por ningún motivo se efectuarán traspasos presupuestarios de los recursos de inversión pública a los grupos de servicios personales. 

Varias normas como la Ley 1178 y el Decreto Supremo 23318-A, establecen que el incumplimiento en la aplicación de este sistema, generará responsabilidades para los administradores del sector público. Sin embargo, esta normativa ha sido cuestionada desde el ámbito municipal porque en su aplicación surgieron muchas dificultades. Fue diseñado principalmente para ministerios, corporaciones y empresas públicas descentralizadas, no se tomó en cuenta a los municipios en especial a los medianos y pequeños de las áreas rurales, pues el proceso de municipalización es posterior a la Ley 1178. Si bien este sistema y sus subsistemas están vigentes, se estudian cambios que permitan una mejor aplicación a los espacios municipales, haciéndolos más simples y flexibles y, sobre todo, menos centralizados.

Ver: • Ley 1178 de Administración y Control Gubernamental (conocida como Ley SAFCO)

• Normas Básicas del Sistema de Presupuesto (de la Ley SAFCO) 

PRESUPUESTO DE INVERSIÓN PÚBLICA

El Presupuesto de Inversión Pública es el conjunto de recursos asignados para la realización de los proyectos del programa de inversión pública, que deben ser incorporadas en los Presupuestos de cada entidad pública y en el PGN para cada gestión fiscal. Solo forman parte del Presupuesto de Inversión Pública los proyectos que cuenten con financiamiento asegurado.

Ver: • Normas Básicas de Sistema Nacional de Inversión Pública

PRINCIPIOS RECTORES DE LAS MUNICIPALIDADES

El ejercicio de las competencias de los gobiernos municipales está regido por los siguientes principios rectores: 

Coordinación: los gobiernos municipales, al ejercer sus propias competencias, deberán coordinar sus políticas, planes, programas y proyectos con los de otros municipios para su ejecución mancomunada, además de articularlos con los niveles tanto departamental como nacional. 

Concurrencia: una o más competencias municipales podrán realizarse junto con otras autoridades o entidades públicas o privadas, descentralizadas o regulatorias, en el marco del Plan de Desarrollo Municipal. Esta actuación no se prolongará más allá del límite fijado por la materia correspondiente. 

Subsidiariedad: aquellas competencias e iniciativas que puedan realizarse adecuadamente por el Gobierno Municipal, no deben ser ejercidas por un ámbito superior de la administración del Poder Ejecutivo. La participación y apoyo de entidades estatales, departamentales o nacionales, a los gobiernos municipales será transitoria y obedecerá a una solicitud expresa del respectivo gobierno municipal. 

Ver: • Ley 2028 de Municipalidades, artículo 7 

PRIORIZACIÓN 

Proceso por el cual se seleccionan los asuntos, aspectos, necesidades o demandas más importantes o más urgentes. La priorización, por tanto, define qué se hace primero y qué después y dónde es más necesario hacerlo. Para presentar sus demandas al gobierno municipal, las Organizaciones Territoriales de Base priorizan sus necesidades y buscan que sean tomadas en cuenta en la elaboración de la Programación Operativa Anual (POA) del municipio. 

PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO 

Es el que se sigue ante los organismos de la Administración Pública para la aplicación de las normas de carácter jurídico administrativo y la determinación de la justicia administrativa o de las decisiones de la autoridad administrativa. En el ámbito municipal, los trámites de fraccionamiento urbano, de aprobación de proyectos arquitectónicos, de apertura y ensanche de vías públicas, de cesión de áreas verdes, de expropiación, de obtención de patentes de funcionamiento, de concesión de puestos de venta y de expendio son procedimientos administrativos municipales típicos. 

Los procesos administrativos de creación, reposición o supresión de provincias, secciones de provincia y cantones se iniciarán en primera instancia en la prefectura del departamento y el Ministerio de Desarrollo Sostenible y Planificación en apelación o revisión de oficio. 

Ver: • Normas Básicas del Sistema de Organización Administrativa (de la Ley SAFCO) 

• Ley 2150 de Unidades Político Administrativas 

PRODUCTIVIDAD 

Es el rendimiento en la producción de bienes y servicios de cualquier naturaleza, con costos bajos, aprovechando la eficaz combinación de los factores de la producción que son el capital, el trabajo y la tecnología. 

PRODUCTO INTERNO BRUTO (PIB) 

Este concepto intenta medir el tamaño de la economía de un país, a través de la suma del valor de todos los bienes y servicios finales producidos en un país, en un año. 

Cuando el Producto Interno Bruto se divide por el número de habitantes de un país, se obtiene el producto per cápita, es decir, por cada uno de los habitantes. 

El Programa de las Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD) ha propuesto la utilización de indicadores más adecuados para el análisis integral de la situación de un país, como por ejemplo, el Índice de Desarrollo Humano (IDH). 

PROGRAMA

Es el agrupamiento de varios proyectos afines dentro de la programación de operaciones y en el presupuesto, lo que facilita su clasificación para una mejor gestión. Asimismo, facilita la inclusión a uno u otro descriptor presupuestario emitido por el Ministerio de Hacienda. Ejemplos de programas son: el de Agropecuaria, de Salud, de Educación, de Saneamiento Básico, de Fortalecimiento Municipal, etc. 

PROGRAMA DE INVERSIÓN PÚBLICA 

Es el conjunto de proyectos de inversión que reúnen las condiciones establecidas por el Sistema Nacional de Inversión Pública, ordenados de acuerdo a las prioridades definidas por los planes de desarrollo nacional, departamental o municipal, según corresponda. 

El Programa de Inversión Pública está conformado por el Presupuesto de Inversión Pública que comprende proyectos financiados, y el Programa de Requerimientos de Financiamiento. El Programa de Inversión Pública puede ser organizado en forma sectorial, regional o institucional, y su horizonte de duración puede ser de uno o varios años y depende de la duración de los proyectos que lo conforman. 

Ver: • Normas Básicas de Sistema Nacional de Inversión Pública

PROGRAMACIÓN DE OPERACIONES, Sistema de

Uno de los ocho sistemas obligatorios de la Ley SAFCO para las entidades del sector público, incluidas las municipalidades.

El Sistema de Programación de Operaciones (SPO) es un conjunto de normas y procesos que establece el programa de operaciones anual de las entidades, en el marco de los planes de desarrollo nacionales, departamentales y municipales. Comprende a los subsistemas de elaboración del Programa de Operaciones Anual, y de Seguimiento y Evaluación de la Ejecución de estos programas.

Para el caso de las municipalidades, se refleja principalmente en el Programa Operativo Anual que debe tener un carácter integral; es decir, debe comprender tanto las operaciones de funcionamiento como las inversiones en forma de proyectos concretos.

La programación de operaciones es obligatoria para todo el sector público. Se rige por las Normas Básicas del Sistema de Programación de Operaciones y los Lineamientos para la Planificación Participativa Municipal. 

Varias normas como la Ley 1178 y el Decreto Supremo 23318-A, establecen que el incumplimiento en la aplicación de este sistema, generará responsabilidades para los administradores del sector público. Sin embargo, esta normativa ha sido cuestionada desde el ámbito municipal porque en su aplicación surgieron muchas dificultades. Fue diseñado principalmente para ministerios, corporaciones y empresas públicas descentralizadas, no se tomó en cuenta a los municipios en especial a los medianos y pequeños de las áreas rurales, pues el proceso de municipalización es posterior a la Ley 1178. Si bien este sistema y sus subsistemas están vigentes, se estudian cambios que permitan una mejor aplicación a los espacios municipales, haciéndolos más simples y flexibles y, sobre todo, menos centralizados.

Ver: • Normas Básicas del Sistema de Programación de Operaciones (de la Ley SAFCO)

PROGRAMACION DE OPERACIONES ANUAL (POA) 

Acción de idear y ordenar las acciones necesarias para realizar un conjunto de operaciones. La Programación de Operaciones Anual (POA), contempla todas las actividades y obras que ejecutará el municipio en el período de un año fiscal. 

Para ejecutar ordenadamente los proyectos incluidos en el Plan de Desarrollo Municipal (PDM), cada año el Gobierno Municipal debe programar, con la participación de las organizaciones sociales, las actividades, los proyectos y las obras que el Gobierno Municipal u otros actores de desarrollo como las Organizaciones No Gubernamentales, ejecutarán a lo largo de un año calendario en el territorio del municipio. La POA debe incluir su respectivo presupuesto de inversión. La POA establece: los objetivos que se propone alcanzar el municipio, puntualiza las actividades que se realizarán, indica los tiempos en que serán realizadas, estima los recursos que serán invertidos, designa los responsables de las actividades y establece cómo se medirán los resultados a obtenerse. Por lo tanto, es la base para ejercer el Control Social. El Gobierno Municipal, solo debe realizar proyectos, obras o actividades que estén inscritos en la POA, únicamente en casos de emergencia o situaciones graves que no pueden ser previstas, se pueden realizar ajustes para realizar acciones que no estaban inicialmente contemplados en él. 

El documento de la POA incluye componentes diversos: resumen ejecutivo, marco legal estratégico y organizativo, análisis de contexto, formulación de objetivos de gestión, programas y proyectos, presupuesto y resumen. Además de una serie de anexos como la matriz consolidada de proyectos por programas, estructura consolidada de ingresos y sus fuentes de financiamiento, resolución municipal de aprobación por el concejo municipal, organigrama del gobierno municipal, convenios de financiamiento y algo muy importante, el pronunciamiento de conformidad del comité de vigilancia. 

La elaboración de la POA debe ser participativa, con la intervención de las organizaciones territoriales de base y debe guardar coherencia con el Plan de Desarrollo Municipal. 

La asignación de recursos para Gastos Administrativos o de Funcionamiento se debe sujetar a la Ley de Gastos Municipales

PROMULGACIÓN 

Es el acto de publicación formal de una ley para su divulgación y consiguiente cumplimiento, dado que las normas jurídicas al tener carácter obligatorio deben ser ampliamente conocidas por los miembros de la sociedad para ser acatadas y cumplidas. Jurídica y constitucionalmente, uno de los requisitos de cumplimiento de la ley es, precisamente, su publicación y difusión. 

De acuerdo con la Constitución Política del Estado, la facultad de promulgación de una ley es potestativa del Presidente de la República, con arreglo a la fórmula consagrada por la misma Constitución, una vez que el procedimiento legislativo de aprobación de la ley concluye en el Parlamento. 

En el ámbito municipal, el Alcalde tiene la potestad de promulgar las Ordenanzas. 

Ver: • Ley 2028 de Municipalidades, artículo 44 

PRONUNCIAMIENTO (del Comité de Vigilancia) 

Declaración pública del Comité de Vigilancia sobre actos administrativos, operativos y técnicos del Gobierno Municipal. Por ejemplo, los comités de vigilancia se pronuncian sobre la Programación de Operaciones Anual y su respectivo presupuesto (particularmente sobre los porcentajes destinados a gastos corrientes e inversiones), sobre la rendición de cuentas de gastos e inversiones efectuados por el gobierno municipal. Este pronunciamiento deberá hacerse público por cualquier medio de comunicación u otro mecanismo, y remitirse una copia al Poder Ejecutivo para que actúe según sus atribuciones. Al Pronunciamiento de Conformidad sobre la POA, sobreviene el desembolso de los recursos que por ley son fijados, o en su defecto su retención hasta lograr la corrección de aspectos observados. Los Comités de Vigilancia tienen 15 días para emitir sus pronunciamientos, caso contrario, se dará por entendida su conformidad. 

PROYECTO 

Es una propuesta de acción que implica la utilización de un conjunto determinado de recursos para el logro de ciertos resultados. 

El proyecto se concibe para el logro de objetivos que se traducen en beneficios para la población, a un costo razonable. El balance entre costos y beneficios determina la realización o no de un proyecto. 

Los proyectos de inversión de los gobiernos municipales, son proyectos de inversión del sector público. Por lo tanto, están orientados a satisfacer las necesidades y desarrollar potencialidades de la población, haciendo más racional el uso de los recursos públicos, pueden ser de carácter nacional, departamental o municipal. 

La inversión pública tiene tres objetivos básicos: el crecimiento económico, el desarrollo social y el desarrollo institucional/organizacional. La suma de estos tres objetivos se orienta hacia el desarrollo socioeconómico del Municipio. Entonces, los proyectos son un medio para viabilizar la inversión pública. 

El Plan de Desarrollo Municipal (PDM), la Programación de Operaciones Anual (POA) y el Presupuesto Municipal determinan los criterios para la priorización y asignación de los recursos municipales y los proyectos a ser ejecutados en las diferentes gestiones. 

El proyecto siempre será un medio y no una finalidad en sí mismo. Es un medio para viabilizar la inversión, para resolver problemas y potenciar oportunidades. A la vez, el proyecto es un instrumento de concertación entre el gobierno municipal y las organizaciones comunitarias. También los proyectos permiten captar (apalancar o palanquear) otros recursos del sector público, del privado o de la cooperación internacional. 

El proyecto permite concretizar la coordinación entre instituciones (públicas y privadas), niveles de planificación (nacional, departamental y municipal), y con los sujetos sociales de la participación popular (organizaciones comunitarias, asociaciones comunitarias, comités de vigilancia). Es decir, se crea la interdependencia e intersectorialidad en los niveles de planificación y decisión. En este sentido, el proyecto cumple una función dinamizadora de las relaciones interinstitucionales y organizativas. 

Por su tipología, los proyectos pueden ser: productivos, de infraestructura para desarrollo humano o económico, proyectos sociales, proyectos de desarrollo urbano, de investigación, multisectoriales y otros. 

PROYECTO (características y ciclo) 

Se distinguen en un proyecto las siguientes características: 

— Participación: Debido a que la inversión se orienta a resolver las necesidades o potenciar oportunidades de la comunidad organizada, es importante que ésta participe desde la identificación del proyecto de inversión y, de ser posible, hasta la gestión del mismo. De no ser así, se corre el riesgo de que el órgano público imponga sin consulta sus propios criterios. El gobierno municipal tiene que orientar las inversiones en la búsqueda de objetivos estratégicos, pero para ello debe consultar, convencer, concertar y no imponer. 

— Descentralización: Los órganos públicos más cercanos a las organizaciones comunitarias son los que pueden dar mejores soluciones a las actividades de inversión; por tanto, para realizar proyectos de inversión se deben descentralizar no solo las decisiones políticas, sino también la ejecución del proyecto en cuestión. 

— Articulación Institucional: Porque intervienen diversos organismos, instituciones y organizaciones; múltiples niveles normativos de planificación e inversión y emisores de políticas sociales y estratégicas. 

El Ciclo de los proyectos de inversión pública consiste en el proceso que atraviesa un proyecto desde que nace como idea, se formula y evalúa, entra en operación, o se decide su abandono, y cumple con su vida útil. Todo Proyecto de Inversión Pública debe cumplir con este ciclo, según lo establecido en las Normas Básicas del Sistema Nacional de Inversión Pública y sus Reglamentos Básicos.

Dentro del ciclo de los Proyectos de Inversión Pública, se identifican las siguientes fases:

· Fase de Preinversión: Abarca todos los estudios que se deben realizar sobre un Proyecto de Inversión Pública, desde que el mismo es identificado a nivel de idea en los planes de desarrollo de los distintos niveles institucionales, hasta que se toma la decisión de su ejecución, postergación o abandono. Dichos estudios en sus diferentes etapas deberán incluir: 

· La descripción de la necesidad a satisfacer o la potencialidad a desarrollar; las alternativas técnicas de solución; la identificación, cuantificación y valoración de los beneficios; los costos de inversión y de operación que demandará; las alternativas de financiamiento para la inversión y operación; el cálculo de los indicadores de evaluación económica, social, financiera y ambiental que recomienden el abandono, postergación o continuación del proyecto y la decisión en relación a la asignación de recursos al mismo; el Diseño Final del proyecto, cuando corresponda, que permita validar los resultados de los estudios de preinversión antes de tomar la decisión de su ejecución según tipo de proyecto y cuantía de inversión, así como los criterios y parámetros de evaluación a los que deberán someterse los proyectos de inversión (el Órgano Rector del SNIP reglamenta los alcances y niveles de profundidad que deben observarse para la elaboración de estos estudios).

· Fase de Ejecución: Comprende desde la decisión de ejecutar el Proyecto de Inversión Pública y se extiende hasta que se termina su implementación y el mismo está en condiciones de iniciar su operación. En esta fase se deben elaborar los términos de referencia para concretar la ejecución, realizar la programación física y financiera de la ejecución y ejecutar físicamente el proyecto.

· Fase de Operación: Comprende las acciones relativas al funcionamiento del proyecto, a efectos de que el mismo entregue los beneficios identificados y estimados durante la fase de preinversión.

Ver: • Normas Básicas del Sistema Nacional de Inversión Pública (de la Ley SAFCO)

Cuadro de ciclo de un proyecto de inversión pública

Ciclo de un proyecto de inversión pública

	En anexos


PROYECTOS DE INVERSIÓN COFINANCIADOS

Son aquellos proyectos locales o regionales de interés común entre las entidades públicas de los niveles institucionales nacional, departamental y/o municipal que se formulan, financian y ejecutan entre dos o más entidades públicas, compartiendo la responsabilidad ejecutiva por la asignación de los recursos.

Ver: • COFINANCIAMIENTO

• Normas Básicas del Sistema Nacional de Inversión Pública (de la Ley SAFCO)

PUEBLO INDÍGENA (Organización Territorial de Base) 

“Es una colectividad humana formada por poblaciones asentadas con anterioridad a la conquista y la colonización. Poseen historia, organización, idioma, dialecto y otras características culturales con las que se identifican sus miembros, reconociéndose como pertenecientes a la misma unidad sociocultural. Mantienen un vínculo territorial en función de la administración de su hábitat y de sus instituciones sociales, económicas, políticas y culturales”, dice la reglamentación de la Ley de Participación Popular. 

Los ayllus, tentas, capitanías, cabildos indígenas, comunidades originarias y otras formas de organización similares existentes en el país, son expresiones organizativas de los diferentes pueblos indígenas. 

Ver: • ORGANIZACIÓN TERRITORIAL DE BASE

• DS 23858 de 9 de septiembre de 1994 

PUEBLO INDÍGENA (ámbito electoral) 

Mediante las reformas a la Constitución Política del Estado, Ley 2650 del 13 de abril de 2004, se ha incorporado en la participación política la figura de los pueblos indígenas junto a la de las agrupaciones ciudadanas a la hasta entonces única entidad que intermediaba la representación popular -el partido político-. Vale decir, que se ha roto el “monopolio” de los partidos políticos.

Los Pueblos Indígenas, para la Ley 2771, son organizaciones con personalidad jurídica propia reconocida por el Estado -según el Art. 171, parágrafo II de la Constitución Política del Estado- cuya organización y funcionamiento obedece a usos y costumbres ancestrales, pudiendo participar en la formación de la voluntad popular y postular candidatos en los procesos electorales, previa obtención de su registro en la Corte Electoral

Para obtener este registro deben presentar la certificación de su condición de pueblo indígena (Personalidad Jurídica otorgada mediante Ley 1551, por ejemplo), nómina de sus autoridades originarias y los símbolos que lo representan. 

Una vez reconocidos están habilitados para participar en las elecciones, ya sean estas nacionales, de diputados uninominales, departamentales, municipales y/o constituyentes, con la única condición de recolectar el 2% del total de votos válidos de la anterior elección de la misma índole.

La Corte Electoral cancelará el registro correspondiente por los siguientes motivos:

· Por no haber obtenido ningún cargo de representación (concejal, diputado, consejero departamental o constituyente) en la última elección en la que postuló candidatos.

· Por no participar en una elección.

· Por participar en actos y hechos de sedición y desestabilización de la democracia.

Los pueblos indígenas para su participación en procesos electorales están regidos por la Ley 2771, del 6 de julio de 2004

Ver: • LEY DE AGRUPACIONES CIUDADANAS Y PUEBLOS INDÍGENAS

• AGRUPACIONES CIUDADANAS

• PARTIDOS POLÍTICOS

• Constitución Política del Estado, artículos 222 al 224

• Ley 2771 de Agrupaciones Ciudadanas y Pueblos Indígenas 

• Ley 2028 de Municipalidades, artículo 11 (reformado)

• Ley 2771 de Agrupaciones Ciudadanas y Pueblos Indígenas
Q

QUÓRUM 

Es el número mínimo de miembros que necesita una asamblea o cuerpo colegiado para instalarse e iniciar sus reuniones y pueda llegar a acuerdos. Solo cuando se llega a reunir el quórum establecido por los estatutos o las normas reglamentarias de una institución, la reunión tiene validez y puede adoptar resoluciones sin el riesgo de que éstas puedan ser observadas o impugnadas. 

En el caso de los concejos municipales, se necesita la presencia de un mínimo de sus miembros para deliberar y resolver los asuntos sometidos a su consideración. Ese mínimo exigible está determinado por el reglamento del concejo municipal respectivo, generalmente es de la mitad más uno del total de los concejales. 

Si no llegara a reunirse el quórum requerido para la validez de las resoluciones, el cuerpo colegiado puede deliberar y adoptar acuerdos en “gran comisión”, con cargo de aprobación por la reunión inmediatamente posterior. 

R 

RADIO URBANO 

Es el área consolidada de una ciudad más un área perimetral de expansión urbana, previsible de la superficie territorial del municipio. La Constitución Política del Estado establece limitaciones al derecho propietario dentro del radio urbano. Desde el punto de vista jurídico, la definición de radio urbano y área rural tiene implicaciones distintas en materia tributaria, en el régimen de propiedad de la tierra, así como en la normativa catastral, de uso del suelo y ocupación del territorio. 

Los instrumentos de planificación urbana se pueden aplicar dentro del radio urbano. Los gobiernos municipales deben elaborar Planes de Ordenamiento Territorial, administrar el Sistema de Catastro Urbano y Rural, con base en el cual se organiza el padrón de contribuyentes conforme a normas técnicas establecidas. Las características y dimensiones del radio urbano deben aprobarse mediante ordenanza municipal, la que debe ser remitida al Poder Ejecutivo para su homologación mediante resolución suprema. 

Ver: • Ley 2028 de Municipalidades 

• Ley 1669 de Uso de Suelo y Radio Urbano, artículo 8 

RECURSOS ADMINISTRATIVOS 

Son los procedimientos que tienen todos los ciudadanos para defender sus derechos afectados por un acto del gobierno municipal. Los ciudadanos tienen la facultad de impugnar cualquier medida que consideren perjudicial para sus intereses. Primero deben hacerlo ante la propia municipalidad en la vía administrativa y solo después podrán acudir, si fuera necesario, ante la justicia ordinaria. Según la Ley de Municipalidades, en la vía administrativa municipal existen dos recursos: el recurso de revocatoria y el recurso jerárquico. 

Recurso de revocatoria 

Podrá ser interpuesto ante la misma autoridad responsable del acto administrativo, dentro del plazo de cinco días hábiles siguientes a su notificación. La autoridad municipal (el alcalde) tendrá un plazo de diez días hábiles para revocar o confirmar la resolución impugnada. Si vencido dicho plazo no se dicta resolución, el recurso se considerará denegado, y el interesado podrá interponer el recurso jerárquico. 

Recurso jerárquico 

El recurso jerárquico, que antes se conocía como recurso de apelación, se puede interponer ante la autoridad administrativa que resolvió el recurso de revocatoria, dentro del plazo de cinco días hábiles después de su notificación. El alcalde concederá el recurso en el plazo de tres días hábiles de haber sido interpuesto y remitirá el expediente ante el concejo municipal. 

El concejo tendrá un plazo de quince días para resolver el recurso. Después de conocer el dictamen de la comisión respectiva, emitirá una resolución expresa pronunciándose por una de las siguientes alternativas: 

· Confirmando totalmente el acto administrativo que motivó el recurso. 

· Confirmándolo parcialmente. 

· Revocándolo total o parcialmente. 

· Anulando o reponiendo obrados. 

Si no lo hace así, éste se puede considerar denegado, y el interesado podrá acudir a la vía judicial. 

Recurso contencioso administrativo 

Después de agotar todos los recursos ante el gobierno municipal, el damnificado puede plantear su demanda ante la Corte Suprema de Justicia, utilizando el recurso contencioso administrativo. 

Este recurso es procedente solo en caso de actos administrativos expedidos por la administración municipal en su calidad de persona jurídica pública y no privada. Además, se utiliza únicamente contra resoluciones provenientes del ejercicio de la potestad regulada de la administración municipal; en otras palabras, es necesario que el acto administrativo haya vulnerado un derecho de carácter administrativo establecido por ley. 

RECURSO DE APELACIÓN EN PROCESOS ADMINISTRATIVOS DE CREACIÓN, REPOSICIÓN O SUPRESIÓN DE UNIDADES POLÍTICO ADMINISTRATIVAS 

De acuerdo a los artículos 24 y 25 de la Ley de Unidades Político Administrativas, a partir de su notificación las autoridades habilitadas de la unidad político administrativa que resulten agraviadas, tendrán cinco días hábiles para presentar el recurso de apelación contra la resolución emitida por la autoridad competente de primera instancia. Asimismo, se correrá traslado a la parte contraria, que deberá responder dentro del plazo de dos días hábiles. 

Ver: • Ley 2150

• DS 26520, artículo 45 y siguientes 

RECURSO ANTE EL PODER JUDICIAL Y REVISIÓN DE OFICIO EN PROCESOS ADMINISTRATIVOS DE UNIDADES POLÍTICO ADMINISTRATIVAS 

En los trámites de creación, reposición, supresión y delimitación de unidades político administrativas, cuando ya se ha emitido las resoluciones de primera y segunda instancia y si ya se ha agotado la vía administrativa, las partes afectadas en sus límites pueden recurrir ante la Corte Suprema de Justicia. Si no se apela, el proceso sigue su curso, pero la Corte puede identificar de oficio algunas irregularidades que pudiera haber y podrá decidir por la vía contenciosa administrativa los problemas de límites entre los departamentos, provincias, secciones de provincia y cantones. 

Ver: • DS 26520, artículos 51 y 52 

REFERÉNDUM

El Referéndum es el mecanismo institucional de consulta al pueblo para que, mediante voto universal, directo, libre y secreto, exprese su criterio sobre normas, políticas o decisiones de interés público a nivel nacional, departamental o municipal. 

De acuerdo a la Ley, los resultados de esta consulta popular son de carácter vinculante, es decir, tendrán vigencia inmediata y obligatoria y deberán ser ejecutados por las autoridades e instancias competentes.

Por iniciativa ciudadana se puede realizar un referéndum, cumpliendo ciertos requisitos, como el apoyo de un determinado porcentaje de firmas del padrón electoral. 

Ver: • Constitución Política del Estado, artículo 4

• Ley Marco del Referéndum (Ley 2769), del 7 de junio de 2004

• LEY DEL REFERENDUM 

REFORMA CONSTITUCIONAL

La Constitución Política del Estado, que es la ley principal del ordenamiento jurídico nacional, se puede reformar parcial o totalmente, siempre que se siga el procedimiento de reforma previsto por la misma Constitución. 

Para la reforma parcial, previamente se debe declarar la necesidad de la reforma mediante una ley ordinaria, aprobada por dos tercios de los miembros presentes de cada una de las Cámaras Legislativas. Esa ley, llamada “De Necesidad de Reforma”, puede ser propuesta por cualquiera de las Cámaras, debe determinar con precisión qué artículos se quiere reformar. La ley de declaratoria de necesidad se envía al Poder Ejecutivo para su promulgación, sin que pueda ser vetada. 

En las primeras sesiones de la legislatura de un nuevo período constitucional se considera la reforma en la Cámara que la propuso, y luego de su aprobación por dos tercios de los votos, se pasa a la otra Cámara para su revisión, para lo cual se requieren igualmente dos tercios de votos. 

Una vez sancionada, la “Ley de Reforma” pasa al Poder Ejecutivo para su promulgación, sin que el Presidente de la República pueda observarla. 

Para la reforma total, se establece la Asamblea Constituyente.

Ver: • Constitución Política del Estado, artículo 230, 231 y 232

ASAMBLEA CONSTITUYENTE 

REGIÓN 

Territorio que por sus afinidades geográficas, socioculturales o económicas es una unidad que puede abarcar a varios municipios, al margen de los límites provinciales o departamentales. La región está constituida por espacios geográficos que están articulados entre sí por el flujo de sus asentamientos humanos, por sus relaciones económicas y sociales y por la complementariedad de sus funciones institucionales. 

Tal es el caso de los Yungas, el Chaco, el Chapare, el norte de Potosí u otras, como los valles templados cruceños, el altiplano central, etc. 

La región es una referencia para encarar proyectos que abarcan varios municipios o varias provincias. A nivel de la planificación departamental, existen Planes de Desarrollo Regional, como componentes del Plan de Desarrollo Departamental. 

La regionalización, por tanto, consiste en aprovechar esas ventajas para una mejor gestión del territorio, para la descentralización político administrativa y para una mejor asignación de recursos, especialmente los orientados al desarrollo productivo. 

Estos procesos pueden ser facilitados e impulsados por los municipios a través de las mancomunidades, así como por las prefecturas y por las instancias nacionales. En todo caso, debe haber concertación de los actores públicos y privados para regionalizar un territorio. La regionalización no altera la división político administrativa del país establecida por la Constitución Política del Estado. 

REGLAMENTO 

Para la efectiva aplicación de una ley o para el funcionamiento de determinadas instituciones, suelen existir reglamentos que dan pautas de acción, interpretaciones específicas o aclaran y norman procedimientos. La Constitución Política del Estado prevé leyes específicas para reglamentar ciertos aspectos. A su vez, las leyes son reglamentadas mediante decretos supremos. 

En el marco de la vida municipal, y según las leyes vigentes, los concejos municipales deben elaborar una serie de reglamentos. Por ejemplo, el de sus sesiones, el de procedimientos, el de funciones, el del uso del suelo, el de edificaciones, etc. Después se suele reunir estos reglamentos en manuales de uso constante, que se renuevan y ajustan periódicamente. 

RENDICIÓN DE CUENTAS

Significa informar, dar cuenta de todo lo que se realiza o gestiona en el ámbito público. La Ley SAFCO y sus sistemas exigen que en todas las entidades públicas exista transparencia e información constante, fluida y clara sobre la gestión y administración. La rendición de cuentas se practica en muchas organizaciones campesinas e indígenas en las cuales los que dirigen deben responder por lo que hacen. 

Entre las obligaciones del alcalde, está la de publicar y difundir al menos una vez al año sus informes de gestión, tanto sobre la ejecución física, como financiera. 

En inglés el término accountability, un equivalente a rendición de cuentas, es manejado con frecuencia en las organizaciones de cooperación internacional. 

REPOSICIÓN DE UNIDADES POLÍTICO ADMINISTRATIVAS 

Restitución de una unidad territorial político administrativa, con o sin modificación de sus límites originales. El proceso administrativo de reposición de provincias, secciones de provincia y cantones se iniciará en primera instancia en la prefectura del departamento y el Ministerio de Desarrollo Sostenible, y podrá ser iniciado por autoridades municipales del territorio involucrado, debidamente autorizados por resolución del concejo municipal, autoridades tradicionales, y la directiva en pleno de las organizaciones territoriales de base interesadas. 

Ver: • Ley 2150 de Unidades Político Administrativas 

REPRESENTANTES MUNICIPALES 

El Decreto Supremo 26451, del 30 de noviembre del 2001, reglamenta los procedimientos para la designación de los representantes titulares y suplentes de los gobiernos municipales, representantes estatales y síndicos sociales al Directorio Único de Fondos (DUF) y a los Comités Departamentales de Aprobación de Proyectos (CDAP) del Fondo Nacional de Inversión Productiva Social. 

Para la designación de representantes municipales, el Directorio Único de Fondos solicitará previamente cada dos años a la Corte Nacional Electoral que convoque a elecciones para designar a los representantes municipales al DUF y a los CDAP. 

Ver: • DS 26451, artículos 1-3 

RESOLUCIÓN MUNICIPAL 

Es un instrumento del concejo municipal para poner por escrito las decisiones que adopta. La resolución municipal es una norma de gestión administrativa y es de cumplimiento obligatorio a partir de su publicación, debe ser aprobada por mayoría absoluta de los concejales presentes en sesión ordinaria o extraordinaria. 

A diferencia de la ordenanza, cuyas disposiciones afectan a terceros, la resolución municipal está referida a aspectos o situaciones internas del funcionamiento de la municipalidad, como por ejemplo la aprobación del presupuesto, la planilla de remuneraciones y viáticos, etc. 

RESPONSABILIDAD (según la Ley SAFCO) 

Es la obligación que tiene todo servidor público de cumplir y hacer cumplir el ordenamiento jurídico administrativo y las normas que regulan la conducta funcionaria. La Ley SAFCO establece que se puede exigir cinco tipos de responsabilidad: 

Responsabilidad administrativa 

Tienen esta responsabilidad todos los servidores y ex servidores públicos siendo pasibles de sanción por acciones u omisiones en el ejercicio de función. Prescribe a los dos años de la contravención. Se determina mediante proceso interno y conforme a los mecanismos y procedimientos establecidos mediante decreto supremo. Las sanciones que aplica la autoridad competente, de acuerdo con la gravedad de la contravención, serán la multa, la suspensión y la destitución del servidor público. 

Responsabilidad ejecutiva 

Se aplica a la máxima autoridad ejecutiva, al directorio de la institución pública o a ambos. En el caso de la municipalidad, al alcalde y al concejo, si este último estuviera involucrado. Las contravenciones pueden ser gestión negligente o deficiente, no rendir cuentas del uso y resultado del manejo de recursos públicos, no presentar los estados financieros de cada gestión. La responsabilidad ejecutiva se determina mediante dictamen de la Contraloría General de la República y se sujeta a los procedimientos establecidos mediante decreto supremo. Prescribe (ya no se puede seguir un proceso) a los dos años de concluida la gestión. Las sanciones son la suspensión de la autoridad ejecutiva o su destitución. 

Responsabilidad civil 

Se aplica por acciones u omisiones de los servidores públicos o de las personas naturales o jurídicas que causen al Estado un daño cuantificable en dinero. Comprende también a los ex servidores públicos. La responsabilidad es determinada por el juez coactivo, el juez ordinario o el juez tributario, según corresponda. Prescribe a los diez años. La sanción es el resarcimiento del daño económico. 

Responsabilidad penal 

Existe responsabilidad penal cuando las acciones u omisiones de los servidores o ex servidores públicos o de personas particulares están tipificadas como delitos en el Código Penal. El mismo Código Penal determina en cuánto tiempo prescribe el delito, según su gravedad. El juez competente es el que determina si se puede exigir responsabilidad a los acusados, mientras que las penas y sanciones son las previstas para cada delito por el Código Penal o por leyes especiales. 

Responsabilidad por omisión 

Si las autoridades encargadas no inician las acciones legales correspondientes después de haber recibido la denuncia, ellas mismas deberán responder, como indican los artículos 154° y 171° del Código Penal, por incumplimiento de deberes y encubrimiento, respectivamente. Las acciones legales podrán iniciarse a instancia del Ministerio Público, por denuncia de la Contraloría General de la República o de cualquier ciudadano. 

Ver: • Cuadro: Responsabilidad Penal 

• Ley 1178 de Administración y Control Gubernamentales (conocida como Ley SAFCO) 

• Ley 2028 de Municipalidades, artículos 174 al 178 

RESPONSABILIDAD POR LA TUICIÓN Y ADMINISTRACIÓN DESCONCENTRADA

El máximo ejecutivo de cada entidad es responsable por la tuición que debe ejercer respecto de las instituciones dependientes. Igualmente, es responsable en el caso de administración desconcentrada, para la cual debe establecer mecanismos y procedimientos adecuados de control interno y externo. Además, deberá proveer oportunamente los recursos para las operaciones de éstas y mantener canales y medios de comunicación permanentes y ágiles. En el caso municipal, el alcalde es el máximo ejecutivo y debe ser responsable por el funcionamiento de todas las dependencias municipales, distritos, empresas municipales, etc. 

RESTRICCIONES ADMINISTRATIVAS 

No afectan esencialmente al derecho propietario y son simples condicionamientos que exige la planificación. Por ejemplo, la altura máxima de las edificaciones, la zonificación de las actividades urbanas, la prohibición de cultivos en laderas muy pendientes, la excavación de zanjas perjudiciales en caminos, etc. Como el derecho propietario permanece inalterable, estas condiciones no obligan al pago de indemnización alguna, pero deben ser impuestas siempre mediante ordenanza municipal que apruebe el reglamento respectivo.

Ver: • LIMITACIONES ADMINISTRATIVAS A LA PROPIEDAD PRIVADA 

• SERVIDUMBRES PÚBLICAS 

• EXPROPIACIÓN 

• LEY SAFCO 

RETRIBUCIÓN A CARGOS ELECTIVOS 

Por el carácter electivo y representativo de sus cargos, los concejales y alcaldes municipales no perciben sueldos ni gozan de los beneficios de la Ley General del Trabajo; solo tienen derecho al aguinaldo y a los regímenes de seguridad social de corto y largo plazo. 

Alcaldes, concejales y agentes municipales perciben una remuneración acorde con la capacidad económica del municipio y como retribución a su trabajo integral y permanente. 

Estas retribuciones deben ser aprobadas mediante resolución, que para ser efectiva y para que se pueda aplicar, debe ser pública y difundida en los medios de difusión de circulación local. 

Ver: • Ley 2028 de Municipalidades, artículos 56 al 58 

RIESGOS 

Un riesgo es la posibilidad de que ocurra un desastre. En una comunidad existen riesgos cuando se juntan dos elementos: las amenazas y los factores de vulnerabilidad. 

Las amenazas pueden ser los vientos huracanados, lluvias torrenciales, temblores, terremotos, deslizamientos, sequías, nevadas, heladas y granizadas. 

Se consideran factores de vulnerabilidad a las viviendas construidas en zonas críticas o peligrosas, asentamientos no planificados, falta de conocimiento de la gente sobre zonas peligrosas, falta de control de las autoridades, cuando la población no cree en la alerta ni en el riesgo o no hace caso a las advertencias de las autoridades, familias con pocos recursos económicos, falta de un sistema de alerta de amenaza, mala organización de la comunidad para atender la amenaza, etc.

Ver: • Guía de trabajo para el facilitador comunal. Proyecto GIR-GTZ, FAM Bolivia y SENAR 

S 

SECCIÓN MUNICIPAL O SECCIÓN DE PROVINCIA 

Cada una de las divisiones político administrativas de una provincia. También se llama sección municipal o municipio El número de secciones es diferente en cada provincia. Algunas tienen una sola sección, lo que las convierte en provincias y municipios a la vez, en tanto que hay otras provincias con más de diez secciones. No todas las secciones tienen la misma extensión territorial, ni la misma cantidad de población o rasgos socioculturales. 

Los estudios realizados señalan que un municipio con menos de 5.000 habitantes es de viabilidad difícil. El proceso de delimitación, reposición y supresión de unidades político administrativas será regulado por la Ley de Unidades Político Administrativas. 

SECTOR PÚBLICO 

Está constituido por todas las entidades e instituciones que pertenecen al Estado, ya sean de la administración central, descentralizada, autárquica o autónoma, y a través de las cuales los órganos del Estado prestan los servicios públicos de salud, educación, policía, justicia, etc. 

El sector público y la administración pública son la misma cosa porque forman parte de la estructura administrativa del Estado, en contraposición al sector privado. 

Los ministerios, las prefecturas, los juzgados y todas las demás entidades del sector público deben funcionar respetando las normas jurídicas reguladoras de la actividad de los órganos del Estado. 

Aunque los gobiernos municipales tienen un régimen autónomo, también pertenecen al sector público porque son gobiernos locales que se desarrollan en el ámbito de los municipios. 

Ver: • ADMINISTRACIÓN PÚBLICA 

SEGURIDAD JURÍDICA 

La seguridad jurídica es la seguridad de que las leyes del país se cumplen, que se respetan los derechos de todos los ciudadanos y que hay justicia para todos. Esto quiere decir que tanto las autoridades y los funcionarios públicos, como cualquier persona están obligados a respetar las leyes. Así, todos los ciudadanos están protegidos por la Ley, que vale para todos, y no viven con temor a los abusos de las autoridades o de grupos de poder. 

La seguridad jurídica garantiza el predominio del derecho y de la justicia en la vida de un país, generando un clima de confianza y de seguridad colectivas. 

SEGURO UNIVERSAL MATERNO INFANTIL (SUMI) 

Es un sistema nacional, creado por Ley 2426, que organiza, norma y provee financiamiento público para otorgar a los niños menores de 5 años y las mujeres embarazadas hasta el sexto mes después del parto, un conjunto de más de 400 prestaciones de atención médica y exámenes de laboratorio de carácter preventivo y curativo con el fin de reducir el impacto de las principales causas de mortalidad y morbilidad materno infantil. 

El SUMI sustituye al Seguro Básico de Salud (SBS) y al Seguro Básico de Salud Indígena y Originario (SBS-IO) 

El SUMI cubre prácticamente todos las atenciones que la población beneficiaria requiera, incluyendo capacitación y educación sanitaria. Las únicas prestaciones que no cubre el SUMI son: 

Ortesis y prótesis (articulares, válvulas y marcapasos cardiacos, neurológicas, lentes, audífonos y, placas dentales fijas y removibles), cirugía estética, quimioterapia, radioterapia y cobaltoterapia, trasplantes de órganos y tejidos, diagnóstico y seguimiento de cromosomopatías y otros síndromes dismórficos, rehabilitación de la parálisis cerebral infantil, ortodoncia y otras malformaciones congénitas no especificadas en la lista de prestaciones. 

El SUMI se presta en redes municipales (o de mancomunidades) de servicios de salud del sector público (hospitales, centros de salud, postas sanitarias), de las cajas de seguro de salud y otros establecimientos privados (ONG, iglesias y otros). Para el área rural se prevé la incorporación de la medicina tradicional. 

El Directorio Local de Salud (DILOS) es el encargado de la gestión del SUMI, y también es responsable de la administración, aunque a través de los gerentes de red. 

El financiamiento del sistema está cubierto con aportes de los municipios (10% de la coparticipación tributaria), del Fondo Solidario Nacional HIPC-II (10% de la Cuenta Especial Diálogo 2000), del Tesoro General de la Nación y de la cooperación internacional, destinados al financiamiento de personal, equipamiento y, suministros y medicamentos. 

Las municipalidades deben afiliar a los beneficiarios de este seguro. 

Ver: • Ley 2426, de 21 de noviembre de 2002 

• DS 26873, 26874 y 26875 del 21 de diciembre de 2002 

• Resolución Ministerial 0736 del 31 de diciembre de 2002 (Ministerio de Salud) 

SEPARACIÓN DE FUNCIONES INCOMPATIBLES 

Es un principio en la organización administrativa, particularmente necesario para que no se confundan en una sola unidad o en un solo servidor público funciones tales como las de autorización, ejecución, registro, custodia de fondos, valores y bienes y control de las operaciones. 

La delimitación de funciones se aplica a los servidores públicos para que cada uno asuma su responsabilidad en el área de su competencia. Las unidades administrativas deben organizarse atribuyendo a cada cual una serie de actividades similares y calculando el volumen de su ejecución. Por tanto, aquellas actividades incompatibles se asignarán a otro órgano u otra unidad separando las funciones incompatibles. 

Ver: • Normas Básicas del Sistema de Organización Administrativa (de la Ley SAFCO) 

SERVICIOS PÚBLICOS 

Son los servicios prestados por las diversas instancias del Estado, directamente o a través de concesionarios, para satisfacer las necesidades comunes de la población. Por ejemplo, los servicios de agua potable, de electricidad, de teléfonos, de infraestructura, de carreteras, de transportes, de higiene y salubridad, de educación, de salud, de abastecimientos, servicios bancarios, comunicaciones, de alcantarillado o eliminación de excretas y recogida de basura, de seguridad ciudadana, entre otras cosas. 

La prestación de servicios públicos no es una actividad lucrativa, y suele caracterizarse por la regularidad y la continuidad. 

Dentro del conjunto de servicios públicos, los servicios básicos son aquellos que se consideran elementales e imprescindibles para la vida de los estantes y habitantes, como por ejemplo, los servicios de agua potable, luz y alcantarillado. 

La provisión, la construcción, el mantenimiento y la operación de varios de estos servicios públicos son de competencia municipal, ya sea directamente o mediante concesiones. 

En Bolivia se ha establecido el Sistema de Regulación Sectorial (SIRESE) con la finalidad de proteger a los consumidores, a los prestadores de estos servicios y al Estado. Las superintendencias del sistema tienen la potestad de aprobar precios y fijar tarifas, otorgar concesiones, licencias y autorizaciones de acuerdo con leyes y reglamentos de cada sector. 

SERVIDOR PÚBLICO 

Es cualquier persona que, independientemente de su jerarquía, trabaja en una entidad pública que se halla dentro del ámbito de aplicación de la Ley del Estatuto del Funcionario Público. 

Por tanto, servidores públicos son el Presidente, los ministros, los funcionarios y empleados públicos u otras personas que prestan servicios en las entidades estatales, cualquiera que sea la fuente de su remuneración. 

Los servidores públicos se clasifican en cinco categorías: 

a) Los funcionarios electos 

b) Los funcionarios designados 

c) Los funcionarios de libre nombramiento 

d) Los funcionarios de carrera 

e) Los funcionarios interinos 

En el ámbito municipal pueden existir servidores públicos de todas estas categorías. Las características, derechos y deberes, prohibiciones, incompatibilidades, responsabilidades y otros aspectos concernientes al servidor público se encuentran regulados por la Ley del Estatuto del Funcionario Público, en concordancia con la Ley SAFCO. 

Ver: • CARRERA ADMINISTRATIVA 

• Sistema de Administración de Personal (de la Ley SAFCO) 

• Ley 2027 del Estatuto del Funcionario Público 

SERVIDUMBRES PÚBLICAS 

Son derechos reales o cargas públicas sobre determinados inmuebles para satisfacer necesidades de la comunidad. Ya no son simples condicionamientos, como las restricciones administrativas. 

Por ejemplo, el tendido de un acueducto o tubería, superficial o subterránea, por un fundo privado para proporcionar agua potable a una población; la colocación de postes y el tendido de cables de energía eléctrica; las acequias para la circulación de agua de regadío o ciertos caminos vecinales. 

Mientras no alteren el derecho propietario, no son causa de indemnización. Pero, cuando representan una desmembración o pérdida del valor del derecho propietario, se considerarán como expropiaciones parciales. 

Las servidumbres públicas se establecen, al igual que las restricciones administrativas o limitaciones administrativas a la propiedad privada, mediante ordenanza y el gobierno municipal está obligado a inscribirlas como tales en Derechos Reales. 

Ver: • LIMITACIONES ADMINISTRATIVAS A LA PROPIEDAD PRIVADA 

• RESTRICCIONES ADMINISTRATIVAS 

• EXPROPIACIÓN 

• Ley 2028 de Municipalidades, artículo 121 

SESIONES 

Reuniones del concejo municipal que deben realizarse en la sede oficial, que es siempre la capital del municipio, por lo menos en un 75% de las veces. 

Las sesiones se instalan verificando el quórum y previo establecimiento de un orden del día. Las sesiones ordinarias obedecen a la planificación previa y las extraordinarias a requerimientos, necesidades o urgencias no previstas. Todo el proceso de discusión, análisis, reflexión y toma de decisiones en las sesiones del concejo se sujeta a un reglamento interno, aprobado por los mismos concejales. 

Las sesiones del concejo municipal deben convocarse obligatoriamente de manera pública y por escrito. Las sesiones son necesariamente de carácter público, pudiendo asistir el alcalde o cualquier ciudadano, con derecho a voz. Solo podrán ser sesiones reservadas, por decisión de dos tercios de sus miembros, si afectaran o perjudicaran la moralidad o al honor personal. 

En todos los casos se tomará nota de la asistencia y se levantará acta de los asuntos tratados (después de diez años o por determinación de los dos tercios, las actas de sesiones reservadas adquirirán carácter público). 

SICOES

El SICOES es el Sistema de Información de Contrataciones Estatales de la República de Bolivia y depende del Ministerio de Hacienda. Tiene por objetivo brindar transparencia en los procesos de contratación de bienes y servicios del sector público boliviano, proporcionando información oportuna sobre normas y procedimientos vigentes, modelos de pliego de condiciones, modelos de contrato, convocatorias, pliegos de condiciones, programa anual de contrataciones, convocatorias vigentes y procesos de contratación en curso, contrataciones realizadas y precios unitarios, reclamaciones o recursos administrativos, contrataciones por excepción, estadísticas sobre compras, etc. 

El SICOES está abierto a todas las entidades del sector público, empresas privadas, consultores y especialistas en contrataciones, organismos internacionales y países donantes, y a toda la sociedad civil. 

SIGMA

El Sistema Integrado de Gestión y Modernización Administrativa (SIGMA) fue desarrollado como un sistema integrado de gestión y registro automático de las operaciones de los sistemas establecidos por la Ley SAFCO, articulando y operacionalizando los preceptos de centralización normativa, descentralización operativa e integración de sistemas de administración y control de la Ley 1178.

El Decreto Supremo 25875 aprueba la vigencia del Sistema Integrado de Gestión y Modernización Administrativa (SIGMA) compuesto por los sistemas de presupuesto, contabilidad, tesorería, crédito público, compras y contrataciones, manejo y disposición de bienes y administración de personal, para su implantación con carácter obligatorio en todas las entidades del sector público, previstas en los artículos 3 y 4 de la Ley SAFCO.

La implantación del SIGMA se hizo en forma paulatina, iniciándose con una prueba piloto en algunas entidades del nivel central, como la Vicepresidencia de la República, el Ministerio de Hacienda, el FPS y otras, ampliándose, en una primera fase, a todas las entidades de la administración central y, en una segunda fase, en el resto de entidades del sector público, incluidas las municipalidades

La información generada, enviada, recibida, archivada o procesada por el SIGMA tiene la misma validez y fuerza probatoria de los documentos escritos o flujos de documentación, generando responsabilidades y efectos jurídicos correspondientes. Por lo tanto, el alcalde y los funcionarios autorizados serán responsables de los efectos y consecuencias que puedan causar con la incorrecta operación y/o utilización de sus sistemas informáticos, de su información y del uso de sus mecanismos de seguridad.

Ver: • DS 25875 del 18 de agosto de 2000

• DS 26455 del 19 de diciembre de 2001

• Ley 1178 de Administración y Control Gubernamental (Ley SAFCO)
SINCOM

El Sistema Integrado de Contabilidad Municipal (SINCOM) es un paquete informático de administración de recursos económicos para entidades del sector público. Como instrumento de registro contable permite a los alcaldes, además de tener insumos para su trabajo gerencial, cumplir con la entrega oportuna de información, útil y confiable, al Ministerio de Hacienda, con la calidad y consistencia exigidas a las instituciones que administran recursos públicos. 

En ese sentido, el SINCOM realiza todas operaciones contables, como la definición de la estructura de cuentas, la carga, la apertura programática del presupuesto, registro de las transacciones, generación de comprobantes y reportes.

El SINCOM no solo es utilizado por las municipalidades, por su carácter versátil, también ha sido asumido por varias entidades de todos los niveles de la administración pública y año tras año el número de usuarios va creciendo. Inclusive algunas entidades del sector privado lo han adoptado en su administración.

El Ministerio de Hacienda, periódicamente, ofrece entrenamiento y el soporte respectivo a las instituciones que lo soliciten.

Ver: • SISTEMA INTEGRAL DE GESTIÓN Y MEJORAMIENTO ADMINSTRATIVO 

• Ley 1178 de Administración y Control Gubernamental (conocida como Ley SAFCO)
SÍNDICOS SOCIALES DE LOS COMITÉS DE VIGILANCIA Y DE LOS MECANISMOS DE CONTROL SOCIAL 

Un síndico es la persona que tiene la misión específica de fiscalizar permanentemente la administración de la entidad y las gestiones realizadas por su directorio, a fin de evitar cualquier abuso o falsedad. 

La elección de síndicos sociales de comités de vigilancia al Comité Departamental de Aprobación de Proyectos (CDAP) y al Directorio Único de Fondos (DUF) se realizará dentro de los plazos y calendario fijado por la Corte Nacional Electoral y las cortes departamentales electorales. El Ministerio sin cartera responsable de Participación Popular convocará a los comités de vigilancia a participar en las elecciones para designar a sus representantes como síndicos sociales ante el CDAP y el DUF.
Ver: • Diccionario Jurídico Osorio 2002 

• DS 26451 Procedimientos de Elección de Miembros del Directorio Único de Fondos y Comités Departamentales de Aprobación de Proyectos 

SISTEMA 

Un sistema es un conjunto de cosas, principios y reglas que relacionadas entre sí ordenadamente contribuyen a un objetivo determinado. El sistema municipal se refiere a la organización municipal, a la competencia, la jurisdicción, la legislación, la administración y todas las actividades inherentes al desarrollo del municipio y de la municipalidad. 

SISTEMA ASOCIATIVO MUNICIPAL 

El Sistema Asociativo Municipal boliviano está conformado por las instancias asociativas de las municipalidades, representadas por la Federación de Asociaciones Municipales (FAM) y sus nueve filiales departamentales, la Asociación de Concejalas de Bolivia (ACOBOL) con sus filiales en todos los departamentos. 

También existe la Asociación de Municipios de Bolivia (AMB), que agrupa principalmente a los municipios de las capitales de departamento.

La finalidad del Sistema Asociativo Municipal está expresada en la representación y defensa de los intereses institucionales, legales, políticos y económicos de los gobiernos municipales ante el Estado central y otras entidades; así como también en el fortalecimiento de la capacidad de gestión de sus afiliados.

Ver: • ASOCIACIÓN DE MUNICIPALIDADES
SISTEMAS DE REGULACIÓN 

Como consecuencia del cambio del papel del Estado en consonancia con el nuevo modelo económico que se empezó a aplicar en el país desde 1985, y de las reformas más recientes, se han ido creando sistemas de regulación para proteger los intereses de los ciudadanos, así como los de las empresas y del Estado en el marco del Derecho Administrativo. En vez de administrar directamente la economía nacional como antes, ahora el Estado tiende más a regular el funcionamiento de la economía a través de las superintendencias. 

En ese proceso regulatorio se han creado los siguientes sistemas: 

· Sistema de Regulación Sectorial (SIRESE) 

· Sistema de Regulación Financiera (SIREFI) 

· Sistema de Regulación de Recursos Naturales Renovables (SIRENARE) 

El SIRESE tiene una Superintendencia General como instancia de apelación, además de fiscalización y control de las superintendencias sectoriales en áreas específicas: la de Transportes, de Electricidad, de Hidrocarburos, de Telecomunicaciones y de Aguas (Saneamiento Básico). 

En SIREFI están la Superintendencia de Bancos y Entidades Financieras y la Superintendencia de Pensiones, Valores y Seguros. La Superintendencia de Recursos Jerárquicos hace las veces de superintendencia general del sector y funciona como instancia de apelación o de Justicia Administrativa. 

En el SIRENARE están la Superintendencia Agraria y la Superintendencia Forestal. 

La Superintendencia del Servicio Civil, creada por Ley 2027 del 27 de octubre de 1999, bajo tuición del Ministerio de Hacienda, supervisa el régimen y gestión de la carrera administrativa en las entidades públicas comprendidas en el ámbito de aplicación del Estatuto del Funcionario Público (Ley 2027). 

Se estudia la posibilidad de crear una Superintendencia de Regulación Municipal que tendría a su cargo la búsqueda de la eficiencia y eficacia en la prestación de los servicios públicos a cargo de las municipalidades y la lucha contra el prebendalismo, la improvisación administrativa y la corrupción. 

Ver: • Ley 1660 del SIRESE y sus decretos reglamentarios 

Organización del sistema de regulación nacional
SIREFI Sistema de Regulación financiera 

· Superintendencia de Recursos Jerárquicos 

· Superintendencia de Bancos y Entidades Financieras 

· Superintendencia de Pensiones, Valores y Seguros 

SIRESE Sistema de Regulación Sectorial 

· Superintendencia General de SIRESE 

· Superintendencia de Electricidad 

· Superintendencia de Saneamiento Básico 

· Superintendencia de Hidrocarburos 

· Superintendencia de Transportes 

· Superintendencia de Telecomunicaciones 
· Superintendencia del Servicio Civil

SIRENARE Sistema de Regulación de Recursos Naturales Renovables 

· Superintendencia General del SIRENARE

· Superintendencia Agraria 

· Superintendencia Forestal 

SISTEMA NACIONAL DE CATASTRO 

El Sistema Nacional de Catastro está conformado por: 

1. El Instituto Nacional de Catastro (INC). 

2. El Instituto Nacional de Reforma Agraria (INRA). 

3. Los gobiernos municipales que, de acuerdo con la Ley de Municipalidades (Párrafo III, Numeral 6 del artículo 8°), están facultados para administrar los Sistemas de Catastro Urbano y Rural, en forma directa o mediante concesionarios. 

4. Los Registros Públicos (Registros de Derechos Reales). 

Ver: • CATASTRO 

• INSTITUTO NACIONAL DE CATASTRO 

• DS 25100, de 15 de julio de 1998 

SOCIEDAD CIVIL 

Todas las personas naturales o jurídicas que no están en función de gobierno, a diferencia de las personas naturales o jurídicas estatales (sociedad política). Las organizaciones de la sociedad civil (organizaciones territoriales de base, cooperativas, asociaciones civiles, organizaciones funcionales, gremiales, sindicales y populares) operan sin la intervención de entidades estatales nacionales o desconcentradas. Las organizaciones de la sociedad civil tienen autonomía, siempre que cumplan la ley. 

SOSTENIBILIDAD, SUSTENTABILIDAD 

La sostenibilidad o sustentabilidad se define como el conjunto de acciones que se desarrollan en el presente, precautelando y cuidando que en el futuro y para las venideras generaciones dichas acciones no causen insuficiencias o carencias, más al contrario, generen iguales o mejores beneficios que en la actualidad. 

En consonancia con ello, ha surgido el concepto de Desarrollo Sostenible que se define como aquel que satisface las necesidades de la generación presente, sin comprometer la capacidad de las generaciones futuras para la satisfacción de sus propias necesidades, e incorpora en un todo integral las dimensiones ecológica, económica y social del desarrollo. 

En las acciones parciales de desarrollo se entiende como sostenibilidad principalmente el autosostenimiento, es decir, la posibilidad de que estas acciones prosigan sin depender de la cooperación de entes externos; los mismos actores deberían ser los que impulsen, financien y desarrollen estas acciones de forma autogestionaria. La sostenibilidad también hace referencia a las decisiones que garanticen la continuidad de un servicio, el mismo que puede colapsar e interrumpirse cuando no se toman oportunamente medidas de previsión y mantenimiento. 

SOSTENIBILIDAD DE UNIDADES POLÍTICO ADMINISTRATIVAS 

A través de la valoración de los indicadores como base demográfica, ingresos propios, presencia del sistema financiero, Índice de Desarrollo Humano (IDH) y/o necesidades básicas insatisfechas, capacidad de gestión, así como de otros parámetros complementarios relacionados con recursos naturales, energéticos, infraestructura caminera, productiva y social, en el momento de resolver el proceso administrativo, la autoridad competente deberá observar que no se afecte la viabilidad ni la sostenibilidad de la unidad político administrativa cuyo territorio se disgregará parcialmente. 

Ver: • DS 26520, artículo 6 

SUBALCALDES 

Los subalcaldes son responsables administrativos de su distrito municipal y deben tener domicilio permanente en el mismo. Son designados por el alcalde y ejercen funciones ejecutivas que éste les delega. 

Según reglamentos internos en cada municipio, pueden establecerse modalidades participativas en la designación de subalcaldes. En las zonas rurales, en los distritos de unidades socioculturales (distritos indígenas) podrán ser nombrados de entre los jilaqatas, kurakas, mallkus, capitanes, secretarios generales u otros, designados por las comunidades según sus usos, costumbres y estatutos. En zonas urbanas el alcalde puede nombrar a los subalcaldes a partir de ternas presentadas por las juntas vecinales y otras organizaciones de la sociedad civil. 

Ver: • Ley 2028 de Municipalidades, artículos 54 y 55 

SUPRESIÓN DE UNIDADES POLÍTICO ADMINISTRATIVAS 

Los procesos administrativos de supresión de provincias, secciones de provincia y cantones se inician en primera instancia en la prefectura del departamento y el Ministerio de Desarrollo Sostenible y Planificación en apelación o revisión de oficio. 

Quienes pueden solicitar la supresión de unidades político administrativas en primera instancia, ante la autoridad competente son las autoridades municipales del territorio involucrado, las autoridades tradicionales de las comunidades, pueblos indígenas y originarios interesadas, la directiva en pleno de las organizaciones territoriales de base interesadas. 

Para la supresión de secciones de provincia, el Poder Ejecutivo, a través del Ministerio de Desarrollo Sostenible y Planificación, emitirá un informe de evaluación técnica de las secciones de provincia de menos de cinco mil habitantes según los datos oficiales del último Censo Nacional de Población y Vivienda. Sobre la base del informe de evaluación técnica, se presentarán propuestas de supresión de secciones de provincia, que derivarán en la anexión y/o fusión de territorios en unidades político administrativas colindantes. 

Ver: • Ley 2150 de Unidades Político Administrativas, artículos 9 y 10 

• DS 26520, artículo 7 

SUSPENSIÓN DE FUNCIONES (del alcalde y concejales) 

Los alcaldes y concejales pueden ser suspendidos temporal o definitivamente si cometen faltas y delitos en el ejercicio de sus funciones, pero solo mediante un requerimiento judicial. 

En caso de denuncia de un hecho delictivo, o bien de oficio, el concejo deberá disponer la apertura de un proceso administrativo que será documentado por la comisión que cada año se designa para este fin, siguiendo los procedimientos señalados por la Ley de Municipalidades y por el reglamento interno del propio concejo municipal. 

Concluido el proceso administrativo y si la resolución del concejo establece responsabilidades civiles o penales, se remitirán obrados ante la autoridad judicial competente para el enjuiciamiento del alcalde o del concejal involucrado, de acuerdo al Código Civil o Penal, según corresponda. 

Suspensión temporal 

Si la autoridad judicial dicta auto de procesamiento, el alcalde o el concejal serán suspendidos temporalmente de sus funciones hasta que concluya el juicio. También serán suspendidos temporalmente en los casos previstos en la Ley SAFCO. Se los restituirá al cargo cuando al final del juicio la sentencia los absuelva o los declare inocentes. 

Suspensión definitiva 

El alcalde o el concejal perderán su mandato definitivamente en los siguientes casos: 

· Cuando exista contra ellos sentencia judicial ejecutoriada y condenatoria con pena privativa de libertad. 

· Cuando el juicio a que dio lugar el proceso administrativo en el concejo culmine con sentencia judicial condenatoria por responsabilidades civiles o penales ante el Estado. 

· Por tener pliego de cargo ejecutoriado o en los casos contemplados por la Ley SAFCO, cuando corresponda. 

SUSPENSIÓN DE LOS RECURSOS DE PARTICIPACIÓN POPULAR (congelamiento de fondos) 

Cuando exista una denuncia del comité de vigilancia sobre manejos irregulares del gobierno municipal, el Senado Nacional puede disponer el congelamiento de los recursos de la coparticipación tributaria. 

Una vez recibida y evaluada la denuncia, el Ministerio de Hacienda o la prefectura solicitarán a la municipalidad transgresora que corrija dichas irregularidades. Si la municipalidad no cumple el requerimiento, la denuncia será trasladada ante el Senado Nacional, que se constituye en última instancia para este procedimiento. 

Si el Senado admite la denuncia y se pronuncia mediante resolución senatorial, quedan suspendidos los desembolsos de coparticipación tributaria. Sin embargo, dichos recursos continuarán acumulándose en la cuenta del gobierno municipal observado hasta que el Senado Nacional resuelva lo que corresponda. Se trata, en realidad, del congelamiento temporal de la cuenta bancaria fiscal del municipio afectado con el fin de precautelar los recursos de la Participación Popular. 

Existen otras vías para la suspensión de los recursos. Por ejemplo, las denuncias se pueden canalizar a través del Poder Judicial por incumplimiento de normas establecidas en el sistema financiero. 

Ver: • DS 24447 del 20 de diciembre de 1996 

• Ley 1551 de Participación Popular, artículo 11 

T 

TARIFA 

Es el precio que debe pagarse por un servicio público. 

En el caso del agua, la tarifa es el precio unitario que cobra una Entidad Prestadora de Servicios de Agua Potable y Alcantarillado (EPSA) al usuario por cualquiera de los servicios que presta. 

Las tarifas de los principales servicios públicos están reguladas por el Sistema de Regulación Sectorial (SIRESE). 

TARJETA EMPRESARIAL

La Tarjeta Empresarial es un documento de validez nacional, otorgado por el gobierno municipal y emitido por el concesionario del Servicio de Registro de Comercio, que habilita y permite a su titular participar en la provisión de bienes y servicios al Estado.

La Ley del Diálogo Nacional faculta a los gobiernos municipales para otorgar personalidad jurídica y tarjeta empresarial a las asociaciones de pequeños productores, organizaciones económicas, campesinas y artesanales y microempresas urbanas y rurales, e inclusive a personas individuales, proveedores de bienes y servicios. Se sustituye, para ellas, las obligaciones establecidas en los numerales 1 y 2 del artículo 25° y el artículo 28° del Código de Comercio. 

El Decreto Supremo 27328 llamado “Compro Boliviano” establece ciertas preferencias para la participación de estas organizaciones en los procesos de compra de bienes, obras y servicios estatales, para lo cual las entidades del Estado en todos sus niveles deben facilitar la participación de las asociaciones de pequeños productores, organizaciones económicas campesinas y artesanales y microempresas urbanas y rurales. 

Los requisitos para obtenerla son las siguientes:

· Documento de identidad.

· Domicilio permanente, para fácil localización.

· Llenar un formulario de registro en coordinación con la municipalidad.

· Personas colectivas, además, deben presentar el documento original de constitución de la organización y la respectiva acreditación del representante legal.

La vigencia de esta tarjeta es anual, debe renovarse cada año.

Ver: • COMPRO BOLIVIANO
• Ley 2235 del Diálogo Nacional, artículo 4 

• DS 26811 del 14 de septiembre de 2002 

• DS 27358 del 31 de enero de 2004
TASAS

A diferencia de los impuestos, que son cargas públicas de carácter general y obligatorios para todos sin excepción, las tasas son pagos que se realizan solo por la utilización de un determinado servicio público. 

Algunas de las tasas más comunes son, por ejemplo, los pagos que se efectúan por la utilización de los servicios de correos, de teléfonos, de aeropuertos, uso de las terminales terrestres, aprobación de planos, de línea y nivel, etc. 

Para financiar sus gastos y la prestación de los servicios públicos municipales, además de los impuestos reconocidos por ley, las municipalidades cuentan con ordenanzas de tasas y patentes que son los instrumentos legales destinados a la captación y recaudación de recursos económicos. Para que sean legales y se puedan aplicar en la jurisdicción del municipio correspondiente, dichas ordenanzas deben ser aprobadas por el Senado Nacional, previo dictamen técnico del Ministerio de Hacienda. 

TECNOLOGÍAS DE INFORMACIÓN Y COMUNICACIÓN

Las tecnologías de información y comunicación (TIC) abarcan: 

· Internet, computadoras

· Radio

· Televisión

· Teléfonos en sus variadas opciones (fijo, celular) y el fax

· Otros equipos de comunicaciones 

Son herramientas que, bien utilizadas y combinadas entre sí, facilitan el desarrollo de las actividades, mejoran el rendimiento y la eficiencia y eficacia. Se ha iniciado la incorporación de las TIC en varios sectores como la educación, la salud, la agricultura, el comercio y el mismo gobierno. Ahora se habla de educación electrónica, comercio electrónico, gobierno electrónico y otros, en un abanico de posibilidades que va en crecimiento a la par del desarrollo tecnológico.

Los proyectos Enlared Municipal, Foro de Participación Popular, los ministerios de Participación Popular y Hacienda y muchas otras entidades públicas y privadas, impulsan el uso de las tecnologías de información y comunicación para el mejoramiento de la gestión pública, buscando incorporar estas nuevas herramientas en todos los procesos municipales: planificación, licitaciones, compras, adquisiciones, administración, relaciones con la sociedad, simplificación de trámites, control social y otros.

Está en construcción la Estrategia Nacional de Tecnologías de Información y Comunicación (ETIC) a cargo de la Agencia para el Desarrollo de la Sociedad de la Información de Bolivia (ADSIB), dependiente de la Vicepresidencia de la República, la Superintendencia de Telecomunicaciones (SITTEL) y el Viceministerio de Electricidad, Energías Alternativas y telecomunicaciones. 

Ver: • TELECENTROS 


• Ley 1632 de Telecomunicaciones
TELECENTRO

El Telecentro, desde una óptica no solo tecnológica, es un establecimiento de acceso público que ofrece múltiples servicios, entre ellos, comunicaciones, acceso y uso del Internet con toda su potencialidad. Además, un Telecentro, puede ser usado por una comunidad de personas con otros fines, como realizar reuniones, conferencias, capacitación, charlas, negocios y movilización social. Asimismo, un Telecentro puede servir para coadyuvar a los procesos educativos de niños, jóvenes y adultos.

Existen varios tipos de Telecentros, entre los más conocidos se puede citar:

· Telecentros comunitarios, manejados por la misma comunidad.

· Telecentros institucionales que pueden ser administrados por entidades públicas o privadas.

· Cafés Internet, cuya finalidad es de lucro y pierde algo de su esencia comunitaria.

· Otros

Los Telecentros comunitarios se conciben como espacios integrales y participativos para el acceso efectivo y el uso estratégico de las tecnologías de información y comunicación, de esa manera se puede avanzar en la democratización de las comunicaciones y la integración de la población, reduciendo la llamada brecha digital. Además, con su uso se fomenta la participación activa de la comunidad en los procesos públicos. 

Una ventaja del Telecentro comunitario es la apropiación por parte de la comunidad, siendo importante su participación desde el diseño, el equipamiento, la administración y el mejoramiento. Esto lo hace sostenible.
Se prevé que alrededor de los telecentros pueda existir una dinámica de convergencia tecnológica (Internet – radio – televisión – radiocomunicaciones y otras formas alternativas) capaz de ponerse al alcance de un conjunto de personas “ávidas de información”. 

Experiencias desarrolladas en varios países y en algunas regiones de Bolivia, han demostrado que son muy útiles para el mejoramiento de las condiciones de vida de las comunidades, cuando son utilizados de forma correcta.

Ver: • TECNOLOGÍAS DE INFORMACIÓN Y COMUNICACIÓN 

• Ley 1632 de Telecomunicaciones
TERRITORIO 

El concepto de territorio no solo comprende el suelo, sino que abarca también el espacio aéreo, el subsuelo y los mares que son las aguas territoriales del Estado al que pertenecen. El territorio es uno de los elementos constitutivos del Estado, junto con la población y el poder. 

En el aspecto jurídico y político, el territorio es fundamental para la existencia del Estado, para el desenvolvimiento de sus órganos y la aplicación de las normas que regulan su existencia. 

El territorio genera vínculos de carácter jurídico como la nacionalidad y otros de igual trascendencia para las personas y los miembros de la colectividad. 

La organización del territorio es vital, tanto para la utilización óptima del mismo como para el adecuado aprovechamiento de los recursos naturales. Esto quiere decir que la organización territorial debe ser científicamente planificada y responder a políticas de desarrollo adecuadas a las características geográficas, ambientales, socioculturales e históricas de las unidades en que se divide el territorio nacional. 

TESORERÍA DEL ESTADO, Sistema de

Es otro de los sistemas obligatorios establecidos por la Ley SAFCO para todo el sector público. 

El Sistema de Tesorería del Estado (STE) comprende el conjunto de principios, normas y procedimientos vinculados con la efectiva recaudación de los recursos públicos y de los pagos devengados del Sector Público, así como la custodia de los títulos y valores del Sistema de Tesorería del Estado. 

Sus objetivos son: constituir el marco general basado en principios, definiciones y disposiciones que permitan asegurar su adecuado funcionamiento; y establecer las funciones esenciales del Sistema de Tesorería, relativas a la recaudación de recursos, la administración de ingresos y egresos, la programación del flujo financiero y la ejecución presupuestaria, y la custodia de títulos y valores.

El nivel operativo del Sistema de Tesorería del Estado, está comprendido por:

· El Tesoro General de la Nación, a cargo del Subsecretario del Tesoro en calidad de Tesorero General de la Nación.

· Las tesorerías del Poder Ejecutivo a nivel departamental reconocidas por el artículo 146 de la Constitución Política del Estado, que abarcan las operaciones financieras de los tesoros departamentales establecidas en la Ley 1654 y el Decreto Supremo 24206 de 29 de diciembre de 1995. Estas tesorerías estarán a cargo de los Tesoreros Departamentales.

· Las tesorerías de los gobiernos municipales reconocidas por el artículo 146 de la Constitución Política del Estado, que abarcan las operaciones financieras de 327 jurisdicciones establecidas en las leyes. Estas tesorerías estarán a cargo de los Tesoreros Municipales.

· Las unidades o servicios de tesorería que operen en el resto del sector público nacional que abarcan las operaciones financieras de las universidades estatales, Banco Central de Bolivia, Superintendencias, entidades estatales de intermediación financiera, y toda entidad publica financiera y no financiera.

El STE tiene dos subsistemas: el de Recaudación de Recursos y el de Administración de Recursos. Las Normas Básicas para el funcionamiento del Sistema de Tesorería de Estado se establecen mediante resolución suprema expresa. 

Varias normas, como la Ley 1178 y el Decreto Supremo 23318-A, establecen que el incumplimiento en la aplicación de este sistema, generará responsabilidades para los administradores del sector público.

Ver: • Ley 1178 de Administración y Control Gubernamental (conocida como Ley SAFCO)

• Normas Básicas del Sistema de Tesorería del Estado (de la Ley SAFCO)
TIERRAS COMUNITARIAS DE ORIGEN

Las Tierras Comunitarias de Origen (TCO) son los territorios donde viven las comunidades indígenas originarias y campesinas desde antes de la Colonia, y a las que han tenido acceso desde siempre, desarrollando sus propias formas de organización social y producción y sus propias prácticas culturales. 

Es uno de los tipos de propiedad de la tierra reconocido por la Constitución y la Ley INRA (Ley 1715), que contempla, además del uso de la tierra, el uso de otros recursos naturales renovables que están en la propiedad, madera, agua, respetando las leyes sobre estos recursos (Ley Forestal, Ley del Medio Ambiente). 

Las TCO pueden tramitar su reconocimiento como distritos municipales indígenas e incluso se pueden convertir en municipios si cumplen los requisitos para la creación de municipios que establece la Ley de Unidades Político Administrativas. Asimismo, la Ley INRA garantiza que las comunidades y pueblos indígenas y originarios podrán participar en el saneamiento de las tierras (SAN-TCO), y que cuando una TCO está establecida, ya no se la puede tocar ni dividir porque las TCO “son inalienables, indivisibles, irreversibles, colectivas, compuestas por comunidades o mancomunidades imprescriptibles”, como dice la Ley INRA. 

El procedimiento para tramitar una TCO debe seguir estas etapas: 

· Presentación de la demanda ante la oficina regional, departamental o nacional del INRA. La solicitud debe estar respaldada por: 

· Personalidad jurídica de la organización peticionante y las cédulas de identidad de los representantes. 

· Lista de todas las comunidades, subcentrales, lugares, puestos, ranchos y otros incluidos en el área. 

· Identificación del área geográfica, detallando datos como la superficie en hectáreas y los límites. 

· Domicilio de los representantes que presentan la solicitud en la sede de la Dirección Nacional del INRA. 

· Informe técnico, informe legal, admisión de la demanda 

· Informe de caracterización 

· Determinación del área de saneamiento y ejecución del saneamiento (georeferenciación, determinación, inmovilización, etc.) 

· Identificación de necesidades espaciales 

· Dotación 

· Titulación 

· Compensación 

El trámite es largo y complicado, por eso es importante que antes de tramitar la titulación de una TCO, todas las comunidades deban estar de acuerdo y conocer las consecuencias de su decisión para que después no haya problemas durante el proceso. 

Ver: • Ley 1715 del Servicio Nacional de Reforma Agraria Ley INRA) 

• DS 24874: Reglamento de la Ley INRA 

• Ley 2150 de Unidades Político Administrativas 

TRASPASOS PRESUPUESTARIOS 

Son las modificaciones del presupuesto aprobado llevando los recursos de una partida a otra. Serán autorizados expresamente por el concejo municipal mediante ordenanza municipal y previa evaluación de su necesidad. En ningún caso se traspasará recursos de inversión pública a las cuentas de gasto por servicios personales. 

TRIBUTOS

Los tributos son las prestaciones en dinero que el Estado exige a los contribuyentes para obtener recursos destinados al cumplimiento de las obligaciones estatales, o sea, para poder prestar los servicios públicos. 

La ley boliviana clasifica los tributos en impuestos, tasas, patentes y contribuciones especiales. 

Ver: • IMPUESTOS 

U 

UNIDAD SOCIOCULTURAL 

Es un grupo poblacional que presenta características socioculturales homogéneas con formas de uso y ocupación del territorio particulares. Es un criterio reconocido por varias leyes que otorgan beneficios especiales a estas unidades; por ejemplo, distritación municipal, titulación de tierras (TCO), creación de unidades político administrativas, establecimiento de currículo complementario en la educación, etc. 

UNIDAD TÉCNICA DE LÍMITES POLÍTICO ADMINISTRATIVOS 

Esta sección del Ministerio de Desarrollo Sostenible es una unidad técnica operativa de asesoramiento para los trámites de creación y delimitación de departamentos y de creación, supresión y delimitación de cantones, secciones de provincia y provincias. Además, coordina estos trámites con las comisiones del Congreso, las prefecturas y otras instancias involucradas. 

Ver: • DS 26273: Consejo de Asuntos Territoriales 

UNIDADES POLÍTICO ADMINISTRATIVAS 

Ver: • LEY DE UNIDADES POLÍTICO ADMINISTRATIVAS 

UNITARISMO 

A diferencia del Estado federal, el unitarismo, o la forma unitaria de gobierno que corresponde al Estado unitario, centraliza políticamente las funciones de los órganos del Estado, de tal modo que, en la órbita jurídica, la unidad de la ley es su rasgo característico contrariamente a lo que ocurre en el Estado federativo. En el régimen unitario las divisiones territoriales tienen un alcance simplemente administrativo, puesto que no determinan la autonomía de las mismas como en los Estados de tipo federal. 

URBANISMO 

El urbanismo es el estudio de la evolución, organización, planeamiento y construcción de las ciudades o urbes; encara la solución de los múltiples problemas de la planificación urbana de los centros poblados. 

El concepto de urbanismo se ha transformado mucho en los últimos 50 años. Por ejemplo, la planificación urbana, que articula la planificación territorial con la planificación económica, ha incorporado los elementos medioambientales. 

Como el urbanismo encara fundamentalmente la problemática del uso del suelo, es una de las disciplinas básicas del desarrollo de la sociedad contemporánea, ya que el suelo es el único recurso que no puede incrementarse. 

En el terreno sociológico, los estudios urbanísticos se refieren a las causas y efectos de las concentraciones humanas, a los fenómenos de la explosión demográfica, la migración y otros aspectos relacionados. 

URBANIZACIÓN 

Es el proceso de acondicionar una porción de terreno y prepararla para su uso urbano, abriendo calles y dotándolas de luz, agua potable y otros servicios. Es el conjunto de factores implicados en el crecimiento urbano, ajustándose a normas técnico legales reguladoras de ese proceso. 

En el marco general del derecho urbanístico, se clasifica el suelo en tres categorías: el suelo urbano, el suelo urbanizable y el suelo no urbanizable. 

· Se considera suelo urbano a los terrenos que cuentan con caminos de acceso para vehículos motorizados, abastecimiento de agua, suministro de energía eléctrica, etc. 

· El suelo urbanizable es el que se considera apto para ser urbanizado, o sea, para albergar las funciones urbanas que surgen al ampliarse y crecer la ciudad. 

· El suelo no urbanizable es el que no puede ser urbanizado porque está destinado a la preservación de las zonas agrícolas y a la conservación y protección del medio ambiente natural: parques, bosques, etc. 

Así, los procesos de urbanización tienen que tomar en cuenta todos los aspectos del ordenamiento urbano y concretarse en modelos de crecimiento urbano y planes de salud, de educación, de saneamiento básico, ambientales, entre otros. 

Muchos municipios están ampliando su área urbana, lo que afecta la calificación de las tierras y varios otros aspectos del desarrollo interno del municipio. 

Ver: • Constitución Política del Estado, artículo 206 

• Ley 2028 de Municipalidades, artículos 126 a 136 

USO DEL SUELO 

Es el destino y tratamiento que se da al espacio físico o territorio, tanto en el área urbana como en el área rural. En el área urbana, definiendo su carácter urbanizable o no urbanizable y estableciendo, en el caso del espacio urbanizable, todas las reglas para fraccionar terrenos con fines de vivienda y equipamientos urbanos. En el área rural, estableciendo las condiciones para el aprovechamiento del terreno en actividades productivas y el manejo racional para la preservación de los recursos naturales. 

No se dará curso a ninguna transferencia de terrenos en la que no exista la certificación de uso del suelo expedida por la municipalidad; es decir, la constancia de si los terrenos son urbanizables o no urbanizables y cumplen las normas correspondientes, para que el comprador sepa a qué atenerse. 

Los Planes de Uso del Suelo, tanto urbanos como rurales, deben forman parte del Plan de Ordenamiento Territorial en los ámbitos municipal, departamental y nacional. 

USUCAPIÓN 

Es una manera de adquirir la propiedad por posesión de un bien inmueble durante diez años o más en forma continua, pacífica y con ánimo de dueño. Esta figura jurídica está legislada por el Código Civil y su tramitación por el Código de Procedimiento Civil. 

No procede ninguna demanda de usucapión contra la municipalidad respecto de los bienes de dominio y uso público. En todo proceso judicial de usucapión los jueces deben citar al gobierno municipal para evitar que se dicten sentencias contrarias al interés público. 

Ver: • Ley 2028 de Municipalidades, artículo 131 

V

VETO PRESIDENCIAL

El Presidente de la República tiene la potestad de no promulgar leyes que considere viciadas con alguna irregularidad o que puedan ser anticonstitucionales. Toda ley sancionada por el Poder Legislativo podrá ser observada por el Presidente en el plazo de diez días desde su recepción. Las observaciones del Ejecutivo se dirigirán a la Cámara de origen. Si el Congreso las halla fundadas y modifica la ley conforme a las mismas, devolverá la propuesta al Ejecutivo para su promulgación. 

Si el Congreso declara infundadas las observaciones, por dos tercios de los miembros presentes, el Presidente de la República promulgará la ley dentro de otros diez días de plazo. 

Ver: • Constitución Política del Estado, artículos 76 al 78 

VOTACIÓN

La votación es el resultado o la expresión del voto, es decir, la manifestación de la voluntad individual o colectiva. Puede ser la que se refiere a la expresión material del voto y la que contempla los efectos del voto. 

Para efectos prácticos se suele clasificar la votación en: 

· Votación por simple mayoría o mayoría relativa. 

· Votación por mayoría absoluta, es decir, la mitad más uno. 

· Votación por dos tercios para los casos expresamente señalados por la norma correspondiente. 

VOTO

Voto, en su sentido estricto, es simplemente el acto de voluntad a través del cual una persona manifiesta su determinación sobre algo. No solo se vota en comicios electorales, sino también en asambleas, en reuniones de cuerpos colegiados, y en cualquier organismo de deliberación, sea público o privado. 

El voto puede ser público o secreto, nominal o voto de lista, voto personal, por correo o por delegación. Cada vez son más los países que usan sistemas de voto electrónico, mediante computadora u otro equipo automático. 

Los tipos de voto son: a) Voto directo y voto indirecto, b) Voto igual y voto reforzado, c) Voto individual y voto corporativo, y, d) Voto absoluto y voto ordinal. 

Aunque voto y sufragio son casi lo mismo, hay que aclarar que el sufragio es el acto mediante el cual se elige en los cargos electivos de entre los candidatos que aspiran a ellos, como en el caso de los mandatarios del país, de los diputados y senadores o de los concejales municipales. Así, sufragio implica el acto de elección que en ejercicio de sus derechos políticos tienen los ciudadanos. 

El Código Electoral indica que los principios del sufragio son: a) el voto universal, directo, libre, obligatorio y secreto, b) el escrutinio público y definitivo, y c) el sistema de representación proporcional para diputados y concejales, y el sistema de mayorías y minorías para los senadores, para garantizar los derechos de las mayorías y de las minorías.

Ver: • Código Electoral

VOTO CONSTRUCTIVO DE CENSURA 

La Constitución Política del Estado y la Ley de Municipalidades dicen que la censura o voto constructivo de censura es una medida de excepción para sustituir al alcalde, que se aplica solo en casos extremos contra el alcalde municipal que ha perdido la confianza del concejo municipal. Pero no se puede realizar cuando los alcaldes son elegidos directamente por mayoría absoluta de votos; solo puede ser aplicado a los alcaldes elegidos por ese cuerpo colegiado. 

El procedimiento que debe seguir esta medida es el siguiente: 

· Al menos un tercio de los concejales en ejercicio pueden proponer una moción constructiva de censura, siempre y cuando tengan los fundamentos necesarios. 

· Esta moción, motivada, fundamentada y firmada, será presentada al concejo municipal por conducto de su presidente, y debe ser publicada y notificada al alcalde. Al mismo tiempo, se propondrá el nombre de la persona que lo sustituirá. 

· El concejo rechazará la moción, sin trámite previo, en el plazo de 24 horas, si ésta no cumpliera con cualquiera de los requisitos establecidos. 

· Si la moción es admitida, en siete días se efectuará una sesión pública del concejo municipal en su sede oficial, para decidir sobre este asunto. Si se vota a favor de la moción, debe ser por tres quintos del total de los concejales (tres de cinco concejales; cinco cuando son siete; seis cuando son nueve y siete cuando son once concejales) 

· El nuevo alcalde electo será posesionado inmediatamente. 

· En esta sesión deberá estar presente un vocal acreditado de la Corte Departamental Electoral para verificar el cumplimiento de los procedimientos legales. 

Una vez aplicada la censura constructiva, el alcalde queda suspendido del ejercicio de sus funciones reasumiendo las de concejal por el resto del período. El voto constructivo de censura que es una medida de excepción, solo puede formularse cuando ha transcurrido un año de gestión del alcalde y tampoco puede plantearse en el último año de gestión municipal. 

Ver: • Constitución Política del Estado, artículo 201, numeral II 

• Ley 2028 de Municipalidades, artículos 50 y 51 

VULNERABILIDAD

Una comunidad es vulnerable cuando tiene condiciones desfavorables y no tiene la capacidad para enfrentar las amenazas. Por eso se dice que la vulnerabilidad es la debilidad para enfrentar amenazas. Estas debilidades se llaman factores de vulnerabilidad. 

Los factores de vulnerabilidad de las comunidades pueden ser: 

· Factores de vulnerabilidad ecológica ambiental, cuando la comunidad ha deforestado sus montes, las orillas de sus ríos, sus pampas. 

· Factores de vulnerabilidad económica, cuando en una comunidad las posibles familias damnificadas son pobres y tienen menos posibilidad de enfrentar un desastre y poder recuperar las pérdidas. 

· Factores de vulnerabilidad física. 

· Factores de vulnerabilidad educativa.
· Factores de vulnerabilidad cultural. 

· Factores de vulnerabilidad organizativa, social, política e institucional. 

Ver: • Guía de trabajo para el facilitador comunal, Proyecto GIR-GTZ, FAM Bolivia y SENAR 

Anexo 1 

Recursos municipales (Clasificación y definición) 

Clasificador 

13000 
Ingresos tributarios 

Son gravámenes que el Estado establece para el cumplimiento de sus fines. Estos ingresos son percibidos exclusivamente por el TGN y los gobiernos municipales. 

13300 
Impuestos directos municipales 

Corresponden a los ingresos tributarios provenientes de las personas jurídicas y naturales, sobre la tenencia de bienes y otros establecidos por la Ley de Participación Popular 1551 de 20/IV/1994, las modificaciones a la Ley 843, por la Ley 1606 (22/XII/1994) y reglamentos específicos. 

13310 
Impuesto a la propiedad de bienes inmuebles 

Son los recursos provenientes de la tributación anual a la propiedad inmueble conforme lo establece la Ley 1606 y el Reglamento del IPBI de 23/XII/1995. La base imponible está constituida por el avalúo fiscal, establecida en cada jurisdicción municipal en aplicación de las normas catastrales y técnico tributarias urbanas y rurales emitidas por el Poder Ejecutivo. Mientras no exista el avalúo fiscal, la base imponible estará dada por el autoavalúo. Las alícuotas del impuesto están expresadas en tablas de valoración que determinan su cuantía. El impuesto se pagará en forma anual, el pago antes del vencimiento es beneficiado con un descuento del 10%. Cada gobierno municipal debe desarrollar capacidad técnica operativa para administrar este impuesto mediante la disposición de un sistema de recaudaciones. 

13330 
Impuesto a la propiedad de vehículos automotores 

Recursos provenientes de la propiedad de automotores de cualquier clase o categoría de acuerdo con lo establecido por la Ley 1606 y el Reglamento del IPBI, donde los sujetos pasivos presentarán una declaración jurada anual por cada vehículo, que serán llenados en formularios proporcionados por el gobierno municipal disponiendo de un sistema de recaudación y control que posibilite la identificación de pagos en su jurisdicción. El IPVA, se pagará en forma anual, en una sola cuota, hasta la fecha de vencimiento. 

13350 
Patentes 

Recursos provenientes de tributos que se perciben de las personas jurídicas y naturales por la realización de actividades económicas dentro de la jurisdicción municipal. Están relacionadas con a) Patentes de Funcionamiento, b) Patentes a la publicidad y propaganda, c) Patentes a los espectáculos y las recreaciones públicas. Los niveles o alícuotas fijados para cada caso son presentados en forma conjunta en la Ordenanza de Tasas y Patentes. 

13360-13370 
Impuesto municipal a la transferencia de inmuebles vehículos automotores 

Recursos de la tributación a la transferencia de bienes inmuebles y automotores a favor del municipio en cuya jurisdicción se encuentra registrado el bien (su aplicación está establecida en el Título VI de la Ley 843 y sus reglamentos). 

13400 
Impuestos indirectos municipales 

Recursos que proceden del pago que realizan las personas naturales y jurídicas por gravámenes que se cargan a los costos de producción y comercialización de acuerdo al ordenamiento legal vigente (por ejemplo, el impuesto a la chicha). 

15000 
Ingresos no tributarios 

Recursos que provienen de fuentes no impositivas, efectuadas por contraprestación y tienen el carácter de no recuperables. 

15100 
Tasas 

Recursos generados por la prestación efectiva de un servicio público individualizado donde el sujeto pasivo es la persona natural o jurídica; su producto no debe tener un destino ajeno al servicio que constituye el presupuesto de la obligación. En la práctica se distingue: 

a) Tasas por la prestación de Servicios Públicos 

b) Tasas por Servicios Técnicos 

c) Tasas por Servicios Administrativos 

El sujeto pasivo es la persona natural o jurídica que recibe el servicio. Inicialmente, el gobierno municipal fija mediante ordenanza la base imponible en cada uno de los servicios prestados, previa calificación por un Dictamen Técnico elaborado por el Ministerio de Hacienda. Ambas son presentadas al H. Senado Nacional para que considere y apruebe mediante resolución expresa. 

15400 
Contribución por mejoras 

Recursos provenientes de aportes de la comunidad para la ejecución de obras de mejoramiento público, cuyo producto no debe tener un destino ajeno a la financiación de obras específicas o a las actividades que constituyen el presupuesto de la obligación. 

En este rubro es importante establecer una correlación de conceptos, definiciones y criterios de cálculo de las alícuotas, para evitar su aplicación indiscriminada. 

19000 
Transferencias corrientes 

Recursos que provienen de transferencias recibidas del sector público o privado. No están sujetos a contraprestación en bienes y/o servicios en cumplimiento de disposiciones legales y contractuales previstas, aplicables a gastos corrientes. 

19212 
Coparticipación tributaria 

Recursos provenientes por la transferencia del 20% de los recursos captados por el TGN y destinadas a las alcaldías municipales en función del número de habitantes de cada sección de provincia, como establece la Ley de Participación Popular 

22000 
Donaciones 

Recursos percibidos por el sector público de organismos internos y externos en calidad de donación, y sin contraprestación de bienes o servicios, destinados a financiar los gastos de capital. 

23000 
Transferencias de capital 

Recursos que perciben las entidades del sector público sin brindar contraprestación de bienes y/o servicios al otorgante de las transferencias, estos recursos se destinarán a financiar gastos de capital (formación de capital y/o adquisición de activos financieros). 

23310 
Del sector público financiero 

Recursos que reciben los organismos del sector público como transferencias de capital provenientes de instituciones públicas financieras y no bancarias, como el Fondo Nacional de Desarrollo Regional (FNDR), Fondo de Inversión Social o el Fondo de Desarrollo Campesino. 

36000 
Obtención de préstamos internos 

Recursos generados por la realización de operaciones de crédito público interno a corto y largo plazo, efectuado con instituciones financieras bancarias y no bancarias residentes en el país. 

Anexo 2 

Responsabilidad penal

Delitos en los que pueden incurrir los funcionarios y autoridades municipales 
	Delito
	Descripción de acuerdo al Código Penal 

	Peculado 
	Apropiarse de dinero, valores o bienes de cuya administración, cobro o custodia se halla a cargo (Art. 142) 

	Peculado culposo 
	Cometerlo por negligencia, imprudencia o inobservancia de leyes decretos o reglamentos (Art. 143) 

	Malversación 
	Dar a los fondos que administra un fin diferente al previsto (Art. 144) 

	Cohecho pasivo propio 
	Supone recibir dádivas u otras ventajas para hacer o dejar de hacer algo inherente a sus funciones (Art. 145) 

	Uso indebido de influencias 
	Utilizar el cargo para influir en terceras personas y de esta manera obtener beneficios (Art. 146) 

	Beneficios en razón del cargo 
	Admitir beneficios o regalos aprovechando del cargo y como consecuencia de éste (Art. 147) 

	Disposición común
	Norma de interpretación extensiva referida al ámbito de aplicación de estos tipos penales (Art. 148)

	Omisión de declaración de bienes y rentas 
	Delito de omitir declarar bienes o rentas para asumir un cargo público (Art. 149)

	Negociaciones incompatibles con el ejercicio de función publica 
	Obtener beneficios y otros aprovechando de su intervención en contratos suministros o subastas en que sea parte la Administración (Art. 150)

	Concusión
	Exigir u obtener dinero o ventajas o en promoción superior a lo legalmente establecido (Art. 151)

	Exacciones 
	Solicitar dinero o ventajas a favor de la Administración Publica (Art. 152) 

	Resoluciones contrarias a la constitución y a las leyes
	Dictarlas y hacerlas ejecutar constituye delito (Art. 153)

	Incumplimiento de deberes
	Rehusar, omitir o retardar ilegalmente un acto que debe cumplir por ser inherente a sus funciones y al cual esta obligado (Art. 154)

	Abandono de cargo
	Abandonar el cargo sin haber cesado (Art. 156) 

	Nombramientos ilegales
	Designar en cargo público a quien no reúne los requisitos legalmente establecidos (Art.157) 

	Omisión de denuncia 
	Dejar de promover denuncia o no proseguirla con relación a delitos que conozca en razón de su cargo y relacionados con la Administración Pública (Art.1 78) 

	Desobediencia a resoluciones en procesos de hábeas corpus y amparo constitucional 
	No cumplir con resoluciones de hábeas corpus y amparo constitucional cuando son exigibles legalmente (Art. 179 bis) 

	Legitimación de ganancias ilícitas 
	Adquirir, convertir o transferir bienes, recursos o derechos relativos a delitos como peculado, cohecho activo, concusión y otros (Art. 185 bis) 

	Contratos lesivos al Estado 
	Celebrar contratos sabiendo que perjudican económicamente al Estado (Art. 221) 

	Incumplimiento de contratos 
	Incumplir un contrato sin causa justificada (Art. 222) 

	Destrucción o deterioro de bienes del Estado y la riqueza nacional 
	Destruir, deteriorar, sustraer o exportar bienes de la riqueza nacional, del patrimonio cultural, arqueológico, etc. (Art. 223) 

	Conducta antieconómica 
	Causar daño económico por mala administración o dirección técnica (Art. 224) 

	Infidencia económica 
	Revelar ilegalmente datos relativos a la política económica cuando se ha conocido tales datos en razón del cargo (Art. 225) 

	Contribuciones y ventajas ilegitimas 
	Exigir u obtener dinero u otra ventaja económica aprovechando el cargo que desempeña (Art. 228 párrafo 2°) 

	Sociedades o asociaciones ficticias 
	Formar asociaciones ficticias con el fin de obtener beneficios o privilegios. (Art. 229 párrafo 2°) 

	Nota complementaria a documento de respaldo 
	Ningún funcionario público puede sustraer o apoderarse de la documentación de las alcaldías, ni trasladar estos documentos fuera de las oficinas de la sede del gobierno municipal si no es por causa justificada, bajo pena de incurrir en las sanciones previstas en los Arts. 202 y 326 Supresión o Destrucción de Documento y Hurto, respectivamente 


Anexo 3

Coparticipación Tributaria 1994-2004 (En construcción)

Anexo 4 

Direcciones de interés en INTERNET 

Agencia de Desarrollo de la Sociedad de la Información en Bolivia (ADSIB) www.adsib.gov.bo

Asamblea Permanente de Derechos Humanos de Bolivia: www.derechoshumanos-bolivia.org 

Asociación de Concejalas de Bolivia (ACOBOL): www.acobol.org.bo 

Asociación de Municipalidades de Beni: www.enlared.org.bo/amdebeni

Asociación de Municipios de Cochabamba: www.enlared.org.bo/amdeco

Asociación de Municipalidades de Chuquisaca: www.enlared.org.bo/amdech

Asociación de Municipalidades del Departamento de La Paz: www.enlared.org.bo/amdepaz

Asociación de Municipios del Departamento de Oruro: www.enlared.org.bo/amdeor

Asociación de Municipalidades de Pando: www.enlared.org.bo/amdepando

Asociación de Municipalidades de Potosí: www.enlared.org.bo/amdepo

Asociación de Municipios de Santa Cruz: www.enlared.org.bo/amdecruz

Asociación de Municipios del Departamento de Tarija: www.enlared.org.bo/amt

Banco Central de Bolivia: www.bcb.gov.bo 

Bolsa Boliviana de Valores: www.bolsa-valores-bolivia.com 

Centro Boliviano de Estudios Multidisciplinarios (CEBEM): www.cebem.com 

Centro para la Participación y el Desarrollo Humano Sostenible (CEPAD): www.cepad.org 

Congreso Nacional: www.congreso.gov.bo y www.congreso.bo

Contraloría General de la República: www.cgr.gov.bo 

Corte Nacional Electoral: www.cne.org.bo 

Corte Departamental Electoral de Chuquisaca: www.chuquisaca.cne.org.bo

Corte Departamental Electoral de La Paz (sala Murillo): www.murillo.cne.org.bo

Corte Departamental Electoral de La Paz (sala Provincias): www.provincias.cne.org.bo

Corte Departamental Electoral de Cochabamba: www.cochabamba.cne.org.bo

Corte Departamental Electoral de Oruro: www.oruro.cne.org.bo

Corte Departamental Electoral de Potosí: www.potosi.cne.org.bo

Corte Departamental Electoral de Tarija: www.tarija.cne.org.bo

Corte Departamental Electoral de Santa Cruz: www.santacruz.cne.org.bo

Corte Departamental Electoral de Beni: www.beni.cne.org.bo

Corte Departamental Electoral de Pando: www.pando.cne.org.bo

COSUDE (Bolivia): www.cosude.org.bo 

Defensor del Pueblo: www.defensor.gov.bo 

Unidad de Coordinación para la Asamblea Constituyente: www.constituyente.bo

Delegación Presidencial para la Lucha Contra la Corrupción: www.corrupcion.gov.bo

Delegación Presidencial para la Mejora de la Capitalización: www.capitalizacion.gov.bo

Derechos Reales: ddrr.poderjudicial.gov.bo 

Diálogo Nacional: www.dialogo.gov.bo

Directorio Único de Fondos (DUF): www.duf.gov.bo 

Empresa de Correos de Bolivia: www.correosbolivia.com 

Estrategia Boliviana de Reducción de la Pobreza: www.ebrp.gov.bo 

Federación de Asociaciones Municipales (FAM): www.enlared.org.bo/fam 

Fondo Nacional de Desarrollo Regional (FNDR): www.fndr.gov.bo 

Fondo Nacional de Inversión Productiva y Social (FPS): www.fps.gov.bo 

Foro de Participación Popular: www.padem.org.bo/foropp 

GNTP — Logo Links: www.gntparticipa.org 

Gobierno de Bolivia: www.bolivia.gov.bo 

Instituto Nacional de Estadística: www.ine.gov.bo 

Mecanismo Nacional de Control Social: www.controlsocial.org.bo 

Ministerio de Desarrollo Económico: www.desarrollo.gov.bo

Ministerio de Desarrollo Participación Popular: www.municipio.gov.bo 

Ministerio de Desarrollo Sostenible: www.mds.gov.bo 

Ministerio de Educación: www.mineduca.gov.bo 

Ministerio de Hacienda: www.hacienda.gov.bo 

Ministerio de Obras Públicas: www.mvsb.gov.bo 

Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto: www.rree.gov.bo 

Ministerio de Salud: www.sns.gov.bo 

Ministerio Público de Bolivia. Fiscalía General de la República: www.fiscalia.gov.bo

Poder Judicial: www.poderjudicial.org.bo 

Policía Nacional: www.policianacional.gov.bo 

Prefectura del Departamento de Cochabamba: www.prefecturacochabamba.gov.bo 

Prefectura del Departamento de Chuquisaca: www.prefecturachuquisaca.gov.bo 

Prefectura del Departamento de La Paz: www.prefecturalpz.gov.bo 

Prefectura del Departamento de Oruro: www.prefecturaoruro.gov.bo 

Prefectura del Departamento de Pando: www.prefecturapando.gov.bo 

Prefectura del Departamento de Potosí: www.prefecturapotosi.gov.bo 

Prefectura del Departamento de Santa Cruz: www.prefecturascz.gov.bo 

Prefectura del Departamento de Tanja: www.prefecturatarija.gov.bo 

Prefectura del Departamento del Beni: www.prefecturabeni.gov.bo 

Presidencia de la República: www.presidencia.gov.bo 

Programa de Apoyo a la Democracia Municipal (PADEM): www.padem.org.bo

Programa Manejo Integral de Cuencas: www.promic-bolivia.org

Programa de Promoción de la Participación y el Control Social (PROPACS): www.controlsocial.org 

Programa Nacional de Riegos: www.catpronar.org 

Proyecto DDPC 3: www.ddpc3.net 

Proyecto de Descentralización Financiera y Responsabilidad (ILACO-ll): www.ilaco.gov.bo 

Proyecto de Promoción al Desarrollo Económico Rural (PADER): www.municipio-productivo-pader.com y www.desarrollolocal.org

Proyecto Enlared Municipal: www.enlared.org.bo 

Régimen Único Automotor (RUA): www.rua.gov.bo 

Servicio de Impuestos Nacionales: www.impuestos.gov.bo 

Servicio Nacional de Aduanas: www.aduana.gov.bo 

Servicio Nacional de Reforma Agraria: www.inra.gov.bo 

Sistema de Información de Contrataciones Estatales (SICOES): www.sicoes.gov.bo 

Sistema Integrado de Gestión y Modernización Administrativa (SIGMA): www.sigma.gov.bo 

Superintendencia Agraria (SIA): www2.entelnet.bo/si-a 

Superintendencia de Bancos y Entidades Financieras (SBEF): www.sbef.gov.bo 

Superintendencia de Electricidad: www.superele.gov.bo 

Superintendencia de Hidrocarburos: www.superhid.gov.bo 

Superintendencia de Pensiones, Valores y Seguros (SPVS): www.spvs.gov.bo 

Superintendencia de Recursos Jerárquicos (SRJ): www.srjnet.gov.bo 

Superintendencia de Saneamiento Básico: www.sisab.gov.bo

Superintendencia de Telecomunicaciones (SITTEL): www.sittel.gov.bo 

Superintendencia de Transportes: www.suptrans.gov.bo 

Superintendencia Forestal: www.siforbol.gov.bo y www.comunidadesweb.com/forestal 

Superintendencia General (SIRESE): www.sirese.gov.bo 

Tribunal Constitucional: www.tribunalconstitucional.gov.bo 

Unidad de Análisis de Políticas Económicas y Sociales (UDAPE): www.udape.gov.bo 

Unidad de Comunicación Gubernamental: www.comunica.gov.bo 

Viceministerio de Inversión Pública y Financiamiento Externo (VIPFE): www.vipfe.gov.bo 

Vicepresidencia de la República: www.vicepres.gov.bo 

Ver archivo separado de otros anexos
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Constitución Política del Estado





Ley 2794 de 20 de abril de 2004





Ley de Participación Popular (LPP)





Ley 1551 del 20 de abril de 1994








Ley de Descentralización Administrativa�Ley 1654 del 28 de julio de 1995








Ley de Municipalidades�


Ley 2028 del 28 de octubre de 1999








Ley del Diálogo Nacional�


Ley 2235 del 31 de julio de 2001











